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��PREFACIO	

De acuerdo a la solicitud que se hiciera en 1997 el Grupo de Trabajo en Política de Competencia del ALCA, la OEA ha venido preparando el presente documento como un informe del estado de la cuestión en las acciones públicas para la promoción y defensa de la competencia en el Continente Americano.  Por mandato del mismo grupo del ALCA, este informe se ha vuelto a actualizar de manera que éste es "Informe sobre Desarrollos y Aplicación de las Políticas y Leyes de Competencia en el Hemisferio Occidental" correspondiente al año 2002 y contiene los principales elementos de política y de leyes de competencia en práctica en los países del ALCA durante los años 2000 y 2001.

La información de este documento ha sido suministrada por los órganos de competencia de los diferentes países que en él aparecen, se trata de información pública y su edición se ha hecho de acuerdo a la metodología acordada en el Grupo de Trabajo, al cual presenta las siguientes partes esenciales:

I.  Recientes Desarrollos y Cambios Legislativos o de Política.

II. Aplicación de las Políticas y Leyes de Competencia

A. Prácticas Anticompetitivas

B. Casos Importantes

C. Fusiones y Concentraciones Económicas

III. Cuestiones Regulatorias y de Política Comercial.

IV. Asuntos Internacionales



Esperamos que la actualización de este documento sirva para la mejora constante de las políticas de la competencia en el Hemisferio Occidental.

�CAPÍTULO 1. 	 ARGENTINA 

Recientes Desarrollos y Cambios Legislativos o de Política 

En el año 1999 entró en vigencia Ley Nº 25.156 de Defensa de la Competencia que reemplaza a la anterior Ley Nº 22.262. La nueva ley regula, por una parte, y con una sistemática similar a la de su antecesora�, los acuerdos y prácticas restrictivas de la competencia y del acceso al mercado, así como también el abuso de una posición dominante y crea un nuevo órgano de aplicación llamado Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia (TNDC),  con mayores facultades e independencia que su antecesora la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia (CNDC).

Por otra parte, y como gran novedad, introduce en línea con la práctica internacional, el control previo de las fusiones y adquisiciones (concentraciones económicas), tema hasta ese momento inexistente en el derecho antimonopólico argentino. Asimismo también incorpora como innovación la sanción de la “tentativa” de restringir o distorsionar la competencia.�

El proceso de elaboración de la nueva ley se desarrolló de acuerdo a los procedimientos que corresponden a la forma democrática y republicana de gobierno, habiendo sido objeto de un intensivo debate tanto en el seno del Congreso como de la sociedad civil.

Facultades, independencia y autonomía de la autoridad de competencia

Hasta la sanción de la Ley Nº 22.262 en 1980 no existió una autoridad de competencia como instancia administrativa independiente. La aplicación de la legislación antimonopolio estaba a cargo directamente de la Justicia, porque la legislación previa a la referida Ley era de carácter estrictamente penal. Sin embargo existía en el ámbito de la cartera de comercio una Dirección de Investigaciones Antimonopólicas que instruía las investigaciones.

La Ley Nº 22.262 creó a la CNDC como instancia administrativa independiente sólo en cuanto a las facultades de inicio e instrucción de los procedimientos investigativos, etapa durante la cual podía llegarse a la concertación de compromisos o a disponer medidas de no innovar, cese o abstención, multas o solicitar a la Justicia disolución de la sociedad infractora, mientras que las sanciones penales se reservaron para los casos en que los precitados mecanismos no hubieran podido solucionar, las cuales eran aplicadas por el Poder Judicial. 

La precitada ley estableció que la CNDC debía integrarse con presidente y cuatro vocales� designados por el Ministro de Economía, siendo sus facultades i) instruir las causas iniciadas por ella misma de oficio o por denuncia de particulares, ii) decidir de modo autónomo las medidas correctivas en los procedimientos (medidas cautelares, de no innovar, aceptación de compromisos) y iii) dictaminar de modo no vinculante respecto al fondo de la cuestión, aconsejando la conveniencia de a) desestimar la denuncia, b) aceptar las explicaciones de la parte denunciada, c) ordenar el cese de ciertas conductas o d) imponer multas.

La resolución definitiva de la causa era competencia de la autoridad de comercio del Ministerio de Economía (cuya denominación fue cambiando con los diferentes cambios de estructura de precitado Ministerio) a la cual la CNDC elevaba su dictamen no vinculante. A su vez, tal resolución era apelable ante la cámara federal que correspondiese a la jurisdicción en la que tuvo lugar la conducta o ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, en el caso de la jurisdicción correspondiente a la Capital Federal. 

La nueva norma de defensa de la competencia (Ley Nº 25.156) innova en este aspecto al crear el TNDC como órgano autárquico en la ámbito del Ministerio de Economía, con facultad de imponer por sí mismo las sanciones apelables ante la Justicia, otorgándole un mayor grado de independencia del que gozaba la CNDC, quien no podía imponer el precitado tipo de sanciones por sí misma sino elevar una recomendación a la autoridad de comercio, cuya actividad estaba en buena medida restringida a la instrucción de las causas. 

Este nuevo órgano se encuentra en proceso de constitución por lo que continúa siendo la precitada CNDC, quien transitoriamente sigue instruyendo las causas bajo la nueva ley y elevando a la autoridad de comercio sus dictámenes sobre el fondo de la cuestión, para su definitiva resolución. A su vez y debido a la introducción del control previo de fusiones y adquisiciones, también compete a la CNDC instruir el procedimiento de investigación de las operaciones notificadas y elevar a la autoridad de comercio un dictamen aconsejando autorizar, subordinar la autorización al cumplimiento de determinadas condiciones o desautorizar las operaciones de concentración económica notificadas. 

De acuerdo a los últimos cambios de estructura del Ministerio de Economía, la precitada autoridad de comercio de la cual depende la CNDC y a la cual eleva sus recomendaciones es la Secretaría de la Competencia, la Desregulación y la Defensa del Consumidor, órgano en el cual también convergieron las atribuciones en materia de comercio interior de la antigua Secretaría de Industria, Comercio y Minería. 

Con relación a la futura autoridad de competencia, la nueva ley estipula que el TNDC deberá integrarse por siete miembros de los cuales, como mínimo, dos serán abogados y dos profesionales en ciencias económicas, siendo designados por el Poder Ejecutivo Nacional previo concurso público de antecedentes y oposición ante un Jurado integrado por el Procurador General del Tesoro de la Nación, el Secretario de Industria, Comercio y Minería, los Presidentes de las Comisiones de comercio de ambas Cámaras del Legislativo, el Presidente de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial y los Presidentes de la Academia de Derecho y la Nacional de ciencias Económicas y durarán seis años en sus funciones. Los miembros del TNCD podrán ser reelegidos y removidos por el precitado Jurado. 

Las funciones del TNDC consisten en aplicar y controlar el cumplimiento de la Ley Nº 25.156 i) instruyendo los procedimientos que se inicien de oficio o por denuncia de particulares pudiendo en este último caso desestimar la denuncia y en todos los casos aceptar las explicaciones de la parte denunciada, ordenar el cese de ciertas conductas e imponer las sanciones y medidas correctivas que estime correspondan y ii) autorizando, subordinando la autorización al cumplimiento de determinadas condiciones o denegando la autorización de las operaciones de concentración económica (fusiones y adquisiciones) notificadas en cumplimiento de la normativa vigente. 

Dentro de las facultades otorgadas al TNDC y que le permiten cumplir las precitadas funciones se encuentran comprendidas las siguientes i) realizar estudios e investigaciones de mercado para lo cual podrá requerir a los particulares y autoridades nacionales, provinciales o municipales y a las asociaciones de defensa de consumidores y usuarios la documentación y colaboración que estime necesarias; ii) celebrar audiencias con los presuntos responsables, denunciantes, damnificados, testigos y peritos, recibirles declaración y ordenar careos, para lo cual podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública, iii) realizar las pericias necesarias sobre libros, documentos y demás elementos conducentes a la investigación, controlar existencias, comprobar orígenes y costos de materias primas u otros bienes, iv) imponer las sanciones establecidas en la ley, v) promover estudios e investigación en materia de competencia, vi) emitir opinión en materia de competencia y libre concurrencia respecto de leyes reglamentos, circulares y actos administrativos, sin que tales opiniones tengan efecto vinculante (abogacía de la competencia), vii) emitir recomendaciones de carácter general o sectorial respecto a las modalidades de la competencia en los mercados (abogacía de la competencia), viii) actuar con las dependencias competentes en la negociación de tratados, acuerdo o convenio internacionales en materia de regulación de políticas de competencia, ix) promover e instar acciones ante la Justicia, x) suspender plazos procesales de la ley Nº 25.156, xi) acceder a los lugares objeto de inspección con el consentimiento de los ocupantes o mediante orden judicial solicitada ante juez competente, xii) propiciar soluciones consensuadas entre las partes. 

Por otra parte, corresponde destacar que la constitución del futuro TNDC no importa una desvinculación de la Secretaría de Competencia, Desregulación y Defensa del Consumidor respecto de la política de competencia que se instrumenta a través de la Ley 25.156, ya que una vez constituido el TNDC está previsto que la precitada Secretaría sea parte interesada en defensa del interés público en los procedimientos de actuación ante el Tribunal de Defensa de la Competencia. 

En consecuencia la Secretaría i) podrá efectuar las denuncias requeridas para iniciar el procedimiento; ii) se le correrá vista de las denuncias presentadas por cualquier persona física o jurídica, pública o privada - en los casos en que el procedimiento hubiera sido iniciado de oficio por parte del TNDC se le correrá vista de la relación de los hechos y de la fundamentación del procedimiento – y, iii) podrá interponer recurso de apelación ante la Justicia contra las resoluciones del TNDC. 

Financiamiento, contratación de personal y asistencia técnica externa. 

Mientras que el financiamiento de la CNDC resulta de la asignación de las partidas correspondientes del Presupuesto Nacional, la nueva ley prevé que el futuro Tribunal de Defensa de la Competencia, además de contar con asignaciones presupuestarias, establecerá aranceles que deberán abonar los interesados por las actuaciones que inicien y cuyo producto será destinado a sufragar sus gastos ordinarios. 

En relación a la contratación de personal sólo cabe informar respecto de CNDC, dado que el TNDC aún no ha sido constituido. Al respecto puede decirse que la CNDC tiene su plantel de recursos humanos organizado de la siguiente manera: dos asistentes privadas del Presidente y los Vocales, una Secretaría a cargo de un abogado con alrededor de 5 personas a cargo que desempeñan tareas procedimentales y administrativas, un jefe de abogados con un plantel de aproximadamente 11 abogados a cargo, un jefe de economistas con un plantel de aproximadamente 10 entre contadores y economistas a cargo y algunos pasantes de la facultad de ciencias económicas. Corresponde destacar que en sendos planteles existen muchos profesionales que han obtenido el grado de máster en diversas áreas vinculadas con la economía y las políticas públicas. De la precitada estructura se desprende que el criterio para la selección del personal resulta de entender que la defensa de la competencia requiere el trabajo interdisciplinario entre profesionales de la abogacía y de las ciencias económicas. 

Finalmente con respecto a la asistencia técnica externa la CNDC ha recibido apoyo financiero del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y del BID mientras que ha recibido apoyo en cuanto a la capacitación de su plantel profesional por parte de las divisiones antimonopolio del Departamento de Justicia y de la Comisión Federal de Comercio de los Estados Unidos y la Dirección de Competencia de la Comisión Europea. 

II. 	Aplicación de leyes y políticas de competencia.

Durante el año 1999 la CNDC resolvió 16 casos de denuncias sobre conductas anti-competitivas. Del total de casos, la mayoría (44%) consistió en conductas tendientes a obstaculizar el acceso al mercado. En el 53% de los casos resueltos durante 1999 se aceptaron explicaciones, el 24% fue desestimado y el 18% obtuvo sanciones. Asimismo, sólo en una de las diecisiete causas se aceptó un compromiso ofrecido por las partes. Respecto a los mercados que se vieron involucrados en las investigaciones, el mayor número de casos resueltos se registró en Medios de Comunicación y Publicidad y Servicios de Salud, concentrando estos dos sectores el 35% de los casos. 

Durante el año 2000 la CNDC resolvió 15 casos de denuncias sobre conductas anti-competitivas. Del total de casos, la mayoría (40%) consistió en conductas tendientes a obstaculizar el acceso al mercado. En el 47% de los casos resueltos durante 2000 se aceptaron explicaciones, el 35% fue desestimado y el 12% obtuvo sanciones. Asimismo, sólo en una de las quince causas se aceptó un compromiso ofrecido por las partes. Respecto a los mercados que se vieron involucrados en las investigaciones, el mayor número de casos resueltos se registró en los sectores de: Petróleo, gas y combustibles (3 casos), Maquinarias y equipos (2 casos) y Servicios de salud (2 casos).

Control Previo de Adquisiciones y Funciones

El capítulo abarcado por este informe se extiende desde la entrada en vigencia de la Ley 25.156 de Defensa de la Competencia que introduce el control previo de fusiones y adquisiciones en Septiembre de 1999, hasta la firma del Decreto N°396 en Abril de 2001. 

Este último decreto cambió algunos de los requisitos impuestos inicialmente por la Ley 25.156 para la notificación de operaciones, marcando un punto de quiebre respecto de la situación anterior. Por ello, se decidió incluir a las concentraciones que fueron presentadas durante los años 1999, 2000 y primeros meses de 2001 hasta la entrada en vigencia del Decreto N° 396. 

Hasta su modificación, la Ley 25.156 de Defensa de la Competencia imponía que las operaciones de concentración debían ser notificadas para su examen cuando la suma del volumen de negocio total del conjunto de empresas afectadas superara en el país la suma de doscientos millones de pesos o cuando el volumen de negocio total a nivel mundial del conjunto de las empresas afectadas superase los dos mil quinientos millones de pesos. 

Asimismo, en su Artículo 7° la mencionada ley establecía que “se prohiben las concentraciones económicas cuyo objeto o efecto sea o pueda ser disminuir, restringir o distorsionar la competencia, de modo que pueda resultar perjuicio para el interés económico general.” De esta forma, en los casos sometidos a notificación la autoridad de aplicación deberá decidir por resolución fundada: 1) autorizar la operación, 2) subordinar la autorización al cumplimiento de condiciones o 3) denegar la autorización. 

Desde la entrada en vigencia de la Ley 25.156 en Septiembre de 1999 hasta la firma del Decreto N°396 en Abril de 2001, la CNDC resolvió 232 operaciones de fusiones y adquisiciones. 

De todas ellas, el 22% (52 operaciones) correspondió a operaciones de conglomerado, es decir, operaciones donde las partes no se encontraban relacionadas horizontalmente ni verticalmente. Por su parte las operaciones horizontales, es decir, cuando las empresas involucradas actúan como oferentes o demandantes de bienes o servicios sustitutos, representaron el 66% de las operaciones resueltas (153 operaciones). Por último, las operaciones entre empresas que actúan en diferentes etapas de producción o prestación de un mismo bien o servicio (integraciones verticales) sumaron el 6% del total de operaciones resueltas. El resto correspondió a operaciones que registraban tanto relaciones horizontales como verticales (5%). 

En cuanto a la resolución de las operaciones, el 97% de las analizadas durante el período fueron autorizadas (225 operaciones), seis operaciones de concentración fueron condicionadas y solamente en un caso la CNDC resolvió denegar la autorización. Asimismo los sectores que más operaciones registraron fueron Medios de Comunicación y Publicidad (19%), Productos Alimenticios y Bebidas (13%), Petróleo, Gas y Combustibles (11%) y Servicios Financieros (11%). En conjunto estos sectores representaron el 55% de las operaciones resultas entre Septiembre de 1999 y Abril de 2001.  

III. Cuestiones regulatorias y de Política Comercial.

La nueva ley de defensa de la competencia Nº 25.256 regla explícitamente dos cuestiones relativas a los asuntos regulatorios: en su artículo 16 exige que en los procedimientos de control previo de adquisiciones y fusiones que involucran a empresas de sectores regulados se requiera a los entes reguladores una opinión fundada sobre la operación bajo análisis, la cual no es vinculante en cuanto a la resolución final que adopte el Tribunal, mientras que en por el artículo 59 derogan todas las atribuciones en materia de defensa de la competencia otorgadas por anteriores normas a otros organismos o entes estatales. En consecuencia, por el citado artículo 16, la Comisión ha obtenido valiosa colaboración por parte de los entes reguladores a los efectos de contar con mayores elementos técnicos para el análisis de las operaciones de concentración económica, mientras que el artículo 59 ubica a la Argentina dentro del pequeño conjunto de países cuya autoridad de competencia no encuentra limitado su accionar para ningún sector de la economía. 

Por otra parte, el Reglamento de los artículos de Ley de Patentes de Invención y Modelos de Utilidad (Ley Nº 24.481 corregida por Ley Nº 24.572, texto ordenado y reglamentado por Decreto Nº 260 del año 1996) en su artículo 44 estipula que la autoridad de competencia de oficio o a petición de parte procederá a determinar la existencia del supuesto de práctica anticompetitiva previsto en el artículo 44 de la referida norma por el que se habilita a la autoridad de aplicación  - el Instituto Nacional de Propiedad Intelectual – a otorgar a un tercero el derecho de explotación de una patente sin autorización del titular cuando el mismo haya incurrido en prácticas anticompetitivas. Hasta el momento no se han iniciado procedimientos en este marco. 

�IV. Asuntos  Internacional

A. Defensa de la competencia en el Mercosur

La CNDC ejerce la coordinación de la sección nacional del Comité Técnico Nº 5 (CT5): Defensa de la Competencia del Mercosur, instancia dependiente de la Comisión de Comercio e integrada por cuerpos técnicos de los Estados Parte, cuya función es diseñar los instrumentos normativos necesarios para la implementación del régimen de defensa de la competencia del Mercosur. 

El precitado CT5 se encuentra abocado a reglamentar el “Protocolo de Defensa de la Competencia del Mercosur” (también conocido como “Protocolo de Fortaleza”) a efectos de posibilitar su aplicación efectiva. En septiembre del año 2000 la CNDC presentó una propuesta integral de reglamentación del Protocolo por parte de la Argentina que se sumó a las oportunamente presentadas por los restantes Estados Parte, lo que ha permitido que durante las reuniones del CT5 celebradas en el primer semestre del 2001 se haya avanzado en la redacción definitiva del Reglamento del Protocolo de Defensa de la Competencia, tarea que será proseguida a lo largo del 2002.

B. Políticas de Competencia en el ALCA 

La CNDC forma parte de la delegación argentina que negocia el capítulo sobre políticas de competencia del acuerdo comercial que integrará a los países de América y que se llevan a cabo en el denominado Grupo de Negociación sobre Políticas de Competencia (GNPC). En este ámbito, las delegaciones de los Estados Parte del Mercosur actúan coordinadamente, sentando posiciones previamente acordadas a nivel cuatripartito sobre cada tema de negociación. 

A fines del año 2000, los trabajos del GNPC fueron elevados en la forma de un borrador encorchetado del Capítulo de Políticas de Competencia del ALCA al Comité de Negociaciones Comerciales (CNC), documento que incorporó la mayor parte de las propuestas presentadas por el Mercosur, muchas de ellas a instancias de la delegación argentina. Durante el año 2001, la actividad del precitado grupo se encuentra concentrada en la producción de una versión definitiva y consensuada entre todos los países del mencionado capítulo. 

Asimismo corresponde destacar que en forma paralela a las negociaciones se llevan a cabo las denominadas “sesiones técnicas” que son instancias de intercambio de información y experiencias entre las delegaciones participantes. En ese marco, la CNDC presentó expositores que ilustraron a las demás delegaciones sobre las políticas de competencia vigentes en la Argentina.

C. Políticas de competencia en el acuerdo de integración comercial Mercosur - Unión Europea 

Durante el año 2001 se inició el intercambio de propuestas escritas entre sendos bloques regionales relativas al capítulo sobre políticas de competencia que formará parte del futuro acuerdo birregional de integración comercial entre el Mercosur y la Unión Europea. La CNDC integra la delegación Mercosur que participa en las reuniones técnicas que se celebran a efectos de la elaboración del precitado documento y en ese marco brinda el apoyo técnico necesario que requieren los negociadores. 

�Anexo

Principales Dictámenes Sobre Conductas

AÑO 1999��Denunciante�Denunciado�Mercado�Conductas�Resultado��Asociación Argentina de Agencias de Viajes y Turismo (AAAVYT)�Junta de Representantes de Compañías Aéreas (JURCA) y empresas de transporte aéreo de pasajeros.�Venta de pasajes aéreos por parte de agencias de viajes y turismo de la República Argentina.

�1) Concertación de precios y 2) imposición de condiciones discriminatorias. 

�Con relación a la primer conducta la CNDC aconsejó al Sr. Secretario aceptar explicaciones, mientras que en la segunda se aceptó el compromiso ofrecido por las partes. ��Néstor Donato Ferrari�Plan Ovalo de Ahorro Previo.�Seguros de automóviles dentro de los denominados planes de ahorro previo.

�Imposición de restricciones para la contratación de seguros.�La CNDC aconsejó al Sr. Secretario aceptar explicaciones.��Denuncia iniciada de oficio.�YPF S.A.�Comercialización doméstica de GLP a granel.�Abuso de posición dominante.�La CNDC aconsejó al Sr. Secretario ordenar el cese de conducta y la aplicación de una multa.��Procter & Gamble Interaméricas Inc. Sucursal Argentina.�Unilever de Argentina S.A.�mercado nacional de productos para lavar la ropa de baja espuma.�obstaculizar el ingreso al mercado.�la CNDC aconsejó al Sr. Secretario aceptar explicaciones.��AÑO 2000��Denunciante�Denunciado�Mercado�Conductas�Resultado��Coordinadora de Salud S.R.L. (CODESA S.R.L.)�Asociación de Clínicas y Sanatorios de Tucumán –ACyST-�Prestación de servicios médicos de internación en clínicas, sanatorios y hospitales en el ámbito de la Provincia de Tucumán.�Práctica exclusoria de carácter horizontal entre prestadores sanatoriales y la ACyST, contra CODESA.�La CNDC aconsejó al señor Secretario ordenar el cese de la conducta y el pago de multas a la ACyST y los diecisiete establecimientos sanatoriales.��Sensormatic Argentina S.A.�Checkpoint System S.A.�Sistemas de Vigilancia Electrónica de Artículos para super e hipermercados.�Acciones tendientes a excluir del mercado a un competidor.�la CNDC aconsejó al Sr. Secretario aceptar explicaciones.��AUTOGAS S.A.I.C.�YPF S.A.�a) Mercado relevante del producto: comercialización de GLP en forma de garráfas y cilindros. b) Mercado relevante geográfico: se definió como local, analizándose la conducta denunciada en todas aquellas provincias donde la denunciante contaba con plantas de fraccionamiento.�Política de “pinzas”.�la CNDC aconsejó al Sr. Secretario aceptar explicaciones.��DECOTEVE S.A.�PRAMER S.C.A.�Distribución de señales de televisión para uso de empresas de TV domiciliaria en la Ciudad de Salta.�Negativa de venta.�La CNDC aconsejó al Sr. Secretario aceptar el compromiso ofrecido por las partes.��Sr. Arturo Lafalla�Juan Minetti S.A.�Mercado del cemento en la Provincia de Mendoza.�Imposición de condiciones discriminatorias.�La CNDC aconsejó al Sr. Secretario aceptar explicaciones.��

Principales dictámenes sobre concentraciones económicas

Empresas involucradas�Mercados Relevantes�Resultado��Correo Argentino, S.A.; y  Sociedad Anónima Organización Coordinadora Argentina (OCA)�Se desagregaron los servicios postales y conexos involucrados en diez mercados relevantes.�Autorización denegada.��Liberty Media Corporation; Unitedglobalcom, inc., MGM Network Latin America, l.l.c.; Pramer, S.C.A.; Cablevision, S.A., Telefonica, S.A., Telefonica de Argentina, S.A., International Equity Investments, Inc. y CEI Citicorp Holdings, S.A.�Mercado nacional de televisión por cable.�Aprobada con compromiso.��Phillip Morris Companies, Inc. y Nabisco Holdings Corp.�Mercado nacional de golosinas bañadas en chocolate.�Aprobada.��Maersk Argentina Holdings, Terminal 4, S.A. y Terminal Emcym, S.A.�1) Servicios portuarios a la carga en contenedores en el hinterland del puerto de Buenos Aires y 2)  servicios de transporte marítimo internacional desde/hacia el Puerto de Buenos Aires.�Aprobada.��Bestfood y Arisco Productos Alimenticios, S.A.�Mercado nacional de aceite de oliva y mercado nacional de ketchup.�Aprobada.��Fresenius Medical Care AG y RTC Holdings International, Inc.�Servicio de hemodiálisis en las zonas de Capital Federal y Gran Buenos Aires, Bahía Blanca, Paraná, Nogoyá, ciudad de Neuquén, ciudad de Córdoba, y San Miguel de Tucumán.�Condicionada.��Juan Minetti,  S.A. y Hormix, S.A.�Mercado de hormigón elaborado de la ciudad de Córdoba.�Condicionada.��Carrefour, Grupo Promodes y Supermercados Norte S.A.�Abastecimiento y distribución minorista  a través de supermercados e hipermercados, a nivel nacional.�Condicionada.��Grupo Bapro, S.A. y Holbah Merchant Company Limited de AFJP Previnter S.A.  Previsión Internacional, Compañía Internacional de Seguros de Vida, S.A. y Previnter Compañía de Seguros de Retiro, S.A.. Grupo Bapro, S.A., Orígenes AFJP, S.A., Provincia Previsional S.A. de Seguros de Vida y Orígenes Seguros de Retiro, S.A.�1) Mercado nacional de Aseguradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (AFJP) y 2) mercado de seguros de vida y seguros de retiro.�Condicionada.��Totalfinaelf S.A., Transcanada Pipelines Limited y Transportadora Gas Del Norte, S.A. (TGN)�Producción de gas y transporte de gas.�aprobada��AC Inversora, S.A., Atlantida Comunicaciones, S.A. y Telefonica Media, S.A. (conc. No. 55 y No. 56)�televisión abierta, comercialización de espacios publicitarios y producción de contenidos dirigidos a Internet�Condicionada.���

Nueva Ley de Defensa de la Competencia Nº 25.156. 

Defensa de la Competencia Ley 25.156

Acuerdos y prácticas prohibidas. Posición dominante. Concentraciones y Fusiones. Autoridad de aplicación. Presupuesto del Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia. Procedimiento. Sanciones. Apelaciones. Prescripción. Disposiciones transitorias y complementarias.

Sancionada: Agosto 25 de 1999.

Promulgada: Septiembre 16 de 1999.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc., sancionan con fuerza de Ley:

LEY DE DEFENSA DE LA COMPETENCIA�

CAPITULO I. DE LOS ACUERDOS Y PRACTICAS PROHIBIDAS

ARTICULO 1º — Están prohibidos y serán sancionados de conformidad con las normas de la presente ley, los actos o conductas, de cualquier forma manifestados, relacionados con la producción e intercambio de bienes o servicios, que tengan por objeto o efecto limitar, restringir, falsear o distorsionar la competencia o el acceso al mercado o que constituyan abuso de una posición dominante en un mercado, de modo que pueda resultar perjuicio para el interés económico general.

Queda comprendida en este artículo, en tanto se den los supuestos del párrafo anterior, la obtención de ventajas competitivas significativas mediante la infracción declarada por acto administrativo o sentencia firme, de otras normas.

ARTICULO 2º — Las siguientes conductas, entre otras, en la medida que configuren las hipótesis del artículo 1º, constituyen prácticas restrictivas de la competencia:

a) Fijar, concertar o manipular en forma directa o indirecta el precio de venta, o compra de bienes o servicios al que se ofrecen o demanden en el mercado, así como intercambiar información con el mismo objeto o efecto;

b) Establecer obligaciones de producir, procesar, distribuir, comprar o comercializar sólo una cantidad restringida o limitada de bienes, o prestar un número, volumen o frecuencia restringido o limitado de servicios;

c) Repartir en forma horizontal zonas, mercados, clientes y fuentes de aprovisionamiento;

d) Concertar o coordinar posturas en las licitaciones o concursos;

e) Concertar la limitación o control del desarrollo técnico o las inversiones destinadas a la producción o comercialización de bienes y servicios;

f) Impedir, dificultar u obstaculizar a terceras personas la entrada o permanencia en un mercado o excluirlas de éste;

g) Fijar, imponer o practicar, directa o indirectamente, en acuerdo con competidores o individualmente, de cualquier forma precios y condiciones de compra o de venta de bienes, de prestación de servicios o de producción;

h) Regular mercados de bienes o servicios, mediante acuerdos para limitar o controlar la investigación y el desarrollo tecnológico, la producción de bienes o prestación de servicios, o para dificultar inversiones destinadas a la producción de bienes o servicios o su distribución;

i) Subordinar la venta de un bien a la adquisición de otro o a la utilización de un servicio, o subordinar la prestación de un servicio a la utilización de otro o a la adquisición de un bien;

j) Sujetar la compra o venta a la condición de no usar, adquirir, vender o abastecer bienes o servicios producidos, procesados, distribuidos o comercializados por un tercero;

k) Imponer condiciones discriminatorias para la adquisición o enajenación de bienes o servicios sin razones fundadas en los usos y costumbres comerciales;

l) Negarse injustificadamente a satisfacer pedidos concretos, para la compra o venta de bienes o servicios, efectuados en las condiciones vigentes en el mercado de que se trate;

ll) Suspender la provisión de un servicio monopólico dominante en el mercado a un prestatario de servicios públicos o de interés público;

m) Enajenar bienes o prestar servicios a precios inferiores a su costo, sin razones fundadas en los usos y costumbres comerciales con la finalidad de desplazar la competencia en el mercado o de producir daños en la imagen o en el patrimonio o en el valor de las marcas de sus proveedores de bienes o servicios.

ARTICULO 3º — Quedan sometidas a las disposiciones de esta ley todas las personas físicas o jurídicas públicas o privadas, con o sin fines de lucro que realicen actividades económicas en todo o en parte del territorio nacional, y las que realicen actividades económicas fuera del país, en la medida en que sus actos, actividades o acuerdos puedan producir efectos en el mercado nacional.

A los efectos de esta ley, para determinar la verdadera naturaleza de los actos o conductas y acuerdos, atenderá a las situaciones y relaciones económicas que efectivamente se realicen, persigan o establezcan.

CAPITULO II. DE LA POSICION DOMINANTE

ARTICULO 4º —A los efectos de esta ley se entiende que una o más personas goza de posición dominante cuando para un determinado tipo de producto o servicio es la única oferente o demandante dentro del mercado nacional o en una o varias partes del mundo o, cuando sin ser única, no está expuesta a una competencia sustancial o, cuando por el grado de integración vertical u horizontal está en condiciones de determinar la viabilidad económica de un competidor participante en el mercado, en perjuicio de éstos.

ARTICULO 5º — A fin de establecer la existencia de posición dominante en un mercado, deberán considerarse las siguientes circunstancias:

a) El grado en que el bien o servicio de que se trate, es sustituible por otros, ya sea de origen nacional como extranjero; las condiciones de tal sustitución y el tiempo requerido para la misma;

b) El grado en que las restricciones normativas limiten el acceso de productos u oferentes o demandantes al mercado de que se trate;

c) El grado en que el presunto responsable pueda influir unilateralmente en la formación de precios o restringir al abastecimiento o demanda en el mercado y el grado en que sus competidores puedan contrarrestar dicho poder.

CAPITULO III. DE LAS CONCENTRACIONES Y FUSIONES

ARTICULO 6º — A los efectos de esta ley se entiende por concentración económica la toma de control de una o varias empresas, a través de realización de los siguientes actos:

a) La fusión entre empresas;

b) La transferencia de fondos de comercio;

c) La adquisición de la propiedad o cualquier derecho sobre acciones o participaciones de capital o títulos de deuda que den cualquier tipo de derecho a ser convertidos en acciones o participaciones de capital o a tener cualquier tipo de influencia en las decisiones de la persona que los emita cuando tal adquisición otorgue al adquirente el control de, o la influencia sustancial sobre misma;

d) Cualquier otro acuerdo o acto que transfiera en forma fáctica o jurídica a una persona o grupo económico los activos de una empresa o le otorgue influencia determinante en la adopción de decisiones de administración ordinaria o extraordinaria de una empresa.

ARTICULO 7º — Se prohiben las concentraciones económicas cuyo objeto o efecto sea o pueda ser restringir o distorsionar la competencia, de modo que pueda resultar perjuicio para el interés económico general.

(Artículo sustituido por art. 1° del Decreto N° 396/2001 B.O. 5/4/2001.- Vigencia a partir del 9/4/2001).

ARTICULO 8º — Los actos indicados en el artículo 6° de esta Ley, cuando la suma del volumen de negocio total del conjunto de empresas afectadas supere en el país la suma de DOSCIENTOS MILLONES DE PESOS ($ 200.000.000), deberán ser notificadas para su examen previamente o en el plazo de una semana a partir de la fecha de la conclusión del acuerdo, de la publicación de la oferta de compra o de canje, o de la adquisición de una participación de control, ante el Tribunal de Defensa de la Competencia, contándose el plazo a partir del momento en que se produzca el primero de los acontecimientos citados, bajo apercibimiento, en caso de incumplimiento, de lo previsto en el artículo 46 inciso d). Los actos sólo producirán efectos entre las partes o en relación a terceros una vez cumplidas las previsiones de los artículos 13 y 14 de la presente ley, según corresponda. (Párrafo sustituido por art. 2° del Decreto N° 396/2001 B.O. 5/4/2001.- Vigencia a partir del 9/4/2001).

A los efectos de la presente ley se entiende por volumen de negocios total los importes resultantes de la venta de productos y de la prestación de servicios realizados por las empresas afectadas durante el último ejercicio que correspondan a sus actividades ordinarias, previa deducción de los descuentos sobre ventas, así como del impuesto sobre el valor agregado y de otros impuestos directamente relacionados con el volumen de negocios.

Para el cálculo del volumen de negocios de la empresa afectada se sumarán los volúmenes de negocios de las empresas siguientes:

a) La empresa en cuestión;

b) Las empresas en las que la empresa en cuestión disponga, directa o indirectamente:

1. De más de la mitad del capital o del capital circulante.

2. Del poder de ejercer más de la mitad de los derechos de voto.

3. Del poder de designar más de la mitad de los miembros del consejo de vigilancia o de administración o de los órganos que representen legalmente a la empresa, o

4. Del derecho a dirigir las actividades de la empresa.

c) Aquellas empresas que dispongan de los derechos o facultades enumerados en el inciso b) con respecto a una empresa afectada.

d) Aquellas empresas en las que una empresa de las contempladas en el inciso c) disponga de los derechos o facultades enumerados en el inciso b).

e) Las empresas en cuestión en las que varias empresas de las contempladas en los incisos a) a d) dispongan conjuntamente de los derechos o facultades enumerados en el inciso b).

ARTICULO 9º — La falta de notificación de las operaciones previstas en el artículo anterior, será pasible de las sanciones establecidas en el artículo 46 inciso d).

ARTICULO 10. — Se encuentran exentas de la notificación obligatoria prevista en el artículo anterior las siguientes operaciones:

a) Las adquisiciones de empresas de las cuales el comprador ya poseía más del cincuenta por ciento (50%) de las acciones;

b) Las adquisiciones de bonos, debentures, acciones sin derecho a voto o títulos de deuda de empresas;

c) Las adquisiciones de una única empresa por parte de una única empresa extranjera que no posea previamente activos o acciones de otras empresas en la Argentina;

d) Adquisiciones de empresas liquidadas (que no hayan registrado actividad en el país en el último año).

e) Las operaciones de concentración económica previstas en el artículo 6° que requieren notificación de acuerdo a lo previsto en el artículo 8°, cuando el monto de la operación y el valor de los activos situados en la República Argentina que se absorban, adquieran, transfieran o se controlen no superen, cada uno de ellos, respectivamente, los VEINTE MILLONES DE PESOS ($ 20.000.000), salvo que en el plazo de doce meses anteriores se hubieran efectuado operaciones que en conjunto superen dicho importe, o el de SESENTA MILLONES DE PESOS ($ 60.000.000) en los últimos treinta y seis meses, siempre que en ambos casos se trate del mismo mercado. (Inciso incorporado por art. 3° del Decreto N° 396/2001 B.O. 5/4/2001.- Vigencia a partir del 9/4/2001).

ARTICULO 11. — El Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia fijará con carácter general la información y antecedentes que las personas deberán proveer al Tribunal y los plazos en que dicha información y antecedentes deben ser provistos.

ARTICULO 12. — La reglamentación establecerá la forma y contenido adicional de la notificación de los proyectos de concentración económica y operaciones de control de empresas de modo que se garantice el carácter confidencial de las mismas.

ARTICULO 13. — En todos los casos sometidos a la notificación prevista en este capítulo, el Tribunal por resolución fundada, deberá decidir dentro de los cuarenta y cinco (45) días de presentada la solicitud y documentación respectiva:

a) Autorizar la operación;

b) Subordinar el acto al cumplimiento de las condiciones que el mismo Tribunal establezca;

c) Denegar la autorización.

La solicitud de documentación adicional deberá efectuarse en un único acto por etapa, que suspenderá el cómputo del plazo por una sola vez durante su transcurso, salvo que fuere incompleta. (Párrafo incorporado por art. 4° del Decreto N° 396/2001 B.O. 5/4/2001.- Vigencia a partir del 9/4/2001).

ARTICULO 14. — Transcurrido el plazo previsto en el artículo anterior sin mediar resolución al respecto, la operación se tendrá por autorizada tácitamente. La autorización tácita producirá en todos los casos los mismos efectos legales que la autorización expresa.

ARTICULO 15. — Las concentraciones que hayan sido notificadas y autorizadas no podrán ser impugnadas posteriormente en sede administrativa en base a información y documentación verificada por el Tribunal, salvo cuando dicha resolución se hubiera obtenido en base a información falsa o incompleta proporcionada por el solicitante.

ARTICULO 16. — Cuando la concentración económica involucre a empresas o personas cuya actividad económica esté reglada por el Estado nacional a través de un organismo de control regulador, el Tribunal Nacional de Defensa de Competencia, previo al dictado de su resolución, deberá requerir a dicho ente estatal un informe opinión fundada sobre la propuesta de concentración económica en cuanto al impacto sobre la competencia en el mercado respectivo o sobre el cumplimiento del marco regulatorio respectivo. El ente estatal deberá pronunciarse en el término máximo de noventa (90) días, transcurrido dicho plazo se entenderá que el mismo no objeta operación.

La opinión se requerirá dentro de los (TRES) 3 días de efectuada la solicitud. El plazo para su contestación será de (QUINCE) 15 días, y no suspenderá el plazo del artículo 13. (Párrafo incorporado por art. 5° del Decreto N° 396/2001 B.O.  5 de abril de 2001.- Vigencia a partir del 9 de abril de 2001).

CAPITULO IV. AUTORIDAD DE APLICACION

ARTICULO 17. — Créase el Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia como organismo autárquico en el ámbito del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación con el fin de aplicar y controlar el cumplimiento de esta ley. Tendrá su sede en la Ciudad de Buenos Aires pero podrá actuar, constituirse sesionar en cualquier lugar de la República mediante delegados que designe el Presidente del Tribunal. Los delegados instructores podrán ser funcionarios nacionales, provinciales o municipales.

ARTICULO 18. — El Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia estará integrado por siete (7) miembros con suficientes antecedentes e idoneidad para ejercer el cargo, de los cuales dos por lo menos serán abogados y otros dos profesionales en ciencias económicas, todos ellos con más de cinco (5) años en el ejercicio de la profesión. Los miembros del tribunal tendrán dedicación exclusiva durante su mandato, con excepción de la actividad docente.

Los integrantes del Tribunal deberán excusarse por las causas previstas en los incisos 1), 2), 3), 4), 5), 7), 8), 9 y 10) del artículo 16 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

ARTICULO 19. — Los miembros del Tribunal serán designados por el Poder Ejecutivo nacional previo concurso público de antecedentes y oposición ante un Jurado integrante por el procurador del Tesoro de la Nación, el secretario de Industria, Comercio y Minería del Ministerio de Economía Obras y Servicios Públicos de la Nación, los presidentes de las comisiones de Comercio de ambas Cámaras del Poder Legislativo de la Nación, el presidente de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial y los presidentes de la Academia Nacional de Derecho y de la Academia Nacional de Ciencias Económicas.

ARTICULO 20. — Los miembros del Tribunal durarán en el ejercicio de sus funciones seis (6) años. La renovación de los mismos se hará parcialmente cada tres años y podrán ser reelegidos por los procedimientos establecidos en el artículo anterior. Al finalizar los tres primeros años se renovarán tres miembros y al finalizar los otros tres años, los cuatro miembros restantes. Sólo podrán ser removidos previa decisión —por mayoría simple— del Jurado mencionado en el artículo anterior.

La causa por remoción se formará obligatoriamente si existe acusación del Poder Ejecutivo nacional o del presidente del Tribunal y sólo por decisión del Jurado si la causa tuviera cualquier otro origen.

El Jurado dictará normas de procedimiento que aseguren el derecho de defensa y el debido trámite de la causa.

ARTICULO 21. — Son causas de remoción los miembros del tribunal:

a) Mal desempeño en sus funciones;

b) Negligencia reiterada que dilate la substanciación de los procesos;

c) Incapacidad sobreviniente;

d) Condena por delito doloso;

e) Violaciones de las normas sobre incompatibilidad;

f) No excusarse en los presupuestos previstos por el Código Procesal Civil y Comercial de Nación.

ARTICULO 22. — Será suspendido preventivamente y en forma inmediata en el ejercicio de sus funciones aquel integrante del Tribunal sobre el que recaiga auto de procesamiento por delito doloso.

ARTICULO 23. — Créase en el ámbito del Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia Registro Nacional de Defensa de la Competencia, en el que deberán inscribirse las operaciones de concentración económica previstas en el Capítulo III y las resoluciones definitivas dictadas por el Tribunal. El Registro será público.

ARTICULO 24. — Son funciones y facultades del Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia:

a) Realizar los estudios e investigaciones de mercado que considere pertinentes. Para ello podrá requerir a los particulares y autoridades nacionales, provinciales o municipales, y a las asociaciones de Defensa de Consumidores y de los usuarios, la documentación y colaboración que juzgue necesarias;

b) Celebrar audiencias con los presuntos responsables, denunciantes, damnificados, testigos y peritos, recibirles declaración y ordenar careos, para lo cual podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública;

c) Realizar las pericias necesarias sobre libros, documentos y demás elementos conducentes la investigación, controlar existencias, comprobar orígenes y costos de materias primas u otros bienes;

d) Imponer las sanciones establecidas en la presente ley;

e) Promover el estudio y la investigación en materia de competencia;

f) Cuando lo considere pertinente emitir opinión en materia de competencia y libre concurrencia respecto de leyes, reglamentos, circulares y actos administrativos, sin que tales opiniones tengan efecto vinculante;

g) Emitir recomendaciones de carácter general o sectorial respecto a las modalidades de la competencia en los mercados;

h) Actuar con las dependencias competentes en la negociación de tratados, acuerdos o convenios internacionales en materia de regulación políticas de competencia y libre concurrencia;

i) Elaborar su reglamento interno, que establecerá, entre otras cuestiones, modo de elección plazo del mandato del presidente, quien ejerce representación legal del Tribunal;

j) Organizar el Registro Nacional de la Competencia creado por esta ley;

k) Promover e instar acciones ante la Justicia, para lo cual designará representante legal a tal efecto;

l) Suspender los plazos procesales de la presente ley por resolución fundada;

ll) Acceder a los lugares objeto de inspección con el consentimiento de los ocupantes o mediante orden judicial la que será solicitada por el Tribunal ante el juez competente, quien deberá resolver en el plazo de 24 horas;

m) Solicitar al juez competente las medidas cautelares que estime pertinentes, las que deberán ser resueltas en el plazo de 24 horas;

n) Suscribir convenios con organismos provinciales o municipales para la habilitación de oficinas receptoras de denuncias en las provincias;

ñ) Al presidente del Tribunal le compete ejercer la función administrativa del organismo y podrá efectuar contrataciones de personal para la realización de trabajos específicos o extraordinarios que no puedan ser realizados por su planta permanente, fijando las condiciones de trabajo y su retribución. Las disposiciones de la ley, de contrato de trabajo regirán la relación con el personal de la planta permanente.

o) Propiciar soluciones consensuadas entre las partes;

p) Suscribir convenios con asociaciones de usuarios y consumidores para la promoción de la participación de las asociaciones de la comunidad en la defensa de la competencia y la transparencia de los mercados.

CAPITULO V. DEL PRESUPUESTO

ARTICULO 25. — El Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia formulará anualmente el proyecto de presupuesto para su posterior elevación al Poder Ejecutivo nacional.

El Tribunal establecerá la fijación de aranceles que deberán abonar los interesados por las actuaciones que inicien ante el mismo. Su producido será destinado a sufragar los gastos ordinarios del organismo.

CAPITULO VI. DEL PROCEDIMIENTO

ARTICULO 26. — El procedimiento se iniciará de oficio o por denuncia realizada por cualquier persona física o jurídica, pública o privada.

ARTICULO 27. — Todos los plazos de esta ley se contarán por días hábiles administrativos.

ARTICULO 28. — La denuncia deberá contener:

a) El nombre y domicilio del presentante;

b) El nombre y domicilio del denunciante;

c) El objeto de la denuncia, diciéndola con exactitud;

d) Los hechos en que se funde, explicados claramente;

e) El derecho expuesto sucintamente.

ARTICULO 29. — Si el Tribunal estimare que la denuncia es pertinente correrá traslado por diez (10) días al presunto responsable para que dé las explicaciones que estime conducentes. En caso de que el procedimiento se iniciare de oficio se correrá traslado de la relación de los hechos y la fundamentación que lo motivaron.

Se correrá traslado por el mismo plazo de la prueba ofrecida. (Párrafo incorporado por art. 6° del Decreto N° 396/2001 B.O. 5 de abril de 2001.- Vigencia a partir del 9 de abril de 2001).

ARTICULO 30. — Contestada la vista, o vencido su plazo, el Tribunal resolverá sobre la procedencia de la instrucción del sumario.

ARTICULO 31. — Si el Tribunal considera satisfactorias las explicaciones, o si concluida la instrucción no hubiere mérito suficiente para la prosecución del procedimiento, se dispondrá su archivo.

ARTICULO 32. — Concluida la instrucción del sumario el Tribunal notificará a los presuntos responsables para que en un plazo de quince (15) días efectúen su descargo y ofrezcan la prueba que consideren pertinente.

ARTICULO 33. — Las decisiones del Tribunal en materia de prueba son irrecurribles.

Sin embargo podrá plantearse al Tribunal reconsideración de las medidas de prueba dispuestas con relación a su pertinencia, admisibilidad, idoneidad y conducencia. (Párrafo incorporado por art. 7° del Decreto N° 396/2001 B.O. 5/4/2001.- Vigencia a partir del 9/4/2001).

ARTICULO 34. — Concluido el período de prueba, que será de noventa (90) días, —prorrogables por un período igual si existieran causas debidamente justificadas— o transcurrido el plazo para realizarlo, las partes podrán alegar en el plazo de seis (6) días sobre el mérito de la misma. El Tribunal dictará resolución en un plazo máximo de sesenta (60) días. La resolución del Tribunal pone fin a la vía administrativa.

ARTICULO 35. — El Tribunal en cualquier estado del procedimiento podrá imponer el cumplimiento de condiciones que establezca u ordenar el cese o la abstención de la conducta lesiva. Cuando se pudiere causar una grave lesión al régimen de competencia podrá ordenar las medidas que según las circunstancias fueren más aptas para prevenir dicha lesión. Contra esta resolución podrá interponerse recurso de apelación con efecto devolutivo, en la forma y términos previstos en los artículos 52 y 53.

En igual sentido podrá disponer de oficio o a pedido de parte la suspensión, modificación o revocación de las medidas dispuestas en virtud de circunstancias sobrevinientes o que no pudieron ser conocidas al momento de su adopción.

ARTICULO 36. — Hasta el dictado de la resolución del artículo 34 el presunto responsable podrá comprometerse al cese inmediato o gradual de los hechos investigados o a la modificación de aspectos relacionados con ello.

El compromiso estará sujeto a la aprobación del Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia a los efectos de producir la suspensión del procedimiento.

Transcurridos tres (3) años del cumplimiento del compromiso del presente artículo, se archivarán las actuaciones.

ARTICULO 37. — El Tribunal podrá de oficio o a instancia de parte dentro de los tres (3) días de la notificación y sin substanciación, aclarar conceptos oscuros o suplir cualquier omisión que contengan sus resoluciones.

ARTICULO 38. — El Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia decidirá la convocatoria a audiencia pública cuando lo considere oportuno para la marcha de las investigaciones.

ARTICULO 39. — La decisión del Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia respecto de la realización de la audiencia deberá contener, según corresponda:

a) Identificación de la investigación en curso;

b) Carácter de la audiencia;

c) Objetivo;

d) Fecha, hora y lugar de realización;

e) Requisitos para la asistencia y participación.

ARTICULO 40. — Las audiencias deberán ser convocadas con una antelación mínima de veinte (20) días y notificadas a las partes acreditadas en el expediente en un plazo no inferior a quince (15) días.

ARTICULO 41. — La convocatoria a audiencia pública deberá ser publicada en el Boletín Oficial y en dos diarios de circulación nacional con una antelación mínima de diez (10) días. Dicha publicación deberá contener al menos, la información prevista en el artículo 39.

ARTICULO 42. — El Tribunal podrá dar intervención como parte coadyuvante en los procedimientos que se substancien ante el mismo, a los afectados de los hechos investigados, a las asociaciones de consumidores y asociaciones empresarias reconocidas legalmente, a las provincias y a toda otra persona que pueda tener un interés legítimo en los hechos investigados.

ARTICULO 43. — El Tribunal podrá requerir dictámenes sobre los hechos investigados a personas físicas o jurídicas de carácter público o privado de reconocida versación.

ARTICULO 44. — Las resoluciones que establecen sanciones del Tribunal, una vez notificadas a los interesados y firmes, se publicarán en el Boletín Oficial y cuando aquél lo estime conveniente en los diarios de mayor circulación del país a costa del sancionado.

ARTICULO 45. — Quien incurriera en una falsa denuncia será pasible de las sanciones previstas en el artículo 46 inciso b) de la presente ley, cuando el denunciante hubiese utilizado datos o documentos falsos, con el propósito de causar daño a la competencia, sin perjuicio de las demás acciones civiles y penales que correspondieren.

CAPITULO VII. DE LAS SANCIONES

ARTICULO 46. — Las personas físicas o de existencia ideal que no cumplan con las disposiciones de esta ley, serán pasibles de las siguientes sanciones:

a) El cese de los actos o conductas previstas en los Capítulos I y II y, en su caso la remoción de sus efectos;

b) Los que realicen los actos prohibidos en los Capítulos I y II y en el artículo 13 del Capítulo III, serán sancionados con una multa de diez mil pesos ($ 10.000) hasta ciento cincuenta millones de pesos ($ 150.000.000), que se graduará en base a: 1. La pérdida incurrida por todas las personas afectadas por la actividad prohibida; 2. El beneficio obtenido por todas las personas involucradas en la actividad prohibida; 3. El valor de los activos involucrados de las personas indicadas en el punto 2 precedente, al momento en que se cometió la violación. En caso de reincidencia, los montos de la multa se duplicarán.

c) Sin perjuicio de otras sanciones que pudieren corresponder, cuando se verifiquen actos que constituyan abuso de posición dominante o cuando se constate que se ha adquirido o consolidado una posición monopólica u oligopólica en violación de las disposiciones de esta ley, el Tribunal podrá imponer el cumplimiento de condiciones que apunten a neutralizar los aspectos distorsivos sobre la competencia o solicitar al juez competente que las empresas infractoras sean disueltas, liquidadas, desconcentradas o divididas;

d) Los que no cumplan con lo dispuesto en los artículos 8º, 35 y 36 serán pasibles de una multa de hasta un millón de pesos ($ 1.000.000) diarios, contados desde el vencimiento de la obligación de notificar los proyectos de concentración económica o desde el momento en que se incumple el compromiso o la orden de cese o abstención.

Ello sin perjuicio de las demás sanciones que pudieren corresponder.

ARTICULO 47. — Las personas de existencia ideal son imputables por las conductas realizadas por las personas físicas que hubiesen actuado en nombre, con la ayuda o en beneficio de la persona de existencia ideal, y aún cuando el acto que hubiese servido de fundamento a la representación sea ineficaz.

ARTICULO 48. — Cuando las infracciones previstas en esta ley fueren cometidas por una persona de existencia ideal, la multa también se aplicará solidariamente a los directores, gerentes, administradores, síndicos o miembros del Consejo de Vigilancia, mandatarios o representantes legales de dicha persona de existencia ideal que por su acción o por la omisión de sus deberes de control, supervisión o vigilancia hubiesen contribuido, alentado o permitido la comisión de la infracción.

En tal caso, se podrá imponer sanción complementaria de inhabilitación para ejercer el comercio de uno (1) a diez (10) años a la persona de existencia ideal y a las personas enumeradas en el párrafo anterior.

ARTICULO 49. — El Tribunal en la imposición de multas deberá considerar la gravedad de la infracción, el daño causado, los indicios de intencionalidad, la participación del infractor en el mercado, el tamaño del mercado afectado, la duración de la práctica o concentración y la reincidencia o antecedentes del responsable, así como su capacidad económica.

ARTICULO 50. — Los que obstruyan o dificulten la investigación o no cumplan los requerimientos del Tribunal podrán ser sancionados con multas de hasta quinientos pesos ($ 500) diarios.

Cuando a juicio del Tribunal se haya cometido la infracción mencionada, se dará vista de la imputación al presunto responsable, quien deberá efectuar los descargos y ofrecer pruebas en el plazo de cinco (5) días.

ARTICULO 51. — Las personas físicas o jurídicas damnificadas por los actos prohibidos por esta ley, podrán ejercer la acción de resarcimiento de daños y perjuicios conforme las normas del derecho común, ante el juez competente en esa materia.

CAPITULO VIII. DE LAS APELACIONES

ARTICULO 52. — Son apelables aquellas resoluciones dictadas por el Tribunal que ordenen:

a) La aplicación de las sanciones de multa;

b) El cese o la abstención de una conducta;

c) La oposición o condicionamiento respecto de los actos previstos en el Capítulo III; 

d) La desestimación de la denuncia por parte del Tribunal de Defensa de la Competencia.

Las apelaciones previstas en el inciso a) se otorgarán con efecto suspensivo, y la de los incisos b), c), y d) se concederán con efecto devolutivo.

ARTICULO 53. — El recurso de apelación deberá interponerse y fundarse ante el Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia dentro del plazo de quince (15) días de notificada la resolución. Dicho Tribunal dentro de los cinco (5) días de interpuesto el recurso deberá elevar el expediente a la Cámara Nacional de Apelaciones en Comercial o a la Cámara Federal que corresponda en el interior del país.

CAPITULO IX. DE LA PRESCRIPCIÓN

ARTICULO 54. — Las acciones que nacen de las infracciones previstas en esta ley prescriben los cinco (5) años.

ARTICULO 55. — Los plazos de prescripción se interrumpen con la denuncia o por la comisión de otro hecho sancionado por la presente ley.

CAPITULO X. DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y COMPLEMENTARIAS

ARTICULO 56. — Será de aplicación en los casos no previstos por esta ley y su reglamentación el Código Penal de la Nación, el Código Procesal Penal y el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación en cuanto sean compatibles con las disposiciones de esta ley.

ARTICULO 57. — No serán aplicables a las cuestiones regidas por esta ley las disposiciones de la ley 19.549.

ARTICULO 58. — Derógase la ley 22.262. No obstante ello, las causas en trámite a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, continuarán tramitando de acuerdo con sus disposiciones ante el órgano de aplicación de dicha norma, que subsistirá hasta la constitución y puesta en funcionamiento del Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia. Asimismo, entenderá en todas las causas promovidas a partir de la entrada en vigencia de esta ley. Constituido el Tribunal las causas serán giradas a éste a efectos de continuar con la substanciación de las mismas.

ARTICULO 59. — Queda derogada toda atribución de competencia relacionada con el objeto finalidad de esta ley otorgada a otros organismos o entes estatales.

ARTICULO 60. — El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley, en el término de ciento veinte (120) días, computados a partir de su publicación.

ARTICULO 61. — Comuníquese al Poder Ejecutivo.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, LOS VEINTICINCO DIAS DEL MES DE AGOSTO DEL AÑO MIL NOVECIENTOS NOVENTA NUEVE.

—REGISTRADA BAJO EL Nº 25.156—

ALBERTO R. PIERRI. — CARLOS RUCKAUF. — Juan Estrada. — Juan C. Oyarzún.



Antecedentes Normativos 

- Artículo 8°, primer párrafo, expresión observada por art. 1° del Decreto N° 1019/1999 B.O. 20/9/1999.

�CAPÍTULO 2.	 BRASIL

Introducción

El Sistema Brasileño para la Defensa de la Competencia está conformado por la Secretaría de Supervisión Económica (SEAE) del Ministerio de Hacienda; la Secretaría de Derecho Económico (SDE) del Ministerio de Justicia y el Consejo Administrativo de Defensa Económica (CADE), organismo independiente adscrito al Ministerio de Justicia. SEAE y SDE tienen funciones analíticas y de investigación, mientras que CADE es un tribunal administrativo. Solamente los tribunales pueden revisar las decisiones de CADE. 

La Secretaría de Supervisión Económica está dividida en cinco departamentos generales (Coordinaciones Generales), cuatro de las cuales reflejan las divisiones principales de la economía: la Coordinación General de Productos Industriales (COGPI); la Coordinación General de Productos Agrícolas y Agroindustriales (COGPA); la Coordinación General de Servicios Públicos e Infraestructura (COGSI) y la Coordinación General para Asuntos de Comercio y Servicios (COGSE). La quinta, creada durante la reforma de la Secretaría en 2000, es el Departamento para la Defensa de la Competencia (COGDC), el cual es responsable de investigar los carteles. COGDC está descentralizado en tres subdivisiones ubicadas en Brasilia, Río de Janeiro y São Paolo para desempeñar mejor sus funciones. 

El personal antitrust de SEAE está conformado predominantemente por economistas (45); también hay seis ingenieros, cuatro abogados, cuatro profesionales en agricultura, tres en relaciones internacionales, dos con especialización en gestión de empresas y siete de distintas formaciones académicas. 

Con la promulgación de la nueva ley de competencia en 1994, se dio gran énfasis al control de las fusiones, a la creación de capacidades y a la difusión de los valores de competencia en toda la sociedad. Sin embargo, se descuidó relativamente la represión a las conductas anticompetitivas y la aplicación de la ley contra los carteles en particular. 

A fin de priorizar la aplicación de la ley contra los carteles, entre todas las prácticas anticompetitivas, SEAE adoptó medidas legales que aumentaban sus facultades para allanar las empresas y requerir documentos privados durante la aplicación de la Ley Antitrust brasileña (Ley No. 8884/94). Adicionalmente, SEAE reestructuró el organismo y destinó recursos a la creación de tres nuevas unidades en Brasilia, Río de Janeiro y São Paolo, como se mencionó anteriormente, totalmente avocadas a la investigación contra los carteles. 

Con respecto al control de fusiones, en febrero de 2002, las tres entidades implantaron un examen simplificado para categorías específicas de fusiones, que claramente no ofrecen riesgos competitivos. Los umbrales y la documentación requeridos para la notificación de fusiones siguen siendo los mismos, y los casos sujetos a revisión conforme al procedimiento simplificado serán aquellos que caigan dentro de las categorías que los organismos han definido internamente como potencialmente simples. No obstante, CADE aún podrá exigir en la etapa de la sentencia que SEAE y SDE apliquen todo el análisis, cada vez que el Consejo considere que el caso amerita un examen más detallado. Las tres entidades introdujeron este procedimiento mediante una nota técnica preparada por SEAE, la cual se detalla más adelante en el presente informe. Con el examen simplificado, las entidades esperan aprobar las transacciones potencialmente simples en un breve lapso de tiempo y dedicar un análisis más concienzudo y mayor experiencia a aquellos casos donde haya mayores inquietudes relativas a la competencia. 

Durante los años 2000 y 2001, a petición del presidente Fernando Enrique Cardoso, representantes de los tres organismos participaron en un grupo de trabajo con miras a redactar un anteproyecto con una nueva estructura para el Sistema Brasileño para la Defensa de la Competencia. Entre otros cambios importantes propuestos, el nuevo modelo agrupa a SEAE, SDE y CADE en la Agencia Nacional para la Competencia. Se trata de un organismo independiente que estará vinculado con el Ministerio de Hacienda o con el Ministerio de Justicia, al tiempo que CADE, aunque dentro de la misma estructura, mantendrá su independencia financiera y será la autoridad final, a menos que una de las partes apele a los tribunales. El director de la agencia tendrá un mandato renovable de cuatro años, en tanto que CADE contará con un mandato no renovable de cinco años en lugar de un bienio renovable, como es el caso en la actualidad. 

SEAE, SDE y CADE también participaron en la redacción del segundo anteproyecto, el cual enmendará la Ley No. 8.884 para ajustarla a la nueva conformación del sistema y hacerla más ágil y eficiente. Esta propuesta de enmienda introduce así mismo nuevas características importantes a la ley, tales como: sistema de notificación previo a la fusión, terminación temprana de casos simples, participación de fiscales en el juicio en representación de los intereses de los consumidores y definición de cartel como daño per se. 

Los anteproyectos estuvieron abiertos a consulta pública durante varios meses y, una vez incorporada la mayoría de las propuestas de modificación, se enviaron de vuelta al Gabinete Civil, desde donde deberán despacharse al Congreso.

Recientes Desarrollos y Cambios Legislativos o de Política

SEAE y SDE 

Orden Conjunta No. 50 del Ministerio de Hacienda y del Ministerio de Justicia. Establece los Lineamientos de Fusión Horizontal de SEAE y SDE. Estas directrices definieron formalmente un conjunto común de principios para orientar el análisis económico de las fusiones horizontales, de manera de llevar mayor transparencia, seguridad y celeridad a los procedimientos administrativos. Esta Orden se emitió conjuntamente en agosto de 2001 y confirma fundamentalmente los procedimientos introducidos por SEAE en 1999, por medio de su Orden No. 39.

Cuadro. 1 Lineamientos horizontales comunes de SEAE y SDE 

La Ley Antitrust brasileña fue promulgada en 1994, pero el primer grupo de directrices elaborado para el examen de las fusiones apenas fue promulgado en 1999 por SEAE. Antes de eso, ya se había creado una vasta jurisprudencia al respecto, aunque no existía un grupo uniforme y publicado de reglas. 

Con los lineamientos comunes de 2001, SEAE y SDE estuvieron en capacidad de modernizar sus procedimientos y por ende, aumentar la coherencia y contundencia de los resultados en el control de las fusiones, contribuyendo a aplicar una política antitrust transparente y eficiente en Brasil.

Los Lineamientos de Fusión de SEAE y SDE constan de tres propiedades principales. Primero, siguen estrechamente el marco adoptado por los organismos con mayor experiencia en el campo del control de fusiones, particularmente la Comisión Comercial Federal de los Estados Unidos y la Comisión Australiana para la Competencia y el Consumidor. Segundo, se adaptan a las características específicas del país, considerando notablemente los umbrales para el poder del mercado. Tercero, están diseñados para los casos más uniformes, dejando espacio para un mayor desarrollo. 

El marco de cinco pasos para el análisis secuencial de fusión horizontal presentado en los lineamientos comunes de SEAE y SDE es el siguiente: 

Paso I: consiste en definir los mercados correspondientes mediante la “prueba monopolista hipotética”. 

Paso II: consiste en calcular las cuotas de mercado de las empresas que se fusionan. Los Lineamientos asumen, en general, que no existe poder unilateral de mercado si la cuota de mercado posterior a la fusión de la compañía fusionada es menor a 20%. Los Lineamientos asumen, igualmente, que no se genera ningún poder de mercado coordinado si la cuota de mercado posterior a la fusión de la compañía fusionada es menor al 10%, o si la cuota de mercado combinada de las cuatro empresas más grandes es inferior al 75%. Las fusiones que no involucran cuotas de mercado considerables se aprueban sin mayor análisis. Si las cuotas de mercado son significativamente elevadas, el análisis prosigue al paso siguiente. 

Paso III: corresponde al examen de la probabilidad del ejercicio del poder de mercado. Los lineamientos consideran que una empresa hallará rentable elevar sus precios por encima de los niveles competitivos si la demanda es suficientemente inelástica. En esta etapa, los organismos analizarán, entre otros aspectos, el volumen de importaciones en el mercado; la probabilidad, momento oportuno y suficiencia del ingreso, y la rivalidad cierta entre los competidores. El supuesto es que si la demanda es lo suficientemente inelástica, probablemente se ejercerá el poder de mercado si las importaciones no están ubicadas; si el ingreso no es oportuno, probable o suficiente, y si la competencia entre los interesados es baja. Si los organismos concluyen que existe la posibilidad de que la compañía ejerza su poder de mercado, entonces el análisis proseguirá. 

Paso IV: se refiere a la valoración de posibles eficiencias económicas de la fusión. Las economías de escala y campo de aplicación, las reducciones en los costos de transacción, la introducción de una nueva tecnología, la internalización de externalidades y la creación de un poder de mercado compensatorio constituyen eficiencias argumentables. Sin embargo, cualquier argumento de eficiencia tiene que ser específico a la fusión, y excluye específicamente las ganancias pecuniarias y cualquier otra transferencia de ingresos entre los agentes económicos. En particular, los organismos no considerarán específicos a la fusión a aquellos a los que puede llegarse, en un lapso inferior a dos años, por medios alternativos que involucren menos riesgos para la competencia. 

Paso V: introduce una “prueba de contrapartida”, donde los organismos sopesarán el argumento de eficiencia contra los posibles efectos anticompetitivos. Los organismos aprobarán la fusión cada vez que exista la probabilidad de que los beneficios sean mayores o iguales a los costos; y recomiendan bloquear la fusión, o bien condicionarla a recursos específicos, cuando el argumento de eficiencia no baste para contrarrestar los posibles efectos anticompetitivos de la transacción.��

Orden No. 849 del Ministerio de Justicia. Regula la competencia de la Secretaría de Derecho Económico concerniente a la investigación de infracciones contra el orden económico. Disciplina las investigaciones preliminares y los procedimientos administrativos en los casos de carteles, al tiempo que introduce la posibilidad de que SDE celebre acuerdos de lenidad con personas naturales o jurídicas culpables de connivencia. Su capítulo cinco detalla los programas de lenidad y enumera las atribuciones de SDE, así como los requisitos necesarios para que la persona natural o jurídica opten al programa. 

B. 	Sistema Brasileño para la Defensa de la Competencia (SBDC) 

Ley No. 10.149. En diciembre de 2000, el Congreso enmendó la Ley Brasileña para la Competencia (Ley No. 8.884/94) con respecto a las disposiciones correspondientes a la prevención y control de infracciones de orden económico. Entre los cambios importantes al estatuto antitrust, cabe destacar: (1) faculta a las entidades a multar a la parte que intente obstaculizar cualquier etapa en la investigación de los carteles; (2) autoriza a la Fiscalía Federal, a solicitud de las entidades, a presentar peticiones al poder judicial solicitando autorización para efectuar operaciones de allanamiento y decomiso de los objetos y documentos pertinentes para las investigaciones; (3) otorga a SEAE las mismas atribuciones de SDE para llevar a cabo investigaciones de carteles; (4) establece la capacidad del Gobierno Federal de celebrar acuerdos de lenidad  con personas naturales o jurídicas, a través de SEAE o SDE, los cuales extinguirán la acción punitiva de la administración pública o reducirán de una a dos terceras partes la penalidad aplicable. Igualmente enumera los requisitos de que las compañías y/o individuos puedan optar al programa y (5) aumenta la comisión que se cobra para el examen de la fusión y determina que el monto se dividirá equitativamente entre CADE, SEAE y SDE. 

Nota Técnica de fecha 22 de febrero de 2002. Este documento introdujo el procedimiento simplificado que SEAE y SDE adoptarán en el examen de ciertas categorías de fusiones, que claramente no ofrecen riesgos competitivos. El examen simplificado se emplea a discreción de SEAE y SDE, el cual tendrá siempre la posibilidad en cualquier momento del análisis de regresar a los procedimientos regulares. De manera similar, CADE podrá solicitar en la etapa de decisión, que SEAE y SDE apliquen el análisis completo, cada vez que el Consejo considere que el caso amerita una revisión más detallada. Los umbrales y la documentación requeridos para la notificación de la fusión siguen siendo los mismos y únicamente los casos que se presentaron con el cuestionario de notificación debidamente completado (Anexo I de la Resolución 15 de CADE) serán aptos para el examen simplificado. 

El examen simplificado puede aplicarse a las siguientes categorías de transacciones: 

Franquicias: cuando el franquiciado compra la franquicia, siempre y cuando el control de las decisiones que tengan algún impacto en el mercado no cambie de dueño.

Empresas conjuntas clásicas o cooperativas: cuando el objetivo de la transacción es la exclusiva participación en un nuevo mercado donde los productos o servicios no guardan relación horizontal ni vertical.

Reestructuración empresarial: operaciones en el mismo grupo económico que no implican ningún cambio en el control.

Acceso en Brasil: adquisición del control empresarial de la compañía localizada en Brasil, siempre que la empresa que efectúa la adquisición no tenga ninguna actividad económica en el país, o la actividad sea mínima.

Adquisiciones fuera de Brasil: cuando dos o más compañías adquieren conjuntamente el control empresarial de otra compañía que no tiene ninguna actividad económica en el país, o esta actividad es mínima.

Substitución del agente económico: aquellas situaciones en las que las compañías que efectúan la adquisición o su grupo no participó anteriormente en el mercado correspondiente, en los mercados verticalmente relacionados o en cualquier mercado donde participó la compañía adquirida o su grupo.

Cuota de mercado baja: cuando la cuota de mercado resultante indudablemente es menor y no plantea riesgos competitivos.

Substitución del agente económico cuando la participación en los mercados verticalmente relacionados es baja: situaciones donde la compañía que efectúa la adquisición o su grupo no participaron previamente en el mercado correspondiente y cuando la participación en los mercados verticalmente relacionados es insignificante.

Otros casos: se incluyó esta disposición para que los organismos puedan expandir la lista en el futuro. Sin embargo, a manera de rutina, el examen simplificado sólo aplicará a los casos que caigan dentro de las categorías arriba enumeradas. 

El documento incluye igualmente ciertas excepciones para casos específicos, que pese a ser elegibles para el examen simplificado, pueden plantear inquietudes competitivas, tales como: conglomerados; un mercado pertinente nuevo o estrechamente desarrollado; ciertas operaciones de reestructuración empresarial que involucran la influencia dominante o la influencia correspondiente de uno de los accionistas; casos donde el volumen total de las empresas que ingresan al mercado brasileño es inexpresivo, pero con todo redundará en el control de una parte substancial del mercado correspondiente; fusiones particulares en el extranjero, que pueden plantear ciertas inquietudes de posible competencia dentro de Brasil, y transacciones en mercados altamente concentrados o protegidos por barreras significativas al acceso. 

III. Aplicación de las leyes y políticas de competencia 

Casos de fusión 

Banco Finasa de Investimento S/A y Zurich Participacões e Representacões

(AC. No. 6762/2000-09) La operación propuesta involucraba dos aseguradoras, donde Zurich Brasil Seguros S/A adquiriría 26% de las acciones totales de Brasmetal Industrial S/A, sociedad tenedora del Grupo Finasa. El mercado pertinente se definió como el mercado nacional de seguros y la cuota de mercado posterior a la fusión sería de 1,2%. CADE tenía entendido que esta operación no modificaría considerablemente la estructura del mercado correspondiente y que no había riesgos de que la nueva empresa ejerciera el poder de mercado, bien sea unilateralmente o en coordinación con las otras aseguradoras en el mercado. Por consiguiente, la decisión de la mayoría aprobó la fusión. 

Aunque simple en apariencia, esta transacción dio lugar a cuestionamientos fundamentales respecto a la separación de la reglamentación prudencial y antitrust en Brasil y dividió a los Comisionados de CADE. El fallo de la mayoría analizó dos aspectos en su veredicto: si le competía a CADE examinar las fusiones en el sistema financiero, y si el informe de la Fiscalía Federal, que determina que el Banco Central de Brasil es el organismo encargado de cualquier materia concerniente a las instituciones financieras, también aplicaba a CADE. 

La mayoría tenía entendido que puesto que CADE es un órgano administrativo independiente que no puede estar sujeto a la influencia política o gubernamental, ningún otro organismo administrativo está facultado a revisar sus decisiones. De allí que el informe de la Fiscalía Federal no vinculara a CADE. Así mismo, el fallo resaltó el hecho de que la Ley Antitrust brasileña (Ley No. 8.884/94) aplica a todo sector de la economía, y que no establece ninguna excepción para las fusiones que no tienen que someterse a  CADE. No obstante, la decisión enfatiza que esto es compatible con el papel regulador que desempeña el Banco Central. 

El debate central en este caso es si las atribuciones de CADE y las del Banco Central coliden. La mayoría dictaminó que no, que los dos organismos de hecho se complementan entre sí: el Banco Central es responsable del reglamento prudencial del sector financiero, según sus atribuciones contempladas en la Ley No. 4.595/64, y CADE tiene un papel decisorio en la prevención y represión del abuso del poder económico, tal como está determinado por la Ley Antitrust brasileña. Por lo tanto, la interpretación suministrada por el informe de la Fiscalía Federal se proponía resolver un conflicto que a ciencia cierta no existía. 

La decisión de la mayoría está destinada a armonizar la aplicación, tanto de la Ley No. 4.595/64 como de la Ley 8.884/94, y estipula que el Banco Central proporcionará las reglas abstractas que establecerán las condiciones para la competencia en el sector financiero. El Banco Central sería, entonces, responsable de un claro control per se. Esto difiere significativamente del control que CADE ejerce, donde el impacto anticompetitivo se verifica en cada caso. En consecuencia, ciertas conductas consideradas ilegales por la legislación prudencial pueden o no estimarse anticompetitivas y viceversa. La opinión de la mayoría concluye que CADE debe, por tanto, continuar evaluando toda transacción en el sector financiero. 

El Presidente de CADE, Sr. Grandino Rodas, y la Comisionada a quien se remitió inicialmente el caso, Sra. Hebe Romano, disintieron en el caso. El voto de disensión estimaba que CADE no estaba autorizado a analizar las operaciones en el sector financiero. De acuerdo al Sr. Grandino y en opinión de la Sra. Romano, hubo de hecho un conflicto entre las atribuciones de CADE y las del Banco Central y, por cuanto el informe del Fiscal Federal también aplicaba a CADE, al tribunal no le competía evaluar la adquisición de Brasmetal Industrial S/A por Zurich Brasil Seguros S/A.

E.I. Du Pont de Nemours y Pioneer Hi-Bred International, Inc. (A.C. No. 10266/99-00) Se trató de una operación al nivel mundial que se notificó a SBDC por su repercusión en el mercado brasileño. Delta era una empresa del grupo Du Pont, productora de varios pesticidas agrícolas, que a través de esta operación fue constituida por Pioneer, una compañía en el negocio de la semilla de soya, semilla híbrida sencilla de maíz y semilla híbrida triple de maíz. 

SEAE tenía entendido que la definición geográfica del mercado pertinente era nacional y definió el mercado de producto correspondiente como semilla de soya, semilla híbrida sencilla de maíz y semilla híbrida triple de maíz. Más aún, el análisis de SEAE consideraba que la concentración horizontal observada no era significativamente elevada como para permitir que la empresa fusionada ejerciera poder de mercado, sea unilateralmente o mediante la coordinación con sus competidores. Adicionalmente, el informe concluyó que no existían relaciones verticales en el conglomerado derivadas de la operación. Por consiguiente, se recomendó la aprobación irrestricta de la operación. 

CADE adoptó el análisis proporcionado en el informe de SEAE y aprobó la fusión por unanimidad. Sin embargo, los Comisionados no estuvieron de acuerdo con respecto al momento de la celebración de la transacción y, por ende, en si se presentaba debidamente la notificación o si debía multarse a las partes por la demora en la presentación. 

La mayoría convino en el argumento presentado por las partes, de que la fusión concluyera el 1º de octubre de 1999, cuando los accionistas de Pioneer aprobaran el plan de constitución de Pioneer por Delta. De allí que prevaleció el entendido de que la notificación fue presentada apropiadamente. No obstante, el Comisionado a quien se remitió el caso originalmente, Sr. Leopoldino da Fonseca, y el Presidente de CADE, Sr. Grandino Rodas, consideraron que la transacción concluyó el 15 de marzo de 1999, que es la fecha del Plan de Constitución de las empresas. De acuerdo a esta opinión de disensión, la interferencia en el negocio de las compañías después de que se presentara este plan fue lo suficientemente significativa como para cambiar el equilibrio del mercado y vincular a las partes a partir de esa fecha. Por consiguiente, en su opinión, la notificación no se hizo a tiempo y se adeudaba una multa por la demora en la presentación. 

New Holland N.V. y Case Corporation (A.C. No. 4901/99-93) Mediante esta operación, New Holland constituyó Case Corporation, originando una nueva compañía, denominada Case New Holland. La fusión tuvo lugar en el extranjero, pero debido a que ambas empresas tenían subsidiarias en Brasil y ello tenía un impacto en el mercado brasileño, se notificó la transacción a SBDC. 

New Holland era una empresa holandesa controlada por Fiat, en el negocio de la maquinaria industrial, particularmente tractores, máquinas segadoras y otro equipo agrícola. Case Corporation era una compañía norteamericana, en la misma línea comercial. La transacción produjo una concentración horizontal en los mercados correspondientes de tractores, guadañas mecánicas, máquinas segadoras y otro equipo de construcción. Geográficamente, CADE definió el mercado pertinente como nacional e indicó varias razones por las cuales las importaciones no constituían una opción viable, a saber: la importancia de asistencia técnica post venta, los altos costos de internalización y las dificultades en financiar el equipo, que rara vez se pagan por adelantado debido a lo elevado de sus costos. No hay importación independiente en este mercado ya que, aun cuando no hay producción nacional, las únicas empresas que traen productos del exterior son aquellas ya establecidas en Brasil que pueden brindar servicios de asistencia técnica. 

El análisis de CADE acerca del grado de concentración concluyó que no había incremento en el poder de mercado de las compañías en el mercado pertinente para los tractores o para las guadañas mecánicas, lo que se consideró insignificante para un análisis detallado. En el mercado de máquinas segadoras, aparte de la rivalidad de los demás competidores, las bajas barreras de acceso evitarían también que la nueva empresa aumentara los precios. Finalmente, en los mercados pertinentes para otro equipo de construcción, CADE tenía entendido que la operación no provocaría el incremento en el poder de mercado de las empresas, debido a la posible competencia de participantes no comprometidos propietarios de plantas de múltiples propósitos en Brasil. 

Por cuanto no se identificaron riesgos anticompetitivos en la transacción, CADE aprobó la fusión por unanimidad, sin ni siquiera examinar el argumento de eficiencias presentado por las partes. No obstante, en Estados Unidos y Europa, el mercado para el equipo agrícola es más grande y en cada planta las compañías elaboran un producto distinto, lo que eleva la rentabilidad de su inversión. Por consiguiente, los organismos antitrust de Europa y los Estados Unidos dictaminaron la privación de los bienes de una serie de plantas dedicadas a la producción de productos específicos, como condición para aprobar la transacción. 

Prácticas anticompetitivas 

Fijación de precios predatorios 

Labnew Indústria e Comércio Ltda. (P.A. No. 13002/95-97) De acuerdo a un planteamiento presentado ante SBDC por Labnew, desde septiembre de 1994, Merck S.A. y su filial en Brasil, MB Bioquímica, estaban vendiendo por debajo del costo tubos al vacío para recolectar sangre, lo que dificultaba que la compañía se mantuviera en el negocio. Así mismo, Labnew presentó un planteamiento ante el Departamento de Comercio (DECOM) del Ministerio de Ciencia y Tecnología, solicitando una investigación de dumping a las importaciones de los mismos tubos provenientes de los Estados Unidos. DECOM concluyó que había de hecho dumping e impuso derechos antidumping. 

CADE definió la dimensión del producto del mercado pertinente como tubos de sangre al vacío y adoptó la dimensión geográfica nacional. No se consideró la importación como una opción viable, pese a su presencia significativa en el mercado. Según el análisis realizado por SEAE, la importación directa no ofrece ninguna garantía de existencia confiable, lo que es indispensable para que los laboratorios y clínicos puedan funcionar apropiadamente, por razones tales como fecha de vencimiento de seis meses para los tubos y complicaciones aduaneras, entre otros. 

El análisis de la estructura del suministro indicó que el mercado para los tubos de recolección estaba bastante concentrado, con particularmente apenas cuatro empresas en el mercado (C4 ± 100%). Las barreras tradicionales de ingreso también eran altas y no se identificó ninguna competencia posible. Pese a ello, el mercado se consideró relativamente disputable, debido a la posibilidad del ingreso no comprometido, sin costes irrecuperables, a través de las exportaciones asociadas a la estructura de la distribución local. SEAE consideró esto como una alternativa viable, toda vez que ya era común entre todos los competidores foráneos presentes en el mercado. 

CADE tenía entendido que Merck no contaba con una posición dominante en el mercado, la cual le permitiera recuperar las pérdidas que tendría con la presunta fijación de precios predatorios. En 1994, Merck era apenas un participante que importaba y revendía los tubos de otra compañía. No tenía ninguna participación en el mercado en ese momento que pudiera prever su crecimiento y ejercer poder de mercado en el futuro. Con todo, este hecho por sí sólo no fue suficiente para desestimar el alegato de fijación de precios predatorios, por lo que era necesario comparar los costos y los precios de venta. 

Por cuanto el costo de internalización es el costo directo y variable, se consideraba el paradigma apropiado para alcanzar el costo variable promedio  y luego evaluar si Merck vendía o no por debajo del costo. La comparación entre el costo de internalización de los tubos de recolección (considerado como el costo variable de estos productos) con los precios cobrados por Merck y MB, indicó que estos precios tenían, en general, márgenes brutos positivos y en muchos casos bastaban para cubrir al menos todos los costos de comercialización. Por consiguiente, estos precios no podían considerarse predatorios. Y las pocas transacciones por debajo del costo no podían considerarse anticompetitivas, ya que no bastaban para forzar la salida del mercado de un competidor con una cuota de mercado aún mayor. 

Aplicación de la ley contra los carteles 

Desde principios de 1999, SEAE y SDE han iniciado aproximadamente 10 investigaciones a carteles de línea dura. Las investigaciones llevadas a cabo recientemente se relacionan con importantes industrias, tales como aviación, aluminio, prensa y combustibles. Gran parte del éxito en la culminación de las investigaciones a fin de remitirlas a CADE se ha debido al nuevo poder investigativo introducido por la Ley 10.149. Hasta la fecha, no se ha aplicado el programa de lenidad. 

Las investigaciones que se relatan a continuación presentan ciertos elementos en común, debido a ciertas características principales de la industria que facilitan la conducta colusoria. Mediante el uso de evidencia económica, SEAE ha identificado en cada caso, las condiciones necesarias aunque no suficientes para que las empresas en una industria dada actúen en connivencia. Es posible observar la mayoría de los siguientes aspectos dentro de las distintas industrias investigadas por SBCD: 

las compañías tienen costos, producciones y objetivos similares;

el producto es homogéneo;

las compañías en las industrias están protegidas por altas barreras al ingreso;

la demanda es inelástica, y

la existencia de una asociación comercial que trabaja como un centro de intercambio de información, agrupa los intereses de sus asociados en torno a conductas anticompetitivas y supervisa cualquier acuerdo. 

Tal como lo demuestran los casos incluidos en este informe, en los últimos dos años, SEAE, SDE y CADE han mejorado la coordinación de los roles que cada entidad desempeña en la investigación de los carteles. Los organismos han estado trabajando conjuntamente y compartiendo su distinta experiencia de manera más efectiva, a fin de combatir la conducta colusoria en diversas industrias, tanto al nivel estatal como al nacional dentro de Brasil. 

El caso del cartel de aluminio. En este caso, cinco compañías fueron acusadas de fijar los precios del aluminio primario. En julio de 1991, acordaron una fórmula que todas ellas adoptarían para fijar los precios. Este mecanismo debería haber durado apenas 90 días, ya que los precios que solía dictar el gobierno brasileño fueron liberalizados en noviembre del mismo año. Sin embargo, estas compañías siguieron adoptando el procedimiento incluso después de que el gobierno brasileño dejara de fijar los precios que debían cobrar los productores de acero. 

Cuando la Ley Antitrust brasileña entró en vigencia en 1994, la adopción de cualquier práctica concertada entre los competidores se volvió objeto de sanciones por parte de CADE. Así, el hecho de que el gobierno fijara los precios para el aluminio primario hasta 1991, no eliminaba la responsabilidad de las compañías que continuaron adoptando estas medidas. 

SEAE definió el mercado pertinente del producto como aluminio primario, debido a las características físicas y químicas peculiares del metal. Y geográficamente, SEAE tenía entendido que el mercado se limitaba a Brasil, toda vez que la gran mayoría de las importaciones de los consumidores nacionales no constituían una opción económica viable. 

Este caso abarcó a los únicos cinco productores de aluminio primario, los cuales controlaban el 100% del mercado brasileño. El aluminio primario es un producto altamente homogéneo y sólo puede diferenciarse por la forma en la cual se vende, y esto, a su vez, se regula por normas específicas publicadas por la industria. Por consiguiente, estas compañías gozaban de un poder de mercado significativo, lo que les permitía elevar los precios por encima del nivel competitivo sin perder las ventas. En relación con ese punto está la baja elasticidad de la demanda para el producto, como también la existencia de barreras al ingreso, debido a la alta escala mínima necesaria para la producción de aluminio primario. Igualmente significativo es el hecho de que todas las cinco empresas integraban la Asociación Brasileña de Aluminio, que es una asociación comercial dirigida por las compañías productoras de aluminio primario. Todo ello facilitaba la connivencia entre estas empresas, ya que todos estos constituyen elementos que bajaban considerablemente los costos de organizar y hacer cumplir los acuerdos para la fijación de precios. 

Las empresas alegaban que la conducta paralela era una respuesta natural a las características del mercado, más específicamente al hecho de que el Mercado de los Metales de Londres (MML) funcionaba como referencia para la fijación de precios del metal industrial alrededor del mundo. Según ellos, vender por debajo de esa marca les causaría un costo de oportunidad, ya que podrían en su lugar estar vendiendo el producto fuera de Brasil al precio internacional. 

El costo de oportunidad solamente refleja la posibilidad de una renta adicional por medios alternativos. Con todo, las ventas de aluminio en Europa para los precios superiores a los cobrados en el mercado nacional no representan una renta mayor para los productores, ya que también se debe despachar el aluminio a los compradores europeos, y eso más los impuestos correspondientes, tendría que deducirse del monto recibido de estos compradores. 

La evidencia también demuestra que los precios cobrados por las compañías estaban considerablemente por encima del nivel al cual estarían experimentando costos de oportunidad. De hecho, en los últimos años, las empresas de aluminio en Brasil han vendido su producción a precios significativamente mayores. Particularmente desde 1993, el aluminio primario se vendió dentro de Brasil por mucho más que lo que habrían cobrado estas compañías, de haber negociado su producto a través del MML. 

Es improbable que a la larga se hubiera alcanzado el equilibrio de precios más altos sin que las empresas hubieran interferido artificialmente con el mercado. La razón de ello es que este balance depende de la creencia de cada participante sobre cuál será la reacción de la otra parte. Debido a que cada participante puede imaginar un número ilimitado de reacciones por parte del otro, puede afirmarse que estas creencias son infinitas. Si éste es el caso y el equilibrio es función de estas creencias, la conclusión es que la probabilidad de un equilibrio en el mercado con el precio a su nivel más alto es, por ende, cercana a cero, a falta de coordinación y señalización a través de la guerra de precios. Esto es así aún más si se consideran los elementos adicionales, tales como las variaciones en los costos de producción, por ejemplo. 

De haber existido una guerra de precios en ese entonces, es probable que las diferencias en los valores cobrados en Londres y dentro de Brasil hubieran estado al menos cerca de cero, ya que las compañías redujeron sus ganancias adicionales por estar vendiendo dentro de Brasil. No obstante, las compañías nunca probaron la reacción de sus rivales mediante estos mecanismos. Así, a falta de un acuerdo para la fijación de precios entre las empresas, se entendería que no se fijarían los precios por debajo de los cobrados en Europa. Sin embargo, no había un razonamiento económico para el hecho de que se mantuvieran al nivel máximo que podían cobrar estas empresas sin atraer la competencia de las importaciones. 

SEAE presentó una Nota Técnica ante SDE con el análisis anterior, solicitando el inicio de un procedimiento administrativo. El caso está siendo instruido en SDE y regresará a SEAE para un nuevo informe en el procedimiento administrativo que se elaborará. 

 El caso del cartel del alcohol. En mayo de 1999, 181 empresas productoras de alcohol establecieron una asociación, la Bolsa Brasileña de Alcohol (“BBA”), que vendería conforme a acuerdos de exclusividad toda la producción de sus miembros durante tres años. Estas compañías producían en conjunto 85% de todo el alcohol en las regiones sur, sureste y centro-occidental de Brasil, aunque individualmente tenían menos de 3% en el mercado pertinente. La BBA complementaría la existencia de otra asociación, Brasil Alcohol, creada para almacenar el exceso de capacidad de los miembros, el cual representaba aproximadamente 15% de su producción total. La presunta motivación para la creación de estas asociaciones fue la desregulación del sector para llevar los precios por debajo de sus costos promedios de producción. Esto supuestamente sería una crisis temporal debido al exceso de capacidad que se corregiría en dos o tres años con la expansión del consumo de alcohol. 

Estas asociaciones fueron notificadas a SBDC de conformidad con la disposición de fusiones de Brasil (Art. 54 de la Ley No. 8.884/94), pero cada una de las tres entidades las analizó de manera distinta. SEAE evaluó las transacciones por separado, calificó de colusión la conducta de las partes y recomendó que se bloquearan las operaciones notificadas al sistema. SDE no consideró que las partes estuvieran implicadas en la formación de un cartel y analizó las operaciones por separado conforme a la disposición de fusiones. Sin embargo, SDE recomendó bloquear la operación e informar al Fiscal Público para que investigara el caso. Finalmente, CADE ni siquiera evaluó la conducta de las partes y estudió las operaciones conjuntamente de acuerdo a la disposición de fusiones. El tribunal decidió bloquear las transacciones, pero no halló necesario que se notificara al Fiscal Público para que investigara el caso. 

SEAE tenía entendido que mediante las operaciones presentadas a SBDC, las partes estaban de hecho formando un cartel. En este informe, el mercado pertinente de producto se definió como alcohol y la definición geográfica del mercado pertinente fue todo el territorio de Brasil, ya que la producción de la región centro-sur se vendía a lo largo del país. 

Con respecto al impacto que provocaron estas asociaciones en los precios del alcohol en Brasil, el informe de SEAE indicó que la creación de BBA había mantenido los precios artificialmente elevados, y que cuando el gobierno dejó de dictar los precios del alcohol en febrero de 1999, el mercado había comenzado inmediatamente a indicar el exceso de capacidad. Más aún, de febrero a mayo del mismo año, los precios habían caído 33,9% para el productor y 16,8% en las estaciones de servicio, al tiempo que los precios de la gasolina habían aumentado 14,1%. Los primeros incrementos en los precios del alcohol tan sólo se suscitaron en mayo, cuando BBA inició sus operaciones, y desde entonces se elevaron en 216,5% para los productores y 73,1% para el consumidor final. 

Este aumento artificial en los precios mediante las actividades coordinadas de las cuales formaba parte BBA, según SEAE, redujo la flexibilidad en los precios del alcohol y con ello obstaculizó el buen funcionamiento del mercado, estimulando el acaparamiento del producto. Esta interferencia con el mercado llevaría últimamente a que los consumidores pagaran precios más altos. SEAE tenía entendido que la operación de este cartel como el único vendedor de gran parte del alcohol producido en la región centro-sur de Brasil se acercaba bastante a una situación de monopolio, donde la empresa aumenta al máximo sus ganancias, mediante la decisión racional de reducir la producción y elevar el precio por encima del nivel competitivo. Esto equivaldría a una pérdida en el bienestar social, mediante la pérdida del peso muerto, que es la parte del exceso total que no acometerían los productores ni los consumidores. 

SEAE concluyó que la existencia de BBA y Brasil Alcohol facilitaba la coordinación entre las compañías, restringiendo la competencia y últimamente perjudicando a los consumidores. Estas asociaciones redujeron el incentivo de las empresas miembros a fin de mejorar sus técnicas de producción, ya que cualquier aumento en los precios necesariamente beneficiaría a todos los productores, sin importar lo ineficientes que fueran. A falta de las asociaciones, en opinión de SEAE, el sector se habría ajustado como corresponde a los distintos niveles de productividad de las empresas. La menos eficiente probablemente habría abandonado el mercado, otras se fusionarían, pero el sector como un todo hubiera sobrevivido. 

 El caso del cartel de la prensa. El 6 de marzo de 1999, los cuatro periódicos de mayor circulación en la ciudad de Río de Janeiro elevaron simultáneamente sus precios en 20%. Aparte de la coincidencia con respecto a la fecha y al porcentaje del alza, los cuatro publicaron avisos casi idénticos justificando el incremento de precios. Adicionalmente, hubo evidencia contundente de que esta práctica concertada se hizo posible a través de la asociación comercial de los propietarios en Río de Janeiro, ya que todas las notas que explicaban el aumento hacían referencia a la asociación. 

SEAE llevó una representación a SDE, la cual entonces decidió llevar a cabo pesquisas preliminares en la materia. La evidencia recabada en SDE corroboraba las conclusiones de SEAE y fue la base para la apertura de un procedimiento administrativo a fin de investigar la existencia de un cartel. 

El procedimiento administrativo se remitió a SEAE para su examen. El mercado pertinente se definió entonces como los periódicos de mayor circulación en Río de Janeiro. Aun cuando los cuatro diarios apuntaban a distintos consumidores, dos de ellos al extracto bajo y los otros dos al extracto alto, competían entre sí. Por consiguiente, un alza en los precios pequeña, mas significativa y no transitoria habría bastado para desviar las ventas uno de otro. SEAE concluyó que la maniobra de elevar proporcionalmente los precios procuraba mantener la segmentación del público entre ellos (extractos alto y bajo), previniendo la desviación de la demando de uno hacia el otro y permitiendo que cada periódico mantuviera su participación en el mercado. 

Tras analizar los datos disponibles en ese punto, SEAE confirmó los hallazgos preliminares de ambas entidades y concluyó que se concertó un aumento de precios. Acto seguido se emitió a SDE una recomendación acerca de que los cuatro periódicos debían ser sancionados por connivencia. Allí se está completando la instrucción del caso antes de enviarlo a CADE para una decisión. 

Los casos de cartel en los comerciantes minoristas de combustible. Durante los dos últimos años, SEAE y SDE han realizado conjuntamente varias investigaciones de comerciantes minoristas de combustible en diferentes regiones de Brasil. Uno de ellos fue cerrado en SEAE en febrero de 2002 y se remitió a SDE, donde está culminando la instrucción del procedimiento administrativo. De allí, se consignará con las recomendaciones de SEAE y SDE a CADE para una decisión. Los otros dos ya se han presentado a CADE y deberían decidirse en el futuro cercano. 

Florianópolis: Desde comienzos de 2000, los consumidores en Florianópolis se quejaban sistemáticamente de los altos precios de la gasolina. Luego de varios artículos en la prensa comparando los precios que se cobraban en otras ciudades del país y la creciente insatisfacción expresada por la gente de la ciudad, la Cámara de Representantes del Estado de Santa Catarina comenzó a realizar audiencias públicas en la materia. 

Durante una de estas audiencias, a la que también asistieron miembros de la Agencia de Protección al Consumidor y de la Fiscalía Pública del Estado, se les sugirió que su margen de ganancia debería ser de 15,5% más el costo de transporte, calculado sobre la factura de la orden de compra de los distribuidores. 

Luego de la audiencia pública, la asociación comercial de los minoristas celebró una reunión para decidir en torno al margen de ganancia sugerido. Aun cuando no muchos socios estuvieron presentes en la reunión, la mayoría aprobó el margen de 15,5%. Pocos días después, los minoristas de combustible de Florianópolis iniciaron una guerra de precios. 

Durante el mismo período, la Fiscalía Pública del Estado de Santa Catarina ya se encontraba investigando la evidencia contundente de que la conducta de los minoristas entrañaba un cartel. Estos hallazgos más el hecho de que el Fiscal Público presente en la audiencia señalara que algunos minoristas se habían resistido al alza simultánea de precios, llevó a la oficina a solicitar una orden judicial para interceptar el teléfono del presidente de la asociación comercial. Las grabaciones mostraron que él había sido un intermediario en las negociaciones encaminadas al alza de precios y que había amenazado a algunos minoristas renuentes a la medida. Estas grabaciones corroboraron la evidencia de conducta colusoria y con base en ellas, la Fiscalía Pública presentó una declaración penal ante el tribunal estatal y una declaración formal ante SDE, donde se inició un procedimiento administrativo. 

En el curso del procedimiento administrativo, SDE determinó que durante 20 días, las estaciones de servicio deberían cobrar el precio vigente para el 17 de junio de 2000, unos cuantos días después de la reunión celebrada en la asociación comercial. A solicitud de SDE, SEAE realizó un análisis económico del caso y presentó un informe concluyendo que los comerciantes minoristas de combustible de Florianópolis habían celebrado un acuerdo que llevó a un alza uniforme en los precios después del 21 de junio de 2000. 

SDE culminó la instrucción del caso y lo presentó a CADE, el cual debería dictar sentencia durante el primer semestre de 2002. 

Goiania: En octubre de 2000, SDE inició un procedimiento administrativo para investigar la coordinación entre los minoristas de Goiânia. Sindiposto, la asociación comercial de minoristas en la localidad, y su presidente habrían instigado la presunta connivencia. 

Durante las investigaciones preliminares, SDE interrogó al presidente de Sindiposto y éste admitió haber recomendado a los minoristas de gasolina y alcohol que deberían tener el mismo margen de ganancia para el gas, alcohol y diesel. Con base en esta admisión, en los datos que indican que los precios del combustible en Goiânia eran uniformes en toda la ciudad, y en una entrevista concedida a la prensa, donde el presidente de Sindiposto habló acerca de un incremento inminente de precios, SDE inició el procedimiento administrativo para investigar la supuesta conducta coordinada. 

Simultáneamente, la Fiscalía Pública del Estado de Goiás se encontraba conduciendo una investigación por separado que culminó en un juicio civil, donde obtuvo a través de una orden judicial la interceptación de las conversaciones telefónicas entre los representantes de Sindiposto y los minoristas. Las transcripciones de las grabaciones, así como la evidencia recabada en SDE, fueron enviadas a SEAE, donde se completaría la instrucción del caso. 

Mediante el análisis de los datos acerca de los precios del combustible, agrupados por la Agencia Nacional de Petróleo (ANP), SEAE examinó las indicaciones de un alza uniforme en los precios, inmediatamente después de que los representantes de la asociación comercial defendieran en la prensa un precio ideal para el litro de gasolina en Goiânia. Cabe mencionar que se notó la misma conducta en enero de 2002, pese a la orden preliminar emitida por SDE en octubre de 2000, determinando la terminación de tales prácticas. 

Adicionalmente, las trascripciones de las grabaciones telefónicas revelaron conversaciones entre los minoristas y los representantes de la asociación comercial donde convenían en la fijación de precios y en los márgenes de ganancia, en las fechas para el alza de los precios y en la manera en que se supervisarían estas prácticas concertadas. 

La evidencia recolectada durante la investigación preliminar realizada por SDE, la información recabada por la Fiscalía Pública, los datos agrupados en preparación del informe de SEAE, junto con las características del mercado, llevaron a SAE a ofrecer las siguientes recomendaciones: 

multar a  Sindiposto y a su presidente por instigar el comportamiento coordinado entre sus socios;

crear un programa de información destinado a prevenir prácticas similares en el futuro;

iniciar un nuevo procedimiento administrativo a fin de investigar el desacato de la decisión de SDE en octubre de 2000 de dar por terminada la conducta colusoria, y

en caso de que CADE condene esta práctica, publicar la decisión en un periódico de mayor circulación. 

En febrero de 2002, SEAE y SDE presentaron su informe a CADE, donde se tomará una decisión en el futuro cercano. 

Distrito Federal: En febrero de 2002, SEAE presentó su análisis para la instrucción del procedimiento administrativo iniciado por SDE que investigaba Sinpetro-DF, la asociación comercial de  minoristas del Distrito Federal. La investigación abarcó dos elementos: 

la obstrucción de la entrada de un competidor en el mercado minorista de combustible en el Distrito Federal, y

la negativa a vender aceite diesel refinado en el Distrito Federal. 

Con respecto al primer elemento, el informe de SEAE observa que Sinpetro-DF trató de influir en la redacción de la legislación del Distrito Federal que bloqueaba el otorgamiento de permisos para construir estaciones de servicio en ciertas áreas, tales como los estacionamientos de supermercados, hiper mercados y centros comerciales. Para ello, Sinpetro-DF sostuvo reuniones para tratar la necesidad de promulgar una ley con ese propósito específico. Tal como lo indica el análisis de los informes de las reuniones, los socios estaban coordinando explícitamente para bloquear el ingreso de un gran grupo de hiper mercados en el mercado minorista de combustible en el Distrito Federal. El anteproyecto propuesto por Sinpetro-DF se hizo ley en enero de 2000, y desde entonces, los supermercados e hiper mercados tienen prohibida la apertura de estaciones de servicio en sus terrenos. 

La venta de diesel en Brasil es regulada por el Departamento Nacional de Combustible (DNC). De acuerdo a una sentencia emitida por DNC, la venta de aceite diesel refinado al mismo precio del regular es obligatoria cuando el diesel regular no esté disponible en la estación de servicio. Igualmente, los informes de las reuniones en Sinpetro-DF indican que los minoristas habían convenido en no vender el aceite diesel refinado para no tener que ofrecerlo al mismo precio del diesel regular. 

Con la ayuda de la evidencia económica, el informe de SEAE examinó las condiciones del mercado minorista que facilitaban la coordinación entre los competidores. Estas se mencionan a continuación: 

las empresas tienen costos, producciones y objetivos similares;

producto homogéneo;

altas barreras al ingreso, especialmente aquellas relacionadas con los aspectos de reglamentación en el Distrito Federal;

demanda inelástica, y

la existencia de una asociación comercial con un alto grado de participación (94.7%) y la capacidad de agrupar los intereses de sus socios alrededor de conductas anticompetitivas. 

Con base en los elementos antes mencionados, SEAE concluyó que había evidencia suficiente de un cartel y presentó las siguientes recomendaciones a CADE en su informe final: 

la imposición de multas a Sinpetro-DF y dos cadenas de minoristas en el Distrito Federal;

el hecho de que CADE debería informar al Poder Legislativo Municipal del Distrito Federal acerca de los efectos anticompetitivos de la ley que bloqueaban el acceso de supermercados e hiper mercados en el mercado minorista de combustible;

el inicio de un nuevo procedimiento administrativo a fin de investigar la participación de otros minoristas socios de Sinpetro-DF en las prácticas colusorias arriba mencionadas;

la publicación de la decisión de CADE en un periódico de gran circulación en el Distrito Federal, si CADE decide la condena de Sinpetro-DF y de las dos cadenas de minoristas, y

la creación de un programa informativo encaminado a la prevención de prácticas similares en el futuro. 

El informe de SEAE fue presentado a SDE, donde se finalizará la instrucción y se enviará a CADE posteriormente.  

El caso del cartel de las líneas aéreas. Este procedimiento administrativo fue iniciado en marzo de 2000 por SDE, luego de la investigación preliminar llevada a cabo por SEAE durante el segundo semestre de 1999, la cual evidenció colusión entre cuatro de las grandes aerolíneas que operan dentro de Brasil. 

En agosto de 1999, los presidentes de las cuatro principales líneas aéreas de Brasil sostuvieron una reunión a puerta cerrada en un lujoso hotel de São Paolo. Justo cinco días después de la reunión, los precios de los vuelos entre los aeropuertos centrales de Río de Janeiro y São Paolo se elevaron, exactamente 10%, en las cuatro aerolíneas cuyos presidentes se habían reunido. El alza en los precios, el mismo día y por la misma cantidad, afectó el mercado más lucrativo en la industria brasileña del transporte aéreo. La ruta entre São Paolo y Río de Janeiro conecta las dos principales ciudades del país y sirve diariamente a miles de viajeros de negocios. Las cuatro aerolíneas tenían 100% del mercado para los servicios regulares de transporte aéreo en esa ruta. 

Se les pidió a las aerolíneas que explicaran el motivo del aumento en los precios ese día específico. A manera de contestación, las compañías dieron respuestas ambiguas y no mencionaron el incremento en los precios de sus competidores, ni ninguna política de contrapartida. Tampoco hubo explicación en cuanto a la selección de esa fecha específica y el monto del alza. Tras haber descartado las explicaciones alternas por el aumento de precios, SEAE percibió este caso como un paralelismo de precios con un factor adicional, y decidió recomendar a SDE que entablara un proceso administrativo contra las cuatro aerolíneas. 

Una vez iniciado dicho procedimiento, las líneas aéreas cambiaron su defensa y alegaron que el alza era el resultado de una conducta frecuente en la industria, donde la empresa líder impone el aumento de precios y las otras simplemente lo siguen. Atribuyeron el aumento uniforme al sistema computarizado de la Airline Tariff Publishing Company (ATPCO). Este sistema consiste en una base de datos de las tarifas que cobran las 700 principales líneas aéreas de todo el mundo. Las compañías alegaron que al consultarla diariamente se percataron el 6 de agosto de 1999 de un aumento de precios publicado por la principal aerolínea, el cual entraría en vigencia tres días después. 

SEAE concluyó durante sus investigaciones preliminares que aun cuando era posible, era bastante improbable que el alza uniforme en los precios fuera motivada simplemente porque las aerolíneas observaran el sistema ATPCO, sin previo intercambio de información. El supuesto líder publicó su precio y menos de una hora después una segunda aerolínea informó su incremento de 10%. Según las mismas líneas aéreas, lleva al menos 35 minutos alimentar el sistema y en efecto, esto suele durar más tiempo. 

El informe investigativo presentado por SEAE detalló igualmente otras herramientas anticompetitivas empleadas por las líneas aéreas, a fin de intercambiar información en torno al incremento planeado en los precios a través del sistema ATPCO, tal como la “fecha del primer boleto”. Este comando permitía a las líneas aéreas difundir información acerca de un nuevo precio a las otras compañías, pero retenerla en los sistemas computarizados de reservación hasta tres días después. Como resultado, durante esos tres días, solamente las aerolíneas de la competencia sabían que una de ellas planeaba elevar sus precios, no así los consumidores ni los agentes de viajes. Con ello, en caso de que los competidores no se avocaran al aumento de precios, la primera aerolínea simplemente pudiera cancelar el cambio y ninguna más tendría conocimiento alguno de estos acontecimientos. 

SEAE tenía entendido que el uso de las fechas del primer boleto en el sistema ATPCO es potencialmente perjudicial para la competencia en la industria. Este sistema aumenta los posibles riesgos para la coordinación de mercado, sin reducir los costos atribuidos a la búsqueda o crear mejores condiciones para comparar las compras de los consumidores. Por consiguiente, el informe recomendaba que debería dictaminarse ilegal, ya que limita, restringe y perjudica la competencia abierta y, se arguye, es una forma de obtener o influir de otra manera en la adopción de prácticas comerciales uniformes o concertadas entre los competidores. Aparte de la prohibición inmediata del comando de la “fecha del primer boleto”, SEAE también recomendó que SDE iniciara una investigación específica acerca de los servicios ofrecidos por ATPCO, a fin de evaluar hasta qué punto las demás herramientas de comunicación disponibles facilitarían la coordinación entre los competidores en la industria de las líneas aéreas en Brasil. 

La sanción por SEAE del sistema ATPCO coincide con la jurisprudencia internacional en este ámbito, específicamente en el entendido del Departamento de Justicia de los Estados Unidos durante las investigaciones llevadas a cabo entre 1988 y 1990. Como resultado de ello, ATPCO firmó un decreto judicial previo acuerdo de las partes en el que convenía en cambiar su sistema de manera tal que las aerolíneas competidoras en los Estados Unidos no puedan ver los futuros aumentos en los precios de sus rivales antes de que estén disponibles para la venta. Sin embargo, el sistema se adaptó solamente para cumplir con la ley estadounidense, por lo que el servicio al resto del mundo, aparte de Estados Unidos y Canadá, sigue siendo el mismo de antes. 

El procedimiento administrativo regresó a SDE, donde la instrucción del caso finalizará pronto. Posteriormente, el caso se remitirá a CADE para una decisión, la cual probablemente sentará un importante precedente legal respecto a las herramientas para el intercambio de información. 

IV. Reglamentación económica 

Una de las principales iniciativas tomadas por SEAE con respecto a la reglamentación económica en 2001 fue el Proyecto “Política gubernamental y reglamentación del mercado de farmacéuticos”, estudio llevado a cabo por la Fundación Getulio Vargas y financiado por el Fondo para la Defensa de los Derechos de Difusión. El estudio se centró en los principales aspectos del debate sobre la reglamentación del sector farmacéutico, tomando en consideración las imperfecciones del mercado. Se analizaron varios elementos en la demanda de farmacéuticos en Brasil y posteriormente se convirtieron en referencias importantes para la valoración de la competencia y la reglamentación en el mercado farmacéutico. SEAE luego transformó este estudio en un Documento de Trabajo, con los siguientes temas principales: 

Información asimétrica en el mercado de farmacéuticos y las implicaciones para las políticas de competencia.

Reglamentación de la industria farmacéutica.

Gasto del consumidor con farmacéuticos en Brasil.

Examen de la literatura empírica. 

Marco y descripción de los datos.

Conclusiones y propuestas de políticas. 

V. Asuntos internacionales 

Entre las iniciativas recientes de SEAE, SDE y CADE en la arena internacional cabe destacar: 

La visita en 2000 de un representante de la OCDE, Sr. John Clark, para asesorar en torno al marco legal del anteproyecto que propone una nueva estructura en el Sistema Brasileño para la Defensa de la Competencia y varias enmiendas a la ley actual.

La organización en 2001 de dos seminarios internacionales por parte de SBDC en colaboración con la OCDE; el primero en mayo, sobre el tema “Fortalecimiento de la política de competencia en Brasil: Nueva legislación y políticas”, y un segundo en diciembre sobre Análisis de Fusiones para el personal de las tres entidades.

El acceso otorgado a SEAE al exclusivo banco de datos OLISNet/OECD, que permite al personal de SEAE la investigación de los documentos técnicos restringidos.

La participación de SEAE, SDE y CADE en el Comité de Ley y Políticas de Competencia de la OCDE, donde Brasil es un país observador. Hubo tres reuniones del Comité en 2001, las cuales se celebraron en París, a todas las cuales asistieron representantes de SBDC.

La participación del Presidente de CADE, Sr. Joao Grandino Rodas; del Secretario de Supervisión Económica, Sr. Claudio Considera, y del Secretario de Derecho Económico, Sr. Paulo de Tarso Ribeiro, en el III Taller Internacional sobre Carteles, celebrado en Ottawa, en noviembre de 2001. Debido al énfasis que dan actualmente las autoridades antitrust brasileñas a la aplicación de la ley contra los carteles, Brasil fue invitado a organizar el IV Taller Internacional sobre Carteles, el cual se realizará en Río de Janeiro, en septiembre de 2002.
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Anexo

Cuadro 1. Total de casos presentados a CADE en 2001

Mes�M�AP�VA�IF�PI�CON�RE�COM�Total��Enero�97�5�---�7�1�2�---�---�112��Febrero�28�1�1�8�3�---�---�1�42��Marzo�61�4�---�6�2�---�---�---�73��Abril�57�1�---�8�1�1�---�---�68��Mayo�71�4�---�5�1�---�---�1�82��Junio�54�7�---�7�1�---�---�---�69��Julio�45�5�---�6�---�1�---�---�57��Agosto�52�---�---�1�---�2�---�---�55��Septiembre�54�1�---�3�---�1�---�---�59��Octubre�39�1�---�1�---�3�1�---�45��Noviembre�41�1�---�2�1�---�---�---�45��Diciembre�22�---�---�---�---�---�---�---�22��Total�621�30�1�54�10�10�1�2�729��Fuente: CADE

Notas: M = Fusiones; AP = Procedimientos administrativos; VA = Apelaciónvoluntaria

IF = Expedientes por infracción; PI = Investigaciones preliminares; CO = Consultas

RE = Declaraciones; COM = Denuncias



Cuadro 2. Total de casos sentenciados por CADE en 2001

Mes�M�AP�VA�IF�PI�CO�RE��Enero�72�1�---�4�1�2�---��Febrero�50�3�---�4�3�1�---��Marzo�51�8�---�8�6�2�---��Abril�34�5�---�4�7�---�1��Mayo�60�2�1�10�---�---�---��Junio�78�7�---�5�7�---�---��Julio�---�---�---�---�---�---�---��Agosto�---�---�---�---�---�---�---��Septiembre�107�5�---�6�---�---�---��Octubre�64�2�---�4�8�---�---��Noviembre�51�1�---�1�---�---�---��Diciembre�17�---�---�7�---�1�---��Total�584�34�1�53�32�6�1��Fuente: CADE

M = Fusiones; AP = Procedimientos administrativos; VA = Apelación voluntaria; IF = Expedientes por infracción; PI = Investigaciones preliminares; CO = Consultas; RE = Declaraciones.��Figura 1. Cuadro comparativo de sentencias definitivas emitidas por CADE





















Fuente: CADE

�CAPÍTULO 3.	 CANADÁ1

Introducción2 

En este informe se resume el trabajo de la Oficina de Competencia para el ejercicio fiscal que termina el 31 de marzo de 2001, de conformidad con las cuatro leyes que administra la Oficina:	

La Ley de Competencia 

La Ley de Empaques y Etiquetados al Consumidor (productos no alimentarios) 

La Ley de Marcado de Metales Preciosos 

La Ley de Etiquetado de Textiles 

La Oficina de Competencia registró indudablemente una intensa actividad y alcanzó una serie de logros durante el período 2000-2001. Además de los trabajos que venimos realizando, hay tres grandes temas que requirieron, en particular, nuestra atención. 

El primero de ellos estuvo relacionado con las enmiendas propuestas a la Ley de Competencia que fueron introducidas en cuatro anteproyectos de ley presentados por  miembros del Parlamento. Las enmiendas, destinadas a asegurar la eficacia continua de la ley de competencia canadiense en un mercado internacional como el actual caracterizado por sus cambios acelerados, abordaban una gran variedad de temas, entre otros: concursos por correo engañosos, el proceso de solución de controversias y las facultades del Tribunal de Competencia. Con el fin de determinar el nivel de apoyo que tenían las enmiendas, la Oficina llevó a cabo amplias consultas, invitó a los interesados a que presentaran sus aportes y realizó doce sesiones de mesas redondas en todo el territorio canadiense. El Public Policy Forum (Foro de Políticas Públicas) analizó los resultados de estas consultas y los presentó en un informe publicado en diciembre de 2000. El Ministro de Industria examinó el informe y presentó un anteproyecto para modificar la Ley de Competencia en abril de 2001. (Para mayores detalles, consultar la página 35 del informe original). 

El segundo tema está relacionado con el abuso de posición dominante en la industria de las líneas aéreas. Durante el período 2000-2001, la Oficina prosiguió sus esfuerzos para proteger la competencia en la industria nacional. Sin embargo, aún persiste una gran inquietud sobre el abuso de posición dominante en esta área. Recibimos numerosas denuncias, muchas de las cuales provenían de consumidores preocupados por los elevados precios de los pasajes aéreos y el deterioro del servicio (aunque estos elementos no constituyen motivo de preocupación según la Ley). Asimismo, nueve aerolíneas denunciaron que Air Canada abusaba de su posición dominante al tener una conducta desleal o excluyente. Siete de esas denuncias han sido resueltas o están en proceso de análisis. Sin embargo, dos de ellas trajeron como resultado investigaciones formales, de conformidad con la Ley. En estos casos, la Oficina introdujo un recurso ante el Tribunal de Competencia en marzo de 2001 para impedir que Air Canada incurriera en una conducta anticompetitiva. 

El tercer tema en el que estuvo involucrada la Oficina constituyó un caso de prueba importante en materia de fusiones: la adquisición de ICG Propane Inc. por Superior Propane Inc. en la zona atlántica de Canadá. Examinamos este caso de forma exhaustiva porque si la fusión hubiera resultado exitosa, habría tenido un impacto altamente negativo en los consumidores, lo que se opone a los objetivos trazados por la Ley de Competencia, a saber: “ofrecer a los consumidores precios competitivos y diversas opciones de productos”. El caso fue introducido ante el Tribunal de Competencia a comienzos de 1999 y todavía está ventilándose ante los tribunales. 

Entre las actividades más resaltantes realizadas por la Oficina podemos destacar el papel significativo que desempeñó en el escenario internacional durante el período 2000-2001, en el que aumentó considerablemente su cooperación con los organismos de competencia de otros países. Además de ello, la Oficina participó en una amplia gama de casos penales y civiles relacionados con delitos tipificados en la Ley de Competencia, y siguió promoviendo con empeño la competencia. Por último, aunque no por ello menos importante, la Oficina hizo todos los esfuerzos posibles por informar y brindar asistencia a los consumidores canadienses mediante la realización de charlas y conferencias, y a través de su página electrónica, boletines de información, comunicados de prensa y el número gratuito 1-800. 

II. Recientes Desarrollos y Cambios Legislativos o de Política

Análisis de la Ley de Competencia 

Durante el período 1999-2000, la Comisión Permanente de Industria, Ciencia y Tecnología de la Cámara de los Comunes comenzó una serie de audiencias para examinar las disposiciones sobre fijación de precios anticompetitivos establecidas en la Ley de Competencia.  

Entre las conclusiones preliminares de la Comisión se señalaba que el gobierno, luego de una consulta con los ciudadanos, debería considerar las siguientes acciones4: 

modificar la disposición sobre abuso de posición dominante (sección 79) para enfrentar el problema causado por los precios predatorios y la imposición de precios

establecer directrices sobre el abuso de la posición dominante y sobre confabulaciones

hacer que las disposiciones sobre discriminación de precios puedan someterse a revisión

permitir que particulares privados presenten solicitudes ante el Tribunal de Competencia 

introducir una orden provisional para el cese de determinada práctica comercial

crear un enfoque de doble vía para los acuerdos relacionados con las confabulaciones (sección 45)

reevaluar los umbrales mínimos para examinar una fusión 

B. Enmiendas a la Ley de Competencia 

Tras la adquisición de Canadian Airlines por la compañía Air Canada, el gobierno adoptó una nueva legislación que rige la industria de líneas aéreas. El proyecto C-26, una Ley que modifica la Ley de Transporte de Canadá, la Ley de Competencia, la Ley sobre el Tribunal de Competencia y la Ley de Participación Pública en Air Canada y para modificar, por ende, otra Ley entró en vigencia el 5 de julio de 2000. Esta ley, conjuntamente con la promulgación consiguiente de reglamentos a las aerolíneas de conformidad con la sección 78 de la Ley de Competencia del 23 de agosto de 2000, suministró a la Oficina nuevas herramientas legislativas para enfrentar las preocupaciones surgidas con el comportamiento de una transportista dominante en esta industria. Para mayor información sobre este tema, puede consultar el capítulo 5 del presente informe.  

III. Aplicación de las Leyes y Politicas de Competencia

Fusiónes

Fusión entre medios 

El año 2000-2001 fue particularmente activo para la Oficina en el área del examen de fusiones entre medios. En Estados Unidos se llevó a cabo una actividad similar. En este caso, las autoridades en materia de competencia le prestaron especial atención a la fusión de AOL-Time Warner. 

Resumen de los casos 

La Coca-Cola Company of Canada y Cadbury Beverages Canada Inc. En el informe del año pasado se señaló que la Oficina estaba examinando el caso de la Coca-Cola Company of Canada y Cadbury Beverages Canada Inc. El 26 de julio de 2000, ambas compañías anunciaron que habían llegado a un acuerdo para no continuar con la adquisición por parte de Coca-Cola de las marcas de bebidas Cadbury Schweppes en Canadá y México. Las dos partes declararon que, como resultado de las inquietudes respecto a la competencia planteada por las autoridades regulatorias en ambos países, habían llegado a un acuerdo para poner fin a la incertidumbre y desistir de este aspecto de la transacción. Como resultado, la Oficina cerró su expediente sobre esta materia. 

Canadian Waste Services y Browning-Ferris Industries Ltd. El 26 de abril de 2000, el Comisionado presentó una solicitud ante el Tribunal de Competencia en la que objetaba la adquisición por parte de la empresa Canadian Waste Services Inc. del relleno sanitario de Ridge, en el sur de Ontario, que pertenecía a la compañía Browning-Ferries Industries Ltd., filial de Allied Waste Industries Inc. 

El Comisionado presentó la solicitud tras efectuar una investigación minuciosa a comienzos de 1999 que implicaba la fusión total de Canadian Waste Services y Browning-Ferries Industries, y culminó con la reestructuración voluntaria de la transacción. Aunque habían sido resueltas otras inquietudes en materia de competencia derivadas de la fusión total, los efectos de la adquisición del relleno sanitario de Ridge seguían generando una disputa. Canadian Waste Services, la mayor compañía de gestión de desechos en Canadá, ya poseía seis rellenos sanitarios en el sur de Ontario. El Comisionado llegó a la conclusión de que la adquisición del relleno de Ridge probablemente impediría o disminuiría sustancialmente la competencia en el suministro de servicios de eliminación de desechos en el área metropolitana de Toronto y en el área de Chatham-Kent debido, en parte, a los obstáculos que impedían el ingreso y la ausencia de una competencia eficaz. Aunque Canadian Waste Services adquirió el relleno sanitario de Ridge, el Comisionado obtuvo una orden de consentimiento provisional otorgada por el Tribunal de Competencia para asegurar que las operaciones del relleno sanitario de Ridge se mantuvieran separadas de las operaciones comerciales de Canadian Waste Services a la espera de la resolución definitiva de la solicitud. 

Antes del inicio de la audiencia, Canadian Waste Services y el Comisionado presentaron  conjuntamente ante el Tribunal de Competencia una declaración pormenorizada de los hechos convenidos entre las partes. Fue la primera vez que este criterio era utilizado en un procedimiento impugnado. Esto trajo como resultado un menor tiempo de audiencia y la necesidad de llamar a un menor número de testigos. Además de ello, el Comisionado y Canadian Waste Services participaron en un proyecto piloto de archivos electrónicos conjuntamente con el Tribunal de Competencia. En el proyecto, las partes presentaron toda la evidencia documental en la audiencia del Tribunal en formato electrónico. La audiencia se llevó a cabo en noviembre de 2000. El Tribunal dictó su decisión el 28 de marzo de 2001. El Tribunal admitió la solicitud del Comisionado, al sentenciar que la adquisición del relleno sanitario de Ridge por parte de Canadian Waste Services disminuiría sustancialmente o impediría la competencia tanto en el área metropolitana de Toronto como en Chatham-Kent. El Tribunal decidirá sobre las reparaciones adecuadas en una próxima audiencia. 

Toronto-Dominion Bank y CT Financial Services. En febrero de 2000, Toronto-Dominion Bank adquirió CT Financial Services, la empresa matriz de Canada Trust. La fusión fue aprobada por la Oficina de Competencia y por el Ministro de Finanzas en enero de 2000 con la condición de que las partes que participaron en la fusión se comprometieran por escrito a vender ciertas sucursales bancarias, así como la cartera de tarjetas de crédito MasterCard de Canada Trust, a compradores aceptables en un período de tiempo determinado. La Oficina exigía que estas cesiones subsanaran problemas en materia de competencia en las sucursales de banca al detal de los mercados de Kitchener, Port Hope, y Brantford, así como en el mercado de redes de tarjetas de crédito canadiense. Tras la fusión, las partes administraron y manejaron estos activos de forma independiente con relación a sus propias operaciones antes de ser cedidas. 

El Toronto-Dominion Bank cumplió con sus obligaciones tal y como estaba especificado en los compromisos por escrito. En particular, con aprobación previa de la Oficina, el banco vendió 11 sucursales en el área de Kitchener y uno en Port Hope al Bank of Montreal. Asimismo, vendió una sucursal en Paris, Ontario, al Laurentian Bank of Canada. Por otra parte, el Toronto-Dominion Bank vendió a Citibank Canada la cartera de emisiones de MasterCard pertenecientes a Canada Trust y la cartera de adquisiciones a First Data Acquisition Corp. Estas transacciones trajeron como resultado una mayor competencia en los mercados en cuestión. 

Lafarge Canada Inc. y el Warren Paving & Materials Group Limited. El 25 de julio de 2000, las empresas Lafarge Canada Inc. y Kilmer Van Nostrand Co. Limited (KVN) anunciaron la adquisición por parte de Lafarge de la compañía Warren Paving & Materials Group Limited, una filial en propiedad absoluta  de KVN. Lafarge es subsidiaria indirecta de Lafarge S.A. de Francia, una de las principales productoras mundiales de materiales de construcción. Lafarge cuenta con explotaciones significativas de agregado, pavimento y asfalto en todo el territorio canadiense. Warren producía agregados y dirigía una empresa de asfalto en Ontario, Alberta, Saskatchewan y Columbia Británica. Después de un minucioso análisis de la fusión propuesta, la Oficina llegó a la conclusión de que la misma disminuiría sustancialmente o impediría la competencia en el suministro de agregados en el área de Edmonton y en el Valle de Fraser en Columbia Británica. La compañía Lafarge presentó a la Oficina el compromiso de ceder una porción significativa de las operaciones de agregado de Warren en el área de Edmonton y de poner fin a un acuerdo de comercialización ente Warren y una empresa competidora. Los directivos de Lafarge también aceptaron ceder la empresa de agregados de Warren en el Valle de Fraser. Gracias a estos compromisos, la Oficina tiene el derecho de supervisar el cumplimiento de lo acordado por parte de Lafarge y de solicitar ante el Tribunal de Competencia una orden de consentimiento para formalizar el acuerdo.  

Superior Propane Inc. e ICG Propane Inc. En diciembre de 1998, la Oficina objetó la adquisición de ICG Propane Inc. por la compañía Superior Propane Inc. Se celebraron varias audiencias ante el Tribunal de Competencia a finales de 1999 y a comienzos de 2000, y se puso en vigor una orden de consentimiento retenida por separado. 

El 30 de agosto de 2000, el Tribunal dictó un fallo según el cual la fusión impediría la competencia en la zona atlántica del Canadá y reduciría sustancialmente la competencia en muchos mercados locales al otro lado de la frontera canadiense, así como en los clientes nacionales. Sin embargo, una mayoría de los miembros del tribunal, a la vez que reconocían que la reparación adecuada sería la venta total de ICG Propane, llegaron a la conclusión de que ambas compañías habían planteado exitosamente la defensa, alegando razones de eficiencia y, por lo tanto, debería permitirse la fusión. El Tribunal aplicó lo que los economistas denominan estándar de superávit total y concluyó que las ganancias por eficiencia que se obtendrían de la fusión sólo podrían compararse con el impacto negativo de la fusión en el uso de los recursos por parte de la economía. Según esta norma, no podían considerarse otros efectos de la fusión, en especial el hecho de que los consumidores pagaran precios mayores que, en gran medida, benefician a las partes que participaron en la fusión. En vista de esta decisión, los participantes de la fusión presentaron una moción ante el Tribunal para revocar la orden de consentimiento retenida por separado. El tribunal aceptó la moción al señalar que carecía de jurisdicción para ratificar la orden, por lo que la Oficina fracasó en su intento de que se confirmara la decisión. Posteriormente, la Oficina solicitó a la Corte Federal de Apelaciones que examinara la decisión del Tribunal con relación a la defensa alegando razones de eficiencia y la revocatoria de la orden de consentimiento retenida por separado. La Oficina también solicitó que la orden fuera restituida durante el proceso de apelación. Sin embargo, esta solicitud fue rechazada. 

La audiencia de apelación fue realizada en enero de 2001. En ese entonces, la Corte Federal se reservó el juicio sobre la defensa alegando razones de eficiencia y rechazó la apelación de la orden5. 

Dow Chemical Company y Union Carbide Corporation. En una negociación de repercusiones mundiales anunciada el 4 de agosto de 1999, Dow Chemical Company llegó a un acuerdo para comprar Union Carbide Corporation, con lo que se iniciaba la fusión de dos de las empresas químicas más grandes y avanzadas tecnológicamente en el mundo, que en conjunto tenían operaciones en 168 países. Esta transacción, que tuvo trascendencia mundial, fue anunciada el 4 de agosto de 1999. La revisión de la fusión implicaba un gran número de productos y de mercados geográficos y requirió una amplia cooperación entre la Oficina, la Comisión Federal de Comercio de Estados Unidos y la Comisión Europea. 

Tras una exhaustiva investigación, la Oficina identificó significativos efectos anticompetitivos en una serie de mercados de productos. 

En febrero de 2001, como resultado de estas inquietudes en materia de competencia, las partes convinieron ceder a BP Amoco PLC una serie de activos importantes en el área de la tecnología de polietileno y los derechos de propiedad intelectual. Por otra parte, los negocios internacionales de etilenoaminas pertenecientes a Dow  fueron vendidos a Huntsman Corporation, mientras que los negocios internacionales de etanolaminas y el negocio de productos de tratamiento de gas basados en metildietanolamina fueron cedidos a Ineos PLC. 

Lafarge S.A. y Blue Circle Industries PLC.  En febrero de 2000, Lafarge S.A. de Francia hizo una oferta no solicitada a través de la bolsa de valores de Londres para adquirir todas las acciones de Blue Circle Industries PLC del Reino Unido. Según los términos de la bolsa de valores de Londres, la mayoría de los accionistas de Blue Circle debía aceptar esta oferta antes de mayo de 2000.  

Ambas compañías venden a clientes canadienses y exportan cantidades significativas de cemento provenientes de sus instalaciones en Ontario a sus clientes en el norte de Estados Unidos. Ambas empresas están integradas verticalmente, y suministran concreto de mezcla preparada y productos de concreto, así como agregados, a diversos mercados de Ontario. La Oficina trabajó estrechamente con la Comisión Federal de Comercio de Estados Unidos en su investigación sobre la fusión propuesta. La Oficina llegó a la conclusión de que si la fusión se realizara, probablemente llevaría a una disminución  sustancial o impediría la competencia en Ontario en el área del cemento y materiales de construcción afines.  

Abitibi-Consolidated Inc. y Donohue Inc. En febrero de 2000, Abitibi-Consolidated Inc. anunció su intención de adquirir Donohue Inc. por aproximadamente $7.100 millones, lo que aumentaba significativamente el tamaño de la mayor empresa fabricante de papel periódico en el mundo. 

Después de una exhaustiva revisión, la Oficina llegó a la conclusión de que la transacción podría reducir sustancialmente o impedir la competencia en el suministro de papel periódico en el este de Canadá. Sin embargo, la Oficina determinó que la fusión no plantearía graves preocupaciones en materia de competencia en otros mercados canadienses en los que operaba Abitibi y Donohue. 

CanWest Global Communications Corp. y Hollinger Inc. En julio de 2000, CanWest Global Communications Corp. anunció su intención de adquirir la mayor parte de la participación accionaria en los medios canadienses de Hollinger Inc., incluyendo sus principales periódicos metropolitanos y los periódicos comunitarios, una participación del 50 % en The National Post, y sus activos en Internet como Canada.com. La Oficina examinó la transacción propuesta y llegó a la conclusión de que, en vista de que no había evidencias de que los periódicos, Internet y la televisión competían directamente por la publicidad al detal que se encuentra normalmente en los periódicos, la negociación no disminuiría sustancialmente la competencia de anunciantes en dichos mercados.  

Sin embargo, la Oficina expresó sus inquietudes en materia de competencia con relación al impacto que tendría la conexión resultante entre los dos principales diarios económicos de Canadá: The Globe and Mail y The National Post, además del canal especializado en temas económicos, ROBTv, en el cual tenían participación tanto CanWest (que está afiliado a The National Post) como The Globe and Mail. 

Como resultado de estas inquietudes, CanWest aceptó la solicitud de la Oficina de colocar en un fideicomiso toda su inversión en ROBTv, a la espera de que se solucionara la situación de la sociedad.  

Quebecor Inc. y Groupe Vidéotron Ltée. En una oferta pública realizada el 27 de septiembre de 2000, Quebecor Inc., a través de su subsidiaria Quebecor Média Inc., propuso adquirir todas las acciones en circulación de Groupe Vidéotron Ltée. Esto habría permitido que Quebecor tuviera el control, en términos de teleaudiencia, del primer y tercer mayor canal de televisión en lengua francesa de Québec, TVA y TQS. Como resultado, Quebecor controlaría más de la mitad de todos los ingresos de publicidad en televisión en lengua francesa en esa provincia. El Comisionado llegó a la conclusión de que esta propuesta de fusión probablemente impediría o disminuiría sustancialmente la competencia en la venta de tiempo de emisión de publicidad en francés en la provincia de Québec. 

El 13 de marzo de 2001, la Oficina anunció, luego de una revisión de otros aspectos de la negociación, que la competencia se mantendría vigorosa en los otros mercados que había examinado, incluyendo el acceso a servicios de Internet de alta velocidad y el suministro de espacio publicitario en las revistas, en los sitios de Internet y en otros medios en lengua francesa en Québec.  

Trilogy Retail Enterprises L.P. y Chapters Inc. En noviembre de 2000, Trilogy Retail Enterprises L.P., en un intento de adquisición hostil, anunció una oferta de adquisición de una participación mayoritaria de Chapters Inc., con el objetivo de fusionar la compañía Chapters con Indigo Books & Music Ltd. En febrero de 2001, Trilogy tuvo éxito en su oferta. Chapters es la mayor cadena de librerías de Canadá, con 76 supertiendas de ventas de libros, la librería World’s Biggest Bookstore en Toronto, y 231 librerías en centros comerciales. Indigo es la única otra empresa significativa con  librerías de gran tamaño en Canadá, con 15 supertiendas. El análisis de la Oficina determinó que la transacción propuesta sería problemática tanto para los consumidores como para los editores, y podía disminuir sustancialmente o impedir la competencia tanto en los mercados de insumos como en los mercados en fases ulteriores del proceso. La Oficina estaba preocupada con el hecho de que la alta concentración en el sector de ventas de libros al detal se iba a acentuar con la fusión, al igual que la capacidad que tendría la entidad resultante de la fusión para imponer condiciones comerciales anticompetitivas a las compañías editoras. 

Las negociaciones de la Oficina para resolver las inquietudes en materia de competencia aún se mantenían el 31 de marzo de 20016. 

Evaluación comparativa de fusiones 

En el período 2000-2001, la Oficina de Competencia culminó un estudio de evaluación comparativa del proceso de análisis de las fusiones en Canadá. A través de entrevistas con el personal, las partes interesadas, otros organismos antimonopólicos y miembros de la asociación internacional de abogados especializados en competencia, la Oficina identificó las mejores prácticas aplicadas tanto en Canadá como en el exterior para asegurar que el proceso de análisis de fusiones en Canadá continúe siendo eficiente, exitoso, oportuno y transparente7. 

B. La actividad anticompetitiva 

Industria de las líneas aéreas 

Tras la adquisición de Canadian Airlines por Air Canada, la Oficina de Competencia asumió responsabilidades adicionales con el fin de proteger la competencia en la industria de las líneas aéreas nacionales. El proyecto C-26, que fuera aprobado el 5 de julio de 2000, contenía una serie de modificaciones a la Ley de Competencia que estaban específicamente relacionadas con problemas de competencia en la industria de las líneas aéreas. La posterior promulgación de los reglamentos de las aerolíneas de conformidad con la sección 78 de la Ley de Competencia (23 de agosto de 2000) proporcionó a la Oficina un conjunto de herramientas adicionales para abordar las preocupaciones sobre el comportamiento de la principal empresa transportista aérea. Durante el año pasado se registraron varios hechos: entraron en la industria algunos nuevos actores, se produjo la expansión a nuevos mercados de empresas existentes y se registró una mayor consolidación. Durante todo ese período, la Oficina ha participado activamente en la respuesta a las denuncias presentadas y la administración de la nueva legislación. 

Casos penales 

Publicidad engañosa

En agosto de 2000, la compañía 3181731 Canada Inc., que hacía negocios con los nombres de Direct Health Organization., Columbus Health Centre, New Opportunities Publications y Canadian Shipment Centre, se declaró culpable de los cargos de publicidad engañosa y fue condenada a pagar una multa de $500.000. La compañía había instado a los clientes a través de muestras enviadas por correo a adquirir diversos productos para perder peso y que participaran en un programa de vuélvase rico al instante. La investigación posterior determinó que estas representaciones no se fundamentaban en pruebas adecuadas o apropiadas.  

En noviembre de 2000, tres particulares y dos compañías fueron acusados con base en las disposiciones sobre publicidad engañosa de la Ley de Competencia por haber presuntamente cobrado a empresas por servicios de listas de directorios de Internet que no se habían solicitado.

Telemercadeo engañoso

En septiembre de 2000, se formularon 35 cargos penales con base en las disposiciones sobre telemercadeo de la Ley de Competencia contra las compañías F.D.G. Fortune One Group y F.N.G. First National Galleries, su principal director y cinco empleados en el área de telemercadeo. 

En diciembre de 2000, el director de S.S,. Viking Industries, S.C. Canadian Clearing Centre Inc. y Exclusive Premium Distribution Centre S.C Corporation se declararon culpables de tres cargos penales de publicidad engañosa y fueron sentenciados a pagar $300.000, la mayor multa impuesta contra un individuo por telemercadeo engañoso, bajo los términos impuestos por la Ley de Competencia. 

En diciembre de 2000, la compañía C.S.R.H. Heritage Group Inc. fue obligada a pagar una multa de $700.000, y su gerente fue sentenciado a una pena de seis meses en libertad condicional por prometer a los consumidores que obtendrían premios valiosos si compraban productos promocionales que, según se determinó, tenían precios inflados. 

En diciembre de 2000, se introdujo una acusación por publicidad engañosa contra Dial America Teleservice Corporation y su director. La acusación estaba relacionada con las actividades de telemercadeo mediante las cuales la compañía vendía protección a los tarjetahabientes estadounidenses.

Prácticas de mercadeo engañoso 

En septiembre de 2000, en un caso civil, la Oficina registró una orden de consentimiento ante el Tribunal de Competencia contra Gestion Professionnelle (protecciones electrónicas) Inc. (GPI) para que suspendiera la comercialización del dispositivo anticorrosión electrónica ML-10. Según los términos de la orden, que fuera obtenida de conformidad con las  disposiciones de mercadeo engañoso de la Ley de Competencia, GPI aceptó suspender la venta del dispositivo y abstenerse de comercializar ese producto o cualquier otro aparato similar hasta que se efectuaran las pruebas apropiadas. 

En marzo de 2001, en un caso civil, la Oficina presentó una solicitud ante el Tribunal de Competencia para incoar una orden contra P.V.I. International Inc. y contra dos funcionarios corporativos con relación a la promoción de un dispositivo de ahorro de combustible llamado Platinum Vapor Injector (Inyector de Vapor Platinum). 

Ley de Empaques y Etiquetados al Consumidor 

El 13 de diciembre de 2000, Gaston Charbonneau Ltée fue condenado por tres cargos de conformidad con la Ley de Empaques y Etiquetados al Consumidor. Tras una inspección efectuada a varios lotes de abono se descubrió que el producto no contenía la cantidad neta declarada en la etiqueta. La compañía se vio obligada a pagar una multa de $3.000 mientras que el producto en cuestión fue decomisado y se impidió su venta. 

Imposición de precios 

En septiembre de 2000, la Oficina de Competencia formuló cargos contra Les Pétroles Irving/Irving Oil Inc., un importante proveedor de productos derivados del petróleo, y contra dos empresas vendedoras de gasolina al detal por haber violado las disposiciones sobre imposición de precios establecidas en la Ley de Competencia. En octubre de 2000, el caso fue ventilado ante la Corte de Québec, que decidió que no había evidencias suficientes para ir a un juicio ya que el elemento de amenaza, según la definición establecida en la ley, no estaba demostrado por los hechos. Tras el fallo, se introdujo un auto de avocación ante la Corte Superior de Québec8. 

Confabulación interna 

En abril de 2000, la asociación de notarios de Rivière-du-Loup, Québec, se declaró culpable de confabulación para fijar los precios de servicios de bienes raíces que las notarías ofrecían en las regiones de Rivière-du-Loup y de Trois-Pistoles, Québec, y se vio obligada a pagar una multa de $25.000. Además de ello, se impuso una orden de prohibición contra la asociación y contra 19 notarios en ambas regiones para impedir y prohibir que se comitieran nuevos delitos similares.

En octubre de 2000, cinco compañías removedoras de nieve y una empresa consultora del área metropolitana de Montreal, la compañía de pavimento de asfalto Beaver, Excavation Loiselle et frères Inc., Giguère et Geoffroy Inc., Nepcon Inc., Roxboro Excavation Inc. y 9014-6135 Québec Inc. se vieron obligadas a pagar una multa de $1 millón por confabularse para compartir el mercado y disminuir indebidamente la competencia en el área de despeje, remoción y transporte de nieve.  

Manipulación fraudulenta de ofertas 

En abril de 2000, la compañía Shakemaster Manufacturing Inc., industria fabricante y vendedora de fibras de pino, se declaró culpable de manipulación fraudulenta de ofertas en la compra de permisos de madera comercial en una subasta realizada por el Servicio de Tierras y Bosques de Alberta en noviembre de 1996. La compañía se vio obligada a pagar una multa de $15.000, se le prohibió participar en ofertas y se le ordenó que se abstuviera de competir en compras de madera vendida por el Servicio de Tierras y Bosques de Alberta, así como de participar en licitaciones sin antes informar a la autoridad en materia de licitaciones.  

Herbicidas con glifosatos 

La Oficina recibió una denuncia en la cual se alegaba que Monsanto Canada Inc., uno de los principales productores de herbicidas a base de glifosatos estaba comprometido en venta condicionada y en acuerdos de exclusividad. En la denuncia se argumentaba que Monsanto estaba condicionando la venta de sus semillas tolerantes a la acción de los herbicidas a la venta de su herbicida. En la denuncia también se alegaba que Monsanto había establecido contratos exclusivos con varias de las principales distribuidoras.  

En la primavera de 1999, la Oficina advirtió a Monsanto sobre su preocupación con respecto a estas prácticas. Como resultado, en el otoño de 1999, Monsanto estableció un nuevo programa de comercialización que eliminaba las restricciones existentes en cuanto a la posibilidad que tenían los agricultores de utilizar cualquier marca de herbicida con glifosatos cuando adquirieran semillas tolerantes a la acción de los herbicidas. Además de ello, la revisión por parte de Monsanto de los descuentos por volumen otorgados a los distribuidores y concesionarios aumentarán la oportunidad que tienen los proveedores competitivos de glifosato de tener un mayor acceso a los canales de distribución que brindan servicio a la industria agrícola. Como estos cambios despejaron las inquietudes de la Oficina, el organismo suspendió la investigación  

Cárteles internacionales: confabulación 

En julio de 2000, la compañía SGL Carbon Aktiengesellschaft se declaró culpable de participar en una confabulación internacional para fijar los precios y asignar los mercados de electrodos de grafito. Estos dispositivos son utilizados fundamentalmente en la producción de acero en hornos de arco, que es la tecnología para la fabricación de acero utilizada en las miniacerías, y para la refinación del acero en hornos metalúrgicos. SGL fue multada con $12,5 millones, la mayor multa que se haya cobrado, según la sección 46 de la Ley de Competencia. La sanción contra SGL se produjo pocos meses después de la sanción a la que fuera sometida en marzo de 1999 la compañía UCAR Inc. (una multa de $11 millones) por su participación en la misma confabulación. SGL y los otros miembros del cártel habían convenido en restringir su capacidad de producción, fijar los precios que cobrarían, y asignar los volúmenes de electrodos de grafito que venderían en los mercados internacionales. Como resultado de este cártel internacional, existía un régimen de fijación de precios uniformes entre los dos principales proveedores de electrodos al mercado canadiense, UCAR y SGL, y además se eliminaron las fuentes de suministro alternas. Se estimó que en el trascurso de esta confabulación, entre mayo de 1992 y junio de 1997, los precios de los electrodos de grafito sufrieron un incremento superior al 90%. 

En febrero de 2001, la compañía Tokai Carbon se declaró culpable de ayudar a sus competidores a poner en práctica la confabulación con los precios de los electrodos de grafito y fue multada con la suma $250.000. 

En enero de 2001, Freyssinet Limitée se declaró culpable de manipular fraudulentamente una licitación realizada en 1991 para un contrato de suministro e instalación de un sistema destinado a reforzar las bases de concreto de la plataforma petrolera de Hibernia y se vio obligada a pagar una multa de $800.000.

En marzo de 2001, Carbone of America Industries Corp. se declaró culpable de fijar los precios del grafito isostático semiprocesado o no procesado o en forma de bloque y fue multada con $300.000.

En septiembre de 2000, Daicel Chemical Industries Ltd. se declaró culpable de fijación de precios en el mercado y de confabulación para compartir el mercado de sorbatos a nivel internacional, lo que afectó los precios durante un período de 17 años. La compañía se vio obligada a pagar una multa de $2,46 millones. 

c) Resolución alterna de casos  

Entre los instrumentos que ha desarrollado la Oficina para enfrentar la conducta anticompetitiva, la resolución alterna de casos se refiere a los esfuerzos llevados a cabo para lograr el cumplimiento de la ley sin la aplicación de medidas de cumplimiento polémicas. A continuación presentamos algunos ejemplos de casos que se resolvieron exitosamente de esta manera durante el año pasado. 

Imposición de precios 

En marzo de 2000, la Oficina recibió una denuncia según la cual una empresa fabricante de regalos de ocasión había presuntamente interrumpido el suministro a uno de sus clientes debido a la política de precios bajos del cliente. Tras una reunión con los funcionarios de la Oficina, el proveedor informó a la Oficina que tomaría todas las medidas necesarias para garantizar el cumplimiento de la ley.

Durante la primavera de 2000, la Oficina de Competencia examinó la propuesta de un programa de comercio electrónico para ventas de automóviles por parte de concesionarios que parecía plantear problemas de imposición de precios, según la Ley de Competencia. Uno de los principales motivos de preocupación era que se cotizaba un “precio de concesionario” a los clientes sin que estuviera acompañado de un anuncio claro de exención de responsabilidad en materia de precios que señalara que “los concesionarios pueden vender a un precio menor”. Como resultado de la intervención de la Oficina, se modificó el sitio electrónico para que incluyera esta información y se notificara a los consumidores que el precio de cotización era negociable.

En julio de 2000, la Oficina examinó un alegato según el cual el acuerdo mercantil de una importante compañía emisora de tarjetas de crédito contenía una cláusula vinculante que prohibía a las empresas ofrecer descuentos a los clientes que pagan por algún medio diferente a la tarjeta de crédito. Tras confirmar la veracidad del caso, el personal de la Oficina se reunió con altos ejecutivos de la compañía emisora de tarjetas de crédito para explicarles que esta cláusula podría plantear algunos problemas, de conformidad con las disposiciones sobre imposición de precios de la Ley de Competencia. Como resultado de estas deliberaciones, la compañía emisora de tarjetas de crédito eliminó la cláusula en su acuerdo mercantil e informó de inmediato a los comerciantes del cambio. 

En octubre de 2000, la Oficina recibió una denuncia según la cual una compañía distribuidora de máquinas de café en Québec había interrumpido el suministro a uno de sus clientes debido a la política de precios bajos del cliente. En vista de que ese tipo de conducta es ilegal de conformidad con la sección 61 de la Ley de Competencia, los funcionarios de la Oficina se reunieron con el distribuidor, quien posteriormente ofreció que suministraría sus máquinas a la parte que había presentado la denuncia.

En noviembre de 2000, la Oficina investigó una denuncia según la cual un proveedor de tela para edredones había indicado que la parte denunciante tendría que elevar los precios para seguir recibiendo los suministros. En diciembre, la Oficina informó al proveedor que su presunta conducta era contraria a las disposiciones sobre imposición de precios establecidas en la Ley de Competencia y suministró documentación. 

Un corredor de seguros se negó a ofrecer seguros por concepto de proyectos de construcción a ingenieros y arquitectos a menos que ellos cobraran el siniestro de conformidad con una programación sugerida de pagos, emitida por la asociación de ingenieros y arquitectos. Este asunto fue examinado conjuntamente con el corredor de seguros en diciembre de 2000 y el corredor acordó eliminar esa condición ultrajante de su póliza. 

Discriminación de precios 

En septiembre de 2000, una empresa comercializadora local e instaladora de antenas parabólicas denunció que un grupo de pequeñas empresas instaladoras estaban en capacidad de comprar productos idénticos y a precios menores a su mismo proveedor, a pesar de que su volumen de compras era menor. La Oficina contactó al proveedor, quien reconoció que las pequeñas compañías instaladoras estaban administradas por antiguos empleados de la empresa que recibían un descuento especial otorgado a los empleados. El proveedor aceptó limitar las cantidades vendidas a precios especiales a sus antiguos empleados.

Durante el invierno de 2001, la Oficina recibió información de que se habían producido variaciones significativas en los descuentos promocionales dados a los equipos de fotocopiado que estaba ofreciendo una empresa fabricante de fotocopiadoras a compradores de la competencia. Como parte de su análisis, la Oficina realizó varias entrevistas de información y cumplimiento con la empresa fabricante para examinar las preocupaciones sobre discriminación de precios que planteaba esta actividad. En consecuencia, la empresa convino en garantizar que su política de descuento promocional corporativa cumpliera con la Ley. 

En marzo de 2001, la Oficina investigó una situación en la cual una pequeña empresa minorista de herramientas para trabajar la madera no estaba recibiendo los mismos descuentos que un proveedor particular ofrecía a los competidores de la empresa minorista, a pesar de que estaba comprando la misma cantidad de herramientas. Después que la Oficina informó al minorista sobre las directrices sobre discriminación de precios establecidas en la Ley de Competencia, el empresario contactó al propietario de la compañía de herramientas para trabajar la madera y acordó suministrarle los mismos descuentos. 

Abuso de dominio

En julio de 1997, la Oficina se mostró preocupada por las prácticas de comercialización y venta de H.J. Heinz Company of Canada Ltd., una empresa fabricante de alimentos envasados para bebés,  y cereales para niños. La preocupación de la Oficina se centró especialmente en las prácticas anticompetitivas de Heinz al obligar a las minoristas a efectuar fuertes pagos únicos por adelantado, exigirles que no almacenaran alimentos envasados para bebés y cereales para niños producidos por sus competidores, obligarlos a firmar contratos de suministro exclusivo multianuales, y ofrecerles descuentos bajo la condición de tener suministro exclusivo. A la luz de las preocupaciones expresadas por la Oficina, Heinz proporcionó a la Oficina un compromiso mediante el cual acordaba poner fin a esas prácticas de comercialización y ventas. En consecuencia, la Oficina suspendió su investigación en agosto de 2000. 

Restricciones de mercado 

La Oficina de Competencia examinó el impacto competitivo que tendría un acuerdo que formaba parte de la venta de la refinería Come by Chance a sus actuales propietarios, North Atlantic Refining. La Oficina se mostró preocupada por el hecho de que el acuerdo, que especificaba que los productos de la refinería no podían ser vendidos en ninguna parte de Canadá, con la excepción de Newfoundland sin pagar una compensación a Petro-Canada, era una restricción de mercado que disminuía o podía disminuir sustancialmente la competencia. La Oficina presentó sus preocupaciones a las partes del acuerdo, que a su vez negociaron un pacto modificado que reemplazaba la cláusula de compensación requerida con un acuerdo de ganancias compartidas. 

Confabulación  

En enero de 2001, una asociación de peritos de seguros intentó establecer las tasas en las cuales las empresas operadoras de remolques les sería reembolsado el monto por sus servicios. 

Publicidad y prácticas de comercialización engañosas 

Tras una moción presentada por seis residentes canadienses (que es el requisito para este tipo de investigación), la Oficina inició una investigación sobre las prácticas de mercadeo de una compañía que estaba promocionando un tipo especial de canillas para la recolección de savia de arce. La compañía alegó que la canilla era un producto de patente reciente. Sin embargo, el examen que hizo la Oficina sobre la materia reveló que el producto, de hecho, no era patentado sino que la Oficina de Propiedad Intelectual de Canadá estaba analizando una solicitud de patente. Tras ser contactada por la Oficina, la compañía suscribió un compromiso formal para poner fin a la reclamación, y enviar cartas a aquellas personas a las que estaba dirigido el anuncio.

Una empresa distribuidora e importadora de sistemas de irrigación agrícolas promovió su producto indicando que tenía la mejor cobertura de garantía en la industria, y señalando que tenía un rendimiento comparativamente superior al de la competencia. La compañía en cuestión aceptó voluntariamente solicitarle a los distribuidores que dejaran de utilizar materiales publicitarios con anuncios que no pudieran ser verificados.

La Oficina recibió una denuncia según la cual una compañía fabricante de bebidas estaba promoviendo su producto como el más vendido en su clase, según las estadísticas del año anterior, lo que contrariaba las disposiciones sobre representación engañosa o falsa de la Ley de Competencia. La compañía presentó una propuesta de plan de acción que incluía un despacho de nuevos empaques de productos y el reetiquetado de productos que contenían la reclamación que había sido objeto de disputa. Las medidas aplicadas por la compañía solventaron las preocupaciones de la Oficina.  

d)	Modificación de la orden de consentimiento 

El 8 de septiembre de 2000, el Tribunal de Competencia emitió una modificación de la orden de consentimiento entre la Oficina de Competencia y el Banco de Montreal et. al que había aprobado originalmente el 25 de junio de 1996. La enmienda significa que la Asociación Interac ya no está obligada a formular propuestas de una forma ad hoc al Tribunal de Competencia en temas de incumplimiento relacionados con las normas de la asociación. La enmienda permite que la junta de Interac imponga sanciones monetarias para una amplia gama de delitos, siempre que la acción disciplinaria satisfaga objetivos comerciales racionales y no establezca discriminaciones.  

IV. Cuestiones Regulatorias

Intervenciones: En su condición de principal funcionario del país en materia de competencia, de conformidad con la ley, el Comisionado tiene el derecho de intervenir ante los organismos federales y puede hacerlo ante los organismos provinciales, si cuenta con la autorización. El objetivo que persigue el Comisionado con estas intervenciones es el de ser la voz objetiva del análisis competitivo en materia económica. Las intervenciones de la Oficina en cuanto a la desregulación en ciertas industrias obedecen a dos propósitos. En primer lugar, mantienen y promueven un entorno competitivo. En segundo lugar, aseguran que en caso de requerirse reglamentación, ésta adopte la forma que menos distorsione la competencia y la eficiencia de los mercados afectados. 

En el período 2000-2001, la Oficina realizó una gran variedad de intervenciones importantes en diversos temas que van desde el dumping al azúcar refinado en Canadá hasta el transporte aéreo, marítimo, terrestre y ferroviario. En las siguientes páginas se describirán brevemente las intervenciones de la Oficina durante el último año3. 

Consulta sobre la Ley de Exención a las Asociaciones de Empresas de Transporte Marítimo, de 1987: En 1999, Transportes Canadá invitó a los interesados a que formularan comentarios sobre la Ley de Exención a las Asociaciones de Empresas de Transporte Marítimo de 1987, que exonera a las asociaciones de empresas de transporte marítimo de cumplir con las disposiciones establecidas en la Ley de Competencia. En sus comentarios, la Oficina de Competencia indicó que la inestabilidad en las tarifas y en los servicios ya no constituía una justificación válida para otorgar la exención, por lo que recomendó que se revocara la medida. Sin embargo, la Oficina recomendó que se efectuaran otros cambios a la Ley, en caso de que se demostrara que esta propuesta era inaceptable. Teniendo en cuenta los aportes, Transporte Canadá elaboró un documento de consulta a finales de 1999 que contenía varias opciones de cambios, que presentó a la Oficina de Competencia en espera de sus comentarios. 

Aunque la Oficina no apoyó la opción propuesta por Transporte Canadá, indicó que era aceptable mantener la inmunidad antimonopólica mientras se introdujeran opciones favorables a la competencia. Esta opción estipulaba un menor período de notificación para tomar acciones independientes, el derecho obligatorio que tiene un miembro de una asociación de empresas de transporte marítimo de ofrecer un contrato de servicio individual, el fin del registro arancelario, y el registro electrónico de documentos. La Oficina también abordó una serie de temas relacionados con la definición de asociación de transporte marítimo, el mecanismo de presentación de denuncias, y la necesidad de que se estableciera una cláusula de extinción. Posteriormente, Transporte Canadá introdujo el 1 de marzo de 2001 ante la Cámara de los Comunes el Proyecto C-14 , que es una Ley relacionada con el Transporte y la Navegación Marítima, que modifica la Ley de Exención a las Asociaciones de Empresas de Transporte Marítimo de 1987 y otras Leyes.  

Consulta sobre las Reglamentaciones que rigen el transporte aéreo y las políticas con respecto a los pasajeros de los vuelos fletados internacionales: El 21 de julio de 1998, Transporte Canadá solicitó a la Oficina de Competencia que emitiera su opinión sobre la política establecida en Canadá en cuanto a los servicios aéreos para pasajeros en vuelos fletados (charter) internacionales. La Oficina brindó su apoyo a la revisión de la política canadiense en esa materia, alegando que la liberalización del criterio que se aplica con respecto al servicio de pasajeros en vuelos fletados internacionales podría beneficiar al público viajero mediante la reducción de los precios y el aumento de las opciones. Por otra parte, la Oficina mantuvo que los obstáculos existentes como la reserva previa y los requisitos de estadía mínima, no eran adecuados en el entorno actual. La Oficina también indicó que deberían eliminarse las normas destinadas a proteger de la competencia de precios a las aerolíneas canadienses que realizan vuelos “charter”. El 4 de abril de 2000, el Ministro de Transporte anunció una nueva política con relación al servicio aéreo para pasajeros en vuelos fletados internacionales que incluía varias de las propuestas presentadas por la Oficina.  

Consultas en cuanto al Anteproyecto de directrices sobre abuso de posición de dominio: El 18 de mayo de 2000, la Oficina de Competencia presentó su Anteproyecto de directrices sobre abuso de posición de dominio para someterlo a consultas y comentarios del público. La Oficina elaboró las pautas para ofrecer a la comunidad empresarial y jurídica, así como al público en general, una comprensión clara del criterio de cumplimiento que adopta la Oficina cuando examina los alegatos sobre abuso de posición de dominio en el mercado canadiense. 

Exposición ante el Grupo especial que está revisando la Ley de Transporte del Canadá: El 7 de septiembre de 2000, la Oficina de Competencia hizo una exposición ante el Grupo especial que está revisando la Ley de Transporte del Canadá. En la exposición se examinó el papel que cumple el Comisionado y la interconexión que existe entre la Ley de Competencia y la normativa. Asimismo, se examinó la inquietud que tiene el Comisionado con relación a la eficacia de la disposición sobre acceso competitivo relacionada con los ferrocarriles en la Ley de Transporte del Canadá. También se abordó la preocupación que tiene la Oficina por la reestructuración actual de las aerolíneas.  

Facilitación de conformidad: industria joyera al detal: La Oficina desarrolló una estrategia de conformidad frente a la industria joyera minorista en respuesta a la inquietud mostrada por los consumidores, los competidores y las asociaciones industriales con respecto a ciertas prácticas de comercialización aplicadas por joyerías de venta al detal. En el informe anual de la Oficina 1999-2000, el Comisionado identificó el primer componente de la estrategia que tenía como objetivo educar e informar a las joyerías de venta al detal y a los consumidores. Durante el período 2000-2001, la Oficina concentró sus esfuerzos en el segundo componente de la estrategia: fiscalizar las prácticas de comercialización de las joyerías, mediante visitas a las tiendas para aclarar la aplicación de la ley y brindarles la oportunidad de llevar a cabo de forma voluntaria acciones correctivas para asegurar el cumplimiento de la legislación.  

Participación en el Grupo de Trabajo Federal sobre comercialización de emisiones contaminantes nacionales (DET): La Oficina identificó ciertos temas generales sobre política de competencia y cumplimiento de las leyes antimonopolio, incluyendo los temas económicos y de competencia, que promoverían el trabajo de desarrollo sobre DET: 

la asignación inicial de los permisos negociables de emisiones contaminantes

la competitividad (p. ej. la concentración de mercado y la conducta en cuanto a fijación de precios) y la eficiencia de la asignación inicial de permisos mediante un mecanismo de subastas

el impacto de la asignación inicial de permisos sobre la competencia y concentración de mercado de productos nacionales 

las categorías generales de asignaciones voluntarias

la administración y cumplimiento de la Ley de Competencia en relación con las emisiones de gases que produzcan el efecto invernadero

mercado de permisos 

Administradores de Valores de Canadá (Canadian Securities  Administrators): Documento sobre sistemas de operaciones alternativas: En julio de 2000, como parte de una iniciativa para crear un marco que permita la operación competitiva de los intercambios de acciones tradicionales y de los sistemas de operaciones alternativas (ATS), la empresa Canadian Securities Administrators (CSA) volvió a publicar su versión revisada de la Propuesta sobre un Sistema de Operaciones Alternativas con el fin de solicitar comentarios. Aunque la Oficina de Competencia apoyó la iniciativa, presentó una serie de comentarios en respuesta a la propuesta sobre quién debería establecer la regulación de mercado para los ATS. La Oficina estima que un ambiente regulatorio que permita la competencia entre las bolsas de valores y los ATS estimularía la innovación y llevaría a que los mercados de valores tuvieran una capacidad de respuesta más rápida ante las necesidades de los participantes. 

Directrices sobre propiedad intelectual: La Oficina publicó en septiembre de 2000 un texto titulado Intellectual Property Enforcement Guidelines (Directrices para el cumplimiento de la propiedad intelectual) con miras a promover la transparencia en el cumplimiento de la Ley de Competencia en los aspectos relacionados con la propiedad intelectual. Las directrices explican cómo la Oficina determina si el manejo de temas relacionados con la propiedad intelectual plantea una preocupación, según la Ley de Competencia. En el documento también se describe cómo la Oficina establece una distinción entre aquellas circunstancias que justifiquen una remisión al Procurador General para que efectúe un examen de conformidad con las disposiciones penales de la Ley de Competencia (sección 32) y aquellas que justifiquen un examen conforme a las disposiciones generales. La Oficina publicó un borrador de directrices en junio de 1999 y volvió a publicarlo en el año 2000 para obtener comentarios de los interesados. En ambas oportunidades, la Oficina organizó mesas redondas en todo el territorio canadiense para escuchar las opiniones de los sectores interesados. La Oficina tomó en cuenta los comentarios que recibió en estas reuniones cuando elaboró las directrices.  

Estatutos sobre etiquetados: El Comisionado de Competencia administra y vela por el cumplimiento de tres estatutos basados en normas: la Ley de Empaques y Etiquetados al Consumidor, la Ley de Etiquetados de Textiles y la Ley de Marcado de Metales Preciosos. Estas tres leyes tienen como objetivo garantizar la precisión y suficiencia de la información suministrada a los consumidores. Durante el período 2000-2001, la Oficina realizó 433 inspecciones de conformidad con estas leyes. Entre las acciones tomadas contra productos de consumo masivo que no cumplían con la legislación se incluyeron 254 correcciones a los comerciantes, 38 incautaciones, 19 cesiones voluntarias y un enjuiciamiento. 

Rastreos en Internet: Para promover las Directrices para la Protección del Consumidor en el contexto del comercio electrónico (Guidelines for Consumer Protection in the Context of Electronic Commerce)  de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos, la Oficina de Competencia realizó un rastreo en Internet en el ámbito nacional para verificar si se estaba cumpliendo con los requisitos establecidos en las directrices. El propósito de estas directrices es alentar a las empresas a que ofrezcan información suficiente a los consumidores de manera que éstos puedan tomar decisiones documentadas cuando compran productos y servicios en línea. En el mes de agosto de 2000, la Oficina evaluó 292 páginas electrónicas canadienses para ver qué información estaba siendo presentada con un fácil acceso a los consumidores antes de que realizaran una transacción.  

V. Actividades internacionales 

Como resultado de la creciente integración de la economía mundial y la globalización del comercio internacional, la política de competencia – que en un momento determinado se consideró un asunto fundamentalmente nacional, se está convirtiendo cada vez más en un tema global, tanto en su perspectiva como en su orientación. En consecuencia, la Oficina está activamente involucrada en las iniciativas internacionales destinadas a promover el desarrollo de la política de competencia y mejorar la eficacia en la aplicación de las leyes mediante la cooperación con organismos de competencia de todo el mundo.

Cooperación: Durante el ejercicio fiscal se registró un marcado incremento en la cooperación entre la Oficina y otros organismos de competencia, en especial el Departamento de Justicia y la Comisión Federal de Comercio de Estados Unidos, así como con la Dirección General de Competencia de la Unión Europea (conforme a acuerdos bilaterales suscritos con Estados Unidos y la Comunidad Europea, respectivamente), así como con organismos en Australia, México, Japón y el Reino Unido. 

Firma de acuerdo de cooperación entre organismos de competencia canadienses, australianos y neozelandeses: El 25 de octubre de 2000, las agencias de competencia de Canadá, Australia y Nueva Zelanda suscribieron un acuerdo de cooperación interinstitucional sobre la aplicación de sus leyes de competencia y de consumidores. Este acuerdo permitirá que la Oficina mejore la coordinación con organismos similares de Australia y Nueva Zelanda. En el acuerdo se establece un marco de notificación, coordinación y cooperación en las actividades de aplicación de las leyes, intercambio de información y prevención de conflictos, e incorpora plenamente medidas para contrarrestar las prácticas de mercadeo engañosas. 

Área de Libre Comercio de las Américas: La Oficina siguió encabezando la delegación canadiense en el Grupo de Negociación sobre Política de Competencia en las negociaciones para el establecimiento de un Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) y participó activamente en las cinco reuniones efectuadas en el año 2000. 

Durante estas reuniones, Canadá trabajó conjuntamente con otros países para preparar un borrador de capítulo del acuerdo sobre política de competencia del ALCA. Canadá propuso un marco comprensivo sobre política de competencia que desarrolla y amplía el Capítulo 15 del Tratado de Libre Comercio de América del Norte para ofrecer un cumplimiento más eficaz de las actividades anticompetitivas. El marco propuesto incluye la obligación de los países signatarios de adoptar o mantener una ley de competencia y de establecer o mantener un organismo de competencia independiente e imparcial que esté autorizado para adoptar medidas apropiadas y abogar por la competencia en los sectores regulados. El marco también incluye una obligación para que los países cumplan con los principios generales de transparencia, no discriminación y equidad procesal, así como mecanismos para promover la cooperación y coordinación en la aplicación de la ley. Los mecanismos de consulta y de evaluación paritaria también forman parte de la propuesta. Además, el grupo de negociación consideró el tema de la política de competencia en las economías más pequeñas y en las economías sin regímenes de competencia, y elaboró términos de referencia para un estudio más profundo. En el área de la asistencia técnica, la Oficina participó en sesiones técnicas, incluyendo una sobre temas de competencia relacionados con la desregulación del sector eléctrico en general, así como en Ontario y Alberta. 

El borrador de capítulo sobre política de competencia consolida todas las propuestas de los países y muestra que aún no se ha logrado el consenso en muchas áreas. El borrador de capítulo fue uno de los puntos considerados, conjuntamente con los de otros grupos de negociación, en la Sexta Reunión de Ministros de Comercio del ALCA celebrada en Buenos Aires el 7 de abril de 2001. Las negociaciones se reanudarán en Panamá de acuerdo a las instrucciones impartidas por los ministros. 

Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos: Los representantes de la Oficina siguen participando activamente en las diversas iniciativas del Comité de Legislación y Política de Competencia (CLP) y los grupos de trabajo de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE). En su carácter de presidente del Grupo de Trabajo 3 sobre Cooperación Internacional, el Comisionado de Competencia desempeñó un papel fundamental en promover y estimular la realización de nuevos trabajos tras la adopción en 1998 de la Recomendación sobre Cárteles (1998, Hard Core Cartel Recommendation). Este trabajo llevó a la elaboración del 2000 Hard Core Cartel Report to the Council (Informe ante el Consejo sobre Cárteles - Año 2000) y a la creación de un programa de tres años para combatir los cárteles. La siguiente fase del programa ya ha dado como resultado la culminación del Informe sobre Clemencia (Leniency Report) y una serie de deliberaciones sobre el intercambio de información. 

En el Grupo de Trabajo 2 sobre Competencia y Reglamentación, los representantes de la Oficina tuvieron un papel importante en la elaboración de la Recomendación sobre Separación Estructural, que fue aprobada por el CLP y presentada al Consejo de la OCDE para su adopción en reunión celebrada en abril de 2001. La recomendación tiene como objetivo ofrecer lineamientos a los países con empresas reguladas que desempeñan simultáneamente una actividad no competitiva y una actividad complementaria potencialmente competitiva. Un grupo de representantes de la Oficina participó en el análisis más reciente de los capítulos del documento OECD Guidelines for Multinational Enterprises (Líneas directrices de la OCDE para empresas multinacionales) sobre los intereses de los consumidores y la competencia. Estas importantes directrices de carácter voluntario, que agrupan las normas y principios sobre conducta responsable por parte de las empresas multinacionales, fueron adoptadas por primera vez en 1976 como parte de la Declaración de la OCDE sobre Inversiones Internacionales y Empresas Multinacionales.  

Con el fin de mantener las directrices actuales al mismo ritmo de los cambios económicos, la OCDE las ha revisado en diversas oportunidades. La última revisión se produjo en junio de 2000. Además de los intereses en materia de competencia y de consumidores, las directrices incluyen una serie de recomendaciones relacionadas con la divulgación adecuada de información empresarial al público, empleo y relaciones industriales, ambiente, sobornos y corrupción, ciencia y tecnología, y tributación. Las leyes y reglamentos canadienses están siendo sometidas a revisión en el año 2001, de conformidad con el Programa de Reforma Reglamentaria de la OCDE, un proyecto que cada año examina los progresos alcanzados por varios países en el área de la reforma regulatoria. Esta revisión multidisciplinaria incluirá un vistazo al papel que ejercen la Ley de Competencia y la Oficina en el proceso de reforma del régimen normativo. 

Tratado de Libre Comercio Canadá-Costa Rica: La Oficina encabezó la delegación canadiense en las negociaciones sobre política de competencia del Tratado de Libre Comercio entre Canadá y Costa Rica. El gobierno de Canadá procuró la negociación de un marco sobre política de competencia similar al propuesto por la Organización Mundial del Comercio y el ALCA, basada en consultas efectuadas con las partes interesadas en 1999. Canadá también consideró estas negociaciones como un componente para la conclusión del capítulo sobre competencia en el acuerdo del ALCA, tomando en cuenta que varios países del ALCA aún no han adoptado una ley de competencia y muchos otros tienen una experiencia muy limitada en materia de cumplimiento.  

En este contexto, Canadá propuso un capítulo sobre política de competencia que toma como base acuerdos de libre comercio anteriores y que pudieran servir de referencia para que otros países diseñaran, instrumentaran y aplicaran la ley y política de competencia, así como la cooperación en materia de cumplimiento entre los organismos de competencia. El marco propuesto incluía una serie de obligaciones sobre la adopción o mantenimiento de la ley de competencia y el establecimiento o mantenimiento de un organismo de competencia  imparcial e independiente. El marco también incluía obligaciones sobre los principios generales de transparencia, no discriminación y equidad procesal, mecanismos para promover la cooperación y coordinación en la aplicación de la ley, mecanismos de consulta sin solución de controversias y un reconocimiento de la importancia de la asistencia técnica. 

Las negociaciones sobre política de competencia llegaron a su término en marzo de 2001 y trajeron como resultado un capítulo del tratado de libre comercio que se asemeja considerablemente al marco propuesto inicialmente por Canadá. El capítulo promoverá una mayor transparencia y certidumbre tanto en Canadá como en Costa Rica y mejorará la eficacia de las actividades de cumplimiento de la ley por parte de los organismos de competencia en ambos países mediante el establecimiento de un marco concreto de cooperación y consulta9. 

Grupo de Trabajo sobre la interacción entre Comercio y Política de Competencia de la Organización Mundial del Comercio: Los representantes de la Oficina siguieron desempeñando un papel influyente en el Grupo de Trabajo sobre Comercio y Política de Competencia de la Organización Mundial del Comercio. En particular, la Oficina produjo dos documentos titulados Cooperation in a Multilateral Setting (La cooperación en un entorno multilateral) y Competition Policy Advocacy and Regulatory Reform in the Canadian Telecommunications Industry (Promoción de la política de competencia y reforma reglamentaria en el sector de las telecomunicaciones del Canadá). La Oficina siguió alentando las negociaciones sobre política de competencia en una nueva ronda de negociaciones de la Organización Mundial del Comercio, siempre que cualquier obligación futura en esta área no estuviera sujeta a solución de controversias. 

En los últimos cinco años, se ha registrado un incremento significativo en el número de fusiones que han sido examinadas por la Oficina de Competencia, y esta tendencia se mantuvo durante el período 2000-2001. Además de ello, también se produjo un aumento en la complejidad de muchas de las revisiones debido a la globalización, desregulación y mayor concentración en ciertos mercados.  

VI. Asuntos Varios

Interacción con los Canadienses: Con la globalización, las fronteras económicas se están haciendo cada vez más transparentes. Gracias a Internet, los consumidores y las empresas están más informados,  son más exigentes y están más preocupados por adquirir ventajas estratégicas y competitivas. La Oficina de Competencia tiene entre sus actividades prioritarias responder a estas exigencias. Este organismo fiscaliza periódicamente el mercado y visita regularmente las empresas y a todos los entes participantes. La Oficina también depende de la información que le suministren los canadienses sobre presuntas actividades anticompetitivas. 

La Oficina procesa denuncias y solicitudes de información a través de su Centro de Información y por Internet, que son con frecuencia los primeros puntos de contacto que tienen con la Oficina los consumidores y las empresas. A finales del período 2000-2001, el Centro había registrado 54.479 contactos, lo que representa un incremento de 14% con relación a los 47.975 contactos registrados durante el período 1999-2000. Este incremento puede atribuirse, en parte, a la mayor prominencia que ha logrado la Oficina gracias al número 1-800, que atiende al público entre las 7:30 a.m. y las 8 p.m. (hora del Este). Asimismo, se produjo un incremento de 68% en las denuncias y preguntas  recibidas a través de Internet (las cuales pasaron de 2.542 en el período 1999-2000  a 4.261 en el período 2000-2001). Los datos recopilados sobre la naturaleza de estas consultas ofrecen una información valiosa que la Oficina utiliza para destinarlas a sus actividades educativas y de cumplimiento de la ley. Todas las preguntas son tratadas de forma confidencial. Por otra parte, los empleados del Centro de Información actúan con prontitud para transmitir a la oficina correspondiente los asuntos que le sean pertinentes. 

�CAPÍTULO 4.	CHILE 

 Este capítulo resume la labor de los organismos de Defensa de la Libre Competencia durante el 2001.

Recientes Desarrollos y Cambios Legislativos o de Política 

Durante el año 2001 no se produjeron cambios en la ley que establece normas para la defensa de la libre competencia en Chile. En consecuencia siguen vigentes el Decreto N° 511 que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 211 de 1973, texto refundido que fue publicado en el Diario Oficial de la República de Chile el 27 de octubre de 1980 y la Ley N° 19610, publicada en el Diario Oficial de 19 de mayo de 1999, que reemplazó el Título IV del Decreto Ley N° 211 de 1973, tal como ya fuera dado a conocer en informes anteriores. 

Por Ley N° 19733, publicada en el Diario Oficial de 4 de junio de 2001, que se refiere a las libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, se estableció en sus artículos 37 y 38 que se consideran actos o convenciones que tienden a impedir la libre competencia, los que entraben la producción de informaciones, el transporte, la distribución, circulación, el avisaje y la comercialización de los medios de comunicación, asimismo la mencionada ley establece que cualquier cambio en la propiedad o control de un medio de comunicación social debe ser comunicado a la respectiva Comisión Preventiva Regional o Central según corresponda y, tratándose de servicios sujetos a concesión por el Estado, estos hechos deben contar previamente con un informe favorable de la respectiva Comisión Preventiva. 

Esta disposición viene a sumarse a otras normas legales establecidas en leyes que regulan servicios de utilidad pública, donde generalmente se dan las características de monopolios naturales. La legislación respectiva establece que corresponde a la Comisión Resolutiva analizar que servicios no se prestan en condiciones de competencia y, de acuerdo con la resolución que emita esta Comisión, la Autoridad correspondiente puede efectuar la fijación de tarifas para estos servicios. Igualmente, cuando la Comisión estimare que el mercado es competitivo, puede solicitar que los servicios que ella indique pasen a tener precios libres. 

Aplicación de Leyes y Politicas de Competencia   

Preventiva

La Comisión Resolutiva 

Durante el año 2001, esta Comisión, que corresponde al tribunal chileno de la competencia, dictó 47 resoluciones, entre las que se destacan las siguientes: 

Mercado Eléctrico: Por Resolución N° 592 de 21 de marzo, efectuó la calificación de los servicios asociados al suministro de energía eléctrica que no son prestados por los concesionarios en condiciones de competencia, por lo que debieran quedar sujetos a fijación de precios. Esta calificación la efectuó la Comisión en virtud de las atribuciones que le encomienda la Ley N° 19674 publicada en el Diario Oficial de 3 de mayo de 2000, que modificó el D.F.L. N° 1 de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, y que tuvo por objeto regular los cobros por servicios asociados al suministro eléctrico que no se encontraban sujetos a fijación de precios. 

La Comisión determinó 25 servicios que se encontraban en las condiciones que se han señalado anteriormente, además hizo varias observaciones y recomendaciones a la Autoridad  en relación con las tarifas que se aplican en la distribución de energía eléctrica. 

Mercado de las Bebidas Gaseosas: 	Por Resolución N° 609 de 28 de junio, la Comisión, conociendo denuncia de Pepsi Cola Argentina S.A.I.C. y Embotelladoras Unidas S.A. ECUSA en contra de The Coca Cola Company por atentado a la libre competencia derivado del contrato de adquisición por parte de The Coca Cola Company de todas las marcas y licencias de las bebidas gaseosas de propiedad de Cadbury Schwppes producidas por sus filiales Canada Dry y CS Beverages. La Comisión en un fundamentado fallo acordó rechazar las denuncias de Pepsi Cola Argentina, Pepsico Inc. y Embotelladoras Unidas S.A. en contra de The Coca Cola Company, Canada Dry Corporation Limited y CS Beverages Limited. Previene a las partes involucradas que adoptará las medidas que sean procedentes en resguardo de la libre competencia, si por la aplicación del citado contrato de licencia, resultaren conductas contrarias a la ley de defensa de la competencia vigente. 

Mercado de las Telecomunicaciones: Por Resolución N° 611 de 1 de julio, resolviendo presentación de la Compañía de Telecomunicaciones de Chile S.A. CTC, solicitando se declare que los servicios, que de acuerdo con lo expresado en Resolución N° 515 de 23 de abril de 1998, no se prestan en condiciones de competencia, se desarrollan actualmente en un mercado que permite garantizar un régimen de libertad tarifaria y en consecuencia tales servicios dejarían de estar afectos a fijación de tarifas. La Comisión declaró que las condiciones existentes en el mercado de la telefonía local urbana no permiten aun modificar el artículo primero  de la parte dispositiva de la Resolución N° 515 a que se refiere la presentación. La Comisión en su resolución expresa seis disposiciones para ir gradualmente llegando a un mercado realmente competitivo. 

Mercado de los Productos Farmacéuticos: Por Resolución N° 634 de 5 de diciembre, dio instrucciones de carácter general sobre difusión de condiciones de comercialización de productos farmacéuticos a laboratorios de producción farmacéutica, droguerías, depósitos centrales de distribución e importadores de productos farmacéuticos, con el objeto que este mercado sea transparente, no discriminatorio y realmente competitivo. 

Un resumen  con un detalle de los casos resueltos durante el año por la Comisión Resolutiva se acompaña como anexo 1 al presente capítulo. 

La Comisión Preventiva Central. 

La Comisión Preventiva Central, que dentro de sus atribuciones conoce tanto aquellas materias que tienen incidencia en la Región Metropolitana, como aquellas que tiene incidencia en más de una región, durante el año 2001 emitió 48 dictámenes sobre diversas materias relacionadas con la libre competencia y que recayeron en consultas que le fueran formuladas sobre gran diversidad de mercados, para lo cual efectuó un análisis de diversas prácticas comerciales que fueron estudiadas en sus aspectos que pudieran ser restrictivos de la libre competencia.  

Un completo resumen de los 48 dictámenes se incluye como anexo 2 al presente capítulo. 

III. Asuntos Internacionales  

La Fiscalía Nacional Económica ha seguido manteniendo permanente contacto con diversas agencias y organismos de defensa de la competencia de diferentes países. 

Especialmente, y de acuerdo con tratados suscritos por Chile con Canadá y la República de Costa Rica, se ha producido una fructífera relación con las instituciones de defensa de la competencia existentes en estos países.

El 17 de diciembre se firmó un memorandum de entendimiento entre el Comisionado de Competencia de Canadá y el Fiscal Nacional Económico de Chile relativo a la aplicación de sus respectivas leyes de competencia, destinado a promover la cooperación y coordinación entre ambas partes y reducir los efectos de las posibles diferencias en la aplicación de las leyes de competencia en Chile y Canadá. 

El Acuerdo con Costa Rica ha permitido que funcionarios de la Comisión para Promover la Competencia de dicho país hayan efectuado pasantías en Chile para conocer el sistema chileno de defensa de la competencia y la forma en que se aplican sus disposiciones. 

�Anexo

I. Resoluciones emitidas por la H. Comisión Resolutiva (el año 2001)

�Rol CR�M A T E R I A

�Resolución N°�Fecha��1�613-00�Resuelve petición de la empresa AeroContinente Chile S.A. solicitando alzamiento de la medida precautoria dispuesta por Resolución N° 587 de 13.12.2000. >Med. Precautoria relativa a duración de tarifas promocionales, tarifas posteriores respaldadas con estudio de costos, etc. La Comisión resolvió, con un voto en contra, que previamente AeroContinente debía dar cumplimiento a lo ordenado respecto a sus tarifas vigentes desde el 01.01.2001. Resuelve otros aspectos procesales en relación con las empresas de aeronavegación involucradas en esta causa.�590�10.Ene.01��2�613-00�Alza las medidas precautorias acordadas en Resolución N° 587 de 13.12.2000, con una prevención con respecto a las tarifas para el mercado nacional de transporte aéreo y solicita a la Fiscalía Nacional Económica un estudio sobre características del mercado del transporte aéreo nacional de pasajeros.�591�24.Ene.01��3�604-00

�Califica servicios asociados al suministro de energía eléctrica que no son prestados por los concesionarios en condiciones de competencia, por lo que deberán quedar sujetos a fijación de precios. Calificación que se efectúa en conformidad con las atribuciones que le encomienda a esta Comisión la Ley N° 19.674 que modificó el D.F.L. N° 1 de 1982 de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos. La Comisión determinó 25 servicios que se prestan en las condiciones arriba señaladas, además de varias observaciones y recomendaciones en relación con las tarifas de distribución e electricidad.�592�21.Mar.01��4�614-00�La Comisión no dio lugar a la denuncia, debiéndose ocurrir ante quien corresponda. (Transam Comunicaciones S.A. en contra de las empresas de telefonía local Entelphone, CMET S.A.C.I. y TeleSat).�593�04.Abr.01��5�633-01�La Comisión proveyendo presentación de la Compañía de Telecomunicaciones de Chile S.A. no dio lugar a su tramitación, debiendo ocurrirse ante quien corresponda. (Fijación de cargos de acceso). Igualmente proveyendo peticiones de BellSouth Comunicaciones S.A.�594�04.Abr.01��6�607-00�Vista la presentación de la asociación gremial de agencias de turismo, ACHET solicitando el archivo de los antecedentes, la Comisión aceptó decretar su archivo. (ACHET contra las compañías de aeronavegación comercial).�595�11.Abr.01��7�598-00�Escrito de SmartCom S.A. sobre cumplimiento incidental de la Resolución 588 de 20 de diciembre de 2000 sobre asignación de 30 MHZ adicionales en la banda de telefonía móvil de 1900 MHz. La Comisión denegó fundadamente la petición de SmartCom S.A. y la medida precautoria solicitada, además ordena la Subsecretaría de telecomunicaciones dar estricto cumplimiento a la Resolución 588 arriba citada.�596�25.Abr.01��8�620-00�Rechaza el Recurso de Reclamación presentado por la S. C. e I. Colloky Limitada en contra del dictamen 1136 de 01 de septiembre de 2000 (Consulta de Calzados Bibi Ltda. sobre comercialización de sus productos de origen brasilero.�597�02.May.01��9�624-00�Rechaza el Recurso de Reclamación interpuesto por Bishara e Hijo Compañía Limitada en contra del dictamen 1145 de 05 de enero de 2001 (Denuncia de Bishara e Hijo en contra de Adhesivos Fixo S.A. por competencia desleal).�598�02.May.01��10�625-00�Rechaza el recurso de Reclamación interpuesto en contra del dictamen N° 01-01 de la Comisión Preventiva Regional de la XII Región por Buses Transfer Austral y otro.�599�02.May.01��11�598-00�La Comisión en vista que las oposiciones presentadas no se fundan en alguna de las excepciones contempladas en el artículo 234 del Código de Procedimiento Civil, a todo no dio lugar por improcedente. Acordada con el voto dirimente del presidente de la Comisión. Hubo dos votos por acoger una de las excepciones presentadas por la Subsecretaría de Telecomunicaciones. (Ver Resoluciones 566, 588 y 596).�600�11.May.01��12�638-01�En lo principal la Comisión no hizo lugar a investigar la materia denunciada  y en lo demás resolvió se esté a lo resuelto. Denuncia de CNT Telefónica del Sur S.A. por incumplimiento de la Resolución 584 de 27 de septiembre de 2000 (telefonía fija inalámbrica).�601�16.May.01��13�641-01�Desestima la solicitud de Librería Estado S.A. y se le ordena cumplir con lo requerido por la Fiscalía Nacional Económica.�602�06.Jun.01��14�635-01�Denuncia de Nextel Telecomunicaciones contra las empresas que prestan servicio de telefonía móvil celular. La Comisión acordó no dar lugar al inicio de la investigación por no ser constitutivos de conductas anticompetitivas los hechos en que se funda.�603�13.Jun.01��15�637-01�Denuncia de ENTEL Telefonía Móvil S.A. y ENTEL PCS Telecomunicaciones S.A. contra la Subsecretaría de Telecomunicaciones. La Comisión en ejercicio de sus facultades privativas resolvió no dar lugar al inicio de una investigación sobre la denuncia interpuesta por cuanto las materias expuestas deben ser resueltas por otra sede jurisdiccional.�604�13.Jun.01��16�608-00�Recurso de Reclamación interpuesto por la Sociedad Hipódromo Chile S.A. en contra del dictamen N° 1120 de 16 de junio de 2000 de la Comisión Preventiva Central. La Comisión, con un voto en contra, acogió el recurso por no ser la materia atentatoria de la libre competencia, pudiendo los afectados recurrir a las instancias jurisdiccionales que correspondan para resolver sus pretensiones. Igualmente no dio lugar a la solicitud de la Comisión Preventiva Central y del Club Hípico de Santiago en orden a solicitar del Supremo Gobierno su patrocinio para derogar o modificar la Ley N° 18.393 en la forma descrita en el dictamen impugnado. �605�14.Jun.01��17�599-99�Recurso de Reclamación interpuesto por el Hospital Regional de Punta Arenas en contra del dictamen N° 09-00 de 12 de enero de 2000 de la Comisión Preventiva de la XII Región (Denuncia en contra de la empresa AGAS S.A. por alza desmedida en el precio de los gases clínicos). La Comisión rechazó el recurso confirmando el dictamen en todas sus partes.�606�19.Jun.01��18�643-01�Recurso de Reclamación interpuesto por la empresa de Transportes SOPRAPE S.A. en contra del dictamen N° 187/7 de 04 de mayo de 2001 de la Comisión Preventiva de la V Región (Denuncia de Iván Melendrez Binder en contra de SOPRAPE S.A.). La Comisión acogió el recurso en consideración a que la materia investigada no es de competencia de los organismos de defensa de la competencia creados por el D.L. N°211 de 1973, revocando el dictamen.�607�27.Jun.01��19�605-00�Requerimiento del Fiscal Nacional Económico en contra de Corpbanca y Otros a raíz de la investigación practicada en denuncia de Ana María Lizárraga Calderón y Otros en contra de Finaciera Condell S.A. por atentado a la libertad de trabajo en cláusulas contenidas en el contrato por el cual Corpbanca adquirió esta empresa y que los perjudica en su calidad de ex - funcionarios de la empresa vendida. La Comisión acordó rechazar, fundadamente, el requerimiento. Hubo una prevención para las partes que intervinieron en el contrato de compra-venta sobre la claridad y precisión , especialmente en sus implicancias con terceros ajenos a dichas estipulaciones y acuerdos.  �608�28.Jun.01��20�592-00�Denuncia de Pepsi Cola Argentina S.A.C.I. y Embotelladoras Unidas S.A. ECUSA, en contra de The Coca Cola Company por atentado a la libre competencia derivado del contrato de adquisición por parte de The Coca Cola Company de todas las marcas y licencias de las bebidas gaseosas de propiedad de Cadbury Schweppes producidas por sus filiales Canada Dry y CS Beverages. La Comisión acordó: 1) Rechazar las objeciones a los documentos que cita este fallo en sus considerandos 1°, 2° y 3°; 2) Rechazar las denuncias de Pepsi Cola Argentina S.A.C.I, Pepsico Inc. y de Embotelladoras Unidas S.A. en contra de The Coca Cola Co., Canada Dry Corporation Limited y CS Beverages Limited., y 3) Previene a las partes involucradas en esta causa que adoptará las medidas que sean procedentes en resguardo de la libre competencia si por la aplicación del ya citado contrato de licencia, resultaren conductas contrarias al Decreto Ley N° 211 de 1973.�609�28.Jun.01��21�544-97�Recurso de reclamación interpuesto por la empresa Distribución y Servicios D & S S.A. en contra del dictamen N° 1016 de 22 de agosto de 1997 de la Comisión Preventiva Central  ( Denuncia de D & S S.A. contra Colchones Rosen S.A.). La Comisión, eliminando algunos párrafos y frases del dictamen recurrido, (párrafos 8, 8.1, 8.2, 8.3, 9.2 y 9.3 y del párrafo 9.4, algunas frases), confirmó éste. Se dejó constancia que uno de los integrantes de la Comisión, confirmando el dictamen, fue de opinión de eliminar solamente el párrafo 9.2�610�04.Jul.01

��22�626-01�Presentación de la Compañía de Telecomunicaciones de Chile S.A. CTC, solicitando se declare que los servicios  que de acuerdo con lo expresado en la resolución N° 515, en el servicio público telefónico local, no se prestan en condiciones de competencia, se desarrollan actualmente en un mercado que permiten garantizar un régimen de libertad tarifaria y que en consecuencia tales servicios dejarían a estar afectos a fijación de tarifas. La Comisión declaró que las condiciones existentes en el mercado telefónico local no ameritan aún modificar el artículo primero de la parte dispositiva de la resolución N° 515 a que se refiere la presentación de CTC. La Comisión en su resolución expresa seis disposiciones para ir gradualmente llegando a un mercado realmente competitivo. (Ver Resolución 614 de 18/07/2001)�611�11.Jul.01��23�644-01�Recurso de reclamación interpuesto por las empresas Pet Market Limitada y IAMS Chile Ltda.. en contra del dictamen N° 1160 de 01 de junio de 2001 de la Comisión Preventiva Central (Denuncia de doña Marisa Navarrete Novoa en contra de ambas empresas por negativa de venta y precios fijados). La Comisión acordó avocarse de oficio al conocimiento de los hechos denunciados con independencia a lo solicitado por las partes. (Ver Resolución N° 626 de 10/10/2001)�612�11.Jul.01��24�634-01�Recurso de reclamación interpuesto por don Rodolfo Terrazas González en contra del dictamen N° 1153 de 12 de abril de 2001 de la Comisión Preventiva Central (Denuncia de la empresa de telecomunicaciones Globalstar LP en contra del señor Terrazas por competencia desleal). La Comisión rechazó el recurso.�613�11.Jul.01

��25�626-01�Recurso de aclaración y/o reposición presentado por la Compañía de Telecomunicaciones de Chile S.A., CTC, en relación con la Resolución N° 611 de 11 de julio de 2001sobre libertad tarifaria en el mercado de la telefonía local. La Comisión no dio lugar a lo solicitado, sin embargo hace algunos alcances sobre el punto resolutivo cuarto de la resolución arriba mencionada.�614�18.Jul.01��26�617-00�Deja sin efecto alza de tarifas registrada por Lan Chile S.A. ante la Junta de Aeronáutica Civil (JAC), pudiendo Lan Chile S.A. mantener sus tarifas vigentes. Da lugar, con un voto en contra, a la medida cautelar solicitada por la Fiscalía Nacional Económica en el sentido que, mientras esta Comisión no disponga otra cosa, las empresas Lan Chile S.A. y Ladeco S.A. sólo podrán modificar sus tarifas registradas ante la JAC, previo informe fundamentado que deberán presentar ante la Fiscalía Nacional Económica, para fines de investigación, no siendo el rol de este organismo el autorizar las nuevas tarifas.�615�25.Jul.01��27�647-01�Recurso de Reclamación interpuesto por la firma “Sistemas Gastronómicos S.A. en contra del dictamen N° 1165 de 29 de junio de 2001 de la Comisión Preventiva Central  (Denuncia de Sistemas Gastronómicos S.A. en contra de Sociedad Administradora Plaza Central S.A. por uso en sus locales de la frase “buffet express”). La Comisión rechazó el recurso.�616�25.Jul.01��28�617-00�Rechaza las peticiones formuladas por Lan Chile S.A. y Ladeco S.A. en relación con lo dispuesto en la Resolución N° 615 de 25 de julio de 2001.�617�01.Ago.01��29�649-01�Inicia investigación de oficio sobre las condiciones en que se desarrolla actualmente el mercado del transporte aéreo nacional de pasajeros. Dicta diversas medidas para la realización de esta investigación. Como medida cautelar dispone, que mientras la Comisión no acuerde otra cosa se suspende el proceso de reestructuración de Lan Chile S.A. y Ladeco S.A. Mantiene la vigencia de la Resolución N° 615 de 25 de julio de 2001 y agrega diversas medidas relacionadas con el transporte aéreo nacional.�618�01.Ago.01��30�622-01�Recurso de Reclamación interpuesto por Comercial e Industrial Fervisac S.A. en contra del dictamen N° 1142 de 29 de diciembre de 2000 de la Comisión Preventiva Central (Fervisac contra Disney Consumer Products  Latin America Inc. La Comisión, introduciendo algunas modificaciones al texto del dictamen recurrido, rechazó el recurso.�619�22.Ago.01��31�572-98�Denuncia de la Empresa Eléctrica del Norte Grande S.A. EDELNOR en contra de las empresas distribuidoras de electricidad de Arica, Iquique y Antofagasta y de su sociedad matriz, Empresas Emel S.A.y contra la empresa Noroeste Pacífico Generación de Energía Limitada NOPEL, por graves atentados contra la libre competencia y abuso de posición monopólica y contravención de lo dispuesto en la resolución N° 488 de 11 de junio de 1997 de la Comisión Resolutiva y en el Decreto N° 327 (Economía) publicado en el Diario Oficial de 10 de septiembre de 1998 (Reglamento de la Ley general de Servicios Eléctricos) que obligaría a las empresas distribuidoras de electricidad a llamar a licitación entre las empresas generadoras sus necesidades de suministro de energía. La Comisión rechazó la denuncia en cuanto se solicitaba dejar sin efecto los contratos celebrados entre las filiales de EMEL y  la empresa generadora NOPEL. Ordenó también modificar algunos aspectos del contrato Hubo dos votos disidentes. que no comparten algunos de los considerandos y una prevención de uno de los integrantes de la Comisión.�620�22.Ago.01��32�649-01�No da lugar a la modificación de la medida cautelar contenida en la resolución N° 618 de 01 de agosto de 2001, solicitada por las empresas LAN Chile S.A. y LADECO S.A. Aclara algunos aspectos de dicha medida. sobre modificación de vuelos o frecuencias en rutas nacionales.�621�24.Ago.01��33�511-96�Requerimiento del Fiscal y Recursos de Reclamación de las empresas SOPROLE S.A. y Loncoleche S.A.en contra del dictamen N° 1/96 de la Comisión Preventiva de la IX Región.(Discriminación y abuso de posición dominante en el mercado de la compra de leche fluida a los productores) La Comisión resolviendo sobre diversas peticiones y medidas precautorias solicitadas por las partes, acordó suspender hasta el 15 de noviembre de 2001 los efectos de las tablas de precios publicadas para regir a contar del 01 de septiembre de 2001, debiendo mantener las plantas lecheras sus tablas de precios vigentes al mes de julio de 2001,�622�12.Set.01��34�624-01�Denuncia del señor Pedro Seitz en contra de la I. Municipalidad de Peñalolén por restricciones a la competencia en los contratos de recolección de residuos sólidos domiciliarios. La Comisión, atendido el mérito de los antecedentes ordenó su archivo.�623�25.Set.01��35�649-01�La Comisión solicita diversos antecedentes a la empresa LAN Chile S.A y LAN Cargo S.A (ex Ladeco) y alza la medida precautoria contenida en el numeral 3°, inciso 1°, de la Resolución N° 618 de 01 de agosto de 2001, en los términos solicitados por las peticionarias. (Investigación de oficio del mercado aéreo nacional de transporte de pasajeros).�624�26.Set.01��36�606-00�Recurso de Reclamación en contra del dictamen N° 1114 de 05/05/2000 de la Comisión Preventiva Central (Denuncia de Servicio Automotriz Macías y Cía. Ltda..en contra de Toyota Chile S.A.). La Comisión confirmó el dictamen recurrido con declaración que se aplica a Toyota Chile S.A. una multa ascendente a 150 UTM por haber incurrido en conductas contrarias a las normas contenidas en el Decreto Ley N° 211 de 1973. Hubo dos votos en contra que fueron de parecer de dejar sin efecto el dictamen reclamado en razón a las características del mercado automotriz. Resolución reclamada ante la Excma. Corte Suprema. Pendiente a la fecha.�625�09.Oct.01��37�644-01�Recurso de Reclamación en contra del dictamen N° 1160 de 1 de junio de 2001 de la Comisión Preventiva Central (Denuncia de Centro Integral de Mascotas Patitas Negras Ltda.. en contra de Sociedad Pet Market Ltda.. y IAMS Eukanuba Dog Food Ltda.). La Comisión resolvió mediante el voto dirimente de su Presidente confirmar el dictamen recurrido.�626�10.Oct.01��38�511-96�Cita a representantes de los productores lecheros y de las empresas elaboradoras y resuelve rechazar el alzamiento de la medida precautoria acordada en la Resolución N° 622 (con un voto en contra) y provee diversos aspectos procesales.�627�31.Oct.01��39�654-01�Presentación de la empresa Hardcore Enterprise Pty. sobre problemas en la importación. La comisión resolvió que este caso no es de su competencia debiéndose recurrir ante el organismo competente.�628�31.Oct.01��40�s/r�Presentación de la Fiscalía Nacional Económica solicitando la autorización de la Comisión, de acuerdo con el artículo 30ª del Decreto Ley N° 211 de 1973, para requerir orden de arresto en contra del representante legal de la empresa de buses Pullman Bus, por negarse a proporcionar información solicitada en relación con presunto acuerdo de precios en buses interprovinciales. La Comisión dio la autorización correspondiente.�629�14.Nov.01��41�s/r�Presentación de la Fiscalía Nacional Económica solicitando la autorización de la Comisión, de acuerdo con el artículo 30ª del Decreto Ley N° 211 de 1973, para requerir orden de arresto en contra del representante legal de la empresa de buses Pullman Bus Costa Azul, por negarse a proporcionar información solicitada en relación con presunto atentado a la libre competencia en el mercado del transporte terrestre de pasajeros entre Santiago y Algarrobo y localidades intermedias. La Comisión dio la autorización correspondiente.�630�14.Nov.01��42�587-99�Alza medida precautoria decretada en Resolución N° 551 de 22/09/1999 (Denuncia de CNT Telefónica del Sur S.A. en contra de la Compañía de Telecomunicaciones de Chile S.A por competencia desleal en las regiones X y XI. Hubo un voto por mantenerla.�631�14.Nov.01��43�632-01�Recurso de reclamación interpuesto por la empresa Lipigas S.A. en contra del dictamen N° 65 de 14 de marzo de 2001 de la Comisión Preventiva de la I Región (Denuncia de la empresa Uligas Ltda.. en contra de la empresa Lipigas S.A. por  acciones tendientes a impedir la libre competencia en el mercado de distribución y comercialización de gas licuado). La Comisión  confirmó el dictamen recurrido, acogiendo el requerimiento del Fiscal, aplicando a Lipigas S.A. una multa de 50 UTM por haber incurrido en una conducta que atenta contra la libre competencia en los términos del artículo 2° letra f) del Decreto Ley N° 211 de 1973 (Traslado de cilindros de propiedad de la denunciante a la II Región). Hubo dos votos disidentes que estuvieron por acoger el recurso y rechazar el requerimiento del Fiscal por las razones que fundadamente exponen.�632�26.Nov.01��44�612-00�Denuncia de la empresa Cuentas Punto Com S.A. en contra del centro de Compensación Automatizado S.A. por competencia desleal, al tratar de impedir la operación del portal de pago automático de cuentas a través de la red Internet, lo que constituye una barrera arbitraria a una actividad comercial lícita. La Comisión acogió la denuncia y sancionó a el Centro de Compensación Automatizado de Cuentas S.A. con una multa ascendente a 200 UTM. Resolución reclamada ante la Excma. Corte Suprema. Pendiente a la fecha.�633�27.Nov.01��45�656-01�Da instrucciones de carácter general sobre difusión de condiciones de comercialización para laboratorios de producción farmacéutica, droguerías, depósitos centrales de distribución e importadores de productos farmacéuticos. Instrucciones publicadas en el Diario Oficial y que regirán a contar de los treinta días siguientes a su publicación. Instrucciones emitidas en virtud del artículo 17, letra b) del Decreto Ley N° 211 de 1973.�634�05.Dic.01��46�657-01�Rechaza recurso de reclamación interpuesto por el señor Armando Saá Fernández en contra del dictamen N° 03-01 de la Comisión Preventiva de la III Región, por no contener peticiones concretas.�635�12.Dic.01��47�655-01�Recurso de Reclamación interpuesto por la empresa Euromármoles S.A. en contra del dictamen  N° 1183 de 05 de noviembre de 2001, el que se confirma en todas sus partes. (Atika S.-A. contra Euromármoles por competencia desleal).�636�12.Dic.01��
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Fecha��1�152-00

CPC.

312-00

FNE.�Denuncia  de la empresa Importadora de Perfumes Rojas y Silva Limitada en contra de la empresa Importadora y Elaboradora SAGRA Limitada, por conductas atentatorias en contra de la libre competencia al tratar de impedir la comercialización por la denunciante de productos legítimos de perfumería y cosmética de la marca ANIMALE adquiridos a su legítimo fabricante Parlux Fragance Inc., pretextando derechos de exclusividad. La Comisión mantuvo su doctrina que no se puede impedir la comercialización en Chile de productos legítimos adquiridos directamente a su fabricante. En consecuencia la denunciada debe cesar todo acto destinado a impedir a la denunciante o a cualquier otro competidor, la comercialización de productos legítimos de la marca ANIMALE.�1144�05.Ene.01��2�154-00

CPC

324-00

FNE.�Denuncia de Bishara e Hijo Compañía Limitada en contra de Productos Adhesivos FIXO S.A. por competencia desleal al comercializar parches “curitas” autoadhesivos con la marca Fixo-Band de características muy iguales o semejantes a las de la marca mixta Santicas, que la denunciante tiene registrada a su nombre en el Departamento de Propiedad Industrial. La Comisión acogió la excepción de incompetencia alegada por FIXO S.A. dada la existencia de normas de aplicación directa e inmediata para estos casos, reiterando pronunciamientos similares contenidos en los dictámenes Nos. 395 de 1983, 557 de 1986 y 785 de 1991. Hubo recurso de Reclamación, presentado por los denunciantes ante la Comisión Resolutiva (Ver Resolución N° 598 de 2/5/2001)..�1145�05.Ene.01��3�253-00

FNE�Diversas presentaciones efectuadas por don Rodrigo Díaz Albónico en representación de Maestranza Chena S.A. y por el señor Eulogio Altamirano Ortúzar sobre oferta pública de sitios para emplazamiento de rellenos sanitarios o lugares de disposición final de residuos sólidos domiciliarios en la Región Metropolitana, convocada por el Gobierno Regional Metropolitano y contratos de las municipalidades del Gran Santiago con la firma K.D.M. S.A. y con sus filiales Starco S.A. y Demarco S.A. para la disposición de los residuos sólidos domiciliarios de sus comunas, sin dar cumplimiento al dictamen N° 995 (23.12.1996) de esta Comisión y provocando que K.D.M. alcance una posición dominante en este mercado: La Comisión concluyó que las bases para el ofrecimiento de sitios para rellenos sanitarios fueron modificadas para hacerlas más transparentes y no discriminatorias, tampoco se pudo configurar que la empresa K.D.M. y/o sus filiales hayan abusado de su posición dominante. Encarga a la Fiscalía Nacional Económica que reitere a las municipalidades el cumplimiento del dictamen N° 995 arriba citado y mantenga una especial vigilancia sobre el mercado de recolección, transporte y disposición final de la basura en la Región Metropolitana.�1146�26.Ene.01��4�120-99

CPC�Denuncia de Laboratorios Recalcine S.A. en contra de Hormoquímica de Chile Ltda.. basada en la existencia de una campaña publicitaria de la denunciada destinada a impedir, mediante una publicidad comparativa falsa la comercialización de productos similares fabricados por el denunciante. La Comisión acogió la denuncia ordenando a Hormoquímica suspender la publicidad de su producto antidepresivo Promyrtil, mientras no corrija adecuada y prolijamente todos los cuestionamientos contenidos en el  presente dictamen.�1147�26.Ene.01��5�151-00

CPC�Denuncia de la Asociación Gremial de Industriales del pan de Santiago, INDUPAN A.G. en contra de Hipermercado Carrefour por política de precios depredatorios en la venta de pan al público. La Comisión desestimó la denuncia por no haber infracción al Decreto Ley N° 211 de 1973, efectúa al mismo tiempo varias precisiones sobre políticas  de ofertas promocionales. �1148�02.Feb.01��6�156-00

CPC�Denuncia de Laboratorios Saval S.A. en contra de Merck Co. Inc. Por impedirle la producción, distribución y comercialización del producto conocido como “Dorzolamida”, cuya materia prima para su fabricación la adquirió legítimamente en el extranjero. La Comisión desestimó la denuncia, declarando que esta materia, obtención de una patente en forma irregular, corresponde a los organismos creados por la ley N° 19.039 sobre propiedad industrial, bajo cuyo amparo la denunciante tiene presentada una demanda por nulidad. Hay Recurso de Reclamación pendiente, presentado ante la Comisión Resolutiva por Laboratorios Saval.�1149�02.Feb.01��7�315-00

FNE.�Consulta del señor Eulogio Altamirano Ortúzar sobre el contrato de tratamiento y disposición final de residuos sólidos domiciliarios celebrado entre la I. Municipalidad de San Joaquín y la empresa K.D.M. S.A. celebrado, a su juicio, sin considerar lo resuelto por esta Comisión en Dictamen N° 995 de 1996. La Comisión desestimó la denuncia, pero reiteró a la municipalidades el estricto cumplimiento del dictamen N° 995 arriba citado y solicitó a la Fiscalía oficiar a la Contraloría General de la República transcribiéndole el presente dictamen.�1150�02.mar.01��8�157-01

CPC�Presentación de la Compañía Sudamericana Agencias Aéreas y Marítimas S.A. SAAM, solicitando que la Comisión postergue el período de medición del porcentaje de carga movilizado por dicha sociedad por el frente de atraque Molo Sur del puerto de San Antonio, para no ser considerada usuario relevante, en los términos que lo define el dictamen N° 1.045 de 1998, hasta el 30.10.2003, por las razones que indica. La Comisión, por las razones que expone en su dictamen, no accedió a la petición de SAAM S.A. �1051�09.Mar.01��9�322-00

FNE.�Denuncia del señor Floridor Galarce Romero contra la empresa de transporte público “Valle Central S.A.C.” por entorpecimientos a la libertad de trabajo al exigirle al propietario del taxi colectivo que el denunciante trabajaba y que estaba adscrito a la sociedad denunciada, que pusiera término al contrato de trabajo que tenía con el denunciante, contrato que estaba vigente desde julio del año 2000. La Comisión estimó que los actos que atenten contra la libertad de trabajo, pero que no constituyan atentados contra la libre competencia deben ser resueltos en instancias jurisdiccionales diferentes a esta Comisión. En consecuencia procedió a desestimar la denuncia.�1052�23.Mar.01��10�345-01

FNE�Denuncia de la empresa de telecomunicaciones GLOBALSTAR L.P. en contra del señor Rodolfo Terrazas G. por competencia desleal, ya que al tratar de iniciar sus actividades en Chile a través de la empresa TESAM S.A. se encontró que el denunciado había inscrito la marca Globalstar para las clase 38 y 35, amenazando con impedir el uso de la marca Globalstar. Este registro se efectuó cuando ya se sabía de las intenciones de la denunciante de ingresar al mercado chileno, por otra parte el denunciado no ha iniciado comercialización de productos o servicios amparados por la citada marca. La Comisión resolvió que mientras el Departamento de Propiedad Industrial no resuelva la acción de nulidad del registro iniciada por la denunciante, el señor Terrazas debe abstenerse de tratar de impedir el uso por el denunciante de la marca Globalstar que la identifica y que utiliza desde 1992 en el mundo. Dictamen confirmado por Resolución N° 613 de 11/7/2001.�1153�12.Abr.01��11�350-01

FNE�Denuncia del H. Diputado don Julio Dittborn y Otros en contra de la empresa de transporte de pasajeros METRO S.A. por abuso de posición dominante al aplicar un alza desmedida de sus tarifas a contar del 01 de febrero de 2001. La Comisión, con fundadas razones, estimó que METRO S.A. no ha incurrido en un abuso de posición dominante en el mercado del transporte de pasajeros del Gran Santiago y el alza de tarifas no tuvo por finalidad eliminar, restringir o entorpecer la libre competencia en los términos de los artículos 6°, inciso primero y 2°, letra f) del Decreto Ley N° 211 de 1973. En consecuencia desestimó la denuncia. Uno de los miembros de la Comisión estuvo porque se solicitara que la Autoridad regulara las tarifas del Metro de Santiago como una forma de proteger a sus usuarios. Este dictamen fue reclamado ante la Comisión Resolutiva por la ONG Consumidores en Acción. Pendiente a la fecha.�1154�20.Abr.01��12�337-00

FNE�Denuncia del señor Gastón Ormeño K. en contra del Servicio Nacional de Aduanas, por modificar arbitrariamente el valor aduanero de una partida de encendedores, sosteniendo que el valor declarado era muy inferior a los precios habituales de importación de estos productos. La Comisión rechazó la denuncia por existir otras instancias administrativas para conocer reclamos de esta especie, particularmente la establecida en el artículo 8° de la ley N° 18.125, recursos que el denunciante no ha ejercido. Sólo en el caso improbable que alguna de las resoluciones de los organismos que tienen intervención en estas materias se configurara una infracción efectiva en contra de la libre competencia se podría recurrir a los órganos que velan por ésta.�1155�27.Abr.01��13�115-99

CPC

176-99

FNE�Denuncia de CALVIN KLEIN TRADEMARK TRUST Y DE CALVIN KLEIN INC. en contra de MICHELANGELO S.A.C. e I. y COMERCIAL A&A LTDA. por competencia desleal al usar, entre otras figuras, los nombre Calvin Klein como referencia a  los nombres de empresas chilenas en reemplazo a los nombres comerciales de la denunciada; atribuirse la propiedad intelectual de los diseños, copiando exacta y detalladamente las etiquetas y modelos que CALVIN KLEIN usa en todo el mundo. La Comisión después de un detallado análisis estimó que las empresas denunciadas habían incurrido en conductas de competencia desleal que limitaban y entorpecían el adecuado funcionamiento del mercado de confecciones produciendo confusión tanto entre competidores como entre los consumidores, por lo tanto solicitó al Fiscal, que en el ejercicio de sus funciones, presente requerimiento ante la Comisión Resolutiva, solicitando la aplicación de sanciones pecuniarias en contra de las empresas denunciadas. Dictamen reclamado ante la Comisión Resolutiva. Pendiente a la fecha.�1156�08.May.01��14�326-00

FNE�Denuncia de BENCE EQUIPMENT AND PARTS Co. Ltd. y AUTOMOTORES GILDEMEISTER S.A. en contra de SOCIEDAD IMPORTADORA DE REPUESTOS AUTOMOTRICES AUTO PARTS LIMITADA por tratar de impedir la comercialización en Chile de productos legítimos de la marca BEPCO para maquinaria agrícola. La Comisión resolvió que no se puede impedir la comercialización de productos legítimos de la marca BEPCO y notificó a las partes que deben abstenerse de efectuar cualquier acto o conducta que tenga por finalidad impedir una a la otra o a cualquier eventual competidor la libre importación y comercialización en el país de productos legítimos de la marca BEPCO, bajo apercibimiento de solicitar al Fiscal que formule requerimiento ante la Comisión Resolutiva para la aplicación de sanciones que correspondan, no dando lugar a la denuncia.�1157�18.May.01��15�153-00

CPC

313-00

FNE�Denuncia de la empresa “Maquinaria Minera China Limitada” en contra de “Maquinaria China  Limitada” al tratar de impedir la comercialización en Chile de productos legítimos de la marca “Shenyang”, producidos por la empresa china “Shenyang Rock Drilling Machinery Co.”, habiedo llegado a registrar en Chile la marca Shenyang. La Comisión reiterando su jurisprudencia al respecto dictaminó que las importaciones paralelas de productos fabricados por la empresa Shenyang son legítimas, por lo que el adquirente puede comercializarlos libremente en nuestro país. A mayor ahondamiento la Comisión hace presente que su encuentra en discusión en el Congreso un proyecto de ley modificatorio de la Ley de Propiedad Industrial, para adecuarla a los compromisos internacionales asumidos conforme al acuerdo sobre “Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio” (ASPIC), estableciendo normas más explícitas de protección a patentes y marcas, consagrando el agotamiento del derecho de su titular al vender a un tercero productos identificados con su marca.�1158�18.May.01��16�368-01

FNE�Consulta de INDALUM S.A. sobre comercialización de sus productos mediante canales de distribución especializados que indica. La Comisión, después de analizar el Contrato sobre Exclusividad de Venta” que se suscribiría entre INDALUM y los distribuidores que cumplieran ciertos requisitos técnicos, lo aprobó con algunos reparos que debe corregir el consultante,�1159�25.May.01

��17�214-99

FNE�Denuncia de doña Marisa Navarrete Novoa, propietaria del Centro Integral de Mascotas “Patitas Negras” de Concepción, en contra de la “Sociedad Pet Market Ltda.. y IAMS Eukanuba Dog Food Ltda. por precios sugeridos y negativa de venta al no acatar estos precios. La Comisión acogió la denuncia conminando a las partes denunciadas que deben poner término de inmediato a su política de precios sugeridos y deben cesar cualquier entorpecimiento indebido que constituya una negativa de venta., bajo apercibimiento de formular requerimiento en su contra ante la Comisión Resolutiva en caso de persistir en tales conductas. Dictamen reclamado ante la Comisión Resolutiva. Ver resolución N° 626 de 10/10/2001).�1160�01.Jun.01��18�370-01

FNE�Consulta de la I. Municipalidad de Estación Central, sobre bases administrativas y especificaciones técnicas de la propuesta pública por “Servicios de Recolección y Transporte de Residuos Sólidos en la Comuna y Barrido de Calles”. La Comisión dictaminó que las bases consultadas no se ajustan a lo dispuesto en el dictamen N° 995 de 23 de diciembre de 1996, por lo cual deberán modificarse y remitirse en consulta su texto final a esta Comisión.�1161�08.Jun.01��19�352-01�Denuncia de Supermercados Unimarc S.A. en contra de Nestlé Chile S.A. por conductas destinadas a entorpecer la comercialización de sus productos que bajo marca propia compiten con los fabricados por la denunciada. Nestlé al contestar la denuncia interpuso a su vez denuncia en contra de Unimarc por competencia desleal, copiando sus etiquetas, intercalándolos en las estanterías o vendiéndolos atados a productos de Unimarc, impidiendo que el consumidor los compre por separado. La comisión, en un fundado dictamen, rechazó la denuncia de Supermercados Unimarc S.A. y acogió la denuncia de Nestlé S.A., solicitando al Fiscal Nacional Económico requiera ante la Comisión Resolutiva la aplicación de sanciones a Unimarc por infracción a los artículos 1° y 2° letra f), del D.L. 211 de 1973. Dictamen reclamado ante la H. Comisión Resolutiva. Pendiente a la fecha.�1162�08.Jun.01��20�354-01

FNE

158-01

CPC�Consulta del Fiscal Regional de la XII Región sobre si el Acuerdo Marco celebrado entre la Compañía de Telecomunicaciones de Chile S.A. y la Asociación de Portadores A.G. relativo a la cuenta única telefónica y cobro y suspensión del servicio de larga distancia cumple con las disposiciones del D.L. N° 211 de 1973. La Comisión declaró que este convenio, aprobado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, en la forma que se ha estado aplicando no es contrario a lo dispuesto en el D.L. N° 211 de 1973 que establece normas para la defensa de la competencia.�1163�08.Jun.01��21�372-01

FNE

166-01

CPC�Consulta de la empresa Mars Incorporated sobre la legitimidad que un tercero impida la comercialización de productos que lleven las palabras genéricas “Halloween” y “Noche de Brujas” por haberlas registrado a su nombre como marcas en el registro correspondiente. La Comisión resolvió que la decisión de considerar estas palabras como genéricas es una decisión que corresponde a los organismos que establece la Ley N° 19.039 sobre Propiedad Industrial y ante ellos debe recurrir la Consultante para obtener su pronunciamiento, mientras tanto el dueño de la marca puede ejercitar los privilegios que le otorga la ley, lo cual no constituye “per se” un atentado a la libre competencia.�1164�29.Jun.01��22�361-01

FNE�Denuncia de la empresa “Sistemas Gastronómicos S.A.” en contra de la firma “Sociedad Administradora Plaza Central S.A.” por considerar que atenta contra la libre competencia el hecho que esta última denomine con las palabras “Buffet Express” a cada uno de sus locales de expendio de comida rápida y publicitando su actividad comercial asociada a dicho nombre. La Comisión estimó que siendo las palabras cuestionadas genéricas sólo se impide su registro como marcas, pero no su utilización. Refuerza esta conclusión el hecho que los organismos competentes creados por la Ley 19.039 sobre Propiedad Industrial, le otorgaron a la consultante la marca registrada “Gatsby Buffet Express” con la expresa reserva que este privilegio no se extiende a las palabras objeto de la denuncia. En consecuencia, no existiendo atentados contra la libre competencia, la Comisión procedió a desestimar la denuncia. �1165�29.Jun.01��23�365-01

FNE�Consulta de L. Municipalidad de Cerrillos sobre llamado a propuesta pública para la “Concesión de Servicios de Aseo en la Comuna de Cerrillos y Transporte a Disposición de los Residuos Resultantes”. La Comisión dictaminó en el sentido que las bases enviadas en consulta tienen varias disposiciones que no se ajustan cabalmente a los criterios que sobre el particular estableció la Comisión en su dictamen N° 995 de 23 de diciembre de 1996, por lo tanto deben ser modificadas las cláusulas que han sido observadas y posteriormente enviar el texto modificado en consulta a la Comisión.�1166�06.Jul.01��24�367-01

FNE�Consulta de Stanton y Cía. S.A. sobre legitimidad de la comercialización de productos marca BRAHMA, no obstante la existencia de un registro marcario de la palabra BRANA a nombre de un tercero en la misma clase 25 del Clasificador Internacional de Productos y Servicios. La Comisión , reiteró disposiciones anteriores en el sentido que, sin perjuicio de las materias que en este caso puedan establecer en definitiva los organismos establecidos en la Ley N° 19.039 sobre Propiedad Industrial, tratándose de productos legítimos cuya marca fue registrada en su país de origen u en otros, no puede impedirse su comercialización en Chile por poseedores de un registro con la misma marca u otra similar.�1167�06.Jul.01���25�385-01

FNE

168-01

CPC�Consulta del Presidente del Sistema Administrador de Empresas (SAE) de la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO), solicitando un pronunciamiento de la Comisión sobre exigencias que deben cumplir los interesados en participar en la licitación de las empresas “Empresa de Servicios Sanitarios del Maule S.A. (Essam)” y “Empresa de Servicios Sanitarios de la Araucanía S.A. (Essar)”. La Comisión dictaminó que no corresponde excluir a empresas que fueron filiales CORFO y en las cuales ésta todavía tiene aportes de capital, debiendo velar eso sí, porque las bases de licitación cumplan las condiciones de ser generales, objetivas y no discriminatorias, especialmente reglas precisas y objetivas a las que debe someterse la autoridad para resolver las adjudicaciones.�1168�23.Jul.01��26�358-01

FNE�Denuncia de la señora Loreto Julio Arratia en contra de las Municipalidades de Santiago y Vitacura por haber otorgado derechos exclusivos en bienes nacionales de uso público, para vender el seguro automotriz obligatorio. La Comisión, considerando que el proceso de adjudicación de este servicio no merece reproches a la luz del Decreto Ley 211 de 1973, desestimó la denuncia con una prevención dirigida a los Municipios del país.�1169�27.Jul.01��27�317-00

FNE�Denuncia de don Pedro Manosalva S. En contra de la línea de microbuses “ Maipú-Cerrillos-Villa Olímpica” por impedir la libertad de trabajo. La Comisión, en un fundado dictamen, manifiesta que , no obstante las particulares circunstancias que presenta esta denuncia y teniedo además presente lo expuesto en su dictamen N° 1152 de 23 de marzo de 2001, rechazó la denuncia por existir otras instancias administrativas o jurisdiccionales establecidas en la legislación laboral para conocer estos aspectos cuando no atentan en contra de la libre competencia.�1170�27.Jul.01��28�386-01

FNE

169-01

CPC�Consulta de la empresa “Servicios Integrales de Informática S.A. sobre si la utilización de la marca SERINFO por una empresa distinta constituiría un arbitrio destinado a entorpecer la libre competencia, más cuando esta marca se encuentra registrada, tanto en el Departamento de Propiedad Industrial, como en NIC Chile como nombre de dominio. La Comisión resolvió que, estando la materia planteada prevista en la legislación de protección a la propiedad industrial (Ley N° 19.039) y no estando involucrados hechos que atenten específicamente en contra de la libre competencia, no corresponde a la Comisión emitir un pronunciamiento, sino a las instancias que la ley arriba citada establece.�1171�06.Ago.01��29�340-01

FNE�Denuncia de Sociedad Marítima y Comercial SOMARCO Ltda.. en contra de Transportes Marítimos Chiloé y Aysen Transmarchilay S.A. y Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas por acordar un contrato de comodato que impediría la libre competencia en el mercado del transporte marítimo en la región austral de Chile.  La Comisión por las razones que expone en el cuerpo del dictamen desestimó la denuncia, con una prevención referente a que antes de renovar el contrato la Dirección de Vialidad deberá estudiar si existen otros operadores que pudieran tener interés en participar en este mercado en las condiciones en que opera la empresa Transmarchilay S.A.�1172�17.Ago.01��30�172-01

CPC�Presentación del H. Diputado don Waldo Mora, solicitando se investiguen los hechos relativos al actual proceso de venta de un porcentaje accionario de la Empresa Eléctrica del Norte Grande, EDELNOR S.A. La Comisión analizó todos los aspectos que inciden en el mercado de la generación y transmisión de la energía eléctrica en el norte de Chile, concluyendo que las empresas que han presentado ofertas, no representan un peligro para la actual competencia que se observa en este mercado. Agrega diversas prevenciones con respecto al mercado de la transmisión de electricidad y reafirma lo expresado en su dictamen N° 1047 de 26 de octubre de 1998 sobre gasoductos de gas natural en relación con el acceso abierto que deben tener, especialmente con empresas generadoras no relacionadas a sus servicios de transporte de gas.�1173�30.Ago.01��31�375-01

DNE�Denuncia de la I. Municipalidad de Macul en contra de la empresa KDM S.A. por no suscribir el contrato relacionado con la licitación sobre disposición final de residuos sólidos, que fue adjudicada a dicha empresa, mediante decreto alcaldicio N° 1.287 de 5 de diciembre de 2000. La Comisión, analizados los antecedentes, dictaminó que la discordia surgida entre las partes versa sobre una cuestión relativa al cumplimiento de un contrato en lo que se refiere a su perfeccionamiento, siendo su conocimiento y resolución materia de otros organismos jurisdiccionales, y no estando afectada la libre competencia, no corresponde a la Comisión pronunciarse al respecto, en consecuencia desestima la denuncia.�1174�14.Set.01��32�363-01

FNE�Denuncia de don Rafael Abuadba en contra de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor por pretender ésta cobrarle un pago de derechos por la música que reproduce en su local de venta de discos. La Sociedad denunciada sostuvo que el cobro se debe a la reproducción de la música que el denunciante efectúa mediante parlantes externos audibles al público, situación ajena a la excepción que contempla el artículo 42 de la Ley sobre Propiedad Intelectual. Esta materia está sometida a la consideración de los Tribunales de Justicia, habiéndose obtenido en primera instancia que se haya acogido la demanda. La Comisión, en consideración que la materia se encuentra sometida a conocimiento y resolución de los tribunales civiles, por lo que la causa se encuentra radicada en una instancia jurisdiccional distinta, a la cual le corresponde conocer y resolver la materia de la denuncia. En consecuencia la Comisión rechazó la denuncia por no corresponderle su conocimiento.�1175�14.Set.01��33�331-00

FNE�Denuncia de la sociedad comercial española GUARRO CASAS S:A: en contra de Sociedad Importadora Hispania Limitada por competencia desleal, al haber esta última registrado a su nombre en Chile las marcas GVA VARRO y GUARRO CASAS  en la Clase 16 del Registro de marcas, conducta que ejerció a sabiendas de que ellas pertenecían a la empresa denunciante, con quien tuvo relaciones como distribuidor de sus productos, junto con otras empresas nacionales del rubro de distribución de papeles especiales; tratando ahora de obtener ventajas económicas con este registro indebido. La Comisión, analizados los antecedentes del caso  previno a Importadora Hispania que se abstenga de realizar cualquier conducta que tienda a impedir a Guarro o a sus representantes la libre importación y comercialización de los productos con la marca de origen GVA VARRO y GUARRO CASAS.�1176�08.Oct.01��34�175-01

CPC�Consulta de la Subsecretaría de Telecomunicaciones (SubTel), solicitando la opinión de la Comisión de acuerdo con el inciso segundo del artículo 38 de la Ley N° 19.733, sobre si la transferencia de la concesión de radiodifusión sonora de amplitud modulada para la ciudad de Santiago, CB-100, de la que es titular la empresa Radio Publicidad S.A., produciría un impacto relevante en este mercado. La Comisión analizados los antecedentes proporcionados por SubTel y la Fiscalía Nacional Económica, concluyó que, desde la perspectiva de la libre competencia, esta transferencia no tendría un impacto negativo.�1177�12.Oct.01��35�178-01�Consulta de la Subsecretaría de Telecomunicaciones (SubTel), solicitando la opinión de la Comisión de acuerdo con el inciso segundo del artículo 38 de la Ley N° 19.733, sobre si la transferencia de la concesión de radiodifusión sonora de frecuencia modulada para la ciudad de Osorno, de la que es titular la Sociedad Comunicaciones de la Costa Ltda.(XQD-381),.produciría un impacto relevante en dicho mercado. La Comisión analizados los antecedentes proporcionados por SubTel y la Fiscalía Nacional Económica, concluyó que desde la perspectiva de la libre competencia, esta transferencia no tendría un impacto negativo.�1178�12.Oct.01��36�176-01

CPC�Consulta de la Subsecretaría de Telecomunicaciones (SubTel), solicitando la opinión de la Comisión de acuerdo con el inciso segundo del artículo 38 de la Ley N° 19.733, sobre si la transferencia de la concesión de radiodifusión sonora de amplitud modulada para la ciudad de Santiago, de la que es titular la Sociedad Radio Santiago S.A..(CB-69),.produciría un impacto relevante en dicho mercado. La Comisión analizados los antecedentes proporcionados por SubTel y la Fiscalía Nacional Económica, concluyó que desde la perspectiva de la libre competencia, esta transferencia no tendría un impacto negativo.�1179�12.Oct.01��37�177-01

CPC�Consulta de la Subsecretaría de Telecomunicaciones (SubTel), solicitando la opinión de la Comisión de acuerdo con el inciso segundo del artículo 38 de la Ley N° 19.733, sobre si la transferencia de la concesión de radiodifusión sonora de frecuencia modulada para las localidades de San Gabriel, Baños Morales y El Volcán, todas en la Región Metropolitana, de la que es titular la Sociedad Iberoamerican Radio Holdings Uno Chile S.A..(XQB-278-276 y 277 respectivamente, .produciría un impacto relevante en dicho mercado. La Comisión analizados los antecedentes proporcionados por SubTel y la Fiscalía Nacional Económica, concluyó que desde la perspectiva de la libre competencia, esta transferencia no tendría un impacto negativo.�1180�12.Oct.01��38�179-01

CPC�Consulta de la Subsecretaría de Telecomunicaciones (SubTel), solicitando la opinión de la Comisión de acuerdo con el inciso segundo del artículo 38 de la Ley N° 19.733, sobre si la transferencia de la concesión de radiodifusión sonora de amplitud modulada para la ciudad de Rancagua, de la que es titular la Sociedad Comercial Radiodifusora Cachapoal Ltda...(CC-157),.produciría un impacto relevante en dicho mercado. La Comisión analizados los antecedentes proporcionados por SubTel y la Fiscalía Nacional Económica, concluyó que desde la perspectiva de la libre competencia, esta transferencia no tendría un impacto negativo.�1181�12.Oct.01��39�327-00

FNE�Denuncia de la empresa TRAVERSO S.A. en contra de la Sociedad Comercial e Industrial SAN JOSE S.A. por competencia desleal. La Comisión, analizados los antecedentes del caso, dictaminó que se trataba de una disputa sobre la propiedad de la marca “TRAVERSO”, que ambas partes se atribuyen, materia que cae dentro de las disposiciones de la Ley N° 19.039 y de los organismos jurisdiccionales encargados de aplicarlas. En cuanto a materias propias de la defensa de la competencia, la Comisión previno a ambas partes que deben abstenerse, sin perjuicio de lo que resuelvan los órganos jurisdiccionales competentes, de cualquier acto o conducta que tenga por finalidad impedir, una a la otra, la posibilidad de concurrir y participar en los mercados en que ambas participan.�1182�05.Nov.01��40�364-01

FNE�Denuncia de la empresa ATIKA S.A. en contra de la empresa EUROMARMOLES S.A. por competencia desleal por haber inscrito en NIC Chile, organismo que registra los nombres de dominio para la red INTERNET, el nombre “atika.cl”, a sabiendas que ATIKA S.A. está establecida más de 20 años en el mercado nacional y tiene registrada desde 1979, la marca “atika” , e incluso la empresa denunciada le ha comprado sus productos. La Comisión acogió la denuncia, previniendo a la denunciada que debe renunciar al dominio electrónico que ha registrado bajo el nombre de “atika.cl” en el plazo de 20 días hábiles, bajo apercibimiento de formular requerimiento ante la Comisión Resolutiva para aplicación de sanciones. En el cuerpo del dictamen se hace un completo análisis del procedimiento de registro de marcas de dominio en la Internet, materia que por ser nueva, se. ha prestado a confusiones e incluso a abuso del derecho. Dictamen reclamado ante la Comisión Resolutiva. Ver Resolución N° 636 de 12 de diciembre de 2001.�1183�05.Nov.01��41�355-01

FNE�Consulta de la empresa United States Distilled Products Co. sobre comercialización en Chile de los productos que ella vende y fabrica con las marcas “Durango”, “Karkov”, T&L Tyler & Lloyd” y “Rondiaz” que distinguen a licores tequila, vodka, whisky y ron respectivamente por haber sido sus marcas registradas en Chile en la clase 33 por un particular con el cual sostuvieron una relación comercial hace algún tiempo. La Comisión manteniendo lo resuelto por ella en casos similares y sumado a lo preceptuado en el Convenio de París sobre propiedad intelectual, dictaminó que los registros de las marcas que haya hecho un particular en Chile no impide la importación y comercialización en el país de los productos legítimos producidos por la empresa consultante�1184�23.Nov.01��42�181-01�Consulta del señor Mario Arturo Jorquera Urzúa, solicitando, en virtud del inciso segundo del artículo 38 de la Ley 19.733, autorización previa para transferir su concesión de radiodifusión sonora en frecuencia modulada en la localidad de  Nancagua, VI Región a la empresa de comunicaciones Silva y Compañía Ltda.. La Comisión, analizados los antecedentes del caso, dio su autorización a la referida transferencia.�1185�26.Nov.01��43�130-98

FNE�Investigación de oficio efectuada por la Fiscalía Nacional Económica, a raíz de varias denuncias y presentaciones hechas ante dicho organismo, sobre el abuso en que incurrirían algunos establecimientos educacionales al exigir la adquisición de los uniformes escolares a ciertos y determinados proveedores, con los cuales han celebrado un convenio de exclusividad para la fabricación y distribución de los mismos, sin un llamado a licitación previa y sin consulta a profesores, padres y apoderados y centros de alumnos de educación media. La Comisión, teniendo presente lo dispuesto en el Decreto N° 894 de 1995 del MINEDUC y lo previsto en el artículo 2°, letras c) y f) del Decreto Ley N° 211 de 1973, dictó normas claras y precisas sobre el uso del uniforme escolar para proteger la competencia y transparencia en este mercado, ordenando la publicación en un diario de circulación nacional de la parte resolutiva del dictamen.�1186�30.Nov.01��44�384-01

FNE�Denuncia de SDM Servicios de Direct Marketing Ltda.. en contra de Ecotec S.A. por competencia desleal al registrar marcas a sabiendas que pertenecían al fabricante proveedor del denunciante y efectuar una campaña de desprestigio en su contra. La Comisión ordenó a la denunciada poner término a las conductas destinadas a impedir la comercialización de los productos legítimos que distribuye la empresa denunciante, bajo apercibimiento de formular requerimiento en su contra ante la H. Comisión resolutiva para la aplicación de las sanciones que correspondan.�1187�30.Nov.01��45�182-01

CPC�Presentación de la Empresa Nacional de Transmisiones y Duplexiones Limitada, solicitando, en virtud del inciso segundo del artículo 38 de la Ley 19.733, autorización previa para transferir su concesión de radiodifusión sonora en frecuencia modulada para la localidad de  Lago Rapel, VI Región a la empresa de comunicaciones Transco S.A.. La Comisión, analizados los antecedentes del caso, dio su autorización a la referida transferencia.�1188�04.Dic.01��46�186-01

CPC�Consulta de la Subsecretaría de Telecomunicaciones (SubTel), solicitando la opinión de la Comisión de acuerdo con el inciso segundo del artículo 38 de la Ley N° 19.733, sobre si la transferencia de la concesión de radiodifusión sonora de frecuencia modulada para la ciudad de Santiago, de la que es titular la empresa Comunicaciones 93.3 S.A.,.produciría un impacto relevante en dicho mercado. La Comisión analizados los antecedentes proporcionados por SubTel y la Fiscalía Nacional Económica, concluyó que en la especie no se requiere el informe solicitado, pues los hechos relevantes relacionados con dicha concesión acaecieron con anterioridad a la vigencia de la Ley N° 19.733.�1189�04.Dic.01��47�184-01

CPC�Consulta de la Subsecretaría de Telecomunicaciones (SubTel), solicitando la opinión de la Comisión de acuerdo con el inciso segundo del artículo 38 de la Ley N° 19.733, sobre si la transferencia de la concesión de radiodifusión sonora de frecuencia modulada para la ciudad de Puerto Aysen, XI Región, de la que es titular la Sociedad Radio y Publicidad Alto Bonito Ltda..,.produciría un impacto relevante en dicho mercado. La Comisión analizados los antecedentes proporcionados por SubTel y la Fiscalía Nacional Económica, concluyó que desde la perspectiva de la libre competencia, esta transferencia no tendría un impacto negativo.�1190�04.Dic.01��48�185-01

CPC�Consulta de la Subsecretaría de Telecomunicaciones (SubTel), solicitando la opinión de la Comisión de acuerdo con el inciso segundo del artículo 38 de la Ley N° 19.733, sobre si la transferencia de la concesión de radiodifusión sonora de frecuencia modulada para la ciudad de San Fernando, VI Región, de la que es titular don Arturo Gustavo Leclerc Martínez,.produciría un impacto relevante en dicho mercado. La Comisión analizados los antecedentes proporcionados por SubTel y la Fiscalía Nacional Económica, concluyó que desde la perspectiva de la libre competencia, esta transferencia no tendría un impacto negativo.�1191�04.Dic.01���CAPÍTULO 5.	 COLOMBIA 

Recientes Desarrollos y Cambios Legislativos ó de Política

La corte constitucional reiteró la competencia de la Superintendencia de Industria y Comercio en materia de competencia desleal. En la sentencia, hace claridad en lo relacionado con las funciones administrativas y jurisdiccionales que tiene la Entidad y declara una exequibilidad condicionada de los artículos 143 y 144 de la ley 446 de 1998 mediante los cuales el legislador le atribuyó funciones y facultades en competencia desleal. 

Las consideraciones plasmadas en el fallo son importantes en la delimitación de la competencia de la Superintendencia, por cuanto se precisa en forma clara y detallada que esta Entidad, con fundamento en los artículos antes mencionados, cuenta con dos clases de atribuciones: la primera, de naturaleza administrativa, y la segunda, una función de contenido jurisdiccional, que será igual a la consagrada para los jueces de la República, -en virtud de la ley 256 de 1996-, de conformidad con el articulo 147 de la ley 446 de 1998, que prevé que “la Superintendencia o el juez competente conocerán a prevención de los asuntos de que trata esta parte”. 

La providencia de la corte sienta las bases y señala algunas de las diferencias entre los trámites administrativo y jurisdiccional, en donde cada uno de ellos presenta características, elementos y efectos propios que los identifican y les aseguran una identidad propia. 

La ley 640 de 2001, proporcionó un instrumento alternativo de solución de conflictos que permite negociar las diferencias surgidas por las violaciones a las normas en materia de promoción de la competencia y protección al consumidor de manera rápida y eficaz. En los procesos iniciados a petición de parte en los asuntos relacionados con competencia desleal y prácticas comerciales restrictivas existirá una audiencia de conciliación de los intereses particulares en conflicto. 

Con la ley 689 de 2001, “por la cual se modifica parcialmente la Ley 142 de 1994”, esta Superintendencia perdió atribuciones para adelantar las investigaciones administrativas por competencia desleal y por prácticas restrictivas de la competencia de los prestadores de servicios públicos domiciliarios en materia de Servicios Públicos Domiciliarios, la citada ley en su artículo 32 le atribuye tal facultad a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.  

Aplicación de Leyes y Politicas de Competencia  

Investigación por competencia desleal

Comcel S.A. : ETB, Orbitel y Telecom. denunciaron a Comcel por actos de competencia desleal en la prestación del servicio de larga distancia. 

En un término de 14 meses se adelantó y falló la investigación declarándose la ilegalidad de los actos denunciados. Se consideró que las justificaciones presentadas por el investigado no tenían asidero legal para demostrar una situación que desvirtuara o excusara las conductas denunciadas por ETB, Orbitel y Telecom. En consecuencia, procedió la sanción de que trata el número 15 del artículo 4 del decreto 2153 de 1992, consistente en multa de 2000 salarios mínimos legales. 

Los denunciantes solicitaron la liquidación de perjuicios. Así mismo,  el 27 de febrero de 2001, Comcel solicitó a la superintendencia que se abstuviera dar inicio al incidente de liquidación de perjuicios hasta tanto el Tribunal Superior de Bogotá resolviera el recurso de queja. No se accedió a la petición y contra esta decisión presentaron recurso de reposición, el cual se resolvió en el sentido de no acceder a la revocatoria solicitada. 

Como se puede apreciar, a pesar de las múltiples acciones que legalmente se han desplegado contra las decisiones proferidas dentro de la investigación, la superintendencia ha salido airosa, lo cual demuestra la solidez y el buen juicio aplicado en esta actuación. 

ATAC contra SATENA: La Asociación de Transportadores Aéreos denunció a Satena por competir deslealmente en la prestación comercial de transporte aéreo, aprovechándose de ventajas que no tienen las aerolíneas privadas, tales como operar en rutas no autorizadas, aterrizar en el Aeropuerto Olaya Herrera de Medellín y no pagar algunos impuestos y contribuciones. 

La Superintendencia consideró que si bien es cierto Satena estaba operando en 2 rutas contraviniendo sus estatutos, dentro de la investigación no se probó que ello le otorgaba una ventaja significativa en el mercado frente a las empresas denunciantes. Se consideró, así mismo, que el aterrizar en el Olaya Herrera evidentemente le confería una ventaja, pero tal operación era realizada en virtud de una autorización legal. 

AVIEXPRESS S.A.: AVIATUR denunció a la sociedad AVIEXPRESS S.A. por actos de confusión y por actos de desviación de la clientela con la prestación mercantil en los servicios de correos rápidos, ya que el nombre fonéticamente se presta para confusión y el denunciante tiene registrada la marca AVIA EXPRESS ante la SIC. 

Corporación de Abastos de Bogotá S. A., Corabastos y los señores José Leovigildo Nemocón Pinzón, Victor Manuel Nemocón Pinzón y Fabio Ernesto Macías Martínez: Manuel Antonio Mesa Torres denunció a las compañías, ya  mencionadas,  por acuerdos de repartición de mercados entre productores o entre distribuidores y por acuerdos que afecten los niveles de producción de bienes o servicios. 

La Superintendencia adelantó investigación mediante la cual pretendió determinar si entre Corabastos y los demás investigados  tuvo lugar la suscripción de la denominada “Acta de Transacción” y, si ésta constituyó un acuerdo que tuviera por objeto o como efecto la repartición de mercados de la cebolla larga (junca) en las instalaciones de la Corporación de Abastos de Bogotá. De igual modo, se pretendió establecer si el referido documento tenía por objeto o como efecto abstenerse de producir o limitar los niveles de producción o distribución de dicho producto. 

En desarrolló de la investigación adelantada por esta Superintendencia, se probó la existencia y firma del acta de transacción entre Corabastos S.A. y los demás investigados, en cuya cláusula cuarta se estableció que Corabastos S.A. no autorizaría la distribución y comercialización de cebolla larga (junca) al por mayor dentro de las instalaciones de la bodega popular. 

Como consecuencia de lo anterior, los arrendatarios de locales en la bodega popular se encontraban obligados a vender su cebolla a quienes tuvieran arrendados locales en las bodegas 24 y 25, entre quienes están los 3 mayoristas que junto con Corabastos suscribieron el acta de transacción. Tal situación no sólo limitaba la libre producción y distribución de cebolla larga, sino que además implicaba un beneficio para los mayoristas que suscribieron el acta, en tanto adquirían la condición de intermediarios frente a quienes no tenía locales arrendados en las bodegas 24 y 25. La Superintendencia impuso una sanción  a Corabastos y a los demás investigados. 

Industria de Alimentos La Galleta S.A. (Induga S.A.): La sociedad “D.y S. Pertuz & Compañía” denunció a Induga S.A., por abuso de posición de dominio. 

Mediante esta investigación la Delegatura buscaba determinar si la conducta desarrollada por Induga S.A. y su representante legal, se podrían encuadrar dentro de los supuestos restrictivos contenidos en el número 5 del artículo 50 del decreto 2153. 

En el curso de la investigación logró establecerse que Induga S.A. tiene posición dominante en el mercado de los conos para helados, toda vez que: 

Su cuota de participación a nivel nacional es del 56,63% aproximadamente. 

El mercado de conos para helados moldeados sin azúcar, presenta una estructura oligopólica concentrada en la empresa líder (Induga S.A.), lo que facilita acciones independientes por parte de ésta, más aún cuando sus competidores no cuentan con la tecnología requerida para ampliar sus volúmenes de producción sin aumentar sus costos. 

A diferencia de sus competidores, cuenta con tecnología de punta y economía a escala que le permiten aumentar su producción a menores costos. 

Posee una capacidad instalada que le permitiría en dado caso atender la demanda nacional del producto. 

Las anteriores variables, entre otras, le permiten a la empresa Induga determinar las condiciones del mercado. 

Así mismo se estableció que Induga vende los conos para helados en la ciudad de Barranquilla a un precio de aproximadamente el 50% menos de lo ofrecido en Medellín, lo que permite deducir la intención o la potencialidad de eliminar o disminuir la competencia en Barranquilla.  

Adicionalmente, habiéndose hecho la comparación de precios entre ciudades, se observa que el precio de Barranquilla no corresponde a la estructura de costos de la transacción, entendida como la relación que debe existir entre el costo que supone colocar el producto en el mercado respectivo y su precio de venta en diferentes plazas, teniendo en cuenta que los productos son elaborados en Medellín y para distribuirlos en Barranquilla, la empresa necesariamente debe incurrir en un costo adicional de fletes, lo que no es congruente con lo reflejado en el comportamiento de los precios, pues como se dijo en Barranquilla los precios que deberían ser superiores, están por debajo de los de Medellín en un 50% aproximadamente.   

Igualmente, el análisis económico determinó que el margen de contribución de los productos referenciados ofrecidos en Barranquilla, están aproximadamente en un 70% por debajo del existente en Medellín, lo que ocasionó un subsidio cruzado entre los márgenes de las ciudades investigadas. 

Por lo anterior la Superintendencia de Industria y  Comercio sancionó a la “Industria de Alimentos La Galleta S.A.(Induga S.A.)” por abusar de su posición de dominio. 

B. Fusiones 

Expediente trámite Avianca- Aces: Aerovías Nacionales de Colombia S.A. (Avianca), la Sociedad Aeronáutica de Medellín Consolidada S.A. (Sam) y Aerolíneas Centrales de Colombia S.A. (Aces), informaron a esta Entidad la intención de adelantar una operación de integración entre las sociedades con mayor participación en el mercado aeronáutico nacional. La Superintendencia de Industria y Comercio luego de su estudio objetó la operación por considerar que podría producir una indebida restricción de la libre competencia, pero por razones de interpretación sobre nuestra competencia este expediente fue trasladado a la Superintendencia de Sociedades quien a su vez lo trasladó a la Aerocivil, decidiendo esta última no objetar dicha integración. 

III. Asuntos internacionales 

Basados en los puntos generales que en materia de competencia promueve la organización mundial de comercio, OMC, la Superintendencia conceptuó y condensó en un documento su posición  frente a la importancia de crear una mesa de negociación en el seno de este organismo internacional. Para la entidad cualquier negociación que se realice en materia de competencia a nivel multilateral le debe producir beneficios al país. 

La Superintendencia a través del Superintendente de Industria y Comercio ocupó la presidencia del grupo de negociación sobre política de competencia del ALCA, hasta el mes de Julio de 2001.  

Se realizó en Panamá el proceso de discusión  y negociación del texto borrador del Capítulo sobre políticas de competencia en el ALCA.  Se culminó entre otras secciones del borrador, las relacionadas con la legislación en materia de competencia, políticas y prácticas regulatorias de monopolios  legales; discusiones institucionales; mecanismos para la cooperación e intercambio de información y el mecanismo de solución de controversias. Se obtuvo el compromiso de todos los países participantes en adoptar medidas para prohibir y restringir las prácticas restrictivas de la libre competencia. 

La Superintendencia de Industria y Comercio con el apoyo de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD), realizó la reunión Regional sobre Protección del Consumidor, Competencia, Competitividad y Desarrollo, en Cartagena de Indias, Colombia, del 23 al 25 de Julio de 2001.



�Anexo

I. 	Investigaciones de Competencia Desleal

�Compañias Involucradas�N�PP�IM�PR�S��1�Banco Davivienda Vs Guillermo Serrano�v�v�����2�ETB Orbitel Vs Occel y Rey Moreno�v�v�����3�Colegio La Esperanza	BAM (Pokon)Bimbo�v�v�����4�Bailey's�v�v�����5�Sonría Manizales Vs Rafael Ricardo Gómez�v�v�����6�Sonría Cartagena Vs. Paulo Sexto Oyola�v�v�����7�Copicentro Valle�v�v��v���8�Sonría Vs Jairo Santamaría  	�v�v�����9�Laboratorios Shester Ltda. Vs. Laboral Clean        �v�v�����10�Barber Ltda Vs Pronabell Laboratorios         �v�v�����11�Sgs Colombia S.A. Vs. Inalcec Incontec�v�v�v�v�v��12�Avinal S.A. Vs. Avinal Ltda.�v�v���v��13�Detergentes Rey�v�v�����14�Intermemory Vs Memori Card�v�v�v�v���15�Proteseg Vs O´Gara Hess�v�v�v����16�Transpack Ltda. Vs Transmupack�v�v�v�v���17�Proteseg Ltda Vs. Sociedades Ogara Hess�v�v�v�v���18�P.T.A. Proteseg�v�v�v�v���19�Bimbo Vs. Establecimiento Comercio Bimbo�v�v�v�v���20�Bimbo Ltda. Central Impulsadora S.A Vs�v�v�v�v�v��21�Levis  Vs Company S.O.�v�v�����22�Tecnoquimicas Vs Abbott�v�v�����23�Etb-Orbitel Vs. Publicidad Lowe�v�v�v����24�Etb Vs. Orbitel "Llamadas Gratis"�v�v�v�v���25�Bellota De Colombia S.A. Vs. Invermec S.A�v�v�v�v���26�Empresa Andina De Herramientas�v�v�v�v���27�Etb Orbitel Vs. Viacol Rey Moreno�v�v�����28�Maderos Vs Barandas El Nogal�v�v�v�v���29�Stokely Van Camp Inc. Gatorade Vs. Quala�v�v�����30�Cruz Roja Colombiana Vs. Droguería Cruz Roja�v�v���v��31�Stella Duran Vs. Internacional De Telemercadeo�v�v�����32�Up Sistemas Vs. Sociedades Ingeniería�v�v�����33�Mat Química Vs. Comproind	�v�v�����34�Colombiana Vs Decorcintas�v�v�v�v���35�Coflonorte (Flotas Duitama)�v�v�����36�Quaker  Vs Qikelly�v�v�����37�Carrocerías Latina  Vs Carrocería Delta�v�v�����38�Electrooriente	Electrooriente	�v�v�����39�Sociedad Portuaria Regional de Santa  Marta�v�v�����40�Servisatelite�v�v�����41�Electrolima Vs Coenergia	�v�v�����42�Comcel, Occel S.A. Vs Bellsouth Subsidy Lock�v�v�����43�Cablevisión Vs Visión Satélite�v�v�����44�Superview  Vs Servisatelite	�v�v�����45�Celumovil Vs. Comcel�v�v�����46�C+P Ltda Vs Pokon & Crysall�v�v�����47�Varela Vs. Jhon Restrepo�v������Total��47�46�14�13�4��Notas: N = Notificación de apertura de investigación; PP = Práctica de pruebas; IM= Informe Motivado

 PR= Preparacion de Resolución; y S = Resolución definitiva (cierre o sanción)



II.  Antitrust: Investigaciones Prácticas Comerciales Restrictivas	

	�Firms Involved�N�PP�IM�PR�S��1�Anato�v�v�v�v�v��2�Gasolineras Manizales�v�v�v�v�v��3�Gasolineras de Cali�v�v�v�v�v��4�Sercopav�v�v�v����5�Multillantas-Shell (Competencia Desleal)�v�v�v�v�v��6�Humana�v�v�v�v�v��7�Corp. Registro Nacional de Avaluadores�v�v�v�v�v��8�Satena�v�v�v�v�v��9�Azucar�v�v��v���10�Thomas de la Rue�v�v��v�v��11�Fiberglass-Naviera�v�v�����12�Gasolineras de Bucaramanga�v�v�v�v�v��13�Proteseg�v�v��v���14�Fenditolima�v�v�����15�Gasolineras de Pasto�v�v�v����16�Alaico�v�v�v�v�v��17�Celumovil-Subsidy Loock�v�v��v�v��18�Multillantas Shell (Practicas Comerciales Restrictivas)�v�v��v�v��19�Olimpica 1�v�v�����20�Olimpica 2�v�v�v����21�Acemetal�v�v�����22�E.P.M.�v�v�����23�Adiconar�v�v�����24�Central Hidroeléctrica de Betania y otros�v������25�Coolechera-Ciledco�v������26�Colanta�v���v�v��27�Federación Nacional de Cafeteros�v������28�Cademac�v������29�Granja Santa Anita�v������30�Bavaria�v������31�Ingemac�v������Total��31�23�12�13�13�� Notas: N=   Notificación de apertura de investigación; PP =  Práctica de pruebas; IM=  Preparación de Informe Motivado; PR=  Preparación de Resolución; y S= Resolución definitiva (cierre o sanción)











�CAPÍTULO 6. COSTA RICA

I. Introducción

A principios de 1995, entró en vigencia en Costa Rica la “Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor”, No. 7472, como el conjunto de principios y normas cuyas disposiciones definen y consolidan el marco jurídico que regula, previene y elimina las prácticas comerciales restrictivas, monopólicas y otras conductas que repercuten desfavorablemente en la asignación de los recursos productivos; en la transparencia de los mercados y en las relaciones entre los agentes económicos que intervienen en los procesos productivos y comerciales.

La trayectoria de la Comisión para Promover la Competencia (“La Comisión”), durante éstos primeros siete años, como organismo encargado de velar por la aplicación de la Ley No.7472, se ha concentrado en la actividad preventiva y la actividad sancionatoria. En cuanto a la primera, la Comisión desde sus inicios se ha dedicado a promover una cultura de competencia en el país, concentrando esa labor en los grupos directamente afectados o bien en los grupos de interés, tales como académicos, asociaciones de consumidores, el Poder Judicial, prensa, entre otros. Lo anterior, con el fin de buscar apoyo de estos grupos en la aplicación de la legislación de competencia. Paralelamente, ha realizado una labor preventiva, emitiendo opiniones en materia de libre competencia y concurrencia respecto de leyes, decretos, proyectos y demás actos administrativos, así como sobre determinadas conductas de los agentes económicos, con el propósito de prevenir la comisión de prácticas monopolísticas y otras concentraciones prohibidas.

Por otra parte, la labor sancionatoria se ha llevado a cabo a través de la protección del proceso de competencia y libre concurrencia. Al respecto, debe señalarse que desde sus inicios en agosto de 1995 a la fecha, la autoridad de competencia costarricense ha conocido más de 430 casos iniciados de oficio o por denuncia de los agentes económicos. 

Ahora bien, debe señalarse, que durante éstos primeros años, la labor se ha enfocado fundamentalmente, a la investigación de las prácticas absolutas u horizontales, en parte por ser éstas las que más daño hacen al mercado. No obstante,  actualmente las investigaciones de oficio se orientan a mercados con altos grados de concentración, ya sea para conocer o sancionar las conductas anticompetitivas o bien para eliminar posibles barreras legales.. 

En cuanto a las sanciones y medidas tomadas, puede señalarse que no solo ha habido un aumento en el número de sanciones impuestas a los agentes económicos, sino también en los montos de las sanciones mismas. Es decir, la Comisión se ha convertido en un ente mucho más represivo, con el propósito de desincentivar efectivamente la realización de prácticas monopolísticas por parte de agentes económicos. Sin embargo, esto no significa que ha dejado, ni que debe dejar de promover la cultura de competencia, simplemente ha orientado a los grupos directamente relacionados con la aplicación de la ley.

II. Recientes Desarrollos Y Cambios Legislativos o De Política

La Comisión como autoridad encargada de aplicar la Ley No. 7472 y su Reglamento; está trabajando en un nuevo proyecto de ley, para reformar algunos de los artículos de la Ley No. 7472. Específicamente, la reforma pretende ampliar el ámbito de aplicación del capítulo de competencia a los agentes prestadores de servicios públicos en virtud de una concesión y otras normas necesarias en materia de fusiones y adquisiciones, entre otros.



III. Aplicación De Las Leyes Y Políticas De Competencia

El papel de la Comisión ha sido fundamental para el desarrollo de la política de competencia en el país. Algunos de los ejemplos de las acciones que ha tomado este órgano se citan a continuación.

A. Promoción y difusión del proceso de competencia

La Comisión ha realizado una labor de educación y fomento de la cultura de competencia en el país, cuyo fin ha sido modificar los patrones de conducta de los agentes económicos en el mercado, así legitimar la adopción de las normas antimonopolio. Específicamente, las actividades de promoción se han orientado a aquellos grupos directamente relacionados con la actividad de la Comisión. Lo anterior, con el propósito de educar a los costarricenses sobre los derechos que la Ley No. 7472 les otorga en materia de competencia y libre concurrencia.  

Ahora bien, la Comisión como órgano regulador del proceso de competencia debe responder a un sistema de rendición de cuentas que controla y legitima su función. Específicamente, la Comisión debe rendir cuentas ante los Tribunales de Justicia, la Procuraduría General de la República, prensa y demás agentes económicos. No obstante, el problema fundamental de éste control ante los Tribunales de Justicia es que éstos no son órganos especializados en materia de competencia. 



En razón de lo anterior, la Comisión ha realizado una serie de actividades de capacitación dirigidas a grupos e instituciones del sector privado (empresas, cámaras y otras entidades), del sector académico (a nivel de universidades, estudiantes, investigadores, entre otros) y  del sector público (especialmente para funcionarios de la Sala Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, la Procuraduría General de la República, el Tribunal Contencioso Administrativo), asociaciones y organizaciones de consumidores, entre otros sectores. Fundamentalmente, para garantizar que los entes que controlan la labor de la Comisión apliquen correctamente la normativa de competencia y legitimen su labor.



Igualmente, el papel de la prensa ha sido esencial para legitimar la labor de la Comisión. Esto por cuánto los medios de comunicación no solo deben ser los principales comunicadores de la labor de la Comisión, sino que también deben ser su principal crítico. Por tal motivo, parte de la labor de promoción ha sido capacitar a los funcionarios de los medios de prensa. Logrando de esta forma reconocimiento por la labor desempeñada y una mayor cobertura  de los logros alcanzados, principalmente en periódicos y revistas especializadas.



En general, el proceso de divulgación de las disposiciones jurídicas en materia de competencia, también se ha llevado a cabo mediante la preparación y distribución de material informativo como boletines, guías y jurisprudencia, con el propósito de comunicar permanentemente sobre las normas y principios que rigen la legislación de competencia, que ha contribuido a dar mayor transparencia y seguridad jurídica al administrado y a lograr mayor presencia.



B. Protección del proceso de competencia

APLICACIÓN DE LA LEY 7472

La labor de la Comisión en materia de protección de la competencia, se ha centrado en la prevención, investigación y prohibición de monopolios, las prácticas monopolísticas y otras restricciones al funcionamiento eficiente del mercado y a la eliminación de las regulaciones innecesarias para las actividades económicas. Lo anterior, mediante la atención de denuncias, investigaciones de oficio, consultas,  entre otros. Siendo el número de casos tramitados por la Comisión de 1995 al 19 de setiembre del 2002, un total de 430 casos de los cuáles la Comisión ha resuelto un total de 392 casos, el resto se encuentra en proceso de resolución. En ese aspecto, los resultados han sido muy satisfactorios debido a que el tiempo de espera y  de resolución de los casos ha disminuido, con excepción de algunos de ellos que por aspectos de procedimiento se encuentran en trámite. 

En cuanto a las sanciones y medidas, puede señalarse que no sólo ha habido un aumento en el número de sanciones impuestas a los agentes económicos, sino también los montos de las mismas sanciones.

Figura 1. Monto de las Multas por Año (1995-2001)
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 Fuente: Unidad Técnica de la Comisión para Promover la Competencia 

Figura 2. Número de Agentes Económicos Sancionados (1995-2001)
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Fuente: Unidad Técnica de la Comisión para Promover la Competencia 



Ahora bien, de acuerdo a las facultades de la Comisión, ésta ha emitido opinión en materia de competencia y libre concurrencia, respecto de leyes, reglamentos, acuerdos y demás actos administrativos, en más de 26 casos entre el 2001 y 2002. Lo anterior, significa que durante sus años de trabajo, en primer lugar, la Comisión ha mantenido una mayor coordinación con el Poder Ejecutivo, la Comisión Nacional de Desregulación, la Procuraduría General de la República, la Superintendencia de Pensiones y otras instituciones afines. En segundo lugar, ha permitido realizar recomendaciones sobre cómo promover u orientar las regulaciones existentes en diversos sectores económicos muy concentrados, tales como energía eléctrica, telecomunicaciones, seguros, transporte, entre otros.

C. Resumen de casos 

Todos los casos resueltos durante éstos años merecen especial atención, dada la trascendencia e impacto que tuvo cada uno de ellos en el mercado, en beneficio del proceso de competencia y de los consumidores.  No obstante, para ilustrar la labor de la Comisión, entre los pronunciamientos más relevantes.

a) Casos relacionados con la aplicación de las normas antimonopolio

Caso de empresas de transporte terrestre de contenedores: Algunos agentes económicos del sector de transportes publicaron un campo pagado en un medio informativo, con el fin de comunicar la fijación de las tarifas para los servicios de transporte terrestre de contenedores para el comercio exterior, en aras de elevar el precio de venta del servicio de transporte terrestre en dólares en un 13.5% y en colones en un 16.5%. 

La decisión final de la Comisión para Promover la Competencia fue imponer a los agentes económicos involucrados las sanciones respectivas, por violación al artículo 11 inciso a) de la Ley No. 7472, que establece las prácticas monopolísticas absolutas.  De conformidad con lo dispuesto por el artículo 26 de la Ley No.7472, y después de valorados todos los criterios dentro del rango de 0 a 680 salarios establecidos en el artículo 25 inciso e), se impuso como sanción, a los 13 agentes económicos implicados en este procedimiento multas que van desde los 16 hasta los 140 salarios mínimos.

Además, se le ordenó a una de las empresas involucradas a que se abstuviera de realizar actos contrarios a la libre competencia, o participar en actos prohibidos por la legislación de competencia.

Caso de derechos exclusivos de transmisión: La Comisión ante los indicios existentes contra varias empresas televisivas por la venta de los derechos exclusivos de transmisión de los festejos de fin de año, abrió procedimiento administrativo ordinario, por la realización de posibles prácticas contrarias a las disposiciones contenidas en el artículo 11 incisos a) b) y d) de la Ley N° 7472. Lo anterior, por la supuesta distribución del mercado, por la presunta fijación en las tarifas de las televisoras y por un supuesto acuerdo en la licitación por los derechos de transmisión.

Por resolución de las diecisiete horas de la Sesión Ordinaria 37-00 del 10 de octubre del 2000, la Comisión absuelve a todas las partes denunciadas en este procedimiento, al considerar que la oferta de uno de los agentes económicos en la que participaban los canales 4, 6, 7, y 9 de televisión no violaba el artículo 11 de la Ley No. 7472.

Lo anterior por cuanto el acuerdo de las empresas denunciadas en el caso bajo investigación, no tipifica lo establecido por el inciso d) del artículo 11 de la Ley N°7472, que contempla como uno de los elementos del tipo el establecimiento, la concertación o la coordinación de las ofertas de cada agente económico competidor entre sí, siendo que en el caso en concreto no existió una oferta por cada agente económico, sino una única oferta presentada por un  grupo de empresas. Así, aún cuando la ley permite la presentación de ofertas conjuntas o en consorcio, la Comisión consideró que la administración está en capacidad de estipular las condiciones del cartel o pliego de condiciones y puede no autorizar aquel tipo de ofertas que puedan serle perjudiciales.  En otras palabras, la Comisión consideró que la Administración debería promover y proteger la competencia y libre concurrencia en este tipo de procedimientos con el propósito de obtener el mayor número y la mejor calidad de las ofertas posibles.

Por ello, en aras de fortalecer la competencia y libre concurrencia y con el fin de que la Administración pueda escoger la mejor oferta presentada, la Comisión recomendó a la Comisión de Festejos Populares que procurara que el mayor número de posibles agentes participen en las licitaciones que se llevan a cabo, con el fin de que la competencia entre estos, permita que la Administración tenga un mayor número de opciones para satisfacer sus intereses.

Mercado de compra de cueros: La Comisión ante la presencia de indicios de un presunto acuerdo entre varias empresas curtidoras para fijar el precio máximo para la compra de cuero tipo C, procedió a abrir un procedimiento ordinario administrativo, contra las empresas y sus representantes, por la realización de posibles prácticas contrarias al artículo 11, inciso a) de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, que establece las prácticas monopolísticas absolutas.

Después de realizado el debido proceso, la Comisión determinó por resolución de las 17:30 horas de la Sesión Ordinaria N° 43-00, del 21 de noviembre del 2000, sancionar a todas las partes denunciadas en este procedimiento, tanto a las personas jurídicas, como a las personas físicas con multas que van desde ¢3.833.060,00 (55 veces el salario mínimo) hasta ¢139.384,00 (2 veces el salario mínimo). Lo anterior por cuanto la Comisión para Promover la Competencia consideró que la fijación del precio máximo para la compra de cuero tipo C, en $ 6 (seis dólares), violaba el artículo 11 de la Ley 7472.

Finalmente, de conformidad con el artículo 25 inciso h), las personas físicas que participaron directamente en las prácticas monopolísticas, en representación de personas jurídicas o entidades de hecho o por cuenta y orden de ellas, fueron sancionadas con multas que van desde 2 hasta 8 salarios mínimos.

Cámara Nacional de Industriales del Arroz y otros: La Comisión para Promover la Competencia en el artículo cuarto del acta de la Sesión Ordinaria número 31-99, celebrada a las 17:30 horas del 14 de diciembre de 1999, modificado posteriormente mediante acuerdo que consta en el artículo tercero del acta de la Sesión Ordinaria número 04-00, del 25 de enero del año 2000, acordó abrir de oficio un procedimiento ordinario administrativo contra varias empresas del sector industrial arrocero por la comisión de prácticas monopolísticas.

Específicamente, el caso se siguió por presuntas violaciones a los artículos 11 inciso b), 12 incisos e) y g) de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, por un acuerdo para no comprar arroz a los productores nacionales, y por presionarlos con el fin de no permitir el acceso al mercado de otros agentes económicos, abrió  por un supuesto acuerdo para no procesar, comercializar, ni almacenar el arroz originario de los Estados Unidos de Norteamérica, el cual se pretendía importar en esos momentos. 

Mediante resolución adoptada en el artículo octavo del acta de la sesión ordinaria número 22-01 celebrada a las 17:30 horas del 26 de junio del 2001, la Comisión para Promover la Competencia dispuso imponer sanción de multa a las empresas del sector industrial arrocero que participaron en los hechos investigados al considerar que habían incurrido en la comisión de prácticas monopolísticas absolutas. También se tuvo por comprobada la comisión del boicott, no obstante, por concurso ideal de infracciones, se sancionó únicamente la práctica monopolística absoluta.

Los principales hechos que se tomaron en cuenta en la resolución final del caso del arroz. 

Las conductas que tipificaron en las prohibiciones establecidas en la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, Ley Nº 7472, en el tanto los acuerdos adoptados y los campos pagados publicados en diarios de circulación nacional, estaban destinados a limitar la oferta dentro del mercado, al tratar de impedir el ingreso de producto al país.�

El hecho de realizar un acuerdo entre competidores con el propósito de restringir la oferta es en sí misma una infracción administrativa que generara efectos anticompetitivos. (art. 11 prácticas absolutas).

 Con relación a la figura del boicot (art. 12 inciso e )�, se determinó que la conducta tuvo el objeto de limitar la competencia y libre concurrencia al ejercer presión sobre  los productores nacionales para que éstos presionaran al gobierno de manera que se impidiera la importación.

La Comisión para Promover la Competencia acordó sancionar a varios agentes económicos por la comisión de prácticas monopolísticas absolutas artículo 11, inciso b) y prácticas monopolísticas relativas artículo 12, inciso e) de la Ley No. 7472. Asimismo, se establecieron sanciones a personas físicas de acuerdo al artículo 25 inciso h) de esa Ley.

b) Opiniones en materia de competencia

En materia de desregulación económica, la Comisión ha trabajado conjuntamente con la Comisión Nacional de Desregulación en la prevención y eliminación de todas aquellas regulaciones que constituyen barreras de entrada a los mercados de bienes y servicios.  Paralelamente a la labor de la Comisión Nacional de Desregulación, se realizaron una serie de estudios que tuvieron como resultado concreto la eliminación de barreras a la entrada. Entre ellos, se citan los siguientes:

Criterio de la Comisión para Promover la Competencia, respecto a las concesiones en la administración pública: La Comisión para Promover la Competencia en el artículo quinto de la sesión ordinaria 25-02 del 03 de setiembre del 2002, emitió criterio sobre los procedimientos de concesión administrativa

Específicamente, los aspectos que se desarrollaron en el análisis fueron los siguientes: 

La distinción entre mercados competitivos y no competitivos. 

La regulación de entrada de los agentes al mercado según el tipo de mercado.

El control de las prácticas anticompetitivas y de fusiones.

De manera que,  la Comisión concluyó lo siguiente:

1) Existen mercados competitivos y mercados con características de monopolio natural. Aún dentro de un mismo mercado, se pueden distinguir sectores que son competitivos y no competitivos.  No obstante,  se deben procurar mecanismos que promuevan  la mayor competencia que sea posible y para ello es necesario un estudio de mercado que determine, precisamente,  en qué sectores es posible introducir competencia y en cuáles no, antes de que la Administración tome la decisión de otorgar a un determinado agente económico la gestión indirecta del servicio público.

2) La entrada a los mercados competitivos se debe regir por un sistema de licencias, autorizaciones o registros. Es decir, que todos aquellos agentes económicos que cumplan con requisitos de carácter objetivo puedan entrar y competir entre ellos bajo reglas transparentes. Además, en este tipo de mercados no se justifica una regulación de precios sino que éstos deben regirse por las fuerzas del mercado. 

3) En aquellos mercados que no son competitivos la entrada se deberá determinar a través de procedimientos de licitación pública.  Aquí la competencia se va dar en esta etapa. Es importante que los carteles de licitación no contengan condiciones que limiten de forma injustificada la entrada de agentes económicos y que las reglas de participación sean generales y objetivas. En dichos mercados se hace necesaria la existencia de regulaciones económicas y de calidad de los servicios para evitar abusos por parte de los agentes económicos que operan en dichos mercados.  Esta regulación debe procurar asemejar condiciones de competencia, de forma que se estimule al prestador del servicio a ser eficiente y se beneficien los usuarios y consumidores.

4) Sería conveniente someter los procedimientos licitatorios a una evaluación previa de competencia.  Es decir, que se le formule una consulta a la Comisión para Promover la Competencia, con el propósito de establecer normas que promuevan la competencia en estos procesos, especialmente aquellas que se refieren a la posible estructura del sector.

5)Una vez que los agentes económicos han ingresado al mercado, ya sea mediante una licencia, permiso o concesión, se hace necesario un control por parte de la Comisión para Promover la Competencia para evitar la comisión de prácticas restrictivas y para impedir aquellas fusiones, ya sea de carácter horizontal o vertical, que sean perjudiciales a una competencia efectiva.  En ese sentido, se debe aplicar la normativa contenida en el capítulo tercero de la Ley N° 7472 a dichos agentes económicos. Por tanto se debe eliminar las excepciones contenidas en el artículo noveno que excluyen a los concesionarios de servicios públicos de la aplicación de las normas de competencia”.

Barreras Legales en el Mercado Aéreo: La Comisión para Promover la Competencia solicitó a la Unidad Técnica un informe sobre barreras en el mercado de líneas aéreas. Es así como, por acuerdo contenido en el artículo quinto del acta de la sesión ordinaria  No. 24-01 del 17 de julio del 2001,  ésta Comisión acordó lo siguiente:

“A- Se deben eliminar los vacíos en la legislación y las amplias facultades discrecionales de la Administración.

De acuerdo con un estudio realizado por la Unidad Técnica de Apoyo, la legislación nacional vigente no establece parámetros claros respecto de la entrada y salida de nuevos agentes económicos al mercado.  Por tal razón, se recomienda establecer normas precisas en cuanto al tiempo en que la Administración debe resolver el otorgamiento o denegatoria del certificado requerido para explotar ese servicio e introducir criterios técnicos uniformes que limiten la discrecionalidad de la Administración en la tramitación de los certificados respectivos.  Asimismo, deben establecerse plazos definidos para realizar las verificaciones técnicas, para la subsanación de errores o ausencia de requisitos, así como también, plazos definidos sobre la duración de los certificados de explotación.  Actualmente, el hecho de que los plazos sean casuísticos, genera incerteza y quebranta el Mandato Constitucional de respuesta pronta.  Sin duda, la indeterminación de plazos y amplio margen discrecional de la Administración constituyen una barrera a la entrada de nuevos agentes al mercado.

B- Necesidad de liberalizar las tarifas y aplicar normas de competencia.

Actualmente, el marco jurídico en materia de transporte aéreo únicamente permite aprobar las tarifas, y no permite la aplicación de las normas antimonopolios.  Este tipo de regulación no favorece la competencia, sino que por el contrario promueve precios monopólicos.  Es decir, las normas de competencia se consideran la mejor herramienta para gobernar los mercados, por cuanto garantizan una eficiente asignación de los recursos productivos.  Sin embargo, existen ciertos casos de excepción donde es necesario aplicar la regulación directa.  Cuando existen condiciones monopólicas u oligopólicas debe aplicarse este tipo de regulación, con el propósito de replicar los resultados de un mercado competitivo en sectores en donde ésta no opera.  Así por ejemplo, este tipo de regulación se utiliza para regular precios de los segmentos no competitivos, o bien para fijar ciertos estándares técnicos.  De esta manera, ambos tipos de normas se complementan según sea el segmento del mercado o los fines que persiga el regulador.  En todo caso, debe señalarse que la tendencia que se sigue en los países desarrollados en el sector de los servicios públicos, es que las normas de competencia reemplacen a las normas de regulación directa.  Por tal motivo, se recomienda la aplicación de las normas de competencia en el mercado del transporte aéreo, y sólo en casos excepcionales acudir a la regulación directa.

Lo anteriormente señalado, es especialmente importante para evitar que los agentes económicos competidores acuerden precios o bien limiten la oferta de servicios de manera que tengan los mismos efectos de un monopolio en el mercado.  Asimismo, las normas de competencia pueden prevenir la realización de fusiones o alianzas estratégicas que limiten la competencia en perjuicio de los usuarios.  

C - Acceso a las facilidades primordiales que se brindan en un aeropuerto.

Es fundamental establecer procedimientos adecuados para el uso de las facilidades de los aeropuertos.

Bajo la doctrina del “Essential Facilities”, existen ciertos tipos de infraestructura que se consideran una facilidad esencial para la operación de otros servicios y que no puede ser duplicada.  El rehusarse a prestar esa facilidad o bien el no dar condiciones en términos de igualdad ha sido considerado en otros países como una acción anticompetitiva.  El ejemplo típico de este tipo de infraestructura son los puertos y los aeropuertos.  Por tal motivo,  se recomienda que su uso promueva y proteja la igualdad entre usuarios, para no causar ningún tipo de discriminación o limitación para ofrecer un determinado servicio.  

En nuestra legislación, no existen normas expresas que garanticen la igualdad de trato a la hora de utilizar los aeropuertos. Por tal razón, es fundamental implementar un sistema objetivo de adjudicación de los horarios de salida y llegada de los vuelos de manera que se de una coordinación eficiente y un aprovechamiento útil del tiempo y la infraestructura,  sin que se discrimine injustamente a ninguna aerolínea.  Actualmente, la ausencia de procedimientos escritos, aprobados y disponibles para el público interesado, para el otorgamiento de rampas de abordaje, tiempos de aterrizaje y despegue, espacios de registro de pasajeros y espacios para centralizar las maniobras de servicio de despacho de vuelos podrían implicar una barrera de entrada, así como un trato discriminatorio de los distintos agentes económicos.

Finalmente es importante destacar que el  mercado del transporte aéreo de personas se encuentra altamente concentrado y el origen de esa concentración, en gran parte se debe a las barreras legales existentes, principalmente porque no existen parámetros claros y objetivos que permitan a cualquier agente económico entrar al mercado.

Derogatoria tácita del artículo 42 de la Ley de Creación de la Oficina del Arroz, Ley N° 7014 del 28 de noviembre de 1985: La Comisión solicitó el criterio legal de la Procuraduría General de la República, en relación con la vigencia y eventual derogatoria tácita del artículo 42 de la ley 7014, Ley de Creación de la Oficina del Arroz, debido a que dicho artículo limitaba la competencia y libre concurrencia en el mercado del arroz.  

Lo anterior por cuanto, dicho artículo prohibía el procesamiento de arroz que no fuera de un productor nacional.  Además, la norma concedía un trato absolutamente desfavorable y distintivo entre el producto nacional y el importado, estableciéndose una limitación cuantitativa a la importación de arroz.  

Por su parte, la Procuraduría General de la República mediante documento C-012-200 emitió el dictamen respectivo, considerando que el artículo 42 de la Ley No.014 no se encontraba vigente por cuanto establecía una discriminación entre el producto nacional y el importado. 

�c) Opiniones sobre proyectos de ley

Criterio de la Comisión para Promover la Competencia sobre el Proyecto de Ley, Expediente Legislativo No. 13628 “Creación de la Corporación Arrocera”: El Proyecto de Ley No. 13628  “Creación de la Corporación Arrocera Nacional”, persigue la transformación de la Oficina del Arroz, en una institución con personería jurídica, patrimonio propio, autonomía presupuestaria, administrativa y funcional bajo un régimen de derecho público no estatal, que tendría bajo su responsabilidad la promoción de la actividad arrocera en general, mediante una activa participación de los productores y beneficiadores del arroz.

En torno a ese proyecto, las autoridades del Ministerio de Economía, Industria y Comercio solicitaron el criterio a la Comisión, emitiendo opinión en el sentido de que no es conveniente que se le otorgue a un órgano integrado por agentes competidores entre sí, algunas facultades que podrían llegar a constituir prácticas monopolísticas establecidas en la Ley No.7472.

La Comisión consideró también que el artículo 5 de la Ley No. 7472, establece que las regulaciones de precios únicamente proceden en los siguientes supuestos:

En situaciones de excepción y en forma temporal.

En el caso específico de condiciones monopolísticas y oligopolísticas de bienes y servicios, mientras se mantengan esas condiciones.

Sobre este tema, la Comisión consideró que el proyecto contiene normas que limitan el proceso de competencia y libre concurrencia en el mercado del arroz, por cuanto podrían inducir a los agentes económicos a actuar coordinadamente para fijar un precio, o a comportarse como un verdadero monopolio, y por consiguiente tener los mismos efectos perjudiciales en la economía. Además, se consideró que podrían generarse acuerdos y regulaciones contrarias a los intereses del consumidor.

Por último, la Comisión consideró que los cambios que se requieren en el mercado del arroz, en beneficio del consumidor, tienen que ver fundamentalmente con la reducción de aranceles. 

IV. Asuntos Internacionales

En el desarrollo y consolidación del proceso de competencia,  la cooperación internacional bilateral y multilateral ha sido un elemento primordial, como herramienta de trabajo y como mecanismo facilitador de insumos. En ese aspecto, se gestionaron proyectos de cooperación técnica bilateral con otras agencias de competencia, particularmente con México y Chile. 

Asimismo, ha participado en otras actividades como: seminarios, foros, conferencias con autoridades de competencia de otros países como Estados Unidos, Brasil, Venezuela, Perú, México, Panamá, Colombia.

Aunado a lo anterior, las relaciones de cooperación con otras fuentes cooperantes ha sido primordial para el desarrollo de la capacidad institucional de las agencias de competencia, en materia de derecho y política de competencia. Fundamentalmente, eso se ha logrado a través del vínculo de la Comisión con el Ministerio de Comercio Exterior y mediante la participación que ha tenido en foros promovidos el Acuerdo de Libre Comercio de las Américas (ALCA),  la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD), la Organización Mundial de Comercio (OMC), Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (OECD), la Conferencia Económica para América Latina (CEPAL), entre otras fuentes. 

Finalmente, Costa Rica y Canadá recientemente aprobaron un Tratado de Libre Comercio, en el que se incluye un capítulo sobre políticas de competencia.

El capítulo define principios  mínimos que cada Parte debe respetar y establece como mecanismo de cooperación la notificación sobre prácticas que afecten a la otra Parte, así como el intercambio de información. Asimismo, establece un sistema de consultas y la posibilidad de establecer convenios de asistencia técnica.



�CAPÍTULO 7. JAMAICA

El presente capítulo está destinado a destacar el desempeño de la Comisión de Comercio Leal (FTC, por sus siglas en inglés) durante el año fiscal 2001/2002, así como delinear el eje central en el año fiscal 2002/2003.

I. Introducción

La FTC fue creada en 1993 con el propósito de administrar la Ley de Competencia Leal (FCA). Esta ley dispone el mantenimiento y fomento de la competencia en la conducción del comercio, negocios y suministro de servicios en Jamaica. La competencia redunda en la asignación óptima de escasos recursos, al tiempo que garantiza la oferta para la venta a los precios más bajos de bienes y servicios de la más alta calidad. Igualmente, vela por que existan los mayores incentivos para la innovación y el desarrollo de los productos. La labor de la FTC es determinante en el logro de estos objetivos.

Para el año fiscal 2001/2002, la Comisión estableció como prioridad los siguientes programas:

Investigar las denuncias y procurar soluciones amigables en la medida de lo posible. Obtener comisiones mediante el uso de los Acuerdos de Consentimiento, asistir en los costos de compensación.

Entablar acciones legales en relación con aquellas denuncias para las cuales no se prevea ningún arreglo judicial y concluir los asuntos legales ante los tribunales.

Supervisar estrechamente los sectores de mobiliario, aparatos eléctricos, computación y vehículo automotor.

Preparar y divulgar comunicados, opiniones y directrices. Desarrollar y ejecutar campañas en los medios de comunicación y organizar seminarios, talleres y reuniones.

Reunirse con los entes empresariales, grupos comerciales e instituciones educativas. Instruir al sector privado (fabricantes y distribuidores) en cuanto a los requerimientos de la FCA y la necesidad de suministrar la información adecuada de los productos y servicios que se ofrecen para la venta, reduciendo de esta manera las infracciones a la Ley. 

Continuar ejecutando las disposiciones de la FAC relativas a la industria de telecomunicaciones.

Realizar estudios a fin de determinar la situación de competencia dentro de sectores industriales específicos, por ejemplo: las industrias petrolera y de alimentos y el sector financiero. Emprender el examen de las solicitudes de autorización de las Juntas de productos de la cesta básica y demás entes empresariales.

Participar en, y organizar los foros apropiados para los diseñadores de políticas dentro del Gobierno. Celebrar reuniones con diversas asociaciones, instituciones educativas y otros organismos gubernamentales y asesores técnicos en el sector público.

Participar en las deliberaciones del Grupo de Negociación sobre Política de Competencia del ALCA (GNPC).

Participar en las reuniones del Grupo de Acción Intergubernamental de CARICOM respecto a la culminación del Protocolo VIII relativo a las reglas de competencia.

Brindar apoyo técnico en el desarrollo del Protocolo IX de CARICOM sobre Solución de Controversias.

II. Avances Recientes Y Cambios Legislativos Y De Política

A guisa de actualización en torno a los avances relativos al marco legal, la Comisión ha estado en procura de reforzar la ley en una serie de aspectos:

 En julio de 2001, se impartieron al ministerio correspondiente las instrucciones sobre redacción, donde se abordan las enmiendas a los Reglamentos de Notificaciones y Procedimientos de 2000. El objetivo consiste en uniformar y legitimar los procedimientos que se seguirán cuando se presente una denuncia ante la Comisión.

Se adoptaron enmiendas legislativas a la Ley de Competencia Leal, de fecha 21 de agosto de 2001 a fin de, entre otros aspectos:

Ampliar la definición de “documentos” para adecuarse a la definición actual conforme a la Ley de Pruebas. Así, los mapas, planos, fotografías, discos, cintas, bandas sonoras, películas, etc. pueden admitirse en calidad de pruebas en un caso que se entable ante la FCA.

Extender el alcance de “venta condicionada” para incluir los servicios.

Presentar ante la jurisdicción del Magistrado Residente, los delitos tales como:

obstruir, prevenir o impedir una investigación;

destruir o alterar algún documento, registro o

         artículo que deba producirse;

suministrar a la Comisión

         información falsa o engañosa;

abstenerse de asistir y presentar pruebas ante la

         Comisión;

abstenerse de suministrar información.

iv) Permitir que la Comisión realice investigaciones en aquella conducta que no sólo tenga el efecto de disminuir considerablemente la competencia y sea engañosa para el público, sino que tenga los efectos antes mencionados.



(c) Conforme a la adopción en junio de 2001 de la enmienda a la FCA para eliminar el elemento de intención en la disposición que rige la venta por encima del precio publicado, en diciembre de 2001 se impartieron instrucciones para la promulgación de los reglamentos correspondientes. 

Si bien el estatuto pertinente requiere que el vendedor / publicista de los bienes en una venta tenga cantidades razonables para satisfacer la demanda, el Parlamento dicta que se establezcan en los reglamentos los criterios para determinar la “razonabilidad”.

Generalmente, se fijó un máximo de 500.000 dólares para las multas por tales transgresiones y el término de la prisión se redujo de un máximo de cinco años a un máximo de un año. Aun cuando el Senado requiere el establecimiento de los reglamentos para respaldar la sección 40 que trata la “Venta a precio de ocasión”, la Comisión elaboró instrucciones de redacción y las presentó ante el Ministerio de Industria, Comercio y Tecnología (MICT) en diciembre de 2001.

En un esfuerzo por mitigar el efecto del dictamen pronunciado por el Tribunal de Apelaciones en el caso de la Bolsa de Jamaica vs. Comisión de Comercio Leal, y permitir que la Comisión funcione con cierto grado de efectividad, se consideraron ciertos ajustes a los Reglamentos de competencia leal de 2000 (Notificaciones y procedimientos). En julio de 2001, se presentaron al MICT las instrucciones de redacción. En noviembre de 2001 se sometió a la revisión y comentarios de la Comisión un primer borrador. En diciembre de 2001 se transmitieron al MICT los comentarios y dudas, y se recibió una respuesta en enero de 2001.

La necesidad de lineamientos definidos en la realización de las investigaciones se había hecho perentoria, por lo que las instrucciones para la enmienda de los Reglamentos sobre notificaciones y procedimientos se incorporaron en las enmiendas que se llevaban a cabo.

Se reconoce que la Ley de competencia leal deberá reestructurarse en su totalidad y enmendarse en un futuro no muy lejano. En ausencia de tal reformulación, la labor de la Comisión seguirá estando severamente obstaculizada.

III. Aplicación De Leyes Y Políticas De Competencia

A. Casos investigados

Durante el lapso comprendido entre el 01 de abril de 2001 y el 31 de marzo de 2002, la Comisión investigó un total de 826 casos y concluyó 273 de ellos. (Ver Cuadro 1 para los detalles de los casos investigados y cerrados).

En la misma tendencia de los períodos anteriores, las cifras revelan que los casos de supuesta propaganda engañosa representaron la mayoría de las materias investigadas por la FTC, lo cual comprendió casi el 70% de todos los casos tratados. Gran parte de los casos concernientes a propaganda engañosa se entablaron contra proveedores de autos usados, minoristas de mobiliario o artefactos eléctricos y minoristas de computadoras que hacían uso de promociones de mercadeo que atraen, pero en ocasiones despistan a los consumidores.

Los casos “no cubiertos por la FCA” conformaron la segunda categoría más prevaleciente de las investigaciones, representando aproximadamente 17% de los casos investigados.

En comparación con las categorías anteriores, cada uno de los demás tipos de casos representó un porcentaje relativamente pequeño de las materias examinadas. Por ejemplo, las solicitudes de dictamen representaron menos de 4% de todo el conjunto de casos, mientras que el abuso de dominio constituyó aproximadamente 2%.

La categoría denominada “otros delitos contra la competencia” representó el 3% de las investigaciones que se emprendieron durante el período, mientras que la categoría de “venta por encima del precio publicado” fue de aproximadamente 1%.

Todas las demás categorías estuvieron por debajo del 1%. Las solicitudes de información representaron 0,5%; las solicitudes de autorización, 0,5%, en tanto que los casos de restricción de mercado comprendieron 0,4% de todas las materias investigadas.

No hubo casos de doble marcaje o venta condicionada durante el período, ya que los comerciantes parecieron reconocer las estipulaciones de la FCA con respecto a estos delitos.

 B. Tasas de resolución

En términos generales, la Comisión completó exitosamente un 33% de los casos investigados durante el período. La reducida tasa de resolución es consecuencia del mayor número de casos que se recibieron e investigaron durante este lapso. El número de casos recibidos ha aumentado en 101% de 275 el período pasado a 553 en la actualidad. (La Figura 1 indica el incremento en el número de casos recibidos, clasificados por violación de alguna norma).

La propaganda engañosa, que representó la mayoría de los casos investigados por la FTC durante el período actual, arrojó unan tasa de resolución bastante baja de 23%. Tal como se señalara anteriormente, esto se debe al aumento en el número de casos recibidos en la actualidad. El número de casos atendidos en esta categoría se elevó en 169%.

Hubo altas tasas de resolución en los casos no cubiertos por la FCA (NA), las solicitudes de información y las solicitudes de dictamen. Los casos se procesaron de manera expedita a fin de enrumbar a los denunciantes por el camino correcto mediante el cual pudieran obtener asistencia y recibir el asesoramiento experto de la Comisión en distintas materias de interés. De los casos investigados, un 61% de estos NA; 50%  de las solicitudes de información y 63% de las solicitudes de dictamen se resolvieron durante el período bajo revisión.

C. Principales casos investigados

La Comisión llevó adelante una serie de materias en los tribunales durante el año fiscal 2001/2002 y continuó ejecutando las disposiciones de la FCA, específicamente las relacionadas con la industria de telecomunicaciones. La Comisión entabló juicios contra Shell Company Limited (Jamaica), Pyramid Roofing Systems, Airtight Security Limited, SBH Holdings Limited y Forest Hills Venture Limited. Los tribunales se han pronunciado en todos los casos, a excepción del de la Shell.



C.1	Arreglos extra judiciales

Challenger Transport Company Limited: El informante presentó una denuncia ante la Comisión alegando que el 6 de julio de 1999, adquirió un auto Chevrolet Joy, el cual, según el demandado, era un modelo de 1999. En el avalúo del auto, se reveló que se trataba de un modelo de 1998.

Tras una investigación por parte de la Comisión y una reunión celebrada el 27 de julio de 2001 con la participación del demandado y de un representante de los fabricantes del auto, el demandado admitió que el vehículo, vendido como modelo de 1999, era de hecho de 1998 y que su conducta representaba una violación a la Sección 37 de la FCA.

Se negoció un Acuerdo de Consentimiento entre la FTC y Challenger Transport Company en octubre de 2001, mediante el cual Challenger convino en pagar al informante, en el transcurso de 30 días contados a partir de la fecha del acuerdo, la suma de cuarenta mil dólares ($ 40.000,00). Ésta representa la diferencia en el costo de los modelos 1998 y 1999, junto con el interés compuesto a la tasa anual de 20% desde la fecha de compra hasta la fecha real de pago, así como honrar los costos de la Comisión por la cantidad de sesenta mil dólares ($ 60.000,00).

Instituto de Ciencias Administrativas (IMS): Los informantes alegaron que, confiados en una propaganda publicada por IMS, se inscribieron en un curso de Administración hotelera y hospitalidad, que impartía el mismo IMS. Con la orientación pertinente el 24 de marzo de 1999, un miembro del personal informó a los estudiantes que el curso se acreditaba y era transferible a las instituciones de educación superior tanto locales, como extranjeras, lo cual concordaba con la información contenida en el aviso publicitario. Luego de comenzar el curso el día 30 de marzo de 1999, los informantes se encontraron con que el mismo no se acreditaba a la Universidad de Tecnología, ni a ninguno de los colegios universitarios en los Estados Unidos, como se alegaba.

La Comisión investigó y concluyó que la conducta del demandado en las materias cuestionadas constituía una violación de la Sección 37 (1) (a) y (c) de la FCA. Las partes están ejecutando un acuerdo para indicar que el demandado ha (a) modificado el aviso publicitario para que refleje claramente qué quiere decir por convalidación y acreditación versus inscripción; (b) presentado sus disculpas ante los informantes, y (c) pagado a la Comisión la suma de veinticinco mil dólares ($ 25.000,00) por los costos incurridos.

C.2	Materia judicial

FTC versus Pyramid Roofing Systems: La FTC atendió una denuncia contra Pyramid Roofing Systems. La informante alegó que, de acuerdo a una propaganda en las páginas amarillas del directorio telefónico para los años 1997-1998, contrató al demandado para que instalara un nuevo techo en su casa, pero el trabajo fue mal hecho. El resultado fue una serie de goteras y un aspecto del techo bastante deplorable.

La FTC entabló una moción cautelar ante la Corte Suprema en procura de una declaración que estableciera que el demandado había violado la Sección 37 de la Ley de Competencia Leal. El 12 de junio de 2001, la Corte atendió la materia, concedió la declaración y dictaminó que el demandado pagara a la Corona la cantidad de 700.000,00 dólares.

FTC versus SBH Holdings Limited & Forest Hills Joint Venture Limited: Los informantes alegaron que le habían comprado a los urbanizadores del demandado unas viviendas después de leer volantes y folletos que prometían, entre otras instalaciones,  piscina, cancha de tenis y un club social. Las instalaciones nunca se materializaron.

El Juez James atendió la materia los días 27 y 28 de septiembre de 2001. Se reservó el dictamen.

FTC versus Airtight Security Limited: La FTC alegó violación de la Sección 37 de la Ley de Competencia Leal (FCA) por parte del demandado, ya que no honró la garantía dada por las compuertas electrónicas. Los informantes, propietarios de un complejo residencial, habían pagado al demandado más de quinientos mil dólares ($ 500.000,00) para la instalación y mantenimiento de las compuertas.

El Juez James atendió la materia el día 28 de septiembre de 2001. El demandado no compareció ni fue representado. El Juez dictaminó que el demandado incurrió en violación de la FCA e impuso una multa de cien mil dólares ($ 100.000,00).

FTC versus Shell Company (Jamaica) Limited: Los informantes alegaron que el demandado celebró un acuerdo de distribución, cuyos términos son anti competitivos, por lo que va en contra de ciertas disposiciones de la Ley de Competencia Leal.

El día 20 de septiembre de 2001 se entabló una moción cautelar ante la Corte Suprema contra el demandado. El día 6 de diciembre de 2001 se atendió la materia, pero se aplazó indefinidamente para que el demandado pueda responder con declaraciones juradas. El asunto volverá a registrarse.

D. Principales investigaciones en proceso

Actualmente se realizan investigaciones en los sectores cervecero, de loterías, telecomunicaciones y seguros de salud.

IV. Participación En El Desarrollo De Políticas Comerciales 

Durante el año fiscal 2001/2002, se invitó a la FTC a que formara parte del Equipo de Comercio y Ajuste de Jamaica (JTAT) debido al papel determinante que desempeña la Comisión en la política comercial. JTAT está adscrito al Ministerio de Relaciones Exteriores y Comercio Exterior, y está conformado por el Ministro de Comercio Exterior, así como por representantes de los sectores público y privado, la Maquinaria Regional de Negociación/CARICOM, la sociedad civil y el gobierno local.

En términos generales, su mandato consiste en examinar las implicaciones que tiene el Acuerdo de Cotonou en las políticas y evaluar la eficacia de las medidas que se adoptarán para mejorar la competitividad de Jamaica.

Ajuste significa, entre otras cosas, que deberá alentarse al sector privado a que emprenda actividades que creen nuevos tipos de producción mediante los cuales sus nociones de propiedad permitan la diferenciación de los productos, les brinde riquezas y le proporcione ventaja competitiva. Todo ello se interpretará en el sentido de que el respaldo al sector privado deberá contribuir a los siguientes aspectos:  

que las empresas no competitivas y su mano de obra se retiren de manera ordenada cuando no haya perspectiva de supervivencia;

que las nuevas compañías o actividades alcancen oportunamente la capacidad competitiva;

que las compañías existentes puedan ajustarse y seguir siendo competitivas para que puedan respaldarse.

Los tipos de apoyo pueden variar desde la infraestructura de facilitación hasta la capacitación y perfeccionamiento de los trabajadores.

La Comisión contribuyó con las deliberaciones mediante la presentación de un documento que resalta la diferencia entre los enfoques tradicionales a la política comercial y una nueva política comercial, tal como lo dicta el “ambiente mundial en franca transformación”. A guisa de respuesta oral presentada en un seminario, la FTC (a) subrayó la necesidad de que la economía se enfoque preferiblemente en los productos de valor agregado más que en los productos primarios; (b) cuestionó las implicaciones de los intentos de Jamaica por obtener las concesiones en el mercado mundial cuando éstas se procesen, y (c) expresó la opinión de que deberá velarse porque las multinacionales que ingresen a Jamaica se adhieran a la política de competencia, en lugar de quedar exentas.

De conformidad con su mandato, la JTAT continúa facilitando las deliberaciones, a partir de las cuales puede recopilarse una muestra representativa de puntos de vista y recomendaciones, y la FTC continúa asistiendo a las reuniones de la JTAT, al tiempo que contribuye al tratamiento de la nueva política comercial de Jamaica.

V.  Otros Temas  

A. Programas de concientización pública y campañas publicitarias

La FTC prosiguió informando y educando al público sobre los temas relacionados con la ley y la política de competencia. Para el año fiscal 2001/2002, la Comisión emitió lineamientos y pronunció dictámenes con respecto a (a) Mustang Ltd. por servicios de inspección a vehículos automotores; (b) el Programa Nacional de Infraestructura de Calidad; (c) la compra de autos usados; (d) esquemas de pirámide; (e) compra de artículos deteriorados; (e) compatibilidad de los instrumentos en la prestación de servicios de telefonía móvil con la red C&WJ o Digicel; política de reembolso a los comerciantes; (g) propuesta de programa de emergencia de vehículos automotores de la British Caribbean Insurance Company; (h) acuerdo de concesión para la privatización del servicio ferroviario y (i) el aeropuerto internacional de Sangster. Igualmente, la Comisión sostuvo reuniones con diversas asociaciones y compañías. Éstas comprenden la National Housing Trust, Courts Jamaica Limited, Red Stripe Limited y la Asociación de Importadores y Distribuidores. Otra serie de actividades de educación al público asumieron la forma de conferencias de prensa, comunicados y avisos, entrevistas por radio y televisión, así como seminarios o talleres y discursos pronunciados por el Director Ejecutivo ante clubes de servicios e instituciones terciarias.



El 24 de septiembre de 2001, la Comisión dictó su segunda charla en la “Serie de cátedras Shirley Playfair”. La charla estuvo a cargo de la Sra. Beatriz Boza, presidenta inmediata anterior del Instituto Nacional para la Defensa de la Competencia y la Protección de la Propiedad Intelectual (INDECOPI), el organismo peruano en materia de competencia. La Sra. Boza presentó un informe intitulado “El papel de una agencia de competencia en una pequeña nación en desarrollo”.

Igualmente, la Comisión realizó su primer Día de Sensibilización del Consumidor y Seminario de Comerciantes. El Día de Sensibilización del Consumidor se celebró el 30 de junio de 2001. Las casillas de información en Mall Plaza, 20 Constant Spring Road y en el Centro Comercial Springs, 15 Constant Spring Road, Kingston 10 ofrecieron al público una gran muestra representativa de información valiosa sobre la Comisión y la función que desempeña. El personal interactuó con el público, respondió las preguntas y recibió comentarios sobre la función de la Comisión. Allí también se atendieron las quejas.

El seminario para Comerciantes se llevó a cabo el 7 de noviembre de 2001 en el auditorio de la Corporación Petrolera de Jamaica. El eje central recayó en los asuntos relacionados con el consumidor y los temas abarcados comprendieron el papel y la función de la FTC, publicidad engañosa, venta a precio de ocasión, venta por encima del precio publicado y política de reembolso. Asistieron al seminario miembros de la comunidad empresarial y público en general. La actividad culminó con una ágil sesión de preguntas y respuestas.

El Director Ejecutivo, economistas de trayectoria y funcionarios encargados de las denuncias se presentaron en programas radiales de opinión, tales como Nationwide, The Breakfast Club, Hotline, Straight Talk, The People’s Business y Risky Business. En todo el año se trató una amplia gama de temas. Así mismo, el Director Ejecutivo se presentó en Love Televisión y en el programa Think Tank del Servicio de Información de Jamaica.

La edición correspondiente a diciembre de 2001 del Boletín anual de la Comisión se publicó y distribuyó a diversos grupos de interés.

�B. Asignación presupuestaria

Para el año fiscal 2001/2002, el Ministerio de Industria, Comercio y Tecnología asignó a la Comisión 31,5 millones de dólares. Esto representó un déficit de 6,1 millones de dólares a partir de la solicitud de presupuesto de la Comisión por un monto de 37,6 millones de dólares, lo cual llevó a reformular los programas planeados. El gasto recurrente de la Comisión ascendió a 31,4 millones de dólares para el año, lo que está muy por encima del monto total de 28,5 millones de dólares que asignara el MICT.

C. Resumen de los principales programas para el próximo año fiscal

Para el año fiscal 2002/2003, la Comisión ha establecido como prioridad lo que se presenta a continuación:

Resolver de manera más oportuna las denuncias recibidas respecto a las violaciones de la FCA.

Reducir la incidencia de los casos anti competitivos en sectores específicos al sembrar mayor conciencia mediante la educación al público; reforzar el entendimiento por parte de la Comisión de las razones de las prácticas anti competitivas y emprender estudios sobre actividades anti competitivas.

Influir en la innovación y fomentar las mejoras en los servicios que se prestan a los consumidores, elevando con ello la competitividad entre todos los actores en el mercado. Educar a los fabricantes y distribuidores en torno a la necesidad de suministrar información adecuada y pertinente sobre los productos y servicios que se ofrecen para la venta.

Lograr un mayor nivel de entendimiento de la FTC y la FCA por parte de los consumidores, la comunidad empresarial y los diseñadores de políticas en el gobierno, mejorando con ello la competitividad entre los actores en los diversos sectores. Enfocarse en la comunidad empresarial, educarla en torno a sus responsabilidades para con la FCA, reduciendo así las violaciones a la Ley.

Influir en el Ministerio de Relaciones Exteriores y Comercio Exterior en su búsqueda de determinar la política de competencia de Jamaica, contribuyendo con ello con la formulación de las reglas del ALCA, CARICOM y la OMC en ley y política de competencia.

VI. Estudios Económicos

La FTC completó sus investigaciones en la Junta de la Industria Cocotera (CIB) y la Junta de la Industria Cacaotera. Las investigaciones procuraron determinar si las facultades estatutarias y actividades de las Juntas contravenían la FCA. Las investigaciones apuntaban a dos vertientes: (a) evaluar si las atribuciones y actividades de la Junta son de alguna manera anti competitivas conforme a las secciones 17 (1) y 20 (1); y de ser así (b) efectuar un análisis de conformidad con § 17 (4) y 20 (2). La investigación en la Junta de la Industria Cocotera reveló que aun cuando la Junta tiene derechos exclusivos en el mercado de copra, no se produce ningún efecto anti competitivo. La Investigación en la Junta de la Industria Cacaotera no halló evidencia en torno al abuso de posición dominante en relación con los precios pagados por ésta a los cultivadores, como tampoco ninguna otra forma de abuso de posición dominante, tal como erigir barreras para el acceso al mercado o la influencia dominante en un mercado para sacar ventaja en otro mercado.

Igualmente, la Comisión concluyó las investigaciones en tres (3) denuncias de fijación de precios predatorios contra (a) Telstar Cable Limited, (b) Tank Weld Metals Limited y (c) Super Plus Food Store. Se determinó que la oferta especial extendida por Telstar no constituye un caso de predación, sino que se considera una forma de competencia sana que fuerza a sus competidores a ofrecer mejores tratos que beneficien eventualmente al consumidor, por lo que esta conducta debería alentarse en lugar de prohibirse. (b) En la denuncia contra Tank Weld Metals Limited, se determinó que aun cuando ocupa una posición dominante en el mercado mayorista de clavos en Jamaica, no se evidenció conducta predatoria. (c) Un estudio de las promociones llevadas a cabo por Super Plus Food Store indicó que no satisfacía los criterios de fijación de precios predatorios porque no se había implementado por un tiempo prolongado, como tampoco cubría una gama lo suficientemente amplia de las líneas del producto correspondientes al mercado. En consecuencia, el personal de la FTC no consideraba que pudiera infligir daños reales al proceso competitivo.



VII . Comentarios Y Observaciones

La capacidad de la Comisión de cumplir con su mandato depende en gran medida a su asignación presupuestaria. La misma es insuficiente, lo que obstaculiza severamente la posibilidad de que la Comisión ejecute los programas destinados a informar al público y supervisar las actividades comerciales.

Se pospuso una vez más la contratación de otros dos (2) funcionarios para el equipo técnico de la Comisión. Se trata de un oficial legal y un administrador de sistemas de información. Con el tiempo, a medida que la labor de la Comisión adquiere mayor reconocimiento, ésta ha estado experimentando un aumento fenomenal en su carga de trabajo. El número de casos recibidos se ha elevado paulatinamente de 332 en 1999 a 416 en 2001. Esto ha afectado la eficiencia de la Comisión, tal como se refleja en la reducción de la tasa de resolución de 67% a 34% durante el mismo período. El Oficial Legal es necesario para reforzar la eficiencia y efectividad del Departamento Legal, lo que mejoraría la tasa de resolución y reduciría el tiempo que tarda investigar las denuncias. Se requieren los servicios de un Administrador de Sistemas de Información a fin de acometer las mejoras tecnológicas planteadas ante la Comisión, lo que incluiría el mantenimiento diario del sitio electrónico, la computarización de la biblioteca y el diseño de mejoras en el actual sistema de administración de casos.

La participación en las reuniones del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), CARICOM y en los seminarios internacionales ha estado limitada por el financiamiento insuficiente y la poca experiencia técnica. Los seminarios internacionales constituyen una vía para la capacitación de personal, toda vez que se comparten las experiencias de otros organismos en el ámbito de la competencia y se tratan nuevas ideas. Para el año fiscal 2001/2002, la Comisión no ha podido enviar a ningún representante a las reuniones del ALCA ni a los seminarios internacionales, lo que priva al Ministerio de Relaciones Exteriores y de Comercio Exterior de la orientación tan necesaria en materia de competencia.

Hubo limitaciones en la capacitación de personal y el desarrollo de destrezas en asuntos de competencia en el transcurso del año. Es importante que el personal adquiera un conocimiento cabal del mercado, fuertes nociones laborales de las industrias claves y experiencia acerca del funcionamiento de estas industrias en otras jurisdicciones. Esto es necesario para que las prácticas anti competitivas puedan identificarse e investigarse fácilmente.

Debido a la “novedad” de la economía de competencia en Jamaica, así como en la región del Caribe, las vías para el “desarrollo interno” han estado limitadas. Por consiguiente, la capacidad de la Comisión de abordar las investigaciones a cabalidad y de manera eficiente se ha visto obstaculizada.

Tanto Barbados como Trinidad estañen proceso de instituir organismos de competencia y procuran la asistencia de la Comisión de Comercio Leal. La Comisión no está equipada satisfactoriamente para brindar asistencia técnica, pero lo hace de manera limitada, en la medida de lo posible. Cabe destacar que los organismos fuertes de competencia en los principales mercados de CARICOM aportarán beneficios directos a la región y mayor reconocimiento por parte de los países del primer mundo.

Pese a la asignación presupuestaria, la Comisión trató de mantener su alto nivel de educación al público y campaña publicitaria, así como reforzar sus capacidades técnicas. Las actividades y programas en el transcurso del año fueron de calidad y bien acogidas por el público, por lo que el rendimiento del personal estuvo por encima de las probabilidades.





�Anexo

Cuardo 1. Casos investigados y concluidos para el período comprendido entre el lº de abril de 2001 y el 31 de marzo de 2002��Infracción/Investigación�Investigados*�Concluidos��Abuso de posición dominante�19�6��Solicitud de autorización�4�0��Doble marcaje�0�1��Restricciones del mercado�3�0��Propaganda engañosa�575�131��No cubiertos por la Ley�140�86��Solicitud de información�4�2��Solicitud de dictamen de la FTC�46�30��Venta por encima del precio publicado�9�5��Otros delitos contra la competencia�2�12��Venta condicionada�0�0��TOTAL�826�273��Nota: * Comprende casos de períodos anteriores

�Figura 1. Número De Casos Recibidos

�CAPÍTULO 8.	MEXICO	 

Este capítulo contempla las actividades realizadas por la Comisión Federal de Competencia (CFC) que forman parte de su Informe Anual 2001.

En estricto apego a la Ley Federal de Competencia Económica (LFCE) y su Reglamento (RLFCE), la acción decidida y oportuna de la CFC cubrió durante este periodo la utilización de los instrumentos que promueven el buen funcionamiento de los mercados: la evaluación y sanción de concentraciones, el combate de prácticas anticompetitivas, barreras indebidas al comercio interestatal y, en general, la promoción de un entorno regulatorio favorable a la competencia. 

Recientes Desarrollos y Cambios Legislativos ó de Política 

La LFCE de 1993 y su Reglamento, publicado en marzo de 1998, han demostrado ser herramientas eficaces para proteger el proceso de competencia y libre concurrencia, mediante la prevención y eliminación de monopolios, prácticas monopólicas y demás restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados. Es por esta razón que no han sido necesarias reformas o emisiones de nuevas leyes o reglamentos. 

Estas disposiciones promueven una participación más amplia de los agentes económicos en las investigaciones; mayor precisión en la identificación de las conductas prohibidas y de los actos asociados a las mismas; trámites simplificados sujetos a plazos más cortos y, en el caso específico de las concentraciones, la consideración de las propuestas de los agentes económicos en la corrección de los aspectos anticompetitivos de esas operaciones. 

Adicionalmente, en varias legislaciones sectoriales se han establecido disposiciones en materia de competencia. Estas legislaciones facultan a la CFC para emitir su opinión sobre la existencia o no de competencia efectiva en dichos sectores económicos. Asimismo, la CFC puede determinar si un agente económico tiene poder sustancial de mercado. Una vez hecha la declaración por parte de la CFC, el órgano regulador puede aplicar regulación específica a dichos agentes. 

Esto se traduce en una mayor transparencia; debido a que los agentes económicos tienen mayor certeza sobre las reglas y condiciones aplicables a cada uno de los diferentes sectores.  

Aplicación de Leyes y Políticas de Competencia

En el año 2001 los esfuerzos realizados por la CFC se han incrementado respecto a periodos anteriores, tanto en términos del total de asuntos tramitados como en la complejidad que representa el estudio y análisis de los casos, ya que en mayor medida se han tenido que tomar en cuenta los elementos de juicio y referencias a los mercados internacionales relacionados con las transacciones. 

El total de asuntos iniciados por la CFC, a petición de parte o de oficio, aumentó de 551 en el año anterior a 720 en el año 2001, aumento equivalente a 30%. El número de casos resueltos aumentó de 529 a 600, más del 13%, en el mismo periodo.

�Cuadro 1. Asuntos del  2000-2001

Concepto�2000�2001��Total��Recibidos�551�720��Resueltos1�529�600��En proceso�156�276��Concentraciones��Ingresados e investigaciones de oficio iniciadas�284�324��Concluidos1�276�311��En proceso�52�65��Privatizaciones, concesiones y permisos��Ingresados2�110�107��Concluidos1�99�101��En proceso�19�25��DECLARATORIAS DE PODER SUSTANCIAL Y SOBRE CONDICIONES DE COMPETENCIA EFECTIVA��Ingresados�4�3��Concluidos1�3�3��Pendientes�1�1��PRÁCTICAS MONOPÓLICAS Y OTRAS RESTRICCIONES A LA COMPETENCIA��Ingresados e investigaciones de oficio iniciadas�58�55��Concluidos1�63�64��En proceso�66�57��CONSULTAS��Recibidas�44�39��Resueltas1�39�46��En proceso�11�4��RECURSOS��Recibidos3�51�192��Resueltos�49�75��En proceso�7�124��1 Casos terminados ante la Comisión.

2 Se refiere a participaciones en licitaciones de empresas públicas; asignaciones de concesiones y permisos para explotar bienes del dominio de la nación o la prestación de servicios públicos, así como licitaciones de activos del IPAB y licitaciones privadas.

3 Incluye cuatro casos readmitidos en cumplimiento de órdenes judiciales.��

Durante el 2001, la Comisión admitió 243 notificaciones de concentración y 57 avisos de concentración. Estos últimos están previstos en el artículo 21 del Reglamento de la Ley, el cual simplifica la obligación de notificación prevista en la ley y se aplican a reestructuraciones corporativas de empresas que pertenecen a un mismo grupo de interés. 

La Comisión resolvió 242 notificaciones, cifra superior en un 18.6% al número de casos resueltos en el 2000 (204 asuntos). Todas quedaron resueltas de modo que en ningún caso operó la afirmativa ficta prevista en la fracción III del artículo 21 de la Ley. 

Las actividades en la que se registró un mayor aumento fueron los recursos de reconsideración, con 192 promociones en el 2001. Este aumento representa más de 276% en comparación con los 51 recibidos en el 2000. Entre estos casos, la mayor parte -108 recursos- surgió de declaratorias, por parte de la CFC, sobre condiciones de competencia efectiva en el mercado de gas licuado de petróleo, que cubrió 35 mercados y alrededor de 125 empresas.

De los 192 recursos recibidos, la CFC resolvió 75, que representan un aumento de más del 53% respecto del año previo. En el 34% de los recursos el Pleno de la CFC modificó o revocó las resoluciones, en el 36% confirmó las resoluciones impugnadas, y en el 30% restante desechó o dejó sin materia los recursos. 

En este año la actuación de la CFC tuvo mayor impacto en empresas de bienes de consumo y otros servicios que representan el 63% de los casos resueltos. Los sectores de servicios financieros, de telecomunicaciones y medios electrónicos, ocuparon el 13% de las actividades. El sector de infraestructura, por su parte, significó un 11% de los trámites resueltos. 

Prácticas monopólicas y restricciones al comercio interestatal 

La imposición de restricciones al comercio interestatal por parte de algunos gobiernos locales obstaculiza la integración socioeconómica del país y el mejor aprovechamiento de los recursos. En la mayoría de estas barreras participan organizaciones regionales de productores que obtienen respaldo local en prácticas que dividen geográficamente los mercados y facilitan la manipulación de los precios y la oferta en una determinada región.  

En el 2001, la CFC inició 55 procedimientos para prevenir y evitar prácticas monopólicas y otras restricciones a la competencia. El 92% de éstos fueron resultado de denuncias presentadas por agentes económicos, lo que indica que los esfuerzos de difusión han tenido éxito en dar a conocer los medios de defensa que la LFCE su Reglamento dan a los agentes económicos. 

Prácticas monopólicas absolutas 

Leche pasteurizada: Debido a un anuncio periodístico, publicado en octubre del 2000, sobre un aumento de 50 centavos por litro en la leche pasteurizada en todo el país, la CFC infirió que existían indicios de prácticas monopólicas absolutas en la producción, distribución y comercialización de leche industrializada. Por tal razón, se inició una investigación de oficio por la presunta realización de prácticas monopólicas absolutas, consistentes en una colusión entre agentes económicos participantes en el mercado de la leche procesada, con el fin de fijar su precio de venta. 

A través de la investigación se determinó que había elementos que indicaban que las empresas Lala, Alpura, Pasteurizadora El Nayar, Pasteurizadora y Enfriadora de Lerdo, Monica´s Food, Leche Queen, Latinlac y Ganaderos Unidos incurrieron en prácticas violatorias de los artículos 8º y 9º fracción I de la LFCE, los que prohíben celebrar contratos, convenios, arreglos o combinaciones entre agentes económicos competidores entre sí, cuyo objeto o efecto sea fijar, elevar, concertar o manipular precios. Por lo anterior, dichas empresas fueron emplazadas como presuntas responsables.

La empresa Lala compareció voluntariamente y, con fundamento en el artículo 41 del RLFCE se comprometió a notificar ante la CFC, durante los siguientes tres años, los precios de la leche pasteurizada en cada presentación, así como las fechas y porcentajes de los incrementos correspondientes. Se comprometió además a no realizar con sus competidores contratos, arreglos o combinaciones cuyo objeto o efecto pudiera dar lugar a la configuración de una práctica monopólica absoluta violatoria de lo dispuesto por el artículo 9° de la LFCE. 

Adicionalmente, la CFC impuso a la empresa Lala las siguientes condiciones:

Proporcionar a la CFC los precios a los que compra la leche bronca.

Denunciar ante la CFC la realización de prácticas monopólicas absolutas.

Las empresas restantes se adhirieron a los compromisos aceptados por Lala, con lo cual se dio por terminado anticipadamente el procedimiento de investigación. La CFC encontró que los compromisos eran adecuados y viables para vigilar el funcionamiento del mercado e impedir nuevas prácticas. 

Los compromisos referidos restauraron la competencia y la libre  concurrencia, afianzando la actividad productiva de esta industria, al tiempo que protegen al consumidor, al evitar que se merme su capacidad adquisitiva en la compra de leche y del gran número de sus productos derivados.   

Tortilla: Según el artículo 5°, fracción II, del RLFCE, las recomendaciones emitidas por las cámaras u organizaciones de negocios a sus agremiados con el objeto o efecto de fijar, elevar o manipular los precios son indicios de la existencia de una práctica monopólica absoluta. Estas prácticas se encuentran prohibidas en el artículo 9°, fracción I, de la LFCE.  

En enero del 2000, la CFC tuvo conocimiento de que el Club Cadena Maíz Tortilla, SA de CV (Camato), sugirió a los productores y molineros afiliados establecer el precio de venta del kilogramo de tortillas de maíz en $4.00 pesos en la Ciudad de México. La CFC inició una investigación de oficio para determinar la realización de prácticas monopólicas absolutas.  

Camato es una empresa integrada por productores, molineros y fabricantes de tortilla de masa fresca de maíz. Esta empresa, representa a 17 mil productores y molineros de maíz, que abastecen el 10% del mercado nacional y el 5.8% de las más de 12 mil tortillerías de la Ciudad de México. 

Las tortillerías vinculadas con Camato no constituyen un solo agente económico y son competidoras entre sí. Por tanto, las instrucciones o sugerencias sobre el precio de la tortilla emitidas por esa organización a las tortillerías competidoras son una práctica monopólica absoluta. 

Camato argumentó en su defensa no ser una cámara o asociación industrial, sino una sociedad mercantil. Aunque la naturaleza jurídica de Camato es la de una sociedad de lucro, este hecho no la exime de tener otras características de las asociaciones. Para efectos de los indicios que menciona el Reglamento, Camato fue el vehículo a través del cual se realizó la práctica monopólica. 

Según los recurrentes, el precio sugerido no afectaba el bienestar del consumidor ya que no era exagerado. Sin embargo, la LFCE establece como práctica monopólica absoluta fijar, elevar, concertar o manipular el precio, independientemente de que el precio se eleve o incluso se reduzca.  

Ante los hechos, la CFC resolvió que Camato era responsable de una práctica monopólica absoluta. Ordenó la suspensión de la práctica y le impuso una multa. Asimismo, confirmó su decisión en respuesta al recurso de reconsideración interpuesto. 

Sin acuerdo colusivo, los tortilleros determinarán libremente el precio de las tortillas, con lo cual millones de consumidores de este producto en el área metropolitana del Distrito Federal tendrán opciones para satisfacer mejor su demanda.  

Prácticas monopólicas relativas 

Las investigaciones de conductas que procuran u ocasionan el desplazamiento indebido de agentes económicos, les impiden sustancialmente el acceso a los mercados o establecen ventajas exclusivas, alcanzaron un número sin precedente. Entre éstas, los procedimientos concluidos en firme correspondieron principalmente a casos de distribución exclusiva, negación de trato y depredación de precios. 

Productos Alimenticios

Convenios para limitar el número de competidores en el mercado de producción de tortillas en Yucatán: A través de una investigación de oficio en el mercado de la producción, distribución y comercialización de la harina de maíz para consumo humano, la CFC encontró que la empresa Harinera de Yucatán, subsidiaria de Grupo Industrial Maseca, y las asociaciones de molinos y tortillerías de dos municipios del estado de Yucatán, celebraron en el 2000 convenios que establecían que las industrias de tortilla debían ubicarse a una determinada distancia una de otra. En estos convenios la Harinera se comprometió a no vender maquinaria ni harina a las tortillerías que no cumplieran los acuerdos de ubicación.  

La LFCE prohíbe estos convenios, ya que limitan el número de competidores en un mercado y, en consecuencia, la competencia en precios, calidad y servicio, lo que finalmente restringe las alternativas de compra de los consumidores. 

Harinera de Yucatán argumentó que los convenios celebrados no habían surtido efecto. Sin embargo, la LFCE dispone que los convenios son sancionables por su objeto, aun cuando no hayan surtido efectos. 

La CFC determinó que el mercado relevante estaba constituido por la producción, distribución y comercialización de harina de maíz y masa de maíz. Con el fin de reducir sus costos de distribución, las empresas harineras operan plantas regionales desde donde distribuyen el producto a los consumidores ubicados dentro de esa región. Por esto, se consideró que el mercado en cuestión tiene una dimensión geográfica regional. 

Harinera de Yucatán tiene una alta participación en el mercado relevante por lo que las acciones que pretendía implementar constituyen una importante barrera a la entrada en ese mercado. Aunque Harinera de Yucatán enfrenta a competidores como Minsa y otros molinos, la participación de mercado de cada uno de ellos en la región es menor que la mitad de la de Harinera de Yucatán.  

A pesar de que el maíz se produce en todo el territorio nacional, los molinos de nixtamal, al ser compradores de cantidades de maíz relativamente pequeñas, pueden estar sujetos a fluctuaciones de abastecimiento, precio y calidad del maíz, lo cual los pone en desventaja en relación con los productores de harina de maíz. Por otra parte, las importaciones de maíz de Estados Unidos y Canadá se encuentran limitadas por la aplicación de aranceles elevados.  

Por lo anterior, se concluyó que Harinera de Yucatán tiene poder sustancial en el mercado relevante y por lo tanto es responsable de la práctica monopólica relativa al establecer la distribución exclusiva de bienes o servicios por razón de situación geográfica. 

Al fijar el monto de la multa, la CFC tomó como atenuante que Harinera de Yucatán presentó un compromiso por el cual se obliga a no ejercer acción legal alguna derivada de los convenios celebrados con las asociaciones de molinos y a no negar la venta de sus productos. 

Convenios para la distribución exclusiva de cerveza: �En febrero de 1999, la CFC inició una investigación de oficio en el mercado de la distribución y comercialización de cerveza en el territorio nacional, a fin de determinar si existían prácticas monopólicas consistentes en la celebración de convenios con autoridades estatales, municipales y ejidales entre otras, para la distribución exclusiva de cerveza. Los convenios de exclusividad para la venta de un determinado bien o servicio con cualquier agente, aun tratándose de una autoridad, eliminan posibles alternativas de oferta para los consumidores. 

Las empresas investigadas eran Grupo Modelo (Modelo), y Cervecería Cuauhtémoc Moctezuma (CCM), las cuales solicitaron un plazo de 6 meses para realizar un análisis de la situación relacionada con los convenios de exclusividad objeto de investigación, para plantear una propuesta de solución en los términos del artículo 41 del RLFCE. 

La Comisión acordó dar por concluida la investigación sobre los convenios aludidos, con la condición de iniciarla nuevamente, si al cabo de los seis meses solicitados no se presentaba el análisis que habrían de realizar los agentes económicos, así como iniciar pláticas sobre los mecanismo y propuestas de solución. 

Tanto CCM como Modelo reconocieron haber celebrado y tener diversos convenios de exclusividad vigentes para la distribución y venta de sus marcas de cerveza respectivas en la totalidad de los territorios. Por lo anterior, ambos agentes económicos ofrecieron a la Comisión cumplir, entre otros, los siguientes compromisos:

suprimir de inmediato la práctica de suscribir convenios de exclusividad con autoridades, cuyo objeto sea excluir productos competidores en la totalidad de los territorios o poblados; suprimir la práctica en la distribución directa, e influir en sus distribuidores independientes para erradicarla; y 

no renovar los convenios vigentes y promover entre sus distribuidores independientes que hagan otro tanto. 

Los mecanismos planteados por ambos agentes económicos, además de tener idéntico alcance, elemento por demás fundamental para evitar situaciones de desventaja, son verificables y tienen efecto inmediato en cuanto a evitar la extensión de la práctica. 

En mayo del 2001, la Comisión resolvió que los medios propuestos eran idóneos y económicamente viables para solucionar los problemas de competencia y libre concurrencia creados por los convenios de exclusividad territorial. 

Telecomunicaciones

En los últimos años la telefonía celular ha crecido significativamente en México debido a la introducción de la modalidad de cobro el que llama paga; a la reducción de los precios de los servicios; a las innovaciones tecnológicas que han permitido ofrecer servicios adicionales, y a la introducción del servicio móvil de comunicación personal (PCS). 

Denuncia en contra de Teléfonos de México, SA de CV: Este asunto corresponde a una denuncia presentada en contra de Teléfonos de México, S.A. de C.V. (Telmex) en los mercados de transporte interurbano o tráfico de reventa, y en el de interconexión o acceso para prestar servicios de larga distancia, ambos de dimensión nacional. Se trata de servicios intermedios que los operadores de larga distancia obtienen de Telmex para prestar el servicio final de larga distancia. 

El servicio de transporte interurbano consiste en cursar (“enrutar”) el tráfico entre dos o más redes de larga distancia, donde el servicio de acceso provee la conexión física y lógica para cursar el tráfico entre una red pública de telecomunicaciones y una red local. Esta última proporciona el servicio conocido como “última milla”, que es la conexión de la red telefónica local al domicilio del usuario. 

Los servicios pueden prestarse en forma conmutada -cuando se hace uso de la capacidad de conmutación y transmisión de la red de otro operador- o no conmutada, que consiste en la renta de líneas o circuitos dedicados con una cierta capacidad. Estos circuitos proporcionan un punto de acceso directo a una red para usar la infraestructura de otro operador para el tráfico de llamadas. Los operadores arriendan los enlaces dedicados cuando su uso es más rentable que el servicio conmutado, lo que ocurre cuando el tráfico de llamadas alcanza cierto volumen.  

Telmex ofrece ambos servicios, pues es el operador único de redes con cobertura nacional de servicios intermedios, necesarios para que otros operadores presten el servicio de larga distancia, mercado en el que Telmex también compite. 

La investigación determinó que Telmex era responsable de: 

discriminar en los precios por el servicio de transporte interurbano;

restringir el suministro de puertos de reventa para la prestación del mismo servicio;

restringir el uso de los enlaces de transporte arrendados;

tener fallas injustificadas en dicho servicio, e

imponer a los otros operadores de larga distancia el uso de enlaces de 2Mbps, a pesar de dejar capacidad ociosa. 

La Comisión ordenó a Telmex suprimir de inmediato las prácticas mencionadas y le impuso una multa. Telmex interpuso un recurso de reconsideración que esta Comisión encontró infundado. De esta forma, la aplicación de la política de competencia restableció las condiciones para que los operadores de larga distancia presten sus servicios.

Barreras al comercio interestatal 

El Capítulo II de la LFCE (sobre monopolios y prácticas monopólicas) reglamenta la prohibición consagrada en el artículo 117 de nuestra Constitución Política, en contra de las barreras al comercio interestatal impuestas por gobiernos locales, para asegurar el libre tránsito  de bienes y servicios en todo el territorio nacional. En términos de la LFCE, la declaración de la CFC sobre la existencia de dichas barreras, origina que éstas no produzcan sus efectos jurídicos. 

Los plazos establecidos en el artículo 8° del RLFCE, son obligatorios tanto para la CFC como para las autoridades de los estados presuntamente responsables de imponer una barrera. Estas medidas y la solidez de las investigaciones han contribuido a la pronta supresión de este tipo de barreras al comercio. 

Restricciones estatales al comercio de productos avícolas del Gobierno del Estado de Oaxaca: El Presidente de la Asociación de Avicultores de Villaflores, A C, del estado de Chiapas, presentó a la CFC un escrito en el que señaló que la empresa Cerro Brujo, SPR de R L, se ha visto obligada a pagar una cuota por la movilización de productos avícolas (pollo procesado) y desinfección, al pasar por la caseta de inspección fitozoosanitaria de Malvinas, Oaxaca. Fue así como la CFC detectó posibles restricciones injustificadas a la internación a Oaxaca de productos avícolas provenientes del estado de Chiapas. La CFC inició una investigación para determinar si las autoridades de Oaxaca imponían restricciones injustificadas al comercio interestatal de productos avícolas. 

Diversas dependencias estatales y federales proporcionaron la normatividad aplicable para la movilización de productos avícolas, así como información sobre obstáculos sanitarios vigentes. La CFC encontró que la obligación de hacer un pago por introducir o trasladar carne de ave en canal de Chiapas a Oaxaca es una restricción al comercio interestatal, ya que el pago no está previsto en la normatividad federal. De esta forma, quedó establecido que las autoridades de Oaxaca impusieron una barrera al comercio interestatal de productos avícolas de Chiapas. 

La CFC, al declarar la existencia de una barrera al comercio interestatal establecida por autoridades del estado de Oaxaca, cumple con el artículo 117 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Al quedar sin efecto la barrera, los consumidores se ven beneficiados por la concurrencia de un mayor número de agentes económicos, lo que se refleja en una mayor oferta de productos. 

Restricciones del Gobierno del Estado de Quintana Roo al comercio estatal de productos avícolas: El 31 de agosto del 2001, el Director General de la Unión Nacional de Avicultores (UNA) presentó, en la Oficialía de Partes de la CFC, una denuncia en contra del Gobierno de Quintana Roo por la posible existencia de restricciones injustificadas en la internación de productos avícolas a dicho estado. 

La UNA manifestó que para movilizar los productos dentro del estado de Quintana Roo, los avicultores deben informar al Comité de Fomento y Protección Pecuaria de Quintana Roo (Comité) sobre la procedencia, cantidad, calidad y destino de los productos que pretendan introducir a dicha entidad, y pagar un importe para que se emita el permiso correspondiente.  

La CFC inició una investigación para corroborar si los hechos constituían una barrera al comercio interestatal, contraria a la Constitución y a la LFCE. 

La información recabada permitió determinar que los avicultores que pretendían introducir productos avícolas a Quintana Roo, requerían un permiso de la Subsecretaría de Ganadería del Gobierno del Estado. El Comité, gracias a un convenio con la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación (SAGARPA), tiene la facultad de controlar y supervisar el ingreso y salida de los productos pecuarios, así como de solicitar a la Subsecretaría de Ganadería la expedición de los permisos de introducción. 

La Subsecretaría de Ganadería emite los permisos aludidos con fundamento en el artículo 172 de la Ley de Fomento Ganadero, y el Comité cobra una cantidad determinada a los avicultores para que puedan introducir sus productos. Así, la participación del Comité está avalada por la Subsecretaría de Ganadería, por lo que su actividad podría inducir la comisión de conductas prohibidas por la LFCE, al establecer una barrera al comercio interestatal. 

El Gobierno de Quintana Roo manifestó que los permisos de introducción se expiden para mantener control estadístico, el cual permite conocer la calidad y cantidad de los productos pecuarios que ingresan a la entidad, según lo dispone la Ley de Fomento Ganadero. Señaló que fue un error realizar dicho control mediante el formato de los permisos, por la posibilidad de confundir a los productores avícolas. Finalmente, el gobierno estatal manifestó que, en caso de incurrir en alguna violación a las leyes de la materia, haría lo necesario para suspender el acto. 

El Pleno de la CFC resolvió recomendar al Gobierno de Quintana Roo que la Subsecretaría de Ganadería sea la única instancia autorizada para expedir y aplicar las hojas de control estadístico, sin intervención del Comité, y que en las hojas se exprese claramente que se trata de un documento con propósitos estadísticos, cuyo llenado es voluntario y su tramitación gratuita. 

Esta recomendación al Gobierno de Quintana Roo, además de cumplir con la LFCE y el artículo 117 constitucional, da a los avicultores la seguridad de que la Ley impide que se obstruya o se dañe la competencia y la libre concurrencia en el comercio interestatal. 

B. Concentraciones 

Una de las principales funciones de la CFC es la evaluación de concentraciones previstas en los artículos 16 a 21 de la LFCE y 14 a 22 de su Reglamento, que previene el surgimiento de estructuras de mercado que propicien prácticas anticompetitivas. 

La mayoría de estas transacciones notificadas no tienen efectos negativos o son favorables a la competencia. Sin embargo, algunas representan riesgos para los mercados.

Durante el 2001, la CFC admitió 243 notificaciones de concentración y 57 avisos de concentración. Estos últimos están previstos en el artículo 21 RLFCE, los cuales simplifican la obligación de notificación prevista en la ley y se aplican a reestructuraciones corporativas de empresas que pertenecen a un mismo grupo de interés. 

La CFC resolvió 242 notificaciones, cifra superior en un 18.6% al número de casos resueltos en el 2000 (207 asuntos). Todas quedaron resueltas de modo que en ningún caso operó la afirmativa ficta prevista en la fracción III del artículo 21 de la LFCE. 

Productos Alimenticios

Concentración entre Grupo CLC, SA de CV, y Grupo Sabormex, SA de CV: La CFC evaluó una concentración entre La Costeña y La Sierra, empresas que cuentan con las dos marcas líderes en el mercado de frijol procesado. Al igual que en otros casos atendidos, las características de ingreso familiar, comodidad en la compra, homogeneidad en la calidad y la posibilidad de almacenamiento por largo tiempo hacen que los productos procesados y los productos hechos en casa pertenezcan a mercados distintos. 

En este análisis, el mercado relevante es el frijol industrialmente procesado, en el cual hay por lo menos 18 marcas distintas que compiten entre sí y que dan a los consumidores una amplia posibilidad de elección entre sabores y variedades de preparación.  

La concentración de mercado resultó elevada, lo que aunado a las características de comercialización y distribución de los productos, revelaron la posibilidad de que la concentración diera al agente resultante capacidad para fijar unilateralmente los precios de frijol procesado. Para eliminar ese efecto se consideró conveniente preservar la diversidad de marcas, así como las variedades que se amparan bajo éstas. Por estas razones, la CFC resolvió autorizar la concentración notificada, sujeta a la condición de desincorporar una de las marcas y los activos asociados a ella. 

Las partes interpusieron un recurso de reconsideración y aportaron información adicional sobre los términos de la operación. Destacaron el hecho de que la concentración no tenía como objeto suprimir a un competidor del mercado, sino rescatar a uno de ellos de la quiebra. 

Las empresas acreditaron que, aún tras la concentración, el mercado mantendría una importante pluralidad de marcas, propiedad de productores nacionales e internacionales y de este modo, el consumidor continuaría beneficiándose de una amplia gama de opciones. Por lo tanto, la CFC modificó su resolución original y autorizó la concentración sin condiciones. 

Servicios bancarios y financieros 

Durante el 2001, la CFC dio seguimiento a los cambios producidos en el entorno económico internacional y ha incorporado a sus resoluciones criterios más rigurosos para evaluar concentraciones, y para combatir prácticas anticompetitivas en forma expedita y eficiente.  

La CFC ha atendido casos complejos y de gran importancia económica, al tener que analizar los efectos de las concentraciones sobre la eficiencia y la competencia en el mercado financiero.  

Concentración Banamex y Citigroup, Inc: En junio del 2001,  Citigroup, Inc (Citigroup) y Grupo Financiero Banamex, SA de CV (Banacci), una de las instituciones financieras de mayor tamaño en el mundo y una de las dos más grandes instituciones en México, notificaron su intención de llevar a cabo una concentración sobre la totalidad de sus actividades en México.  

La operación abarcaba los mercados de administración de fondos para el retiro, de financiamiento al consumo y de procesamiento electrónico de pagos. Como parte de la operación, tendría lugar la concentración de las Administradoras de Fondos de Retiro (afores) Garante, propiedad de Citibank, y Banamex-Aegon, propiedad de Banacci. En este mercado existen límites normativos de participación, en cuanto al número de afiliados que cada administradora puede registrar. En consecuencia, un agente que participe en dos afores podría duplicar su posición de mercado y poner en riesgo la competencia. Por esta última razón, La CFC ordenó la fusión de ambas afores en un plazo máximo de un año, en virtud que al unirse no rebasaban los limites de afiliados establecidos por la ley de ma materia. 

Servicios Industriales 

Concentración entre Mexalit, Grupo Eureka y Eureka: Esta operación consistió en la adquisición de Eureka por parte de Mexalit e involucraba tres mercados relevantes de dimensión geográfica nacional: el de lámina de fibrocemento, el de tubería de fibrocemento y el de tinacos de polietileno. La transacción permitirá a Mexalit abatir costos de distribución y así poder competir con los productos sustitutos. 

El principal productor de bienes de fibrocemento de Estados Unidos, James Hardie, tiene contemplado incursionar en el mercado nacional. Actualmente, existen marcas reconocidas (Plycem) que se importan sin arancel alguno. 

En el caso de los tinacos de polietileno existen otras marcas reconocidas como Rotoplas, Plastinak, Cemix, Giroplas y Ecoplus. 

A causa de la innovación tecnológica, los productos de fibrocemento han sido desplazados por sustitutos más económicos, livianos y de fácil manejo. Por su parte, la lámina de fibrocemento se ha mantenido en el techado de casas habitación, aunque a través del tiempo ha sido sustituida por lámina galvanizada en los techados industriales y por la lámina de cartón en usos domésticos. 

En estos mercados los niveles de concentración se encontraron dentro de los parámetros establecidos por la CFC. Además, en ninguno se identificaron problemas de abasto nacional ni barreras económicas o institucionales a la entrada. Tampoco existen restricciones, arancelarias o no arancelarias, al comercio internacional en el TLCAN. 

En virtud de lo anterior, la CFC autorizó en sus términos la concentración notificada. 

Cerrajerías, chapas, candados y similares

Concentración entre Assa Abloy AB y Grupo Industrial Phillips, SA de CV: La concentración propuesta tiene efectos en el mercado relevante de cerraduras, candados, cierrapuertas, bisagras, pasadores y accesorios, con una dimensión geográfica que abarcaba el territorio nacional. Dicho mercado se caracteriza por estar muy concentrado en pocas empresas, además que el reconocimiento de las marcas en los consumidores juegan un papel importante. 

De haberse aprobado la transacción presentada por los agentes, Assa Abloy A.B., (Assa) habría concentrado cuatro de las seis marcas más preferidas por el consumidor en el territorio nacional: Phillips, Scovill, Tesa y Dixon, y únicamente dos empresas, Fanal y Lock, habrían tenido las dos restantes. 

El consumidor tendría como opciones de compra únicamente los productos de tres empresas, de las cuales una sola habría tenido cuatro de las seis marcas de mayor importancia. La concentración habría permitido al agente resultante elevar los precios o restringir el abasto sin que los competidores pudieran evitarlo.  

Ante tal escenario, la CFC objetó la concentración propuesta. Sin embargo, los agentes presentaron un recurso de reconsideración en el que propusieron la desincorporación de las marcas Scovill y Dixon, con lo que se eliminarían los efectos negativos de la transacción. La CFC determinó entonces modificar la resolución y autorizar la operación, sujeta a la condición de desincorporación propuesta por las partes.

�Telecomunicaciones 

Concentraciones entre Vodafone e Iusacell, y entre Telefónica, Telefónica Móviles y Motorola: Durante el 2001, varias empresas extranjeras buscaron incursionar en el mercado mexicano de telefonía celular. Tal es el caso de las concentraciones planteadas entre Vodafone e Iusacell y entre Telefónica, Telefónica Móviles y Motorola. 

En ambos casos, la CFC determinó que la dimensión geográfica de los servicios correspondía a ciertos estados de la República Mexicana, de acuerdo con las regiones especificadas en los títulos de concesión. Consideró que los PCS y el servicio complementario de acceso a la red telefónica que pueden ofrecer los proveedores de trunking digital son sustitutos cercanos de la telefonía celular. 

El servicio relevante se ofrece en todo el territorio nacional pero sólo dos compañías concurren en las distintas regiones. Sin embargo, en el caso específico de PCS, existen empresas en operación y otras por iniciar que cuentan con la concesión respectiva. Los concesionarios fijan libremente las tarifas de los servicios, pero deben registrarlas previamente ante la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT). 

La innovación tecnológica permite a las compañías proveedoras de servicios de telecomunicación proporcionar servicios adicionales o complementarios a los originalmente concesionados y así conseguir más clientes. Actualmente, las compañías celulares y de PCS pueden proporcionar el servicio de internet móvil y mensajes de texto. 

La CFC autorizó en sus términos las operaciones notificadas, por resultar favorables a la competencia en los servicios descritos. 

Vales y documentos canjeables 

Prestaciones Mexicanas vs Prestaciones Universales: La empresa Prestaciones Mexicanas presentó una denuncia en contra de Prestaciones Universales por prácticas monopólicas en el mercado de la distribución y comercialización de vales y otros documentos de pago canjeables por toda clase de bienes y servicios en tiendas de autoservicio, departamentales y restaurantes. Las prácticas monopólicas denunciadas se referían a una presunta concentración prohibida por la que se constituyó Prestaciones Universales, y a que ésta no cobraba comisión por la venta de vales, política que la denunciada consideraba anticompetitiva. 

Prestaciones Universales había sido constituida por empresas de operación de tiendas de autoservicio y restaurantes para emitir y comercializar vales o documentos de pago. Estas tiendas de autoservicio son en su conjunto los agentes que aceptan la mayor parte de los vales de despensa emitidos en el país. 

Al analizar la conducta de no cobrar a sus clientes comisión por la venta de vales, se encontró que las empresas emisoras de vales tienen tres fuentes de ingresos: la comisión que se cobra a las empresas por el consumo de vales, la comisión que se cobra a los establecimientos afiliados al canjear los vales por moneda y el ingreso financiero que se genera por el manejo del dinero. La comisión por la venta de vales a empresas es sólo una de las tres fuentes de ingreso de las empresas emisoras, por lo que no cobrar comisión a estos clientes no sería necesariamente inviable y no constituye una práctica anticompetitiva sancionada por la LFCE. Varias empresas tienen políticas de este tipo, e incluso las realizaban antes de que se constituyera Prestaciones Universales. 

En relación con el análisis de la presunta concentración prohibida, la CFC determinó que, si bien Prestaciones Universales no tenía una participación importante en el mercado de emisión de vales, sí tenía la posibilidad real de afectar el proceso de competencia. Como resultado de la concentración se unirían dentro del mismo grupo las cadenas comerciales que captan los vales, es decir, los agentes económicos que constituyen uno de los eslabones imprescindibles para el funcionamiento del mercado de vales. 

La CFC consideró que existía la posibilidad real de que Prestaciones Universales presionara a sus proveedores para que adquirieran los vales que ella emitiera y se negaran a aceptar los de empresas competidoras. Mediante estas conductas, Prestaciones Universales podría desplazar a sus competidores del mercado y, por lo tanto, tendría el poder para fijar precios unilateralmente o restringir sustancialmente el abasto en el mercado de vales.  

Por lo anterior, se ordenó la desconcentración de Prestaciones Universales y multó a los accionistas por haber incurrido en una concentración prohibida.  

III. Cuestiones Regulatorias y de politica  Comercial

En el 2001, la CFC tuvo una participación importante al analizar las actividades que desarrollan algunas empresas del gobierno federal, así como en los mercados vinculados con éstas. Las empresas públicas no deben generar distorsiones que afecten las actividades en las que participa la inversión privada, reduciendo la eficiencia o creando privilegios para algún productor.  

En la apertura de ciertos sectores a la participación privada, la CFC ha evitado concentraciones indebidas de activos para proteger la competencia en todos los mercados involucrados. 

Consulta de la Comisión Federal de Electricidad: La Contaduría Mayor de Hacienda de la Cámara de Diputados recomendó a la Comisión Federal de Electricidad (CFE) que las Bases de Licitación de Productores Externos de Energía (PEE) y de Obra Pública Financiada (OPF) requirieran la notificación y resolución favorable de la CFC. Por tal motivo, la CFE presentó una consulta sobre la procedencia de obtener la opinión favorable de la autoridad de competencia en este tipo de concursos. 

Los proyectos de PEE son los que generan energía eléctrica en plantas con capacidad mayor de 30 MW, destinada exclusivamente a su venta a la CFE o a la exportación. La CFE, a través de licitación, adjudica un contrato de compromiso de generación y compraventa de energía eléctrica asociada, por un plazo de 25 años. Por otro lado, la OPF es una modalidad de inversión mediante la cual la CFE adquiere obras financiadas y ejecutadas por agentes privados. Las obras comprenden la construcción de infraestructura de transmisión y transformación de energía eléctrica, así como de algunas centrales de generación con características técnicas particulares, como las geotermoeléctricas y las hidroeléctricas. 

Corresponde exclusivamente a la nación la generación, conducción, transformación, distribución y abastecimiento de energía eléctrica que tenga por objeto prestar un servicio público. Los agentes privados pueden ser productores de energía para venderla a la CFE, porque se trata de un servicio público. 

La consulta planteada por la CFE implica evaluar los efectos probables de las licitaciones de PEE y OPF en una futura reestructuración del sector eléctrico. Ante un escenario de apertura en el sector eléctrico y de un mercado de generación de electricidad, los PEE serían parte de la oferta del mercado. Por tanto, irán conformando junto con otros elementos, la estructura que tendría el mercado. Ante la presencia de los PEE y el diseño de los contratos, las empresas pueden quedarse en el mercado, de ocurrir una modificación del sector eléctrico. 

Desde la perspectiva de la competencia, la CFC consideró evaluar a los participantes de las licitaciones de PEE, ya que a través de ellas se podrían ir posicionando las empresas como oferentes de energía eléctrica, situación que podría llevar a la acumulación de contratos de venta de energía eléctrica en pocas empresas y, por ende, crear condiciones contrarias a la competencia. 

Respecto de las OPF, estos proyectos son producto de un contrato entre un agente privado y la CFE. Al final del contrato la obra pasa a ser propiedad de la CFE. Esta modalidad de contrato no constituye una concentración, por lo cual se la consideró que las licitaciones de OPF no son notificables ante la CFC. Asimismo, estas obras no podrían tener efecto alguno sobre un mercado eléctrico futuro, ya que serían activos de la CFE. 

Consulta de Ferrocarril Mexicano, SA de C: Ferrocarril Mexicano, SA de CV (Ferromex), solicitó una opinión a la CFC sobre aspectos de competencia derivados de los derechos de paso y arrastre obligatorios otorgados en los títulos de concesión del Ferrocarril del Noreste, SA de CV (FNE), y Ferrocarril del Norte-Pacífico (FNP), así como de las normasoficiales mexicanas emitidas por la SCT con el objeto de establecer criterios para la determinación de dichos derechos. 

El esquema para concesionar el Sistema Ferroviario Nacional partió de una segmentación regional en tres empresas troncales integradas verticalmente, una terminal de maniobras y servicios en la zona metropolitana del Valle de México y diversas líneas cortas. Las empresas ferroviarias tienen la exclusividad para operar y explotar las vías férreas durante un periodo de cincuenta años, y los títulos de concesión del FPN y FNE establecieron la obligación de otorgar ciertos derechos de paso y arrastre. 

La opinión solicitada por Ferromex se concentró principalmente en: i) los derechos de paso y arrastre obligatorios para atender a las industrias ubicadas en Monterrey y Querétaro; ii) definir si los conceptos de “acceso limitado” y de “arrastre a industria” establecidos en las disposiciones son contrarios a lo establecido en los títulos de concesión y a la competencia entre las empresas ferroviarias, y iii) determinar si la inclusión del aprovechamiento pagado por un grupo empresarial para la obtención del título de concesión debe incorporarse como elemento para determinar los pagos entre ferrocarriles. 

En el primer punto de la consulta de Ferromex, la CFC consideró que el acceso de las empresas concesionarias a los usuarios del transporte ferroviario se logra a través de: i) vías propias y derechos de paso comerciales y de arrastre que les permiten enlazar orígenes y destinos, tanto en sus redes como fuera de ellas, y ii) servicios interlineales, sustentados en la complementariedad de la infraestructura y del equipo de dos o más empresas ferroviarias para atender una ruta o un tramo específico. 

Las resoluciones de la CFC sobre los participantes en las licitaciones de ambos ferrocarriles tomaron en cuenta el acceso de estas empresas a los usuarios ubicados en los principales mercados, puertos marítimos y fronterizos del país. 

 La exclusividad de la empresa otorgante para prestar sus servicios, aparte de los derechos de paso obligatorios, sobre la vía férrea que le fue concesionada no limita el acceso de las demás empresas ferroviarias a los usuarios finales que se encuentran en esa vía, ya que el servicio hasta el cliente se puede completar con la contratación de servicios de arrastre o la participación en un arreglo interlineal con la concesionaria que detenta la exclusividad. 

Finalmente, la CFC encontró que es adecuado el aprovechamiento pagado por el título de concesión, como uno de los elementos para determinar la contraprestación por los derechos de paso y de arrastre obligatorios. Este aprovechamiento constituye uno de los gastos o inversiones efectivamente incurridos por el concesionario otorgante, y su incorporación en términos equitativos y no discriminatorios es esencial para preservar las condiciones de competencia y evitar el desplazamiento indebido del concesionario usuario o del concesionario otorgante.  

Sobre las exclusividades especificadas en los títulos de las concesiones otorgadas a las empresas troncales, la CFC opinó que no se orientan a la obtención de rentas o beneficios monopólicos, ni a prácticas monopólicas o restricciones a la competencia y la libre concurrencia. Estas exclusividades tienen como único propósito garantizar, mediante una rentabilidad razonable, la recuperación de las inversiones iniciales de las empresas troncales durante la vigencia de la concesión. Asimismo, los costos incluidos en las contraprestaciones deben ser iguales a los que se imputa el concesionario otorgante a sí mismo para el cobro de sus tarifas, a fin de evitar el desplazamiento indebido del concesionario usuario, quien es también su competidor. 

Mientras sean claros los términos y condiciones que deben aplicarse en el otorgamiento de derechos de paso, se intensifica la competencia entre ferrocarriles, con los consecuentes beneficios para transportistas y consumidores. 

Licitaciones

Licitaciones para la adjudicación de un contrato de compromiso de capacidad de generación de energía eléctrica y compraventa de energía eléctrica asociada, mediante el esquema de productor independiente: La CFE convocó a tres licitaciones públicas internacionales para la adjudicación de un contrato de compromiso de capacidad de generación de energía eléctrica y compraventa de energía eléctrica asociada, mediante el esquema de productor independiente de energía, para los proyectos de inversión financiada denominados Chihuahua III, Río Bravo III y la Laguna II. 

La CFC analizó la participación de agentes privados en estas tres licitaciones. En la primera participaron El Paso Energie BV y TransAlta Energy Corporation, y Unión Fenosa Internacional, SA, y EDF International, SA, en las dos restantes.

El análisis consistió en evaluar las consecuencias de que agentes económicos privados controlaran plantas de generación de energía eléctrica en un contexto de reestructuración del sistema eléctrico nacional. En particular, puso énfasis en un escenario en el cual se conforma un mercado eléctrico. De esta manera, las licitaciones promovidas por la CFE posicionan a futuros oferentes del mercado que pueden controlar una parte importante de la oferta de energía eléctrica y causar posibles daños a la competencia y a los consumidores.

El Sistema Eléctrico Nacional comprende once zonas geográficas, excepto Baja California. Está interconectado y las plantas materia de los proyectos de las licitaciones deberán interconectarse a la red de transmisión que abarca la mayoría de los estados del país. Por consideraciones técnicas, como la resistencia a la conducción de energía, que limitan la provisión eficiente de energía eléctrica a un ámbito específico, se consideró que el ámbito geográfico es regional. 

El mercado relevante es el de generación y venta de energía eléctrica en las zonas geográficas determinadas por el Sistema Eléctrico Nacional para cada proyecto. 

En su análisis, la CFC concluyó que los agentes económicos privados que participaron en las licitaciones de proyectos de PEE no dañarían la competencia ante un futuro mercado eléctrico. En particular, en los proyectos Chihuahua III y La Laguna II, los participantes de las licitaciones respectivas serían nuevos competidores de CFE y, en cualquier caso, controlarían una capacidad de energía eléctrica menor a la de la CFE. Finalmente, en Río Bravo III, la empresa EDF Internacional, SA, podría incrementar su capacidad de generación en la Zona Noreste del Sistema Eléctrico Nacional, pero no podría causar daño al mercado, al existir otras empresas de generación y la posibilidad de nuevos competidores en PEE futuros.  

Licitación pública internacional para la adquisición de acciones de Bancrecer, SA: En el marco de la reestructuración del sistema bancario, el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario (IPAB) adquirió el 100 por ciento de las acciones representativas de Bancrecer, SA (Bancrecer). Con la venta de las mismas en el segundo semestre del 2001, Bancrecer se reincorporó plenamente a la banca privada. 

La CFC participó en la licitación de Bancrecer contribuyendo a proteger la competencia, ya que las bases de licitación establecieron a cada uno de los agentes interesados en adquirir ese banco el requisito de obtener la opinión favorable de la CFC. 

Grupo Financiero Banorte, SA de CV (Banorte), y Grupo Financiero Scotiabank Inverlat, SA de CV (Scotiabank) manifestaron su interés en participar en la licitación. Al igual que Bancrecer, ambos actúan en el mercado bancario nacional, principalmente de captación de depósitos bancarios; préstamos y créditos; emisión de bonos bancarios y obligaciones subordinadas; constitución de depósitos en instituciones de crédito y entidades financieras del exterior, y expedición de tarjetas de crédito, entre otros. 

El mercado relevante es el de la prestación de servicios de banca y crédito ofrecidos en el territorio nacional. De esta manera, para el análisis fueron considerados principalmente los rubros de captación y cartera de crédito. 

En el mercado relevante participan más de 35 instituciones de banca múltiple, en donde BBVA/Bancomer y Banamex/Citibank son las principales en cuanto a número de sucursales y cuentas en el sistema bancario nacional. Bancrecer es la cuarta empresa en número de sucursales y la sexta en número de cuentas en todo el país. Al momento de la licitación, Bancrecer tenía el 9.4% de las sucursales bancarias del país. 

Por otra parte, Banorte es la sexta empresa en cuanto a número de sucursales y la cuarta en número de cuentas en todo el país, mientras que Scotiabank ocupa el séptimo lugar en número de sucursales y cuentas. 

En el análisis de la estructura del mercado, se tomó en cuenta la dimensión de la concentración en cuanto a captación y cartera de crédito de las entidades involucradas. De esta forma se calcularon dos escenarios: uno correspondiente a la concentración Bancrecer/Banorte, y otro a la fusión Bancrecer/Scotiabank. Los índices de concentración en todos los casos indicaron que el índice de Herfindahl fue inferior a los 2,000 puntos y el índice de dominancia disminuyó, por lo que cualquiera que fuera el ganador de la licitación tenía pocas posibilidades de afectar el proceso de competencia y libre concurrencia. 

Por lo anterior, se comprobó que no impiden la entrada de participantes al mercado relevante. 

En suma, se estimó que la concentración entre Bancrecer/Banorte o Bancrecer/Scotiabank llevaría a constituir el tercer banco en el país, en un mercado caracterizado por la fuerte presencia de BBVA/Bancomer y Banamex/Citibank, y la participación de más de 35 instituciones bancarias. Sin embargo, esta concentración no representa un riesgo a la competencia, dado el nivel de los índices de Herfindhal y de dominancia y la ausencia de barreras a la entrada. 

Sobre estas bases, la CFC resolvió emitir una opinión favorable sobre la participación de Banorte y Scotiabank en la licitación.

Defensa Judicial de las Resoluciones de la Comisión

Este año fue significativo para la CFC en cuanto a la defensa de sus resoluciones ante el poder judicial. Las sentencias emanadas de los juicios de garantías, contribuyen a aclarar los procedimientos y facultades de esta autoridad.

Entre las sentencias más importantes del año se encuentran cuatro dictadas en los siguientes juicios de amparo:

Amparo presentado por Teléfonos de México (Telmex), contra dos resoluciones: la primera que declara a Telmex agente económico con poder sustancial en los mercados de telefonía básica local, acceso, larga distancia nacional, transporte interurbano y larga distancia internacional. La segunda resolución fue el recurso de reconsideración que confirmó lo resuelto en la declaratoria.

Amparo presentado por Telmex para impugnar la admisión de una denuncia de Avantel en el mercado de larga distancia de números gratuitos (800), por el requerimiento de información, el apercibimiento y la constitucionalidad de la LFCE y su Reglamento.

Amparo presentado por Telmex para impugnar la admisión de la denuncia presentada por Avantel en el mercado de servicios de acceso, por el establecimiento de distintos precios y condiciones de venta, el requerimiento de información, el apercibimiento de no realizar prácticas monopólicas y la constitucionalidad de la actuación del Pleno, del Secretario Ejecutivo y del Director de Investigaciones.

Amparo por el cual Telmex impugnó una multa impuesta por incumplimiento de un requerimiento de información.

Una primera sentencia establece que el artículo 52 del Reglamento de la LFCE es constitucional, ya que únicamente prevé el cómo de los supuestos establecidos en el artículo 39 de la LFCE, el cual define lo relativo al recurso de revisión que los particulares pueden interponer contra las resoluciones dictadas por la CFC.

 El artículo 52 aclara que el recurso sólo procede contra las decisiones que ponen fin a un procedimiento, que dan por no presentada una denuncia, o por no notificada una concentración, y señala que sólo los agentes con interés jurídico pueden usar el recurso, por lo que no va más allá de lo dispuesto por la ley, ni se extiende a supuestos distintos o que la contradigan. Por otro lado, concluye que la CFC es la autoridad competente para resolver los asuntos de su jurisdicción, es decir, para conocer y resolver los asuntos en materia de competencia económica. La Corte agrega que están sujetos a la regulación de competencia todos los agentes económicos, independientemente de la actividad que desarrollen. La LFCE es general y de orden público, y no exceptúa de su aplicación a las empresas que operan al amparo de un título de concesión. 

Las cortes federales consideraron que el Presidente y el Secretario Ejecutivo de la Comsión tienen las facultades necesarias para iniciar el procedimiento de investigación, ya sea de oficio o a petición de parte, y para requerir información o citar a declarar a los agentes que participen en el mercado investigado. 

En otra sentencia, la Corte concluyó que el procedimiento administrativo de investigación seguido ante la CFC no toma forma de juicio, dado que, en la etapa indagatoria no se prevé la participación del presunto responsable. 

El procedimiento establecido en el artículo 33 de la LFCE es administrativo y orientado al interés general, por lo que exige eficiencia y seguridad, así como un desahogo rápido y eficaz. Con base en este criterio, la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que el artículo 33, cumple con todos y cada uno de los requisitos que la propia Corte ha establecido como formalidades esenciales del procedimiento para asegurar que el gobernado tenga una adecuada defensa. 

La difusión de las acciones de la CFC propicia no sólo el aumento del número de asuntos investigados y las denuncias, sino también los juicios de amparo que de ellos se desprenden, y que han abierto la posibilidad para que la Suprema Corte de Justicia se pronuncie y emita criterios que dan mayor seguridad jurídica a los agentes.

La sentencia confirma que la CFC es un organismo dotado de autonomía técnica y operativa, que protege la competencia y la libre concurrencia mediante la prevención y eliminación de monopolios, prácticas monopólicas y demás restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados. Agrega también que se encuentran sujetos a sus disposiciones todos los agentes económicos, sean estos personas físicas o morales, dependencias o entidades de la administración pública federal, estatal o municipal, asociaciones, agrupaciones de profesionistas, fideicomisos o cualquier otra forma de participación en la actividad económica. 

La Corte reconoce que entre las atribuciones de la CFC, está investigar la existencia de monopolios, estancos, prácticas o concentraciones prohibidas por la LFCE; establecer los mecanismos de coordinación para el combate y prevención de esas concentraciones; resolver los casos de su competencia, sancionar administrativamente la violación a la Ley y denunciar ante el Ministerio Público las conductas delictivas en materia de competencia y libre concurrencia. También incluye atribuciones para opinar sobre los ajustes a los programas y políticas de la administración pública federal, cuando de éstos resulten efectos contrarios a la competencia y la libre concurrencia; participar con las dependencias competentes en la celebración de tratados, acuerdos o convenios internacionales en materia de regulación o políticas de competencia y libre concurrencia, de los que México sea o pretenda ser parte y, en general, las demás que le confieran ésa y otras leyes y reglamentos. 

IV. Asuntos Internacionales 

Para atender los asuntos de competencia que emergen en la economía mundial, la CFC presta especial atención a tres aspectos: a la revisión de las concentraciones que afectan a múltiples jurisdicciones; al combate de las colusiones internacionales, y a la participación activa en la evaluación de futuras negociaciones multilaterales de reglas de competencia. Esto último permitirá alcanzar una convergencia gradual de los principios de competencia de los distintos países. 

La CFC atiende estas tres tareas en estrecha cooperación con sus contrapartes en el resto del mundo, para lo cual ha destinado mayores recursos a los asuntos internacionales en los últimos años. Éstos cobran mayor relevancia entre las tareas del organismo, entre otras razones porque: 

Gran número de concentraciones tienen efecto internacional e incluso mundial. Las múltiples autoridades de competencia examinan estas operaciones, aunque cada una en su ámbito.  

En los mercados de alta tecnología, la reestructuración y el rápido cambio tecnológico promueven alianzas y concentraciones a nivel mundial, superando incluso la tendencia de otros sectores. 

Se observa un aumento en el número de acuerdos colusivos investigados a nivel internacional y la consecuente necesidad de garantizar la protección de los consumidores nacionales frente a sus efectos. 

Cada vez más países adoptan leyes de competencia. Solamente en América, ocho países se encuentran en proceso de elaborar leyes de competencia, y doce cuentan ya con ordenamientos y autoridades en esta materia. 

Participación activa en foros y organismos internacionales 

Durante el 2001, la CFC fortaleció su participación en los foros y organismos internacionales, lo que ha contribuido a mantener un diálogo constructivo con otras agencias de competencia a nivel mundial y una visión compartida sobre las mejores prácticas en el campo de la política de competencia. 

Los foros en los que participó activamente incluyen el Comité de Competencia, constituido en el seno de la OCDE; el Grupo Intergubernamental de Expertos en Legislación y Política de Competencia de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD, por sus siglas en inglés), y el Grupo sobre Expertos de Competencia y Desregulación de la APEC. En estas instancias se realizan trabajos especializados en materia de competencia y se discuten aspectos relevantes del análisis de las concentraciones y del combate a las prácticas anticompetitivas, así como las acciones de los gobiernos en defensa de la competencia y para promoverla en los sectores en proceso de mejora regulatoria o abiertos a la competencia. 

OCDE. El Comité sobre Competencia (CC) de la OCDE reúne a las autoridades de competencia de los países más desarrollados, entre los que se encuentran aquellos con mayor experiencia en la aplicación de la legislación en esta materia. Como tal, constituye el principal foro de análisis y de consejo para los gobiernos sobre las mejores formas de incentivar las fuerzas de mercado a favor de una mayor eficiencia y prosperidad económica. 

Sus miembros abordan los temas que enfrentan las autoridades nacionales de competencia, coadyuvando al trabajo analítico de las autoridades de competencia participantes y propiciando coherencia y convergencia en la aplicación de las leyes en la materia a nivel internacional. 

El CC aplica un sistema de evaluación del desempeño de las autoridades de competencia, a través del informe anual de actividades y de un análisis profundo del proceso de mejora regulatoria implementado por cada país. De este informe surgen comentarios y recomendaciones sobre modificaciones de política. A partir del informe anual sobre los recientes desarrollos de política de competencia en México, el CC reconoció los esfuerzos y logros reportados por la CFC en el control de concentraciones anticompetitivas, y destacó la necesidad de que se proteja la independencia de la institución. 

APEC. Este foro multilateral abarca a los países asiáticos y de América con litoral en el Pacífico, y cuenta con un Grupo de Expertos en Competencia y Desregulación, que desarrolla actividades de estudio y análisis sobre principios y criterios comunes. En el seno de dicho grupo se han adoptado algunos principios de competencia no obligatorios, entre ellos la transparencia y la no discriminación. 

Aun cuando en la APEC no existe un proyecto para iniciar la negociación de un marco multilateral de competencia, debido a que no todos los países de la Cuenca del Pacífico tienen una ley y autoridad de competencia, el mecanismo de adopción voluntaria de compromisos en la materia ha hecho avanzar la construcción de un ambiente competitivo en la región. En el 2001, se reforzaron los principios adoptados y se acordó tomar acciones específicas para proteger la competencia e introducir mecanismos y reformas adecuadas a las circunstancias de cada economía.

A través de seminarios, talleres y eventos internacionales, la APEC promueve la cultura de competencia y fomenta la cooperación entre las economías que pertenecen a ese organismo. 

En esta área la CFC tomó la iniciativa de organizar seminarios temáticos para promover y difundir el entendimiento de los principios de competencia en sectores tales como las telecomunicaciones, la energía, los servicios financieros y el transporte. Con este fin obtuvo apoyo financiero de la APEC para realizar los seminarios señalados en el 2002 y durante el primer trimestre del 2003. Estos eventos fortalecen la cultura de competencia en México. 

UNCTAD. La Organización de Naciones Unidas adoptó en 1980 el “Conjunto de principios y normas convenidos multilateralmente para el control de las prácticas comerciales restrictivas” (el Conjunto), cuya implementación y supervisión está a cargo de la Conferencia de las Naciones Unidas para el Comercio y Desarrollo. 

Aunque no se trata de un cuerpo legal vinculativo, el Conjunto constituye el primer y único instrumento de carácter universal de normas sobre competencia, cuya autoridad política radica en haber sido adoptadas de manera unánime por la Asamblea de la ONU. Entre sus objetivos está el asegurar que las prácticas comerciales restrictivas no impidan los beneficios de la liberalización comercial, así como promover una mayor eficiencia en el comercio y el desarrollo.  

Este foro comprende un amplio conjunto de países que incluye a los menos desarrollados. Sus trabajos contemplan una importante labor de difusión de los efectos adversos de las prácticas restrictivas a la competencia, y la asistencia técnica y capacitación para la adopción y mejora de las legislaciones y políticas de competencia. 

Durante el 2001, la CFC participó en el seno de la UNCTAD con estudios sobre el impacto de los acuerdos internacionales sobre competencia y la relación entre competencia y competitividad. En la reunión de expertos sobre intereses del consumidor, competencia, competitividad y desarrollo celebrada en octubre, la CFC presentó un trabajo sobre su relación con la Procuraduría Federal del Consumidor, para ilustrar cómo ambos organismos contribuyen al beneficio de los consumidores.

Cooperación bilateral y multilateral 

México cuenta actualmente con capítulos de competencia en 6 tratados de libre comercio (TLC): el TLC de América del Norte; el TLC con la Unión Europea (TLCUE); el del Grupo de los Tres, suscrito con Venezuela y Colombia; el TLC con Chile; el firmado con la Asociación Europea de Libre Comercio (EFTA) y el de Israel. Además, dispone del Acuerdo para la aplicación de las Leyes de Competencia suscrito entre México y los EUA, así como uno recientemente firmado con Canadá, cuya ratificación por el Senado aún está pendiente. 

La aplicación del Acuerdo México-EUA se tradujo en 68 actos de notificación, así como en el primer acto formal de asistencia técnica entre las partes. Al respecto, en junio se celebró el Primer taller sobre técnicas de investigación, que permitió a las autoridades de ambos países intercambiar experiencias respecto de los mecanismos y estrategias de investigación sobre prácticas y concentraciones prohibidas. Esta reunión contó con la participación del Buró de Competencia de Canadá, en carácter de invitado especial. Por lo que respecta a la Comisión, el encuentro benefició a 65 funcionarios con un total de 22 horas de capacitación por empleado, además de que contribuyó al entendimiento de las políticas y criterios utilizados en la región del TLCAN. 

Durante la reunión ministerial sostenida en Doha, Catar, en noviembre, los países de la OMC acordaron iniciar negociaciones en materia de competencia después de la próxima conferencia ministerial.  

Este paso es importante, ya que constituye la primera declaración multilateral sobre la conveniencia de negociar y alcanzar un acuerdo sobre comercio y competencia desde el establecimiento, en 1996, del Grupo de Trabajo sobre la Interacción entre Comercio y Política de Competencia en este organismo. 

En octubre se materializaron los primeros esfuerzos para el establecimiento de una plataforma de diálogo entre países de todo el mundo, con el surgimiento de dos iniciativas: el Foro Global de Competencia (FGC) y la Red Internacional de Competencia Económica (RICE). Estas iniciativas son paralelas a las de la OMC, y responden a las acciones emprendidas por diversas autoridades de competencia, entre las que se encuentra esta Comisión. 

V. Referencias a Informes y Estudios Sobre Políticas de Competencia 

La CFC ha seguido aplicando su política de transparencia y divulgación al publicar su Informe Anual de Labores y trimestralmente la Gaceta de Competencia Económica. 

Estas publicaciones han tenido un efecto positivo en la difusión de las actividades de la CFC, y han cumplido con el propósito de promover y difundir la cultura de competencia en nuestro país. Cada vez son más los agentes económicos que conocen y comprenden las políticas de competencia, lo que se traduce en una mayor interacción y comunicación de dichos agentes con la CFC. 

Asimismo, la Gaceta es un instrumento importante para aumentar la transparencia de los procesos seguidos y las resoluciones emitidas por la CFC, lo que genera mayor confianza de los agentes económicos y contribuye a que cada vez sean más lo que recurren a la CFC para resolver asuntos relativos a la competencia y al eficiente funcionamiento de los mercados. 



�Anexo

Decisiones sobre concentraciones, 2001

Concepto�Suma�Avisos�Notificaciones�Denuncias�Investigaciones de oficio��Pendientes del 2000�52�7�40� 2�3��Recibidos�324�57�243�13�11��Resueltos1�311�46�242�12�11��No objetadas�268�35�233� --�--��Condicionadas�8�--�8� --�--��Objetadas�2�--�1� 1�--��No procedentes2�6�3�--� --�3��Desechadas�11�--�--� 8�--��Desistidas�4�4�--� --�--��Por no presentadas�3�--�--� 3�--��No se detectaron violaciones

a la LFCE3�1�1�--� --�--��Cerradas�8�3�--� --�8��Pendientes para el 2002�65�18�41� 3�3��1 Casos cuya revisión se ha concluido en la esfera administrativa.

2 Avisos que no cumplieron con los requisitos del artículo 21 del Reglamento de la Ley e investigaciones de oficio (3) que ordenan notificar la concentración conforme al artículo 20 de la Ley. 

3 El concepto se refiere a los avisos de concentraciones exentas del requisito de notificación, en términos del artículo 21 del Reglamento de la Ley.��

Concentraciones con objeto de diversificación1  (2001)

Tipo de concentración�Asuntos resueltos��Total�64��Extensión por mercado geográfico2�28��Extensión por línea de producto3�18��Diversificaciones puras4�18��1 Se refiere a los asuntos resueltos sobre notificaciones conforme al artículo 20 de la LFCE.

2 Diversificaciones por extensión de mercado geográfico: concentraciones entre productores de bienes o servicios similares o sustitutos que participan en mercados geográficos distintos.

3 Diversificaciones por extensión de línea de producto: concentraciones entre empresas pertenecientes al mismo giro, cuyos bienes o servicios no son sustituibles entre sí.

4 Diversificaciones puras: concentraciones entre agentes económicos que participan en mercados relevantes distintos, no relacionados en una cadena de producción o distribución.��

�

Recursos de reconsideración (2000 – 2001)

Concepto�2000�2001��Pendientes del 2000�5�7��Ingresados1�51�192��   Relacionados con concentraciones�23�33��Contra resolución�15�16��Otros procedimientos�8�17��   Relacionados con prácticas monopólicas y otras restricciones�22�42��Contra resolución�11�26��Otros procedimientos�11�16��   Relacionados con permisos, concesiones y privatizaciones�6�7��   Relacionados con poder sustancial y condiciones de competencia�--�110��Resueltos2�49�75��   Relacionados con concentraciones�25�27��Acuerdos confirmados�12�12��Acuerdos modificados�2�9��Acuerdos revocados�4�5��Desechados�7�1��Desistimientos�--�--��   Relacionados con prácticas monopólicas y otras restricciones a la competencia�18�40��Acuerdos confirmados�5�13��Acuerdos modificados�1�4��Acuerdos revocados�--�8��Desechados�12�15��Desistimientos�--�--��   Relacionados con permisos, concesiones y privatizaciones�6�7��Acuerdos confirmados�2�1��Acuerdos modificados�1�--��Acuerdos revocados�--�6��Desechados�--�--��Sin materia�3�--��   Relacionados con poder sustancial y condiciones de competencia�--�1��         Resoluciones y acuerdos confirmados�--�1��Pendientes para el 2002�7�124��1 Incluye 4 casos que fueron readmitidos en cumplimiento de órdenes judiciales.

2 Casos cuya revisión se ha concluido en la esfera administrativa.���

INFORMACIÓN SECTORIAL (2001)1

		A. Asuntos por sector económico 

Sector�Suma�Concentraciones�Prácticas monopólicas�Permisos, concesiones, cesiones de derechos y privatizaciones�Recursos de reconsideración�Consultas��Total �422�243�18�66�53�42��Telecomunicaciones y 

medios electrónicos�56�20�4�20�9�3��Servicios financieros�53�35�--�3�11�4��Infraestructura�47�9�--�34�1�3��Bienes de consumo y 

otros servicios�266�179�14�9�32�32��

B. Sector de telecomunicaciones y medios electrónicos

Concepto�Suma�Concentraciones�Prácticas monopólicas�Permisos, concesiones, cesiones de derechos y privatizaciones�Recursos de reconsideración�Consultas��Total �56�20�4�20�9�3��Telecomunicaciones�39�15�4�11�6�3��Enlaces punto-punto�2�--�--�2�--�--��Servicios satelitales�7�2�--�4�1�--��Telefonía fija�13�5�3�1�3�1��Telefonía móvil�10�7�1�--�2�--��Radiolocalización y recuperación de vehículos�6�1�--�4�--�1��Internet�1�--�--�--�--�1��Medios electrónicos�17�5�--�9�3�--��Radiodifusión�5�3�--�--�2�--��Televisión�12�2�--�9�1�--��1 Se incluyen sólo asuntos resueltos por el Pleno; esto es, no se listan los casos cerrados, desistidos, tenidos por no presentados o sin materia.



�C. Sector de Servicios Financieros

Concepto�Suma�Concentraciones�Prácticas monopólicas�Permisos, concesiones, cesiones de derechos y privatizaciones�Recursos de reconsideración�Consultas��Total �53�35�--�3�11�4��Bancos�9�--�--�--�8�1��Corretaje�8�8�--�--�--�--��Seguros y pensiones�11�9�--�--�1�1��Afores�6�4�--�1�1�--��Arrendamiento y factoraje�1�1�--�--�--�--��Mixtas�9�4�--�2�1�2��Créditos�9�9�--�--�--�--��

D. Sector de Infraestructura

Concepto�Suma�Concentraciones�Prácticas monopólicas�Permisos, concesiones, cesiones de derechos y privatizaciones�Recursos de reconsideración�Consultas��Total �47�9�--�34�1�3��Transporte aéreo�1�1�--�--�--�--��Gas Natural �5�4�--�--�--�1��Transporte ferroviario�3�1�--�--�1�1��Puertos�--�--�--�--�--�--��Planta de combustible�18�--�--�18�--�--��Servicios portuarios a embarcaciones de recreo �7�1�--�6�--�--��Estacionamiento y servicios generales a transporte terrestre de carga en Puerto�2�--�--�2�--�--��Taller mecánico automotriz�2�--�--�2�--�--��Sevicios especiales para mercancías peligrosas�2�--�--�2�--�--��Estacionamiento, restaurante y hotel�2�--�--�2�--�--��Terminal de ferrobuques�1�--�--�1�--�--��Terminal de contenedores�3�2�--�1�--�--��Puerto fronterizo�1�--�--�--�--�1��

�

E.  Sector de bienes de consumo y otros servicios

Concepto�Suma�Concentraciones�Prácticas monopólicas�Permisos, concesiones, cesiones de derechos y privatizaciones�Recursos de reconsideración�Consultas��Total�266�179�14�9�32�32��Agropecuario y agrícola�3�--�1�--�1�1��Alimentos�25�13�4�--�5�3��Bebidas�17�12�3�--�2�--��Papel, productos de papel y empresas editoriales�12�8�--�--�2�2��Farmacéuticos�9�5�--�--�1�3��Productos plásticos�2�--�--�--�--�2��Otras sustancias químicas y derivados del petróleo�32�21�3�--�5�3��Vidrio�4�3�--�--�--�1��Productos metálicos�8�6�--�--�2�--��Metalurgia �3�2�--�--�1�--��Siderurgia�3�3�--�--�--�--��Minería�2�2�--�--�--�--��Productos no metálicos�2�2�--�--�--�--��Maquinaria y equipo�28�24�--�--�2�2��Partes y accesorios para automóviles�25�22�--�--�2�1��Textiles�4�2�--�--�--�2��Otras industrias manufactureras�4�3�--�--�1�--��Electricidad�11�6�--�4�--�1��Gas LP�5�1�--�3�--�1��Comercio�10�5�1�--�3�1��Hoteles�15�6�--�2�4�3��Restaurante�3�1�--�--�--�2��Transporte terrestre�3�1�2�--�--�--��Correos y mensajería�1�1�--�--�--�--��Alquiler de inmuebles�12�12�--�--�--�--��Servicios profesionales y personales�8�7�--�--�1�--��Construcción�5�4�--�--�--�1��Entretenimiento y esparcimiento�2�1�--�--�--�1��Servicios diversos�8�6�--�--�--�2��

�CAPÍTULO 9.	PANAMÁ

Introducción

La Comisión de Libre Competencia y Asuntos del Consumidor (CLICAC), institución del Estado panameño que promueve la competencia, protege y defiende los derechos de los consumidores, fue creada mediante la Ley 29 de 01 de febrero de 1996.  La adopción de la Ley 29 representa un transcendental paso en la dirección de superar los obstáculos que limitaban una economía de libre mercado.

La Comisión de Libre Competencia y Asuntos del Consumidor (CLICAC) cumple un papel preponderante en el marco de la protección del consumidor, conjuntamente con la promoción y defensa de la libre competencia. Con el transcurrir de los años, la gestión de la Comisión se ha fortalecido con las acciones conjuntas de las otras instituciones estatales, tales como el Ministerio de Desarrollo Agropecuario (MIDA), Ministerio de Comercio e Industrias (MICI), Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), Instituto de Mercadeo Agropecuario (IMA), entre otras.

La CLICAC ha venido participando en los diferentes inventarios de productos de igual forma participa en las Comisiones Nacionales Consultivas por rubro agropecuario, donde hace valer su opinión y sus sugerencias en beneficio de la producción y la competencia. Igualmente ha realizado diversas contribuciones que apuntan definitivamente a preservar la salud de la familia consumidora panameña

En su labor de abogacía de la competencia, la CLICAC ha desarrollado investigaciones y estudios que procuran preservar las normas de seguridad en los bienes y servicios que recibe el consumidor, al mismo tiempo que ha asistido a la Asamblea Legislativa a través de sus distintas comisiones en el proceso de formulación y debate de importantes proyectos de leyes.

La CLICAC vela para que se le ofrezca al consumidor la información necesaria para la toma de decisión de compra más apropiada. Mientras más informados estén los consumidores, más obligados se sentirán los agentes económicos a ofrecerles mejores alternativas en sus bienes y servicios, creando así una nueva actitud de equidad y respecto en el mercado.

Aplicación de Leyes y Politicas de Competencia 

Prácticas Monopolísticas

Actuaciones Judiciales

Industria de la harina de trigo:El 22 de diciembre de 1997 la Comisión de Libre Competencia y Asuntos del Consumidor presentó ante el Juzgado Octavo de Circuito de lo Civil del Primer Circuito Judicial de Panamá, el primer proceso por la supuesta comisión de prácticas monopolísticas absolutas en la República de Panamá, en contra de los agentes económicos Gold Mills de Panamá, S.A., Harinas de Panamá, S.A., Harinas del Istmo, S.A. y Oro del Norte, S.A.

La demanda en cuestión se sustenta en un presunto acuerdo de las empresas demandadas en fijar un precio de venta, intercambiar información para fijar precios, restringir la producción y distribuirse el mercado.

Dentro del curso del proceso y luego de una serie de actuaciones por parte de los tribunales y gestiones de las partes, se llevó a cabo el día 4 de octubre de 2000, la Audiencia Preliminar con la comparecencia de las empresas inicialmente demandadas, así como del representante legal de la Asociación de Molinos de Trigo, y del presunto contador de las empresas demandadas encargado de supervisar el cumplimiento del acuerdo monopolístico. 

En el desarrollo de la audiencia se dispuso que se celebrará la audiencia de fondo el día 15 de enero del año 2001.

Acuerdo de Código Compartido: Mediante Auto No. 1168 de fecha 4 de septiembre del 2000, el Juzgado Noveno de Circuito, Ramo Civil del Primer Circuito Judicial de Panamá admite demanda presentada por la Comisión de Libre Competencia y Asuntos del Consumidor (CLICAC), en contra de las sociedades Compañía Panameña de Aviación, S.A. (COPA), Sociedad Aeronáutica de Medellín Consolidada (SAM) y Aerovías Nacionales de Colombia (AVIANCA), por la presunta comisión de prácticas monopolísticas relativas.

La demanda en cuestión se sustenta en un Acuerdo de Código Compartido suscrito entre las empresas demandas, que considera CLICAC, viola la Ley No. 29 de 1ro. de febrero de 1996, por constituirse en una práctica monopolística que vulnera la libre concurrencia, la libre competencia económica y que afecta negativamente a los consumidores, toda vez que ha impedido el acceso a otros competidores o potenciales competidores.

Es importante resaltar que, aún cuando, el Acuerdo demandado cesó en sus efectos; el mismo ocasionó, a consideración de CLICAC, restricciones en el funcionamiento del mercado.

La fecha para la celebración de la audiencia preliminar, en donde se tienen como empresas demandantes a CLICAC y a ACES (ellos solicitaron acumulación de pretensiones), y como demandados a COPA, AVIANCA y SAM es para el día 19 de febrero de 2001.

Junta de Carnaval del Distrito de Penonomé: El tres (3) de marzo del año 2000, la CLICAC interpuso Acción Contenciosa Administrativa de Nulidad, solicitando a la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo que declare Nula por Ilegal la Resolución No. 1 de 8 de febrero de 2000, emitida por la Junta de Carnaval del Municipio de Penonomé y el Municipio de Penonomé.

Dicha Resolución establecía que "luego de concursar tanto la Cervecería Nacional como la Cervecería Del Barú para la concesión de ventas de cervezas para los días del carnaval resultó como mejor propuesta la Cervecería Nacional", por lo que resuelve en su primer artículo que "los Kioskos y toldos transitorios que se instalan durante los días del Carnaval sólo venderán los productos de Cervecería Nacional".

CLICAC considera que dicha determinación vulnera la libre competencia y la libre concurrencia de los demás agentes económicos en la medida que impide que otros agentes puedan ejercer libremente el comercio y la competencia, aunado al hecho de que el acuerdo actúa en detrimento de los consumidores quienes los cuatro días del carnaval no tendrán la oportunidad de disponer de alternativas en cuanto a productos, marcas, calidad y precios.

Al finalizar el año 2000, dicho proceso se encontraba próximo al periodo de práctica de pruebas.

Acciones Administrativas

Oxígeno Médico: Las actuaciones de la CLICAC en las licitaciones de oxígeno médico han sido dirigidas a introducir cambios en el pliego de cargos. Estos cambios consisten principalmente, en la introducción de un apartado sobre el cumplimiento de normas de competencia.

El 18 de octubre de 2000 mediante el Acuerdo No. PC-177-00, la CLICAC ordena la continuación de la investigación administrativa que adelantaba, por la presunta realización de prácticas monopolísticas absolutas al tenor del numeral 4 del artículo 11 del Título I, de la Ley No. 29 de 1ro. de febrero de 1996 en el acto de licitación pública No. 310084 del 22 de mayo de 1998 de la Caja de Seguro Social (C.S.S.), con relación a las que figuran vinculadas varias empresas.

El 18 de diciembre se participó en el acto de licitación pública de oxígeno médico de la C.S.S. No. 200125, con el objeto de monitorear el cumplimiento de la Ley 29 en dicho acto público.

Combustible en el Aeropuerto Marcos A. Gelabert: El 22 de mayo de 2000 mediante notas dirigidas al Director General de la Dirección de Aeronáutica Civil se le solicitó información respecto de Concesiones Administrativas para el expendio, instalación y suministro de combustible de aviación en el Aeropuerto Internacional Marco A. Gelabert de la localidad de Albrook.

Para la misma fecha se enviaron notas al Director de Comercio Interior del Ministerio de Comercio e Industria a fin de solicitarle copia cotejada con su original, de las licencias comerciales de las empresas involucradas en la investigación. En esta misma vía se solicitó a la Directora del Registro Público nos suministrara certificados públicos de las empresas bajo investigación.

También se realizó en el mes de mayo, una segunda diligencia de inspección ocular a las instalaciones del aeropuerto Marco A. Gelabert de la localidad de Albrook, en dicha diligencia se tomaron fotografías de la finca de combustible dada en concesión, así como de otras instalaciones.

Posteriormente, en junio del año 2000 se solicitó a los Juzgados de Libre Competencia y Asuntos del Consumidor autorización para practicar prueba testimonial a varias personas relacionadas a la investigación.

Mediante los Autos No. 894 de 23 de junio de 2000 y 1128 de 22 de agosto de 2000, el Juzgado Noveno de Circuito, Ramo Civil, del Primer Circuito Judicial de Panamá, autorizó la práctica de pruebas testimoniales solicitadas por la CLICAC.

El 18 de Octubre de 2000 la CLICAC ordena, mediante el Acuerdo No. PC-179-00 la apertura de un cuadernillo adjunto al expediente principal para tramitar la suspensión provisional de oficio por prácticas monopolísticas absolutas.

El 30 de noviembre de 2000 la CLICAC mediante el Acuerdo No. PC-182-00 ordeno la ampliación de los supuestos de la investigación administrativa por la presunta realización de prácticas monopolísticas absolutas al tenor de los numerales 1, 2 y 3 del artículo 11 del Título I, de la Ley No. 29 de 1ro. de febrero de 1996 contra las empresas investigadas. 

Fletes Aéreos: El 19 de mayo de 2000 la CLICAC solicitó a la Dirección de Aeronáutica Civil (DAC), información acerca de los fletes aéreos, tales como "Fuel Surcharge", volúmenes de carga, tarifas vigentes y su evolución.

Igualmente se solicitó a la Directora General de Comercio Interior, certificación de las razones comerciales de las empresas investigadas.

Posteriormente se requirió de la Dirección de Aeronáutica Civil (DAC) información referente al comportamiento del movimiento de carga por ruta, mes y los certificados de explotación otorgado por esta Dirección a favor de las empresas investigadas.

El 14 de julio de 2000 se inicia formalmente la investigación y se firma por parte del Pleno de los Comisionados el Acuerdo No. 145-00 que Inicia el Procedimiento de Investigación por prácticas monopolísticas absolutas al tenor del artículo 11 de la Ley 29 de 1996.  Mediante el auto No.1104 de siete (7) de agosto de dos mil (2000) el Juzgado Octavo de Circuito, Ramo Civil, del Primer Circuito Judicial de la Provincia de Panamá autoriza a la CLICAC a tomar el testimonio de personas relacionadas a la investigación.

El 27 de septiembre se enviaron notas a los miembros de la Asociación Panameña de Productores, Procesadores y Exportadores de Productos del Mar solicitando información sobre el comportamiento del mercado de fletes aéreos en la ruta Panamá-Miami.  El 23 de noviembre de 2000 se mantiene una reunión con la DAC para tratar el tema de la regulación y competencia en el mercado aeronáutico. 

Cervecerías: El 19 de junio del 2000 la CLICAC, mediante Resolución N°127-00, ordenó el inicio de las investigaciones por presuntas prácticas monopolísticas relativas, donde figuran como agentes económicos vinculados a la Investigación el grupo Cervecería Nacional, (Cervecería Nacional, S.A., Distribuidora Comercial, S.A., Cervecería Chiricana, S.A., Refrescos Nacionales, S.A.) y el grupo de la Cervecería del Barú-Panamá.

El 13 de octubre del 2000 la CLICAC dispuso llevar a cabo un inventario de los locales comerciales que realizan, en la República de Panamá, venta al detal de cervezas nacionales (fabricación nacional) o importada (fabricadas en el extranjero); y realizar una encuesta acerca del consumo de cerveza, cuya muestra está representada por consumidores de cervezas nacionales (fabricación nacional) o importadas (fabricación en el extranjero) en el territorio de la República de Panamá.

Del 6 al 9 de noviembre se realizó el inventario de los establecimientos de expendio de cervezas y la encuesta de consumo simultáneamente, en las provincias de Chiriquí, Bocas del Toro, Veraguas, Herrera, Los Santos y Coclé.

Del 13 al 17 de noviembre se llevó a cabo el inventario a los establecimientos de expendio de cervezas y la encuesta de consumo en la provincia de Panamá.  Al final del año 2000 se trabajaba en la elaboración del informe técnico referente a los resultados obtenidos en dichos trabajos de campo. 

Petroleras: La Comisión de Libre Competencia y Asuntos del Consumidor, mediante el Acuerdo 195-00 de 21 de diciembre de 2000, dio inicio a un procedimiento de investigación en contra de las empresas: Petrolera Nacional, S.A.; The Shell Company (W.I.) Limited; Compañía Texaco de Panamá, S.A. (The Texaco Company of Panamá, S.A.); Esso Estándar Oil, S.A. LTD y Petróleos Delta,S.A. por la presunta comisión de prácticas monopolísticas absolutas establecidas en el artículo 11, ordinal primero, y por la presunta realización de prácticas monopolísticas relativas prohibidas por el artículo 14, ordinal segundo, de la Ley 29 de 1ero. de febrero de 1996.

Barras deformadas de acero: La CLICAC mediante Acuerdo PC.128-00 de 16 de junio del 2000, modificó el Acuerdo PC-030-90 de 14 de junio de 1999 por el cual se dio inicio a una investigación administrativa en el mercado de las barras de acero corrugado para reforzar concreto. En dicha modificación se precisaron las prácticas monopolísticas investigadas de conformidad con los artículos 11 y 14 de la Ley 29 de 1ero. de febrero de 1996.

Seguidamente mediante providencia de 18 de octubre del 2000 se ordena una diligencia exhibitoria dirigida a ser practicada en las cuatro empresas que se están investigando, y se ordena incorporar el resultado al expediente en cuestión, así como el informe técnico que surja de esta diligencia.

La diligencia exhibitoria fue presentada al Juzgado Octavo de Circuito, Ramo Civil, del Primer Circuito Judicial, el cual autorizó su práctica mediante Auto No1459 de 24 de noviembre del 2000, salvo la parte referente a la correspondencia suscrita entre los cuatro agentes económicos investigados. No obstante, la CLICAC nuevamente presentó escrito ante el Juzgado mencionado, solicitando que se aprobara diligencia exhibitoria sobre la correspondencia de estas cuatro empresas, circunscribiendo la temática que se solicitaba como documentación sujeta a exhibición. Esta petición fue a su vez aprobada por la Juez Octava de Circuito del Primer Circuito Judicial del Ramo Civil, mediante Auto 1481 de 4 de diciembre de 2000. Ambas diligencias fueron practicadas efectivamente en las empresas investigadas los días 11, 12 y 13 de diciembre del año en mención. Actualmente se está elaborando un informe técnico referente a los resultados obtenidos en dichas diligencias exhibitorias. 

Comisión a las Agencias de viajes: Mediante Acuerdo PC-089-00 de 1 de febrero del 2000 se ordenó el inicio de una investigación administrativa por la comisión de prácticas monopolísticas tipificadas en el artículo 11 de la Ley 29 de 1996, contra cinco agentes económicos que se dedican al transporte aéreo de pasajeros. 

Posteriormente mediante Resolución No. 157-00 de 9 de agosto del 2000 se saneó el expediente y se resolvieron los siguientes escritos: dos incidente de nulidad, un recurso de reconsideración presentado por uno de los agentes económicos investigados, la oposición a este recurso de reconsideración, recurso de reconsideración con apelación en subsidio presentado por otros agentes económicos investigados, y una petición de término extraordinario para presentar.

pruebas. De igual manera se extrajo de la investigación a dos agentes económicos que no explotan la actividad de transporte aéreo de pasajeros.

Mediante Resolución de 18 de octubre del 2000 el Pleno de los Comisionados ordenó recabar una serie de informaciones de campo para demostrar la supuesta práctica de paralelismo y finalmente, el Auto 1520 de 20 de diciembre del 2000 emitido por el Juzgado Noveno de Circuito del Primer Circuito Judicial de Panamá autorizó la práctica de testimonios en once personas naturales relacionadas con la industria. 

Concentraciones Económicas

Concentración Económica COPA-Continental: El 24 de febrero de 1999 la CLICAC, mediante notas dirigidas a Continental Airlines, Inc. y Compañía Panameña de Aviación, S.A. (COPA) solicitó se remitiera una serie de informaciones relacionadas a la concentración económica surtida entre los agentes económicos descritos.

En las notas se solicitó copia de la escritura constitutiva y sus reformas, copia de estados financieros para 1997 y 1998, debidamente certificados, descripción del acto mediante el cual se adquirieron las acciones. De carácter económico se requirió información pertinente al mercado, descripción de rutas antes y después de la operación investigada, evolución de las tarifas, participación de mercado por ruta, monto de la operación e información adicional.

El 28 de septiembre de 1999 mediante la Resolución No. 063 PC-99 se inicia la investigación administrativa con el objeto de analizar los efectos que tiene o que pueda tener la concentración económica entre Continental Airlines, Inc. y Compañía Panameña de Aviación, S.A. (COPA). 

Al finalizar el 2000, se había recabado información sobre el Comportamiento del movimiento mensual de pasajeros, correo y carga de todas las rutas de enero de 1998 a mayo de 2000 para cada compañía, y copias autenticadas de los certificados de explotación de cada compañía. 

Concentración Económica Nestlé-Borden: El veinticuatro de julio de 2000, mediante Resolución No. PC-149-00, la CLICAC otorgó concepto favorable a la concentración económica entre Nestlé Panamá, S.A. y Compañía Chiricana de Leche, S.A.; Helados Borden, S.A.; Pastas Alimenticias La Imperial, S.A.; Compañía Internacional de Ventas, S.A.; Naxos, S.A.; Fábrica de Productos Borden, S.A.; y Alimentos Nutritivos, S.A. ya que no se apreció incremento en el grado de concentración económica en ninguno de los mercados pertinentes, definidos y analizados.

En dicha concentración el rubro de productos que requirió el mayor esfuerzo analítico fue el mercado de leches infantiles. Sin embargo, se consideró que hubo una entrada exitosa de un nuevo producto al mercado, hecho que demostró la contestabilidad del mercado, se consideró que no existen barreras para la entrada potencial de nuevos productos, hechos que llevaron a la.

Comisión a la conclusión de que el grado de competencia efectiva, luego de la concentración, se mantendrá. 

Derecho del Consumidor

Entre los expedientes de protección al consumidor, se emitieron algunos criterios jurídicos para los siguientes casos:

Resolución PC-00 de 18 de octubre de 2000 - De oficio en Contra del Colegio Saint George "Que dicha norma (Art. 31 núm. 1, Ley 29 de 1996) consagra una de las principales obligaciones del proveedor que guarda intima relación con uno de los derechos universalmente reconocidos a favor de los consumidores, el cual es el Derecho a la Información. El mismo es definido como el derecho que tienen todos los consumidores de recibir la debida información sobre los productos y servicios que se ofrecen en el mercado"…

"Que en el caso que nos ocupa, la sanción, proferida por la Dirección General mediante la Resolución D.G No. 007 de 2 de febrero de 2000, tiene como fundamento el incumplimiento de la obligación legal de INFORMAR, la cual debió darse de manera clara y veraz al momento de manifestarse la oferta del servicio educativo que brinda el Colegio Internacional Saint George y no después de la aceptación del Consumidor, como parece ser el caso"…

"Que la obligación que la ley le impone, en este caso, al Colegio Internacional Saint George, tiene como finalidad garantizarle al Sr. Luis M. Ramos y a todos los padres de familia del Colegio (Consumidores del servicio educativo) el hecho de que van a contar con los datos suficientes para poder comparar las distintas alternativas que le ofrece el mercado y optar por la que mejor convenga."

Investigación iniciada de Oficio en contra de Créditos Latino y Corporación Financiera Almaros: "Que de la anterior norma citada (Art. 35 - Ley 29 de 1996) se puede concluir que existe una obligación legal, por parte de las sociedades Créditos Latinos S.A., y Corporación Financiera Inmobiliaria Almaros, S.A., de mantener una copia de los contratos y demás documentos que se refieran a las operaciones crediticias, con el fin de que puedan ser examinados, para determinar si éstos se ajustan a las disposiciones que ella establece. Por lo que la CLICAC no requiere ninguna autorización judicial para exigir los contratos. A nuestro criterio, para exigir el cumplimiento de esta obligación basta el mero requerimiento de la autoridad ya sea por escrito o de manera verbal como aconteció el día en que se efectuó el allanamiento a las empresas investigadas."

Resolución PC-# 100-00 de Panamá, 3 de mayo de 2000 De oficio en contra de Telecom Holdings Panamá, S.A., Exp # P 119-99: "Que en cuanto al argumento vertido por el apelante sobre el error cometido por el diario de propiedad de la Editora Panamá América, tenemos a bien señalar que dicho error, a nuestro criterio, no exime de responsabilidad a la Empresa Telecom Holdings Panamá, S.A., debido a que el artículo 51 de la Ley 29 de 1996 claramente señala que: “Todo anunciante está obligado a cumplir lo ofrecido, en los términos contenidos en el aviso publicitario.”, no entrando la norma a distinguir en qué casos se exime de tal obligación, por lo que somos de la opinión que dicho precepto establece una responsabilidad objetiva para el anunciante independientemente de quien haya actuado con culpa o buena fe."

Augusto Cox Gutiérrez vs Boda Autos, S.A. Exp 1264-99: "Que con fundamento en lo manifestado por ambas partes durante el trámite administrativo, no le cabe la menor duda, a esta Dirección General, el hecho de que jamás el Consumidor tuvo un conocimiento real y claro de la magnitud del desperfecto que posee el auto, independientemente de que el Sr. Boda le haya manifestado, momentos antes de hacer la venta que el aire acondicionado tenía ruidos (foja 8) por lo que consideramos se configuran los elementos del artículo 42 de la ley 29 de 1996."

" Así pues, no hay, ni existe ningún eximente de responsabilidad para el Proveedor (vendedor) en cuanto a su obligación de entregar la cosa tal como fue pactada, independientemente de la alegación del Proveedor y de la cláusula novena del contrato (foja 3) firmado por ambas partes, la cual señala que “En base al descuento ofrecido… acepta que el vehículo es vendido en el estado en que se encuentra, donde se encuentre y como se encuentra.”, toda vez que no se le puede exigir al Consumidor una revisión minuciosa del vehículo en el momento de la entrega de éste, habida cuenta que no tenía tampoco ningún motivo para desconfiar de que su auto presentaría otros daños distintos a ruidos en el aire acondicionado o como el propio Consumidor señala (foja 1), un daño en la balinera."

III. Asuntos Internacionales

Del 3 de enero al 2 de febrero, la CLICAC contó con los servicios el experto Haroldo Tomás Avetta, de la Universidad de San Nicolás de la República de Argentina, quien atendió el área de norma y metrología legal, a través del Fondo Argentino de Cooperación Horizontal.

La CLICAC participó en las jornadas de trabajo de las mesas de Negociaciones y Competencia y Subsidios, Antidumping y Derechos Compensatorios en ALCA, en la ciudad de Miami del 16 al 22 de enero, del 31 de julio al 2 de agosto, del 10 al 16 de septiembre, y del 5 a1 11 de noviembre de 2000.La CLICAC participó en la Conferencia Internacional sobre Protección al Consumidor del 14 al 18 de marzo del 2000, realizada en la Procuraduría Federal del Consumidor (PROFECO) en la ciudad de México, en el marco del convenio de colaboración suscrito por la CLICAC con PROFECO.  La CLICAC participó en las reuniones de los Grupos de Negociación de Política de Competencia (GNPC) y de Subsidios, Antidumping y Derechos Compensatorios (GNSADC) en el Marco del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA). La séptima reunión del GNPC y sexta del GNSADC se celebraron en Miami, los días 24 al 28 de abril de 2000. Asistieron representantes de 23 países de un total de 34.

Del 18 al 22 de junio del 2000 la CICAC participó en el seminario de "New Billing On Safeguards and Antitrust", realizado en la Fundación Semper en la República Dominicana.

La CLICAC participó en reuniones de trabajo con funcionarios del FTC del BID del 17 al 19 de julio del 2000, en la ciudad de Washington D.C., auspiciado por la Federal Trade Comisión (FTC) y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID).  Del 18 al 20 de julio se celebró la reunión del Tratado de Libre Comercio entre Panamá y Centroamérica, en san José Costa Rica, de la que participó la CLICAC.

La CLICAC participó en las reuniones de los Grupos de Negociación de Política de Copmpetencia (CNPC) y de Subsidios, Antidumping y Derechos Compensatorios (GNSADC) en el Marco del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA). La Octava reunión del GNPC y séptima del GNSADC se celebraron en Miami, entre los días 31 de julio y 4 de agosto.

Del 29 de agosto al 1 de septiembre la CLICAC participó en el seminario sobre Leyes y Políticas de Competencia para la Región de Latinoamérica y el Caribe, en la ciudad de San José, Costa Rica, auspiciado por la "United Nations Conference on Trade Development (UNCTAD).

La CLICAC participó en reuniones sobre Sostenibilidad Financiera de la Institución y apoyo de las IFIS en la misma, del 1 al 8 de noviembre en la ciudad de Washington D.C., ante el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), el Fondo Multilateral de Inversiones (FOMIN), y el Banco Mundial (BIRF).

Del 13 al 17 de noviembre del 2000, la CLICAC participó en el XVI Congreso Mundial de Consumers International en la ciudad de Durban, Sudáfrica, auspiciado por Consumers International.  Del 21 al 28 de noviembre, la CLICAC participó en el XXVII seminario de presupuesto Internacional Público en la ciudad de Madrid, España, invitado por la asociación Internacional de Presupuesto (ASIP).

Del 5 al 8 de diciembre la CLICAC participó en el seminario de Políticas de Competencia para las Agencias de Centroamérica, Sudamérica y del Caribe en la ciudad de Caracas, Venezuela, auspiciado por la "Organization For Economic Cooperation and Development" (OECD). 

IV. Fortalecimiento Institucional

Proyección Institucional

La Comisión de Libre Competencia y Asuntos del Consumidor, CLICAC, surgió como una institución moderna y como resultado del proceso de reformas económicas y del Estado. La CLICAC es una agencia gubernamental independiente y técnica, responsable de asegurar la formación de una economía de libre mercado.

Su objetivo general es el de proteger y asegurar el desarrollo de la libre competencia y la libre concurrencia en el país, con el fin de procurar el interés superior del consumidor.

De ahí que la CLICAC proyecte su fortalecimiento a través de la:

1. Apertura de Administraciones Regionales en Bocas del Toro, Darién, La Chorrera y San Miguelito. La CLICAC se propone ampliar la cobertura de sus servicios en todo el territorio nacional, a fin de hacer efectivas las funciones que motivaron su creación.

2. Reglamentación de la Ley 29 para darle transparencia a la interpretación y ejecución a la misma dentro de su propósito de proteger y asegurar el proceso de libre competencia económica y la libre concurrencia de bienes y servicios en el mercado, así como la defensa de los derechos de los consumidores.

Para alcanzar este objetivo se formularán las normas complementarias de los Títulos II, III, IV, VII y VIII de la Ley 29, necesarias para aplicar los principios sobre protección al consumidor; sobre las prácticas de comercio desleal y las medidas de salvaguardia y procedimiento administrativo, establecidos en la Ley.

3. El establecimiento de procedimientos que permitan dar mayor claridad y efectividad a las actividades de la CLICAC en relación con la implementación del Título I de la Ley 29, en sus disposiciones antimonopolio. El diseño del conjunto de procedimientos prevé las áreas de acción más importantes en las materias antimonopolio:

Investigaciones de prácticas monopolísticas absolutas iniciadas de oficio.

Investigaciones de prácticas monopolísticas absolutas iniciadas por denuncia.

Investigaciones de prácticas monopolísticas relativas iniciadas de oficio.

Investigaciones de prácticas monopolísticas relativas iniciadas por denuncia.

Procedimiento de verificación de operaciones de concentración económica por notificación previa.

Procedimiento de investigación de operaciones de concentración económica iniciado de oficio.

Procedimiento de investigación de operaciones de concentración económica iniciado por denuncia.

4. La implementación en el año 2000 del Reglamento de Personal Institucional basado en los avances recogidos en la implantación de la Carrera Administrativa.

5. Implantación de un Sistema de Consolidación y Difusión de Informaciones para facilitar la toma de decisiones en torno de los temas de defensa y promoción de competencia y de practicas desleales de comercio internacional.

6. La adopción del Manual de Clasificación de Puestos, aprobado por el Ejecutivo en agosto de 1999 y hecho de conocimiento de todos los funcionarios a principios del año 2000.

7. La adopción del Manual de Organización, el cual se encuentra en fase de revisión por parte del Ministerio de Economía y Finanzas.

8. La conformación del Comité Estratégico de Desarrollo Institucional, como resultado de la consultoría realizada para detectar las necesidades de capacitación y entrenamiento de todas las direcciones y departamentos de la CLICAC.

9. Desarrollo de programas de motivación e incentivos al personal, el cual se estará llevando a cabo el primer trimestre del año 2001.

Motivación

Cuando se debate respecto a la conformación y facultades que deben tener los órganos reguladores creados por ley dentro de la sociedad, se está haciendo referencia a la relación entre el marco institucional que rige una sociedad y el desarrollo económico. Esa relación, densa en principio, motiva la reflexión que se está tratando de desarrollar.

La intención de debilitar la naturaleza independiente y profesional de los entes reguladores, surgidas a raíz de la alternancia en la administración gubernamental, sugiere la siguiente reflexión. Por una parte porque este tipo de modificaciones afecta directamente la estructura de las leyes especiales y su efectividad. En segundo lugar, afectan el desempeño de la administración y supedita instituciones creadas bajo preceptos de modernidad, a los criterios del ciclo político, desvirtuando los objetivos planteados en su diseño institucional.

Las Funciones del Estado en la Economía

Un principio bastante aceptado es el hecho de que al sector privado le corresponde el rol de invertir y producir, y que el Estado debe brindar las condiciones para que ello sea factible y preocuparse de atender las necesidades que el sector privado no puede cubrir.

Una función importante del Estado es la de resolver conflictos. Por ejemplo, una persona al morir deja una herencia que debe repartirse entre sus familiares. Si se deja que las partes privadas decidan como distribuirla a su criterio, es posible que se produzcan discrepancias y que no logren ponerse de acuerdo. Para evitar estos problemas, lo más conveniente es contar con leyes que se apliquen en este tipo de situaciones. En este caso el Estado actúa como árbitro garantizando que las leyes se apliquen a todos por igual.

El Estado debe garantizar las condiciones de estabilidad de las reglas de juego que necesita el sector privado para poder planificar e invertir a largo plazo y convertirse así en el motor de la economía. Una de las áreas que justifican el papel del Estado como árbitro, es el intercambio entre agentes económicos. La sumatoria de esas interrelaciones normalmente la llamamos mercado.

El origen de las Normas que Desarrollan los Principios de Competencia en Panamá

El tema de la competencia no es algo novedoso en nuestro país, toda vez que nuestra Constitución en el Título referente a la Economía Nacional, lo ha tenido presente al prohibir en el comercio y en la industria toda combinación, contrato o acción cualquiera que tienda a restringir o imposibilitar el libre comercio y la competencia y que tenga efectos de monopolio en perjuicio del público. En el mismo articulado luego de entrar a esbozar en forma genérica el concepto, establece que la Ley regulara esta materia.

No es sino hasta inicios del año de 1994, cuando el Ejecutivo tiene la voluntad política de desarrollar este tema, para lo cual adelanta los estudios a fin de que se desarrolle lo enunciado en la Constitución y producir un anteproyecto de ley que regulara la materia de libre competencia y permitiera la incorporación del país a las nuevas políticas de mercado, teniendo como principal objetivo la eficiencia económica y el bienestar de los consumidores. Para la redacción de dicho anteproyecto de ley se consultaron las legislaciones de países con alta experiencia sobre la materia tales como Estados Unidos de Norteamérica, México y Perú, entre otros, dando como resultado una legislación moderna y actualizada.

Este anteproyecto de ley desarrolla los conceptos sustanciales para reglamentar una economía de libre mercado y establece la creación de una autoridad independiente, que tenga credibilidad, poder de decisión, poder coactivo y que esté dotada de los medios jurídicos para cumplir con esas funciones, así como incorporar al Organo Judicial una estructura nueva especializada en la materia.

Queda así aprobada el 1 de febrero de 1996, la Ley 29 de 1996, “ Por la cual se dictan normas sobre la defensa de la competencia y se adoptan otras medidas". Esta Ley establece conceptos sustantivos, desarrollando una diversidad de temas; con relación a la competencia, prácticas monopolísticas y su respectiva clasificación, y las concentraciones económicas; con relación a las prácticas de comercio desleal, subsidios o subvenciones, dumping, derechos compensatorios y antidumping y medidas de salvaguardia; y en cuanto a la protección al consumidor: garantías e información al consumidor.

Dentro del perfil de las agencias nacionales de competencia a nivel internacional, una de sus principales características corresponde con una elevada autonomía, suficiente dotación de recursos, excelente capacidad técnica para ejercer poderes de investigación y sanción, y alto grado de credibilidad en la población. Con ese espíritu, la Ley crea la Comisión de Libre Competencia y Asuntos del Consumidor (CLICAC), la cual tendrá entre sus funciones velar por un mercado interno de libre concurrencia en el que tenga lugar una amplia participación de los agentes económicos, donde el número plural de oferentes y compradores transen libremente sus operaciones, garantizando efectivamente la disponibilidad constante de productos de calidad a los menores costos posible.

Por muchas décadas los consumidores se han visto sometidos a un sistema de poder abusivo en el mercado. Esta nueva institución (CLICAC) tiene que velar por los derechos de los consumidores, utilizando los mecanismos adecuados para equilibrar la asimetría de información que existe entre el consumidor y el agente económico.

Los temas asignados por Ley a la CLICAC son eminentemente técnicos y de mucha responsabilidad, y bajo un esquema sui generis, en donde el legislador optó por centralizar las funciones investigativas y sancionadoras en una sola entidad (CLICAC) y atribuirle la facultad decisoria a los tribunales de justicia especialmente creados para tales efectos (los llamados tribunales de comercio).

Por otro lado, esta Ley garantiza en un sistema de apertura de mercado los mecanismos necesarios para que de una forma justa y racional se defienda la producción nacional contra las practicas de comercio desleal (dumping y subsidios) y otras formas desleales de comercialización internacional de los productos o servicios.  Entre las principales funciones de la CLICAC está la de ser el agente investigador de las prácticas del mercado, asignándole la Ley legitimación para en caso de detectar irregularidades poder iniciar procesos ante los tribunales de justicia que la propia Ley 29 de 1996 ha creado, decidiendo estos sobre la legalidad o no de dichas prácticas. La CLICAC, podrá como un ente técnico, en los casos en que los Jueces así lo soliciten coadyuvar en proceso jurisdiccional como perito y asesor de los mismos.

La CLICAC realiza un monitoreo constante de la economía, para identificar distorsiones en el proceso de libre competencia y libre concurrencia en el mercado. Utilizando sus poderes administrativos obtiene información de los agentes económicos, y adicionalmente, previa autorización de los tribunales de justicia, recaba cualquier tipo de información de los agentes económicos mediante los medios comunes de aseguramiento de pruebas.

Adicionalmente, la CLICAC realiza funciones de control a través de la revisión de los lineamientos pro competitivos en actos jurídicos, contratos administrativos, y proyectos de leyes; y controles de competitividad en la elaboración de las normas técnicas que hacen homogéneos los productos y servicios que se comercialicen en el país.

Estructura de la CLICAC

El cambio de orientación en la política económica panameña desde principio de los 90, implica que el desarrollo económico del país descansará cada vez más en los mercados. Es por ello que el objetivo de la Ley 29 de 1996 es mantener una política centrada en promover la eficiencia.  económica y el proceso competitivo. Es por ello que el ámbito de aplicación de la Ley 29 de 1996, involucra a todos los agentes económicos, sin distinguir si estos son personas naturales o jurídicas, empresas privadas o instituciones estatales o municipales, industriales, comerciantes o profesionales, entidades lucrativas o sin fines de lucro.

La CLICAC como institución ha sido dotada de independencia en la toma de decisiones y estabilidad en el nombramiento de sus miembros al definirla como una entidad publica descentralizad del estado, con personería propia y autonomía en su régimen interno.  La administración de la CLICAC está a cargo de tres (3) comisionados con sus respectivos suplentes, nombrados por el Organo Ejecutivo y ratificados por la Asamblea Legislativa por un período de cinco (5) años. Asimismo, el Director General es nombrado por los tres comisionados por un período de cinco (5) años. Con el fin de mantener la imparcialidad e independencia de criterios, se tomó una previsión en la Ley que garantiza la designación sucesiva de comisionados, en períodos que venzan en distintas fechas, para mantener la continuidad y funcionamiento de la institución. El vencimiento de los períodos de nombramiento de los comisionados fue establecido en la Ley de acuerdo con el siguiente orden: el primero el 31 de diciembre de 1998 (ya venció y el siguiente nombramiento responde a la pauta de cinco años en el cargo), el segundo el 31 de diciembre del año 2000 y el tercero el 31 de diciembre del año 2004.  El escalonamiento en la permanencia de quienes sean designados comisionados tiene como objetivo claro garantizar la continuidad institucional y aislar la dirección de una política regulatoria tan delicada de los vaivenes marcados por los períodos gubernamentales.  El diseño organizacional que se ha descrito tiene entre sus características fundamentales aislar la institución de los vaivenes del ciclo político. La incertidumbre asociada con el marco institucional afecta el marco de referencia para la planificación de las decisiones de los agentes económicos. El marco institucional debe garantizar que en el país las leyes no cambian constantemente y se aplicarán sin distinciones, dando lugar a políticas que no dependan del gobernante de turno. Si esos factores se cumplen, el país será considerado un lugar seguro para invertir y, por tanto, atraerá los capitales necesarios para financiar su desarrollo.  Uno de los elementos culturales que más influye en el desarrollo de un país es la confianza entre las personas. Cuando las personas confían en las demás están más dispuestas a relacionarse, a firmar contratos y asociarse para llevar a cabo un negocio. Por el contrario, en un entorno en el que las personas desconfían unas de las otras, la actividad económica sufre una serie de trabas o costos adicionales, como contratar abogados para elaborar contratos muy detallados, que cubran todas las posibles situaciones antes de adquirir un compromiso. Estos mayores costos resultantes de la desconfianza, le restan competitividad al país y generan pérdidas de bienestar para la sociedad.

Independencia Funcional de la CLICAC

Es necesario preservar el diseño institucional de la CLICAC, tal y como ha sido establecido en el texto de la Ley 29 de 1996. El esquema institucional novedoso que allí se plantea establece la independencia de la organización respecto al sistema político. Ese objetivo se consigue por.68 medio de los mecanismos de nombramiento y remoción de quienes estarán a cargo de la administración.

Esta situación no limita la participación del Ejecutivo en su potestad para la escogencia de los designados para administrar la institución, toda vez que es el Ejecutivo quien nombra y somete a la ratificación del Poder Legislativo a los funcionarios que dirigirán la CLICAC. El objetivo de la Ley 29 de 1996, por consiguiente, no ha sido limitante sino reglamentario, al establecer de forma clara la forma de nombramiento así como de destitución de dichos funcionarios.  Este modelo para la conformación de órganos reguladores también ha sido materia de debate en otros países. En los Estados Unidos, se planteó un debate respecto a la designación de los Comisionados de la Comisión Federal de Competencia (Federal Trade Commission) por períodos fijos. A ese respecto, un fallo de la Corte Suprema Justicia de ese país, realizado en 1935, establece claramente que ese mecanismo de nombramiento y remoción es un requisito para que se garantice la necesaria independencia de ese órgano administrativo.  “El Congreso ha creído que el éxito de la Ley de la Comisión Federal de Comercio (Federal Trade Commission Act) depende del mantenimiento de la Comisión como un órgano independiente. Para alcanzar ese resultado, ellos han intentado establecer limitaciones al poder del Presidente de remover funcionarios sin causa.

[…] Como el Congreso tiene poder para crear una oficina ejecutiva, el control de esa oficina debe estar en manos del Presidente, pero ese control no se establece en cuanto al control de sus funcionarios. En el caso de una oficina como la Comisión Federal de Comercio, cuya naturaleza es ‘no-política’ y cuya función es cuasi-judicial y cuasi-legislativa, en función de salvaguardar su independencia de la dominación política, es necesario y adecuado establecer estándares a nivel legal que el Presidente debe seguir”

[…] La independencia que el Congreso concibió para la Comisión Federal de Comercio no depende ni implica una limitación del poder de remoción tal y como señala el demandante. La Comisión ha sido dejada libre de la continua supervisión de alguna cabeza departamental; a sus miembros se les requiere representar más de un partido político; y los términos de sus miembros han sido ordenados para expirar el períodos diferentes. En las últimas leyes que crean comisiones similares, esos factores aislados han sido profundizados suficientemente para asegurar el objetivo de un cuerpo independiente” (Fallo de la Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos codificado bajo las siguientes siglas: 295 U.S. 602; 55 S. Ct. 869; 1935 U.S. LEXIS 1089; 79 L. Ed. 1611)

Este razonamiento se ha ilustrado de diferentes maneras y converge hacia una sola conclusión: los mecanismos establecidos en la Ley son indispensables para asegurar la independencia de la CLICAC, y mantener ese elemento de diseño es indispensable para que este organismo pueda ser efectivo en el cumplimiento de sus funciones reguladoras.

Redefinición del Rol del Estado

Las funciones y objetivos de la CLICAC son cónsonos con los roles que debe tener un Estado moderno como garante de reglas del juego claras y transparentes, y de supervisor de las conductas que limiten el funcionamiento de los mecanismos de competencia. Ese principio de competencia está presente en todas las áreas de la actividad económica, por lo que se convierte en una ley marco en la economía, que regula a todos por igual y consagra, ante todo un cambio de orientación y de concepción del papel del Estado en la Economía hacia el rol de árbitro que se ha venido esbozando.

El concepto de competencia, más allá de interpretar el derecho a la libertad económica, se trata de la concepción acerca de la forma como debe estructurarse la sociedad y la interrelación entre las partes que la componen. Vale decir, un sistema de principios, reglas y modos de accionar sustancialmente distintos.

Aquí el enfoque institucional va dirigido a promover el establecimiento de mercados como instituciones, lo cual es una función que se cumple desde el seno del Estado hacia la sociedad.  Pero también exige que la sociedad en general, los actores privados y las instituciones reguladoras, como consumidores de los beneficios del mercado, demanden la existencia de tal institución.

Necesidad de Consolidar Instituciones Comprometidas con el Fomento del Libre Mercado

Cuando se instauran y cumplen las reglas de libre competencia se generan beneficios para todos los actores económicos. Competir, como norma de conducta, implica una visión de cada persona que participa en ese proceso. Es decir, los empresarios deben aceptarlo como norma y como premisa de conducta. Pues de otra forma no adoptarían estrategias de innovación y rivalidad suficientemente intensas que les permitan mantenerse en el mercado. Por otra parte, los consumidores deben responder a ello buscando y valorando alternativas y utilizando la información disponible para tomar mejores decisiones en el mercado. En tercer lugar, el Estado, en sus áreas de actuación en la economía distintas al papel de árbitro, también debe ser consistente con este principio.

En este sentido, es necesario no solamente que la sociedad o los consumidores, demanden la existencia de normas dentro de las cuales comportarse, lo cual se correspondería con canalizar el desarrollo de la oficina de competencia, sino que se trata de un compromiso del Estado.  La posibilidad de desarrollar este espacio está vinculada estrechamente con el diseño de las instituciones que se encarguen de desarrollar los objetivos de libre competencia. Existe una condición importante en relación con la autonomía de los órganos reguladores, la necesidad de apoyo político para el proceso de implementación de las leyes; la necesidad de diseñar y aplicar metodologías para detectar barreras al funcionamiento de los mercados que se desprenden de las distintas formas de intervención del Estado; y el proceso de diseño de herramientas para monitorear los mercados.

Las Políticas de Competencia y de Protección al Consumidor

Es necesario precisar que uno de los objetivos de este proceso es mejorar la calidad de la actividad interventora del Estado en la economía, por lo tanto debe llevarse a cabo sin desmejorar esa capacidad para garantizar el interés público. Esta intervención tiene características diferentes a la experimentada hasta el momento, pues la presencia de la administración no se orienta a dirigir el sector intervenido, sino a establecer directivas para el funcionamiento del mismo. De esta forma el interés privado y el público se conjugan a través deuna mayor disciplina en el funcionamiento del mercado. Para lograr estos enunciados la Ley 29 reconoce la necesidad de un árbitro en el juego económico: LA CLICAC.

La Ley 29, desarrolla normas de libre competencia, de protección al consumidor y de prácticas desleales de comercio. ¿Qué quiere decir esto? Que a partir de su promulgación se establecen normas según las cuales las empresas deben competir entre ellas y por lo tanto fiscaliza que esa sea la forma de comportamiento de los agentes económicos.

La Dimensión Social de la Política de Competencia

Además de la relevancia que el desarrollo de las políticas de competencia y de protección al consumidor tienen en relación con la garantía de un proceso económico más eficiente, estas políticas poseen también aspectos sociales inmediatos, entre los cuales se encuentran:

velar por la libertad económica en el sentido de la disponibilidad de alternativas por parte de los consumidores, los oferentes, y cualquier otra posición que se pueda identificar dentro de los múltiples procesos de intercambio que se verifican en el mercado;

impide un proceso descontrolado de concentración de poder económico, pues a través de la vigilancia de las concentraciones económicas evita que se conformen situaciones de monopolio que en el mediano plazo puedan extraer ganancias extraordinarias de los consumidores o impedir el acceso al mercado por parte de nuevos oferentes;

reduce las rentas que se desprenden de prácticas monopolísticas y por lo tanto tiene un efecto redistributivo directo. Cuando se sanciona una práctica monopolística cesa un proceso de extracción de beneficios a partir de los ingresos de los consumidores. A partir de ese momento, los consumidores podrán destinar ingresos que antes se dirigían a pagar precios más altos, a cubrir otros usos. Es decir, aumenta el poder adquisitivo de la población. Por otra parte, cuando las empresas se ven obligadas a competir, los beneficios del proceso de competencia se harán presentes. Esto quiere decir que cuando se habla de beneficios para la sociedad, se está incluyendo: la variedad de productos disponibles, el acceso al mercado para los empresarios, la mejor calidad y precios de los bienes para los consumidores, la intensidad de los procesos de innovación empresarial, el acceso y manejo de mayor y mejor información. Los beneficios de la política de competencia son universales, es decir todos los ciudadanos tienen facetas como demandantes y oferentes, por lo tanto no queda nadie excluido de la lista de bondades que se han construido.

protege a los pequeños competidores de la competencia ruinosa de empresas dominantes en el mercado, y a través de la administración de la ley, fomenta la seguridad de los agentes económicos respecto al resultado de sus iniciativas y la competitividad, además de apoyar el desarrollo de la pequeña y mediana industria;

propende a que las decisiones de los agentes económicos se realicen con base en información más completa. En consecuencia se reduce el número de decisiones ineficientes y se obtiene una asignación de recursos más justa y cercana al esfuerzo de cada protagonista en el proceso de intercambio. Cuando existe mayor información, se fortalece la función del consumidor en el intercambio y deja de ser el débil de la relación. 

Administración y Finanzas

La CLICAC en el año 2000 operó con un total de 238 funcionarios, de los cuales 198 son funcionarios permanentes y 40 que laboraron prestando sus servicios profesionales por contrato.Durante el año de 2000 laboraron en las Administraciones Regionales 53 funcionarios, incluyendo once (11) funcionarios de la Administración Regional Metropolitana.El presupuesto de funcionamiento para el año 2000 fue de B/. 3,609,400.00, y su fuente de financiamiento proviene de los recursos del Gobierno Central.

El de inversiones fue de B/. 577,600.00, de los cuales correspondieron B/. 120,000.00 a subsidio del gobierno central y B/. 457,600.00 fueron recursos proporcionados por el fondo Multilateral de Inversiones del Banco Interamericano de Desarrollo (FOMIN). Estos recursos se destinaron a continuar el programa de fortalecimiento del régimen de promoción de la competencia.

Para el año 2001 la CLICAC solicitó un presupuesto de B/. 4,717,916.00, de los cuales B/.4,274,416.00 son para funcionamiento y B/. 443,500.00 para inversiones, el Ministerio de Economía y Finanzas recomendó un presupuesto de B/. 4,084,600.00, de los cuales B/.3,641,100.00 será utilizado para funcionamiento y B/. 443,500.00 para inversiones

V. Otros Asuntos

Defensa del Consumidor

Como uno de los principales logros de la CLICAC en materia de la promoción de la organización de los consumidores, se cuenta el registro en la institución de tres organizaciones de consumidores, de las cuales dos fueron beneficiadas con la transferencia de fondos que según el Artículo 117 de la Ley 29 tienen derecho para el desarrollo de campañas divulgativas.

De acuerdo al presupuesto de divulgación y publicidad del año 2000, las dos organizaciones registradas hasta ese momento: la Unión Nacional de Consumidores y Usuarios de la República de Panamá (UNCUREPA) y la Fundación del Consumidor y del Usuario (FUNDECU) recibieron fondos por un total de B/ 6,950.00.

En la segunda mitad del año 2000, se registró en la CLICAC, como organización de consumidores la Asociación para la Protección de los Derechos del Consumidor y del Ambiente, (ANAPRODECA). La CLICAC siguió trabajando con las nueve (9) organizaciones en formación y las formalmente constituidos a través de reuniones de coordinación y se realizaron diversas actividades de promoción de organización del consumidor en ferias, jornadas de capacitación, y módulos de información ubicados en diversos centros comerciales.

Educación y Orientación: En el año 2000 se ejecutaron un total de 365 charlas educativas a nivel nacional de las cuales 259 corresponden a las Oficinas Regionales (71%) y 106 a la Oficina Central (29%). 

Los temas de disertación fueron: “Ley 29, Deberes y Derechos de los consumidores,Organización de Consumidores, Canasta Básica y Presupuesto Familiar”, donde la población atendida en estas charlas educativas fue de 3,302 personas, quienes se convierten en promotores de la Ley 29 y multiplicadores de los conocimientos adquiridos.  Con el propósito de dar seguimiento y de apoyar la labor de orientación y educación que se llevan acabo en todas las oficinas regionales, se programaron y ejecutaron un total de 18 giras nacionales a Coclé, Colón, Herrera, Bocas del Toro, Veraguas, Los Santos, Chiriquí y Darién.  La CLICAC estableció siete módulos de orientación al consumidor en diferentes puntos del territorio nacional en eventos feriales como también en fechas conmemorativas por ejemplo: inicio de clases, Día Mundial del Consumidor, en donde se distribuye material impreso, se acogen consultas sobre consumo y se ofrece información sobre la competencia de la Ley 29. En total se realizaron durante este periodo catorce (14) eventos de este tipo.  En las administraciones regionales, la asesoría a consumidores ascendió a 3,625 y a empresarios a 841, realizándose 224 audiencias de conciliación, en cuanto a la cuantía de bienes recibidas y resueltas fue de 1.2 millones de Balboas y 976 mil Balboas respectivamente.

La CLICAC, durante el año 2000, participó en 715 programas de radio de transmisión inmediata y diferida, entre los que se incluyen diversos noticieros, espacios exclusivos y producción de revistas radiales como el programa “Ventana al Consumidor”, el cual se transmite semanalmente por Radio Nacional. También la CLICAC participó de 32 programas televisados igualmente, compuestos por entrevistas, noticieros y revistas.

Información al consumidor: se ha convertido en el instrumento indispensable en sus relaciones con el mercado, así como para el interés de promover la libre competencia. Es la competencia entre las empresas y el conocimiento de los consumidores lo que finalmente determinará la evolución de los precios del mercado y el mejoramiento de la calidad de los bienes y servicios.

El servicio de información de la CLICAC provee a los consumidores de precios a través de los medios de comunicación, indicándoles precios, establecimiento de expendio y el lugar donde adquirir diversos artículos, incluyendo desde productos agropecuarios hasta manufacturados.

Diariamente se publica en El Panamá América dichas informaciones en la pagina “Esquina del Consumidor”.

Los miércoles los consumidores pueden estar informados en la “Página del Consumidor” que publica el diario La Prensa.

Conciliación: El proceso de conciliación que realiza la CLICAC como una acción administrativa de mediación, procura alcanzar un arreglo fácil y rápido para empresarios y consumidores, en conflicto por relaciones desiguales, en el cual el Estado le da al consumidor la oportunidad en forma expedita, gratuita y neutral, de resarcirse del daño o perjuicio recibido.  La CLICAC en todo el territorio, de las 2,588 quejas recibidas resolvió 2,304 (89%), donde la cuantía en bienes de quejas recibidas fue de B/. 5.7 millones de balboas y en quejas resueltas, de 4.5 millones de balboas.

En la misma sede central y para el logro de esos resultados se expidieron 1,373 citaciones a comerciantes de las cuales se concretaron 625 audiencias entre comerciantes, consumidores y los conciliadores, de un total de 849 en el territorio nacional. En el año 2000 la CLICAC logró la devolución de la suma de doscientos cincuenta y tres mil seiscientos sesenta balboas (B/253,660.00) a los consumidores por anulación de contratos, excesos de letras cobradas e intereses pagados por adelantado. 

En lo que respecta a la solución de casos, se destaca la cantidad de 4,096 llamadas de seguimiento y coordinación y en segunda instancia se destaca la asesoría telefónica a los consumidores las que alcanzaron en la sede central, la suma de 1,017 llamadas atendidas y 557 consumidores fueron orientados personalmente, o sea, 1,574, de las 5,199 a nivel de todo el país.

Verificación de Mercado: En el año 2000 el total de establecimiento verificados fue de 27,777 a nivel nacional, de los cuales 17,673 fueron efectuadas por la sede central, destacándose 5,813 visitas a mini supers en todo el país, de las cuales 2,603 se hicieron desde la sede central, 4,942 abarroterías a nivel nacional y 2,455 desde la sede central. En lo que respecta a los supermercados el total a nivel nacional 3,442 y desde la sede central 2,360. Se incluyeron otros establecimientos como restaurantes, salón de belleza, zapaterías y otros.

Veracidad de la Información: En el año 2000, la CLICAC ejecutó una agresiva estrategia en materia de cumplimiento del Artículo 53 de la Ley 29, referente a las normas a seguir en las Ventas especiales tales como baratillos. Especialmente se realizaron acciones de verificación, en la época escolar y en medio año. Al incrementarse las actividades de monitoreo, consecuentemente se redujo el volumen de quejas de los consumidores. De modo que con una práctica preventiva de manera se hizo posible aminorar el número de quejas por parte de los consumidores.  En el año 2000 el total de casos fue de 276 expedientes. 

VI. Estudios y documentos 

Nota Técnica No. 14 Comentarios Al Anteproyecto De Ley N° 68 Por El Cual Se Toman Medidas Para Proteger Al Consumidor De Posibles Excesos En El Manejo Del Crédito Y Se Modifican Algunos Artículos De La Ley 20 De 1986: Por considerar que el principal objetivo de este Anteproyecto de Ley es evitar los excesos en el manejo del crédito, lo cual beneficia en forma directa al consumidor, la CLICAC apoya dicha iniciativa, deseosos que las recomendaciones vertidas en este documento, producto de estudios de un sin número de quejas presentadas a la nuestra Institución por los consumidores, sirvan para enriquecer el debate sobre el mismo.

Desde mayo de 1998, la CLICAC está promoviendo la utilización del método de interés sobre saldo como único permitido por Ley y que la tasa de interés efectiva debe constar en todos las cotizaciones, contratos y publicidad que hagan los agentes económicos que otorgan crédito.

Nota Técnica No. 15 Antecedente, Estudio Diagnóstico Y Propuesta De Clicac Al Anteproyecto De Ley "Por El Cual Se Regulan Algunos Aspectos Relacionados Con La Comercialización De Medicamentos Y Otros En El Mercado Nacional: La Comisión de Libre Competencia y Asuntos del Consumidor (CLICAC), como entidad autónoma del Estado, adscrita al Ministerio de Comercio e Industrias, luego de las múltiples reuniones realizadas con todos los entes involucrados en el tema de los medicamentos, presenta en este informe un compendio de los temas tratados en dichas reuniones y un conjunto de recomendaciones para promover una solución integral al complejo problema de los medicamentos.

Nota Técnica No. 16 Válvula Única: La CLICAC mantiene la posición de que las posibilidades de generar una mayor competencia al eliminar la barrera a la salida del consumidor y poder cambiarse de empresa libremente, están en función de que el establecimiento de una válvula única no genere distorsiones en el segmento de la distribución, en el sentido de incrementar los costos de transacción y de regulación a un punto que termine encareciendo el producto y en un mayor subsidio por parte del Estado, superior al actual costo de la barrera a las salida para el consumidor.

El establecimiento de una válvula uniforme puede ser beneficioso para el consumidor por el hecho de que se eliminaría la barrera a la salida, permitiendo a éste cambiarse de una empresa a otra al no tener que asumir el costo del regulador, que oscila en torno a los B/. 12.00 según cotizaciones realizadas, y en este sentido se generaría más competencia por ser un producto homogéneo. Sin embargo, es necesario tener en consideración que el problema del abastecimiento puede estar relacionado a otros factores más relevantes tales como los problemas de flujo de caja de los comerciantes detallistas o bien producto de distorsiones en la distribución mayorista por revender el producto a distribuidores minoristas que son los que se introducen en las áreas más inaccesibles, agregando un sobre costo al producto por las primas de riesgo implícitas por la falta de buenas vías de penetración. Esta debe ser materia de mayor investigación.

Participacion De La Clicac En Los Anteproyectos Y Proyectos De Leyes Presentados En La Asamblea Legislativa: De conformidad con el artículo 103, numeral 10 y 13, de la Ley 29 de 1996, a la Comisión de Libre Competencia y Asuntos del Consumidor se le faculta para emitir opiniones sobre leyes, reglamentos, actos administrativos, proyectos y para realizar estudios sobre el comportamiento del mercado, a fin de detectar distorsiones en el sistema de economía de mercado que afecten a los consumidores, y propiciar la eliminación de tales prácticas, sea mediante su divulgación o mediante la recomendación de medidas legislativas o administrativas encaminadas a su corrección.  Es por este motivo que la Comisión mantiene una participación dinámica en la Asamblea Legislativa mediante participación directa de su personal en reuniones de las distintas Comisiones y emitiendo Notas Técnicas con el objeto que sean un aporte técnico para las discusiones de los distintos anteproyectos y proyectos presentados a la Asamblea.

�CAPÍTULO 10.	 ESTADOS UNIDOS

En este capítulo se describen las acciones antimonopólicas federales en Estados Unidos, tanto de la División Antimonopolios (la “División”) del Departamento de Justicia (el “Departamento” o el “DOJ”) como de la Oficina de Competencia de la Comisión Federal de Comercio (la “FTC” o la “Comisión”). La información que contiene este documento es un resumen del primer informe anual de la División Antimonopolios para el año fiscal de 1999 y de la FTC para el año fiscal de 2000. 

Cambios en los reglamentos, políticas o criterios antimonopólicos– el año fiscal 1999	

Tras solicitar comentarios del público, la Comisión y el Departamento de Justicia publicaron conjuntamente los nuevos Criterios antimonopólicos para la colaboración entre competidores, un aspecto de la legislación antimonopólica que previamente carecía de criterios de las agencias.

La Comisión y el Departamento de Justicia promovieron la cooperación de los niveles federal y estatal mediante la publicación de un protocolo conjunto para investigar las fusiones de manera conjunta y coordinada entre las agencias antimonopólicas federales y estatales. 

Aplicación de Leyes y Politicas de Competencia

Programa de aplicación penal del DOJ 

La División Antimonopolios del DOJ instituye la aplicación penal de la Sección 1 de la Ley Sherman (15 U.S.C. Sec. 1) en contra de actividades de “cárteles duros”, como fijación de precios, colusión en licitaciones y acuerdos de repartición de mercados.

La persecución de este tipo de actividades de cárteles a nivel nacional se ha ubicado en el centro de las acciones antimonopólicas del Departamento de Justicia desde la aprobación de la Ley Sherman en 1890 y nunca ha cejado. No obstante, en los últimos años, la División Antimonopolios ha adoptado como una de sus más altas prioridades la persecución de los cárteles internacionales cuyas víctimas son empresas y clientes estadounidenses. 

La División Antimonopolios ha interpuesto acciones judiciales contra cárteles internacionales que operan en una amplia gama de actividades comerciales que comprende vitaminas, aditivos para alimentos humanos y animales, productos químicos, electrodos de grafito (que se utilizan en la producción de acero) y servicios de transporte y construcción marítimos. 

La estrategia de la División Antimonopolios de concentrar sus recursos penales en los cárteles internacionales ha generado un éxito nunca antes visto en el desmantelamiento de los cárteles y gracias a ella se ha logrado condenar a importantes conspiradores y se han obtenido multas sin precedentes. 

El aumento espectacular de las multas refleja el hecho de que los cárteles internacionales más importantes que se han sujetado a procesos penales en los últimos años han sido mayores que cualquier conspiración que haya enfrentado antes la División Antimonopolios en cuanto al volumen del comercio afectado y la magnitud del daño causado a las empresas y consumidores estadounidenses. 

El aumento en la eficacia de la labor de la División Antimonopolios contra los cárteles es resultado de investigaciones más eficientes y de un buen proceso de litigación. El Programa de Amnistía de la División Antimonopolios ha contribuido de manera notable el éxito de las investigaciones. 

Algunos casos penales de la División Antimonopolios 

Vitaminas: El cártel de las vitaminas ha sido la conspiración penal antimonopólica más extensa y dañina que ha enfrentado la División. Los miembros de este cártel se ponían de acuerdo en todo: desde cuánto fabricaría cada una de las compañías hasta cuánto cobrarían y a qué clientes servirían. 

Hasta ahora, las investigaciones sobre las vitaminas han arrojado condenas contra empresas suizas, alemanas, canadienses y japonesas y más de $875 millones en multas penales contra las compañías demandadas, entre las que se incluye una multa por $500 millones contra F. Hoffmann-La Roche Ltd. (HLR) y otra por $225 millones contra BASF AG. La multa de $500 millones impuesta a HLR es la mayor que se haya impuesto en un proceso del Departamento de Justicia conforme a cualquier ley. La División Antimonopolios también ha llevado a juicio hasta ahora a siete ejecutivos estadounidenses y extranjeros por su participación en el cártel de las vitaminas. 

Electrodos de grafito: La división desmanteló una conspiración para fijar precios y asignar porciones del mercado mundial de los electrodos de grafito, que se emplean en los hornos de arco eléctrico de las plantas acereras para fundir la chatarra de acero. Como resultado de esta conspiración, los fabricantes de acero, cuyos productos se integran a una variedad de compañías y productos para el consumidor, pagaban precios no competitivos y más altos por los electrodos de grafito que se utilizan en el proceso de manufactura. Las ventas totales de electrodos de grafito en Estados Unidos durante el tiempo que duró esta conspiración superaron con mucho los mil millones de dólares. 

Lisina: La investigación sobre la lisina disolvió un acuerdo internacional de fijación de precios y distribución de volúmenes entre los principales productores de lisina del mundo. Los miembros del cártel de la lisina acordaron repartirse el mercado mundial asignándose volúmenes de ventas entre sí y acordando los precios que cobrarían a sus clientes en todo el mundo. Como resultado, los precios aumentaron alrededor del 70% durante los primeros tres meses de la conspiración. Desde la primera ronda de acusaciones en agosto de 1996, la investigación ha arrojado condenas contra cinco compañías, entre ellas dos japonesas y dos coreanas, y seis de sus ejecutivos; las multas alcanzan casi los $100 millones, entre ellas una de $70 millones contra Archer Daniels Midland Company (ADM). 

Ácido cítrico: La investigación y proceso penal de un cártel internacional entre productores estadounidenses y europeos de ácido cítrico por parte de la División acabó con uno de los ardides anticompetitivos más complejos y arrolladores que haya descubierto la División. Los conspiradores acordaban la fijación de precios y la asignación de volúmenes de ventas en el mercado de ácido cítrico del mundo entero. También acordaban sistemas complicados para el control y el cumplimiento de los acuerdos. Como resultado de esta conspiración, los precios del ácido cítrico aumentaron más del 30% para los clientes en Estados Unidos durante la vigencia de la conspiración y generaron más de $100 millones en ingresos adicionales para los coludidos. Desde la primera ronda de acusaciones en octubre de 1996, la investigación sobre el ácido cítrico ha arrojado condenas contra cinco corporaciones, entre ellas compañías estadounidenses, alemanas, suizas y holandesas, y cuatro de sus ejecutivos. Se han obtenido además más de $100 millones en multas penales, entre las que se incluye una por $50 millones impuesta a Haarmann & Reimer Corporation, subsidiaria estadounidense del gigante farmacéutico alemán Bayer AG. 

Servicios de construcción y transporte marítimos: En diciembre de 1997, la División acusó a una compañía holandesa y a uno de sus ejecutivos extranjeros de participar en un cártel internacional de servicios de construcción marítima y a una compañía belga, a su subsidiaria estadounidense y a dos de sus ejecutivos extranjeros de participar en otro cártel, de servicios de transporte marítimo. Estas tres empresas relacionadas, con una tenedora común, se declararon culpables y pagaron en total $65 millones de dólares de multas penales. 

En el cártel de construcción marítima, los conspiradores habían acordado asignarse los clientes y fijar los precios por servicios de construcción con barcazas de grúa para carga pesada y otros servicios conexos en las principales regiones productoras de petróleo y gas del mundo. En el cártel de transporte marítimo, los conspiradores se coludieron respecto a los servicios de transporte de carga pesada semisumergible para clientes estadounidenses y de otras partes del mundo. 

Cuadro I. Violaciones a la Ley Sherman que causaron multas de $10 millones ó más

Acusado (ejercicio fiscal) �Producto�Multa

(millones)�Ámbito geográfico�País��F. Hoffman-La Roche Ltd. (1999) �Vitaminas�$500�Internacional�Suiza��BASF AG (1999) �Vitaminas�$225�Internacional�Alemania��SGL Carbon AG (1999) �Electrodos de grafito�$135�Internacional�Alemania��UCAR International, Inc. (1998) �Electrodos de grafito�$110�Internacional �Estados Unidos��Archer Daniels Midland Co. (1997) �Lisina y ácido cítrico�$100�Internacional�Estados Unidos��Takeda Chemical Industries, Ltd. (1999)�Vitaminas�$72�Internacional�Japón��Haarmann & Reimer Corp. (1997) �Ácido cítrico�$50�Internacional�Tenedora alemana��HeereMac v.o.f. (1998)�Construcción marítima�$49�Internacional�Holanda��Eisai Co., Ltd. (1999) �Vitaminas�$40�Internacional�Japón��Hoechst AG (1999) �Sorbatos�$36�Internacional�Alemania��Showa Denko Carbon, Inc. (1998) �Electrodos de grafito�$32.5�Internacional�Japón��Daiichi Pharmaceutical Co., Ltd. (1999)�Vitaminas�$25�Internacional�Japón��Nippon Gohsei (1999) �Sorbatos�$21�Internacional�Japón��Pfizer Inc. (1999) �Maltol/Eritorbato de sodio�$20�Internacional�Estados Unidos��Fujisawa Pharmaceuticals Co. (1998)�Gluconato de sodio�$20�Internacional�Japón��Dockwise N.V. (1998) �Transporte marítimo�$15�Internacional�Bélgica��Dyno Nobel (1996) �Explosivos�$15�Nacional�Tenedora noruega��F. Hoffmann-LaRoche, Ltd. (1997) �Ácido cítrico�$14�Internacional�Suiza��Eastman Chemical Co. (1998) �Sorbatos�$11�Internacional�Estados Unidos��Jungbunzlauer International (1997) �Ácido cítrico�$11�Internacional�Suiza��Lonza AG (1998) �Vitaminas�$10.5�Internacional�Suiza��Akzo Nobel Chemicals, BV & Glucona, BV (1997)�Gluconato de sodio�$9�Internacional�Holanda��ICI Explosives (1996) �Explosivos�$10�Nacional�Tenedora británica��Mrs. Baird’s Bakeries (1996) �Pan�$10�Nacional�Estados Unidos��Ajinomoto (1996) �Lisina�$10�Internacional�Japón��Kyowa Hakko Kogyo, Co., Ltd. (1996)�Lisina�$10�Internacional�Japón��

B. El programa de aplicación de las leyes sobre fusiones 

La Division Antimonopolios de la DOJ 

La sección 7 de la Ley Clayton (15 U.S.C. Sec. 18) prohibe las fusiones que pudieran reducir substancialmente la competencia. La finalidad de la División Antimonopolios al hacer cumplir esta sección 7 es preservar para los consumidores (individuos, empresas y gobierno) los efectos de reducción de precios y aumento de la calidad que tiene la competencia. 

El programa de aplicación de las leyes sobre fusiones de la División Antimonopolios se ha sometido a la prueba de cantidades inéditas de transacciones que se han notificado durante los dos últimos años con base en las disposiciones sobre revisión previa de fusiones de la Ley Hart-Scott-Rodino. Durante los ejercicios fiscales de 1998 y 1999 se notificaron aproximadamente 4.500 transacciones por año: más del doble de las registradas apenas unos años antes. En los últimos dos años, 97 transacciones se han cancelado o reestructurado como respuesta a las inquietudes expresadas por la División Antimonopolios sobre su efecto en la competencia, lo que representa el nivel más alto de actividades de aplicación en la historia de la División.

El análisis de las fusiones propuestas se ha dificultado al aumentar la complejidad de los productos y servicios en nuestra economía, así como el ritmo del desarrollo de nuevos productos. 

En el caso de Estados Unidos vs Primestar, la División objetó una adquisición que aumentaría el riesgo de que la industria de televisión por cable pudiera impedir la competencia de nuevas tecnologías. Las compañías de cable, que durante muchos años dominaron los mercados de difusión de canales múltiples de televisión, están empezando a enfrentar la competencia de empresas que usan nuevas tecnologías para la transmisión de estos programas a través de satélites de alto poder. La División interpuso un proceso para impedir las acciones de cinco de las compañías de cable más grandes del país que pretendían adquirir a través de su coinversión, Primestar, una de las tres únicas posiciones orbitales disponibles para proveer este servicio de difusión vía satélite de alta potencia. Las partes  desistieron de la transacción antes de que llegara a juicio. 

Gran parte de la labor de aplicación de las leyes respecto a fusiones de la División Antimonopolios en los últimos años se ha concentrado en las industrias de reciente desregulación o rápida consolidación. Durante el ejercicio fiscal de 1999 solamente, la División analizó numerosas transacciones de fusión de bancos, incluidas algunas de las más grandes de la historia, y exigió la desconcentración de sucursales locales y activos en siete transacciones, entre las que se incluyó la mayor desconcentración en la historia de las fusiones bancarias. La División también se opuso a la fusión entre una compañía eléctrica y una de gas, así como a la adquisición del control de los votos de Continental Airlines por parte de Northwest Airlines. 

En dos casos ocurridos el año pasado, Estados Unidos vs Aetna y Estados Unidos vs Cargill, la División demostró que su interés respecto al poder de mercado se extiende a circunstancias relacionadas con el “poder de monopsonio”, en el cual una transacción puede generar o aumentar el poder de los compradores. En el caso de Aetna, la División alegó que, en ciertos mercados geográficos, la empresa fusionada obtendría la capacidad de reducir artificialmente las tasas de reembolso de los médicos, lo que conduciría a una reducción en la cantidad de los servicios médicos o a la degradación de su calidad. En el caso de Cargill, la División aseveró que, en ciertos mercados geográficos, la adquisición de la empresa de grano de Continental por parte de Cargill le permitiría reducir artificialmente los precios del grano y el frijol de soya que se pagaban a los agricultores. En ambos casos se llegó a una solución mediante decreto por consentimiento.

La mayoría de los casos de fusión de la División se solucionan mediante decretos por consentimiento que requieren desconcentraciones diseñadas para proteger la competencia. Por lo tanto, se requiere el cumplimiento pleno de los decretos por consentimiento como parte esencial del cumplimiento de las normas sobre fusiones.

No obstante, la División concluye, bajo ciertas circunstancias, que los efectos anticompetitivos de una transacción particular no pueden evitarse mediante un decreto por consentimiento y que es necesario prohibir la transacción en su totalidad. 

Fusiones objetadas por la División Antimonopolios 

Estados Unidos vs Primestar, Inc., Tele-Communications, Inc., TCI Satellite Entertainment, Inc., Time Warner Entertainment Company, L.P., MediaOne Group, Comcast Corp., Cox Communications, Inc., GE American Communications, Inc., Newhouse Broadcasting Corp., The News Corp. Limited, MCI Communications Corp. y Keith Rupert Murdoch (12/V/98): La División objetó la adquisición por parte de Primestar de los activos para transmisión directa vía satélite (DBS) de News Corp. Limited y MCI, mediante el argumento de que permitiría a cinco de las compañías de cable más grandes de Estados Unidos, que controlaban Primestar, proteger sus monopolios y evitar la entrada de nuevos competidores. En la denuncia se alegó que la adquisición propuesta, de $1.100 millones, reduciría substancialmente la competencia y aumentaría el poder de monopolio en la difusión de canales múltiples de televisión (que incluye la redifusión por cable, DBS y unos cuantos tipos de transmisión más) con lo que se negarían a los consumidores los beneficios de la competencia, que incluyen precios más bajos, mayor calidad, más opciones y fomento de la innovación. La transacción propuesta incluía la transferencia de News Corp./MCI a Primestar de la licencia para operar 28 transpondedores en la posición orbital de 110° de longitud oeste y dos satélites de DBS de alta potencia en construcción. La posición de 110° era una de las únicas tres que podían utilizarse para ofrecer el servicio de DBS de alta potencia, que se puede recibir con antenas desde 18 pulgadas de diámetro, en toda la porción continental de Estados Unidos, además de ser la última posición disponible para uso o expansión de empresas independientes de DBS. En la denuncia se alegó que la transacción evitaría que una compañía independiente utilizara los activos para competir directa y vigorosamente contra los sistemas de cable de los propietarios de Primestar y eliminaría al competidor potencial más significativo de las compañías de cable, la empresa satelital ASkyB, de News Corp. El 14 de octubre de 1998, Primestar desistió de adquirir los activos para DBS de News Corp. y MCI. 

Estados Unidos vs Northwest Airlines Corp. y Continental Airlines, Inc. (23/X/98): La División interpuso una acción para evitar que Northwest Airlines adquiriera una participación con control en Continental Airlines. Northwest y Continental son la cuarta y quinta aerolíneas estadounidenses en tamaño, respectivamente, y compiten en la prestación de servicios de transporte aéreo en miles de rutas del país. La adquisición propuesta permitiría a Northwest obtener el control de los votos en Continental, además de una participación en las ganancias de Continental, lo que reduciría substancialmente los incentivos tanto para Northwest como para Continental de competir entre sí. El inicio del juicio está programado para el 19 de septiembre de 2000. 

Estados Unidos y el Estado de Texas vs Aetna, Inc. y The Prudential Insurance Company of America (21/VI/99): La División objetó la adquisición propuesta, por 1.000 millones de dólares, de los negocios de cuidado de la salud de The Prudential Insurance Company of America por parte de Aetna. En la denuncia se alegó que la transacción propuesta habría convertido a Aetna en el proveedor dominante de planes de salud tipo HMO (por Instituciones para el Mantenimiento de la Salud) y de punto de venta (POS) basados en el sistema HMO en Houston y Dallas–Fort Worth, Texas. Según su estructura original, la transacción también habría dado como resultado un aumento en los precios y una degradación de la calidad de estos planes de salud. Los planes de HMO generalmente compiten en las áreas locales con base en la cobertura y calidad de sus redes de médicos y hospitales, su estructura de beneficios y sus precios. Un dictamen final propuesto, que se registró conjuntamente con la denuncia, solucionó la denuncia. El decreto estableció la desconcentración de los negocios de la HMO NYLCare de Aetna en Houston y Dallas–Fort Worth. 

La FTC en el año fiscal de 2000

La competencia entre vendedores en un mercado abierto genera precios más bajos para los consumidores, conduce al aumento de la calidad de productos y servicios, ofrece la cantidad más amplia posible de opciones para los consumidores e incita al descubrimiento y explotación de nuevos productos y servicios. Las fusiones anticompetitivas y otras prácticas que reducen la competencia niegan estos beneficios a los consumidores. Así pues, la meta de la FTC es promover una competencia vigorosa evitando las prácticas y fusiones anticompetitivas que reducirían la competencia. La FTC persigue tres objetivos para alcanzar este fin.

Identificar las fusiones y prácticas anticompetitivas que provocan el mayor daño a los consumidores. 

Evitar las fusiones y prácticas anticompetitivas mediante la aplicación de las leyes. 

Impedir los daños a los consumidores a través de la información. 

La FTC (1) identifica fusiones y prácticas comerciales que deben analizarse para detectar consecuencias monopólicas y (2) lleva a cabo una investigación adecuada según las circunstancias de cada asunto para determinar si deben tomarse medidas para la aplicación de las leyes. Un aspecto colateral pero importante de este objetivo son los esfuerzos por parte de la FTC por llevar a cabo las investigaciones de tal manera que se reduzcan al mínimo los costos e inconvenientes para las empresas. 

El requisito de notificación previa de las fusiones de la Ley Hart-Scott-Rodino (la Ley HSR) es el medio principal por el que la FTC identifica fusiones potencialmente anticompetitivas. La FTC utiliza también la prensa industrial y otros artículos noticiosos, consumidores y competidores, así como otros medios para identificar conductas potencialmente anticompetitivas que pudieran dañar a los consumidores. En particular, la FTC se concentra en las tendencias emergentes en la economía, la tecnología y los mercados. 

La FTC mide su éxito en la identificación de fusiones anticompetitivas por el número promedio de días que dedica a analizar las acciones que se le presentan con base en el programa de notificación previa de las fusiones de la Ley HSR. Esta medida es importante porque refleja la eficacia con que la FTC efectúa estos análisis. 

A pesar del alto volumen de transacciones notificadas, la FTC ha seguido recalcando la celeridad de sus análisis preliminares. La FTC estableció como objetivo un tiempo promedio para estas revisiones de 20 días para las transacciones notificadas con base en la Ley HSR, aunque el estatuto permite en general 30 días para su análisis. La FTC logró superar este objetivo en 2000, con un promedio de 18 días para completar el análisis de las acciones notificadas con base en la Ley HSR, con lo que superó por un día su promedio de 1999. 

En 2000, la FTC registró 4.926 transacciones propuestas con base en los requisitos de notificación y registro de la Ley HSR, aproximadamente un 6% más que en 1999. Este volumen de transacciones refleja el incremento de las fusiones en la última década. 

En 2000, las agencias antimonopolios autorizaron la realización de más del 97% de las transacciones notificadas al final del período de espera estatutario de 30 días, y a más del 70% se les permitió la cancelación anticipada del período de espera estatutario. Del total de 4,926 transacciones, la FTC inició 211 investigaciones y en 43 casos elaboró solicitudes de información adicional para ayudar a los abogados y economistas en sus investigaciones. 

Además de alcanzar estos objetivos específicos de desempeño, la FTC continúa trabajando para lograr su meta a través de actividades destinadas a comprender mejor la situación en mercados donde las actividades antimonopólicas podrían conducir a una mayor competencia. En 2000, la FTC llevó a cabo talleres relacionados con dos temas antimonopólicos actuales: el pago por espacio en los estantes de las tiendas (slotting allowances) y los mercados electrónicos para negocios de empresa a empresa (“B2B”). El aprendizaje obtenido en estos talleres, así como en las investigaciones económicas respecto a diversos temas relacionados con la competencia, servirán como cimiento de futuras iniciativas para la aplicación de las leyes. Durante 2001, la FTC trabajará para idear nuevas formas de identificar fusiones posiblemente anticompetitivas que pudieran no estar sujetas a los requisitos de notificación de la Ley HSR, ya que los límites para la notificación se incrementaron a partir de este año. 

A fin de impedir las fusiones y prácticas sospechosas a través de la aplicación de las leyes, la estrategia preferida por la FTC, la más eficaz y económica, es frenar estas concentraciones antes de que ocurran. La FTC aplica esta estrategia principalmente a través de su facultad de obtener desagravios por mandato judicial con base en la sección 13(b) de la Ley de la Comisión Federal de Comercio.  

La FTC mide su éxito en la supresión de fusiones y prácticas anticompetitivas mediante la aplicación de las leyes por el porcentaje de resultados positivos logrados en acciones de aplicación de las leyes. Esta medida es importante no sólo porque refleja directamente si la FTC impidió o no logró impedir las fusiones y prácticas que objetó, sino también si la FTC está utilizando de manera eficaz los limitados recursos de que dispone. 

La FTC estableció como objetivo un resultado positivo en el 80% de las acciones de aplicación de las leyes interpuestas para objetar fusiones o prácticas anticompetitivas. Se considera como resultado positivo el desistimiento de una transacción anticompetitiva tras la objeción de la FTC, el acuerdo por consentimiento para resolver sospechas antimonopólicas, o un fallo a favor de la objeción en un juicio. Un resultado negativo ocurre cuando las partes se niegan a solucionar las sospechas anticompetitivas de la agencia y la FTC no logra obtener el desagravio por la vía judicial. La FTC logró superar su objetivo significativamente en 2000 al alcanzar un acuerdo de solución o persuadir a las partes a no proceder con una adquisición anticompetitiva en aproximadamente el 95% de los casos objetados. La Comisión aprobó el 32% de las órdenes por consentimiento en 2000. Asimismo, las partes de fusiones propuestas abandonaron sus transacciones en nueve casos posteriormente a la investigación. La FTC estableció como otro objetivo un ahorro directo en dólares para los consumidores de por lo menos $500 millones como resultado de la prevención de fusiones anticompetitivas que hubiesen incrementado los precios por ese monto. Para calcular estos ahorros, la FTC toma en cuenta el tamaño de los mercados en cuestión, el porcentaje de incremento de los precios que pudo resultar de la fusión y la duración probable de este incremento. La FTC superó este objetivo por un amplio margen en 2000 al prevenir fusiones que habrían costado a los consumidores $2.980 millones si se hubieran llevado a cabo. 

La FTC estableció también como objetivo una reducción del tiempo promedio requerido para completar las desincorporaciones requeridas por órdenes por consentimiento, de un promedio de 15 meses en 1996 a nueve meses en 2000, a partir de la aprobación de una orden por consentimiento propuesto y hasta terminar la desincorporación. Esta medida es importante porque al retrasarse la desincorporación de activos sujetos de un decreto por consentimiento a menudo el resultado es la reducción de la viabilidad competitiva de los activos.

En 2000, la FTC logró resultados positivos en aproximadamente el 95% de las objeciones planteadas (es decir, órdenes judiciales en los casos en que se llegó al litigio y soluciones negociadas), con lo que superó por un margen significativo su objetivo de una tasa de éxito del 80%. Este nivel de éxito se debió en parte al alto porcentaje de casos que se resolvieron mediante acuerdo por consentimiento en 2000. Sin embargo, la FTC es realista al no esperar triunfar en todos los casos de litigio. Una agencia de aplicación de las leyes que se impone en todos los casos litigados tal vez lo haga porque solamente persigue aquellos casos en que es más fácil ganar. Las autoridades de aplicación de las leyes, como la FTC, no deben evitar los casos difíciles, los cuales no son raros en el ámbito de la legislación antimonopólica. La FTC seguirá presentando demandas cuando tenga razones para creer que la fusión o práctica en cuestión es ilegal y dañina para los consumidores, incluso cuando exista el riesgo de que se requiera litigar. Así pues, en los años en que los casos de litigio ocupan una proporción mayor del número total de casos resueltos, su tasa de éxito podría acercarse más al objetivo del 80%. 

Además de sus actividades de aplicación de las leyes, la FTC pretende mejorar la comprensión de la forma en que funcionan los mercados mediante la información a la comunidad empresarial sobre la legislación antimonopólica. 

La FTC persigue este objetivo ofreciendo directrices a la comunidad empresarial, acciones de difusión entre agencias federales, estatales y locales, grupos empresariales y consumidores, elaboración y publicación de criterios y políticas antimonopólicas, discursos y publicaciones. A través de estos mecanismos, la FTC difunde la legislación antimonopólica y sus intenciones de hacerla cumplir, con lo que se disuaden futuras conductas anticompetitivas. 

En 2000, la FTC utilizó los siguientes métodos para informar al público: 

La FTC llevó a cabo un taller sobre mercados electrónicos de empresa a empresa (“B2B”), donde se utiliza el Internet para conectar electrónicamente a las empresas entre sí, principalmente para la compra-venta de una variedad de bienes y servicios. La agencia también publicó un informe sobre el tema, que incluyó la descripción de diversas facetas de los mercados B2B y las eficiencias que pueden ofrecer y una base preliminar para comprender cómo debe responderse a las preguntas más comunes sobre monopolios en el contexto de la nueva tecnología B2B. La Comisión completó un análisis de la coinversión Covisint entre cinco fabricantes de automóviles (General Motors Corp., Ford Motor Co., DaimlerChrysler AG, Renault SA, y Nissan) y dos empresas de tecnologías de la información (Commerce One, Inc. y Oracle Corporation) para operar una B2B en Internet que ofrezca servicios a empresas de la red de suministro de la industria automotriz.

La FTC, en un esfuerzo por que su personal evalúe mejor el impacto competitivo de lo que en inglés se conoce como slotting allowances, llevó a cabo dos talleres para que las partes interesadas intercambiaran puntos de vista al respecto. Esta práctica consiste en que los distribuidores al menudeo cobran a los fabricantes un pago único inicial por distribuir y exhibir un nuevo producto. La agencia sigue estudiando este tema.

La Comisión ofreció ayuda al público a través de directrices escritas, como las Reglas Previas a las Fusiones, interpretaciones formales, el Manual de Notificación Previa de Fusiones y las tres Guías Previas a las Fusiones, diseñadas para ayudar al público a comprender y cumplir la Ley HSR.

La Oficina de Notificación Previa de las Fusiones llevó a cabo una serie de comidas informales, tanto en Washington como en otras ciudades del país, con miembros interesados de la Asociación Estadounidense de Abogados. Estas comidas sirvieron de foro para que el personal y los profesionales relacionados con la Ley HSR pudieran tratar las interpretaciones de las normas y posibles mejoras al proceso de interposición. Se invitó a los interesados a enviar documentos con sus puntos de vista sobre modificaciones reglamentarias, incluidos los cambios necesarios para la reforma de la Ley HSR. Varios miembros de la asociación presentaron voluntariamente textos de reglas propuestas. 

C. El programa de aplicación civil de las leyes no relacionadas con fusiones 

El DOJ 

El programa de aplicación civil de las leyes no relacionadas con fusiones de la División Antimonopolios ha estado abordando una de las cuestiones más actuales de la aplicación de la legislación antimonopólica: ¿Son adecuadas las leyes antimonopolios para proteger a los consumidores de daños anticompetitivos que pueden surgir durante un período de cambios tecnológicos sin precedentes? Durante este período, la División Antimonopolios ha presentado objeciones hacia una amplia variedad de conductas tanto unilaterales como multilaterales en industrias de suma importancia para los consumidores, tales como los sistemas operativos de las computadoras personales, tarjetas de crédito y aerolíneas, para asegurar que no se nieguen a los consumidores los beneficios plenos de la competencia. La División Antimonopolios ha continuado simultáneamente con sus actividades de defensa de la competencia ante el Congreso y las agencias administrativas federales para promover el uso de la competencia en lugar de la reglamentación como medio para obtener el mayor bienestar posible para los consumidores.  

La más significativa de las acciones de la División Antimonopolios en cuanto a aplicación de las leyes ha sido su acusación en contra de Microsoft por la violación de las secciones 1 y 2 de la Ley Sherman en relación con su uso de prácticas de exclusión para proteger su monopolio en sistemas operativos para computadoras personales y ampliar su poder monopólico al mercado de navegadores de Internet. El juicio sobre responsabilidad concluyó en 1999 y el Tribunal de Distrito emitió extensas sanciones sobre cuestiones de hechos el 5 de noviembre de 1999. 

Su interés por la innovación de servicios importantes para los consumidores condujo a la División Antimonopolios a presentar una demanda en otro caso relacionado con conductas colusivas entre competidores. En octubre de 1998, la División Antimonopolios acusó a Visa y a MasterCard, las dos redes dominantes de tarjetas de crédito de uso general, por no competir entre sí y por adoptar reglas para evitar que sus bancos miembros establecieran relaciones con otras redes de tarjetas, lo cual retardaba la innovación. El juicio de este caso está programado para junio y hará resaltar la importancia que otorgan las leyes antimonopolio a la preservación de los incentivos competitivos y las oportunidades de los rivales existentes y potenciales. 

En el transcurso de ese mismo año, la División Antimonopolios también interpuso una demanda en contra de American Airlines por monopolizar las rutas de su aeropuerto de conexión en Dallas/Ft. Worth (DFW) en violación de la sección 2 de la Ley Sherman, mediante prácticas predatorias destinadas a eliminar a los transportistas baratos de las rutas de DFW. En la denuncia se alega que American añadió vuelos no rentables y tarifas reducidas en las rutas de DFW donde ofrecían sus servicios los transportistas baratos hasta que los forzó a salir del mercado; American catalogó esta conducta de “inversión” para proteger su capacidad de cobrar tarifas altas en las rutas de DFW. La División Antimonopolios también ha mantenido su política de actuar como defensor eficaz de la causa de la competencia en diversos procedimientos legislativos. 

Casos civiles no relacionados con fusiones de la División Antimonopolios (del   1° de junio de 1996 al 30 de septiembre de 1999) 

Estados Unidos vs Microsoft Corp. (Monopolización) (18/V/98): La División objetó diversas prácticas de Microsoft destinadas a monopolizar el mercado de navegadores de Internet con el objeto de proteger la posición monopólica de Microsoft en el mercado de sistemas operativos para computadoras personales. En la denuncia se alegó, entre otras cosas, que Microsoft empaquetó ilegalmente su navegador de Internet junto con su sistema operativo Windows, intentó repartirse los mercados con sus competidores e impuso términos y condiciones de exclusión en sus contratos con diversos clientes y distribuidores en violación de las secciones 1 y 2 de la Ley Sherman. El tribunal consolidó los procesos paralelos de 20 fiscales generales estatales con el proceso federal y consolidó también el juicio sobre fundamentos legales con la vista de requerimiento provisional. El juicio se inició el 19 de octubre de 1998. La División y Microsoft presentaron cada uno el testimonio directo de 12 testigos por escrito por indicación de la corte. Se contrainterrogó a estos testigos en audiencia pública. En la refutación, cada parte presentó a tres testigos. Las partes han presentado determinaciones de cuestiones de hecho ante el tribunal, el cual escuchó los argumentos orales sobre las determinaciones propuestas el 21 de septiembre de 1999. El 5 de noviembre de 1999, el Juez Jackson emitió su determinación de cuestiones de hecho. El 6 de diciembre de 1999, la División presentó las conclusiones de derecho conjuntas propuestas por los demandantes. 

Los argumentos orales sobre las cuestiones colaterales de acceso público a las declaraciones se presentaron el 20 de octubre de 1998 ante la Corte de Apelaciones de Estados Unidos para el Circuito de D.C. El 29 de enero de 1999, la Corte de Apelaciones confirmó la decisión del tribunal de distrito, apoyada por el Departamento, de que la Ley sobre la Publicidad en la Toma de Evidencias requiere el acceso público a las declaraciones en los casos gubernamentales relacionados con la Ley Sherman, sujetándose a las protecciones razonables impuestas por la corte de distrito. 

Estados Unidos vs Visa U.S.A. Inc., Visa International Corp., y MasterCard International Incorporated (7/X/98): El 7 de octubre de 1998, la División Antimonopolios presentó una denuncia en el Distrito Sur de Nueva York en la que alegaba que Visa y MasterCard, las dos redes de tarjetas de crédito más grandes del país, habían adoptado normas y prácticas que limitaban la competencia en el mercado de redes de tarjetas de crédito. La denuncia identifica dos problemas independientes pero interrelacionados en materia de competencia. En primer lugar, Visa y MasterCard son de propiedad conjunta y las controla el mismo grupo de grandes bancos; como resultado, estas dos redes, que representan el 75% del mercado, no mantienen entre sí una competencia vigorosa. 

En segundo lugar, Visa y MasterCard han adoptado reglas que restringen la capacidad de sus bancos miembros de mantener relaciones comerciales con otras redes de tarjetas de crédito. En particular, ambas redes prohiben a sus bancos miembros la emisión de tarjetas American Express y Discover, al tiempo que les permiten la emisión de tarjetas de ambas redes bancarias. El juicio sobre este caso está programado para el verano de 2000. 

Estados Unidos vs AMR Corporation, American Airlines Inc. y AMR Eagle Holding Corporation (13/V/99): El 13 de mayo de 1999, la División Antimonopolios presentó una demanda en Wichita, Kansas, contra American Airlines Inc., la segunda línea aérea en tamaño de Estados Unidos, por monopolizar e intentar monopolizar el servicio aéreo de pasajeros desde y hacia el aeropuerto internacional de Dallas/Ft. Worth (DFW). American domina DFW, el tercer aeropuerto en tamaño en Estados Unidos, al servir a más del 70% de todos los pasajeros que utilizan el aeropuerto sin escalas. En la denuncia se alega que American reiteradamente intentó eliminar de DFW a las pequeñas aerolíneas de reciente creación saturando sus rutas con vuelos adicionales y reduciendo sus tarifas. Una vez que eliminaba al recién llegado, American restablecía sus tarifas altas y reducía el servicio. La denuncia describe las respuestas de American a Vanguard Airlines, Sun Jet y Western Pacific en cuatro rutas radiales de DFW: Wichita, Kansas, y Kansas City, Missouri (Vanguard); Long Beach, California (Sun Jet); y Colorado Springs, Colorado (Western Pacific). En la denuncia se alega que la conducta de American era predatoria porque los costos de algunos de los vuelos que añadió eran superiores a los ingresos que generaban. American esperaba recuperar estas pérdidas temporales al cobrar tarifas más altas una vez que la nueva compañía hubiera salido del mercado. 

La FTC 

La FTC es la principal agencia de protección al consumidor del gobierno federal. Mientras que la mayoría de las agencias federales tienen jurisdicción sobre un sector específico del mercado, la FTC cuenta con amplias facultades de aplicación de la ley en casi toda la economía, incluidas las transacciones de empresas y consumidores en Internet. Su meta es proteger a los consumidores evitando los fraudes, los engaños y las prácticas comerciales desleales en el marcado. Para alcanzar esta meta integral ha establecido tres objetivos interrelacionados. 

Identificar los fraudes, engaños y prácticas desleales que provocan el mayor daño a los consumidores. 

Evitar los fraudes, engaños y prácticas desleales mediante la aplicación de las leyes. 

Impedir los daños a los consumidores a través de la información.

Para mantenerse al día con los problemas relacionados con la protección del consumidor en el mercado, la FTC recolecta y analiza datos de múltiples fuentes. En 1997 creó el Centro de Respuesta al Consumidor para recibir denuncias y consultas de los consumidores a través de un número telefónico gratuito (1-877-FTC-HELP), correo o Internet. Actualmente responde a 10,000 consultas y denuncias por semana. Algunos asociados, como el Centro Nacional de Información sobre Fraudes de la Liga Nacional de Consumidores, los Better Business Bureaus y la base de datos de fraudes canadiense, PhoneBusters, también nos proporcionan los datos sobre denuncias de los consumidores que recolectan. Esta información se captura en la base de datos del Sistema de Información sobre Consumidores y el personal de la FTC lo analiza para identificar tendencias y patrones, nuevas modalidades de engaño y compañías que efectúan prácticas comerciales fraudulentas, engañosas y desleales. Esta información se utiliza para orientar las actividades de aplicación de las leyes y de información de la FTC. De manera similar, las denuncias sobre fraudes recolectadas se comparten con más de 250 agencias de aplicación de las leyes en Estados Unidos, Canadá y Australia a través de Consumer Sentinel, un sitio en Internet de acceso restringido. 

La FTC evaluó su impacto en 2000 por el número total de denuncias y consultas en la base de datos del Sistema de Información sobre Consumidores. Para fines de 2000, el número total de denuncias y consultas ascendió a más de 833.500: aproximadamente 39% por encima de su objetivo de 600.000, que se había ampliado en 1999. 

Esta base de datos no solamente nos permite atacar los problemas más graves, sino que nos informa rápidamente de problemas que están surgiendo, de manera que la FTC puede actuar con rapidez y evitar el daño a los consumidores. Asimismo, al recibir y compartir información con sus asociados, la FTC puede coordinar y mejorar la eficacia de las agencias de aplicación de la ley en todo el país, así como en Canadá y Australia. 

En 2000, la FTC estableció un centro de intercambio de información para dar seguimiento a las denuncias que recibe de las víctimas de robo de identidad. La información de este centro se comparte por vía electrónica con otras agencias de aplicación de la ley en todo el país a través del sitio de acceso restringido de la FTC en Internet, Consumer Sentinel. 

Una vez que la FTC ha identificado prácticas comerciales fraudulentas, engañosas o desleales en el mercado, concentra sus esfuerzos de aplicación de la ley en áreas en que puede tener el mayor impacto entre los consumidores. 

Para combatir los fraudes, la FTC selecciona prioridades de aplicación de la ley analizando los datos de las denuncias de su base de datos del Sistema de Información sobre Consumidores y vigilando los mercados tradicionales y en línea. Los fraudes de telemercadeo siguen siendo prioritarios, así como la protección de los consumidores de engaños más tradicionales que han resurgido en Internet, entre ellos los relacionados con la salud. La FTC también está actuando a favor de consumidores y empresas y en contra de nuevos fraudes con altas tecnologías a través de su Equipo de Respuesta Rápida en Internet. En un caso de este tipo, FTC vs Verity Internacional, la FTC, en un lapso de unas cuantas semanas después de detectar un aumento repentino en las denuncias de consumidores sobre cargos de larga distancia en sus recibos telefónicos, demandó a la compañía en una corte federal de distrito. El tribunal emitió un interdicto temporal, congeló los activos de la acusada y posteriormente emitió una orden judicial preliminar contra violaciones futuras. 

Una de las herramientas más eficaces en la lucha contra los fraudes ha sido la acción simultánea de agencias asociadas federales, estatales o locales en contra de numerosos acusados en todo el país concentrándose en un tipo de fraude particular y extendido. Cada una de estas acciones conjuntas se apoya con un programa de información creativo dirigido a evitar futuras pérdidas para el público. 

El objetivo de la FTC en 2000 fue ahorrar a los consumidores más de $250 millones evitando los fraudes. La FTC calcula que superó este objetivo al ahorrar a los consumidores aproximadamente $263 millones. El ahorro a los consumidores se mide con base en las ventas fraudulentas anuales estimadas de los acusados durante los 12 meses anteriores a la presentación de una denuncia. Las acciones de aplicación de la ley que se incluyen en esta medida se adoptaron en contra de operadores fraudulentos que cubrieron una amplia gama, desde individuos o pequeñas empresas hasta estafadores profesionales con operaciones a gran escala en Internet. 

En el ámbito de las prácticas distintas al fraude, el objetivo de la FTC fue incrementar el cumplimiento de las leyes en contra de las prácticas engañosas y desleales, y asegurar así que los consumidores cuenten con información más precisa y completa para tomar sus decisiones sobre lo que compran. La FTC se concentra en industrias en que las prácticas engañosas o desleales son comunes y trabaja para mejorar significativamente el nivel de cumplimiento de las leyes mediante la imposición del cumplimiento o programas de autorregulación. En 2000, la FTC planeó lograr el cumplimiento de entre el 50% y el 75% de los miembros transgresores de estas industrias en un lapso de dos años. Las industrias en que se concentró la FTC, cuyos miembros principales infringían las leyes, incluían la promoción de inventos, la renta de computadoras y los servicios de referencias individuales (búsqueda). Al tomar medidas para la aplicación de las leyes y fomentar el uso de programas de autorregulación en estas industrias, la FTC logró un incremento promedio en el cumplimiento de la ley del 83%. 

Con la ayuda de los datos de Consumer Sentinel, la FTC se está concentrando en los fraudes en línea más comunes y actúa con rapidez para evitar los cuantiosos y cada vez más extendidos engaños por Internet. En 2000, la Comisión presentó 49 casos de prácticas comerciales fraudulentas o engañosas relacionados con Internet, con lo que el número total de casos registrados desde 1994 ha ascendido a 149. La FTC prevé que los fraudes seguirán en aumento con el  el uso de Internet y como respuesta, intensificará sus esfuerzos por detener el fraude y evitar los daños a los consumidores. 

La información a los consumidores y empresas es la primera línea de defensa contra el fraude y el engaño, así como una prioridad para la FTC. 

La FTC midió su impacto en el terreno de la información siguiendo el número de publicaciones que distribuyó entre el público. En 2000, la FTC distribuyó aproximadamente 11 millones de publicaciones: 5,4 millones de publicaciones impresas y 5.6 millones a través de la página de Internet de protección al consumidor de la FTC, con lo que la distribución por medios electrónicos sobrepasó por primera vez la distribución impresa. La FTC superó su objetivo de distribuir 8,7 millones de publicaciones por aproximadamente 2,3 millones, debido principalmente a un incremento de 120% en el número de publicaciones distribuidas en línea. El alcance nacional de la FTC se extendió mediante esfuerzos de difusión y promoción de materiales de la FTC más vigorosos y con sus números telefónicos gratuitos, incluida una amplia campaña multimedia sobre el robo de identidad. La FTC utilizó información de su base de datos para concentrar sus programas de información en áreas difíciles, como los fraudes por Internet, la privacidad en línea de los niños, las subastas en línea, las operaciones bursátiles diurnas, los suplementos dietéticos para niños, los informes crediticios y las estafas con materiales de oficina. El número creciente de llamadas telefónicas y el uso cada vez más extendido de la página en Internet demuestran que sus esfuerzos han sembrado mayor conciencia respecto a las cuestiones relacionadas con los consumidores. A su vez, los consumidores podrán protegerse a sí mismos, hasta cierto punto, contra fraudes y engaños en el mercado. 

III. Asuntos Reglamentarios Y de Política Comercial 

Actividades del DOJ: Asuntos reglamentarios federales y estatales 

La División Antimonopolios también ha mantenido su política de actuar como defensor eficaz de la causa de la competencia en diversos procedimientos legislativos. La División Antimonopolios trabaja en estrecha colaboración con muchas agencias federales, incluidos el Departamento de Transporte (DOT), la Comisión Federal de Reglamentación de la Energía (FERC), la Comisión del Mercado de Valores (SEC) y la Comisión Federal de Comunicaciones (FCC), para exhortarlas a basar sus tomas de decisiones en principios competitivos hasta el máximo grado que resulte congruente con sus otros objetivos estatutarios. 

Así pues, a través de acciones antimonopólicas de aplicación de las leyes, tentativas directas de reformas regulatorias ante el Congreso y comunicación con agencias reglamentarias federales, la División Antimonopolios sigue siendo el principal defensor gubernamental de la competencia. 

El programa de competencia en telecomunicaciones: La promoción de la competencia en las telecomunicaciones ha sido uno de los logros más significativos de la División Antimonopolios en las últimas tres décadas y será uno de los retos constantes de mayor importancia en los próximos años.

1. La apertura de los mercados de telecomunicaciones locales: La Ley de Telecomunicaciones de 1996 generó la oportunidad de eliminar el más importante monopolio restante en la industria de las telecomunicaciones: el de servicios de telefonía local controlado por las compañías operadoras de Bell y otras empresas de telefonía local. La División Antimonopolios se ha esforzado por aprovechar al máximo esta oportunidad mediante la defensa de la interpretación y la aplicación de las disposiciones sobre apertura de mercados locales de la Ley con base en principios y en favor de la competencia. 

La División Antimonopolios también ha ayudado a vigilar y presentar declaraciones amicus en numerosos casos de tribunales de distrito y cortes de apelaciones con base en la sección 252 de la Ley de Telecomunicaciones, para analizar los acuerdos de interconexión por arbitraje entre las compañías de telefonía local existentes y las de reciente ingreso. 

La División ha dedicado ingentes recursos a la vigilancia continua de las acciones de apertura de los mercados de las compañías operadoras de Bell a través de conversaciones con las compañías operadoras de Bell, las empresas competidoras, grupos de consumidores y comisiones estatales, entre otros. 

Estas acciones han dado como resultado el ingreso substancial de compañías de telefonía local competidoras. Mediante el uso de sus propias instalaciones exclusivamente o de una combinación de sus propias instalaciones y elementos de las redes de las compañías operadoras de Bell, estas nuevas compañías de telefonía local ofrecen servicios de telecomunicación local a un número de clientes cada vez mayor. 

2. Promoción de la competencia en el mercado de las telecomunicaciones mundiales: La globalización de la industria de las telecomunicaciones ha generado nuevos desafíos para la División Antimonopolios. La misión de la División en el ámbito global es un reflejo de su misión en el país. En primer lugar, la División Antimonopolios se ha esforzado por apoyar la apertura de los mercados de telecomunicaciones internacionales: un proceso que redundará en la apertura de los mercados de otros países. En segundo lugar, la División Antimonopolios ha trabajado en estrecha colaboración con autoridades de telecomunicaciones y competencia en otros países en materia de aplicación de las leyes sobre fusiones con el fin de asegurar la aplicación constante de políticas sólidas que protejan la competencia en los mercados internacionales. 

Gracias a sus esfuerzos, la División ha ayudado a establecer cimientos firmes para una mayor competencia en el futuro, así como los efectos de precios más bajos, mejor tecnología y opciones más amplias para los consumidores que esta competencia conlleva. La transición a mercados de telecomunicaciones desregulados y competitivos continuará planteando nuevos desafíos a la División Antimonopolios en los próximos años. 

En buena medida gracias a las actividades de la División Antimonopolios, los consumidores de hoy tienen más opciones que nunca antes para seleccionar entre distintos proveedores de servicios de telefonía local, inalámbricos, de video, de Internet y de telecomunicaciones internacionales. 

Actividades de la FTC: Asuntos reglamentarios federales y estatales 

Gracias a su amplia experiencia en materia de competencia y de los efectos que pueden tener sobre ella las leyes, normas o reglamentos propuestos de otros órganos gubernamentales, a menudo se invita a la Comisión a aportar comentarios al respecto. Por ejemplo, la Oficina de Competencia presentó sus comentarios a la Administración de Alimentos y Medicinas (FDA) en dos casos en 2000: 

Exclusividad para fármacos genéricos de 180 días para solicitudes abreviadas de nuevos medicamentos, 4 de noviembre de 1999.

Peticiones ciudadanas; Acciones que pueden solicitarse por petición; negativas, desistimientos y remisiones para acción de otra administración, 2 de marzo de 2000. 

Por último, gracias a su vasta experiencia en términos de competencia y de los efectos que pueden tener sobre ella las leyes, normas o reglamentos propuestos de otros órganos gubernamentales, a menudo se invita a la Comisión a aportar comentarios al respecto. Por ejemplo, presentamos nuestros consejos a la Comisión Federal de Reglamentación de la Energía (FERC), a comisiones sobre servicios públicos estatales y a un comité de la Cámara de Representantes sobre la mejor manera de promover la competencia y proteger a los consumidores dentro del marco de la desregulación de la transmisión y generación de energía. En julio de 2000, la Comisión publicó un informe interno, Competition and Consumer Protection Perspectives on Electric Power Regulatory Reform, que sugiere un marco analítico que podrían utilizar los gobiernos federales y estatales para asegurar que los consumidores y empresas se beneficien de la reestructuración de la industria de la energía eléctrica. Recientemente, los miembros del Congreso pidieron a la Comisión que actualizara este informe y ampliara su análisis. 

C. Actividades del DOJ en materia de políticas comerciales 

La División trabajó con el Representante de Comercio (USTR) y otras agencias nacionales para llevar a buen término las negociaciones de la Organización Mundial de Comercio (OMC) sobre asuntos básicos en materia de telecomunicaciones, que incluyeron un acuerdo en torno a un Documento de Referencia sobre reglas de interconexión y otras salvaguardas para la transición relacionadas con la competencia. Aunque el Documento de Referencia no influye directamente en la aplicación de las leyes antimonopólicas, establece un nivel mínimo de reglamentación eficaz (no antimonopólica) para que empleen los gobiernos al liberalizar sus mercados de telecomunicaciones previamente monopólicos. 

La División participa también en discusiones en un número cada vez mayor de foros internacionales, incluidos la OCDE, el TLCAN, la APEC y las negociaciones del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), en los que se discuten cuestiones relacionadas con políticas antimonopólicas y de competencia. Durante los últimos tres años, la División ha participado también (conjuntamente con otras agencias estadounidenses) en las conversaciones del grupo de trabajo de la OMC sobre la relación entre el comercio y las políticas de competencia. 

En 1997, la Procuradora General Janet Reno y el Subprocurador de la División Antimonopolios Joel Klein establecieron un Comité Asesor Sobre Políticas de Competencia Internacionales (ICPAC) para analizar los cambios en el ámbito internacional desde una perspectiva externa a la División. El ICPAC centró su atención especialmente en tres asuntos fundamentales: (1) ¿Cómo podemos alcanzar un consenso entre los gobiernos para cooperar y perseguir eficientemente a los cárteles internacionales? (2) ¿Cómo podemos manejar la proliferación de los requisitos de notificación previa de las fusiones y las leyes sobre concentraciones en todo el mundo de tal manera que se obtengan resultados positivos tanto para los consumidores como para las empresas que se fusionan? (3) ¿Cómo debemos abordar las complejas relaciones entre el comercio y la competencia? El ICPAC, encabezado conjuntamente por el exsubprocurador Jim Rill y la expresidenta de la Comisión de Comercio Internacional de Estados Unidos Paula Stern, llevó a cabo varias reuniones y realizó audiencias en las que participaron funcionarios antimonopolios de todo el mundo y una amplia gama de testigos estadounidenses. El informe del ICPAC se publicó en febrero de 2000. 

IV. Acciones de cooperación internacional antimonopólica

Como resultado de la creciente globalización de la economía mundial en los últimos años, cada vez es más común que las conductas comerciales en un país tengan consecuencias anticompetitivas en otros. El reto más inmediato consiste en asegurar la aplicación continua y eficaz de las leyes antimonopólicas en contra de conductas ilegales que provoquen daños en Estados Unidos, sin importar dónde ocurran. Como hemos señalado ya con anterioridad, la División ha procurado activamente la aplicación de medidas penales contra los cárteles internacionales. Actualmente, más de 30 jurados de acusación (que representan bastante más de una tercera parte de las investigaciones penales) analizan actividades de cárteles internacionales. 

La División también ha tratado de fomentar las acciones legislativas en materia de competencia en todo el mundo con miras a promover la aplicación de leyes antimonopolio sólidas y eficientes, así como reducir los costos que implican para las empresas y consumidores estadounidenses las distintas leyes de competencia entre naciones o las posibles incongruencias entre ellas. Con esta finalidad, la División ha tomado varias medidas para facilitar la obtención de evidencias (tanto documentales como de testigos) en el extranjero en relación con sus actividades de control de los cárteles. En abril de 1998, por ejemplo, los ministros de la OCDE apoyaron una recomendación contra los “cárteles duros” planteada por la División, en la que se exhorta a los 29 estados miembros de la OCDE a establecer y hacer cumplir leyes que prohiben los “cárteles duros” y a celebrar acuerdos de ayuda mutua que permitan compartir las evidencias con las autoridades antimonopólicas extranjeras hasta donde lo permitan las leyes de cada país. En abril de 1999, Estados Unidos firmó un acuerdo con Australia, el primero celebrado con base en la Ley de Ayuda para la Aplicación Antimonopólica Internacional de 1994, que permitirá a ambas agencias antimonopólicas compartir información confidencial tanto en cuestiones civiles como penales. En marzo de 1999, Estados Unidos firmó un acuerdo de cooperación antimonopólica con Israel y en octubre de ese mismo año celebró acuerdos similares con Japón y Brasil. 

En previsión de posibles cuestiones civiles transnacionales importantes no relacionadas con fusiones, Estados Unidos y la Unión Europea celebraron un nuevo acuerdo de cortesía explícita en junio de 1998.

Durante los últimos años, la División ha aunado esfuerzos con otras agencias estadounidenses (como el Departamento de Estado y el Representante de Comercio) y con foros multinacionales (como la OCDE, el TLCAN, la APEC, el ALCA y la OMC) para mejorar el entorno general de los mercados competitivos y promover una aplicación firme de las leyes antimonopólicas.

V. Nuevos estudios relacionados con las políticas antimonopólicas 

Informes económicos y documentos de trabajo de la FTC: La Oficina de Economía divulgó documentos económicos sobre asuntos relacionados con la competencia para transmitir al público los conocimientos académicos adquiridos. 

Transformation and Continuity: The U.S. Carbonated Soft Drink Bottling Industry and Antitrust Policy Since 1980 (Transformación y continuidad: la industria embotelladora de bebidas carbonatadas de Estados Unidos y las políticas antimonopólicas desde 1980). Este informe analiza la industria de las bebidas carbonatadas en Estados Unidos centrándose en la década de los ochenta y principios de los noventa, un período de rápidos cambios estructurales que transformaron esta industria. Además de documentar estos cambios, se desarrolla un modelo empírico para evaluar las políticas antimonopólicas en materia de fusiones que promovió la Comisión durante este período.

Economic Perspectives on the Internet (Perspectivas económicas en Internet). Este informe ofrece una introducción a la tecnología y la historia de Internet y aborda (1) distintos métodos de establecimiento de precios de acceso a los usuarios, (2) los precios de bienes y servicios que se venden a través de Internet, (3) los efectos de la red y el comportamiento de las empresas y (4) el régimen fiscal del comercio electrónico.



�CAPÍTULO 11.	VENEZUELA 

Introducción

Para finales del año 2000, la conducción de la Superintendencia para la Promoción y Protección de la Libre Competencia (Pro-Competencia) fue asumida por un nuevo equipo directivo. 

El año terminó a todo vapor con la emisión de trece resoluciones definitivas y la imposición de órdenes para el reacomodo de las conductas anticompetitivas en los mercados afectados. De igual forma se implantó un récord histórico en cuanto al monto de multas impuestas en casos como el de la Compañía Anónima Nacional Teléfonos de Venezuela (CANTV), CANTV Servicios y American Airlines Inc, a las cuales les corresponde cancelar por haber incurrido en abuso de posición de dominio, 1 mil 800 millones de bolívares, y 380 millones bolívares respectivamente, cifras tope en la vida de la Institución. (Ver págs. subsiguientes); igualmente se aprobaron dos autorizaciones, una por contratación de distribución exclusiva y la otra para llevar a cabo un contrato de explotación y uso de una marca; en cuanto a las fusiones, se revisaron y aprobaron cinco operaciones, de las cuales dos quedaron condicionadas a cumplir recomendaciones sugeridas por la Superintendencia; se desarrollaron siete investigaciones preliminares para detectar prácticas restrictivas y al mismo tiempo  apoyar a Consultoría Jurídica en el sustento económico de las consultas que recibe el Organismo; se evacuaron nueve consultas y se participó en la revisión, elaboración y reforma de seis proyectos de ley, así como  en foros multilaterales y regionales (OMC,  ALCA y Comunidad Andina).

El año 2001 depara dos grandes retos cuya superación es de trascendental importancia para la futura vida institucional de Pro-Competencia. El primero de ellos está relacionado con dos nuevos mandatos de la Constitución Bolivariana de la República de Venezuela; por un lado, ordena dictar una Ley que asegure los principios establecidos en el artículo 113, según el cual (...)"no se permitirán monopolios (...) se declaran contrarios a los principios fundamentales de esta Constitución (...) los efectos nocivos y restrictivos del monopolio, del abuso de la posición de dominio y de las demandas concentradas (...)." Por otro lado, tenemos el mandato asentado en la Disposición Transitoria Decimoctava, en la cual se dispone que "a los fines de asegurar la vigencia de los principios establecidos en el artículo 113 de esta Constitución, la Asamblea Nacional dictará una Ley que plantee entre otros aspectos, la creación del organismo de supervisión, control y fiscalización para asegurar la efectiva aplicación de estos principios y las disposiciones y demás reglas que la desarrollen."

La aplicación de la primera disposición constitucional no ofrece mayor problema,  puesto que la prohibición constitucional contra los monopolios existía en la Constitución de 1961, y sobre la base de tal principio se dictó en 1992 la Ley Antimonopolios venezolana, denominada Ley para Promover y Proteger el Ejercicio de la Libre Competencia, debido a la tendencia mundial existente en la época. Este instrumento legal también dio cabida a la creación del organismo antimonopolio venezolano, hoy conocido por todos como Superintendencia para la Promoción y Protección de la Libre Competencia.

Vistos estos antecedentes, creemos que lo que resta es coordinar esfuerzos con la Asamblea Nacional, a efectos de elaborar el nuevo instrumento legal y adecuarlo al momento histórico que vive el país. Se trata de una magnífica oportunidad para actualizar la Ley vigente con las nuevas figuras contempladas en el Derecho de la Competencia, tal y como lo exige la Constitución, pero sobre todo, es una magnífica ocasión para fortalecer jurídica e institucionalmente el actual organismo antimonopolio venezolano.

Para alcanzar estos dos importantes objetivos y cumplir con las exigencias de estos mandatos, esta Oficina viene trabajando desde el año pasado en el Proyecto de la Nueva Ley. Estamos seguros de que para el último trimestre del presente año, después del obligado proceso de consultas, este Proyecto será remitido a la Asamblea Nacional para que cumpla con los correspondientes trámites legislativos.

El segundo gran reto que deberá enfrentar Pro-Competencia tiene que ver con la disposición del Estado venezolano de terminar progresivamente con los monopolios legales o naturales, públicos y privados, existentes en distintos sectores de la economía. Para alcanzar esta meta, el Estado comenzó por dictar tres nuevas leyes: la Ley de Telecomunicaciones, la Ley del Servicio Eléctrico y la Ley de Hidrocarburos Gaseosos. De acuerdo con los términos de dichos textos legales, los servicios de electricidad y telecomunicaciones deben ser desarrollados bajo los esquemas naturales de la oferta y la demanda, y del intercambio comercial con las limitaciones impuestas por la Ley. Ciertamente, la propia Ley del Servicio Eléctrico establece que las actividades de generación del servicio eléctrico y su comercialización, están abiertas a la competencia y deben ser desarrolladas siguiendo parámetros que garanticen una mayor eficiencia del sector y un mayor número de participantes en el mercado mayorista eléctrico. Por su parte, la Ley Orgánica de Telecomunicaciones representa el soporte legal de la apertura del mercado en esta materia, previendo la posibilidad de que exista libre concurrencia y competencia, adecuando así el régimen jurídico de las telecomunicaciones a la necesidad social de favorecer las condiciones de prestación de tan importante servicio. Los postulados legales antes anunciados son la piedra angular sobre la que han comenzado a experimentarse los cambios en el mercado de la electricidad y las telecomunicaciones; igual panorama se observa en el mercado de la explotación y comercialización del gas natural, que se abrirá en un futuro próximo al inversionista privado.

Cada una de estas leyes tiene instrucciones expresas para abrir estos sectores a la libre competencia comercial. Corresponde a esta Oficina un rol protagónico en el sentido de vigilar y monitorear constantemente estos mercados, con el fin de evitar prácticas que restrinjan o limiten la libre competencia. En este sentido, esta Oficina asume los retos planteados, con la seguridad de poder afrontarlos y continuar siendo un organismo líder y modelo de eficiencia en la Administración Pública Venezolana.

Revisión y elaboración de proyectos y reformas de leyes 

Opinión sobre el Proyecto de Reforma de la Ley de Protección al Consumidor: La Superintendencia elaboró una opinión sobre el Anteproyecto de Reforma Parcial de la Ley de Protección al Consumidor y al Usuario, a solicitud de la Dirección de Normativas del Mercado del Ministerio de la Producción y el Comercio. Dentro de los aspectos de la consulta, la Superintendencia realizó algunas consideraciones sobre la fijación de tarifas y precios en servicios y productos por parte del Ejecutivo Nacional, la configuración de nuevos ilícitos administrativos, la prohibición de importaciones y la tramitación de procedimientos administrativos, entre otros.

Opinión sobre las disposiciones de registro de contratos de licencia para la explotación de patentes y otorgamiento de licencias obligatorias : El Servicio Autónomo de la Propiedad Intelectual solicitó una consulta sobre las normas que derogaría la Decisión 344 sobre el registro de contratos de licencia para la explotación de patentes y el otorgamiento de licencias obligatorias. La Superintendencia señaló que para que la autoridad nacional en materia de propiedad industrial registre contratos de licencia para la explotación de patentes y ordene el otorgamiento de licencias obligatorias, es necesario solicitar un informe técnico sobre el carácter restrictivo de la libre competencia del contrato a esta Oficina.

Opinión sobre la nueva Ley de Reactivación de la Marina Mercante: La empresa Helináutica C.A. solicitó un pronunciamiento de la Ley de Reactivación de la Marina Mercante, que facilita la importación de embarcaciones en posible desmedro de los pequeños fabricantes nacionales. La Superintendencia señaló que la norma que permitía la importación no era contraria al espíritu y propósito de la Ley para Promover y Proteger el Ejercicio de la Libre Competencia, ya que la exención de derechos arancelarios prevista en el artículo 4 y la rebaja del impuesto sobre la renta, coloca a los importadores y fabricantes nacionales en un mismo nivel.

Elaboración del Proyecto de Resolución sobre el Control de Concentraciones Económicas en el Sector Eléctrico y Gas: La Superintendencia elaboró un Proyecto de Resolución conjuntamente con el Ministerio de Energía y Minas, por medio del cual se dispone que cualquier empresa que se dedique a una actividad relacionada con la energía eléctrica o explotación de gas, por sí misma o por persona vinculada, deberá obtener previamente la autorización del ente encargado de la defensa de la competencia, a fin de evitar una concentración económica que genere una posición de dominio o efectos contrarios a la libre competencia. 

Proyecto de Reforma de la Ley para Promover y Proteger el Ejercicio de la Libre Competencia: En el marco de la Constituyente Económica y de la disposición transitoria decimoctava de la Constitución de la República, la Superintendencia elaboró un Proyecto de Reforma de la Ley para Promover y Proteger el Ejercicio de la Libre Competencia, entre cuyos aspectos resaltantes está la ampliación considerable al tratamiento de la competencia desleal como práctica restrictiva de la libre competencia. La propuesta introduce una transformación fundamental en el cuadro institucional, abarcando cambios en los respectivos procedimientos administrativos y judiciales. Se plantea la creación de un Tribunal Económico que actúe decidiendo casos, imponiendo multas y ordenando y ejecutando medidas. 

La Superintendencia para la Promoción y Protección de la Libre Competencia se sustituye por una Comisión para la Promoción de la Competencia que actuaría como un fiscal, manteniendo la potestad de iniciar procedimientos administrativos de oficio y facultades para demandar ante el Tribunal Económico la ilegalidad de concentraciones económicas y otras prácticas restrictivas. 

Proyecto de Ley de la Comisión Nacional de Comercio: En atención a la experiencia peruana con el INDECOPI, la Superintendencia elaboró un Proyecto de Ley con el objetivo de fusionar varios órganos adscritos al Ministerio de la Producción y el Comercio que regulan el mercado. El Proyecto otorga las competencias en materia de dumping y subsidios, libre competencia, protección al consumidor y propiedad intelectual a un solo órgano, denominado Comisión Nacional de Comercio. 

Aplicación de Leyes y Politicas de Competencia 

Sala de sustanciacion

Esta Sala es pieza clave en la emisión de las resoluciones de Pro-Competencia, puesto que instruye los expedientes de procedimientos abiertos para la determinación de prácticas contrarias a la libre competencia. Durante el año 2000 se mantuvo la tendencia en el número de casos; sin embargo, hubo una serie de factores internos y externos que impidieron superar el número de procedimientos abiertos en 1999.

Wellhead Sincor vs Woodgroup: El 21 de julio de 1999, Wellhead, Inc, denunció a las empresas Sincrudos de Oriente (Sincor), C.A. y Wood Group Pressure Control, C.A. por la presunta violación del artículo 17, ordinal 3º (específicamente la violación de secretos industriales) de la Ley para Promover y Proteger el Ejercicio de la Libre Competencia. (Resolución Nº SPPLC/008-2000)

La presunta violación se habría materializado a través de la empresa Sincrudos de Oriente, quien mediante un llamado (tender bid) inició un proceso de licitación para cotizar el suministro de equipos de cabezal de pozos a diversas empresas. Según Wellhead, en esta licitación resultó favorecida la empresa Wood Group Pressure Control, C.A.; en el llamado a licitación que hiciera  Sincrudos de Oriente (Sincor), C.A. se habrían incluído aspectos técnicos sobre tecnología de perforación que involucran el uso de los conectores rápidos suministrados con carácter de confidencialidad por parte de Wellhead, Inc.

Visto lo anterior, no se comprobó que Sincor y Wood Group incurrieran en violación de secretos industriales y, en consecuencia, no se verificaron los elementos de hecho y de derecho correspondientes a conductas de competencia desleal por violación de secretos industriales establecidas en el artículo 17, ordinal 3º, de la Ley para Promover y Proteger el Ejercicio de la Libre Competencia. 

Panamco y Sopresa y sus filiales: En la Resolución Nº SPPLC/0009-2000, fechada el 21 de febrero del 2000, Pro-Competencia determinó como infractoras de la libre competencia a las embotelladoras de refrescos Panamco de Venezuela S.A., Sopresa (Sociedad Productora de Refrescos y Sabores) y sus filiales Presamir, Presaragua y Presandes, en un procedimiento iniciado de oficio. Ambas embotelladoras realizaron una práctica concertada para fijar directamente condiciones de comercialización, conducta anticompetitiva prohibida en el artículo 10, ordinal 1º, de la Ley Pro-Competencia; este hecho no genera eficiencia económica alguna por sus efectos monopólicos, ya que a través de la cartelización las empresas involucradas deponen su voluntad de competir. A este respecto, Pro-Competencia ordenó el cese inmediato de la aplicación conjunta y simultánea de descuentos idénticos en las bebidas carbonatadas, y la realización, en forma independiente, de nuevas negociaciones sobre los porcentajes de descuentos a los supermercados, hipermercados u otros clientes especiales que formen parte del mercado relevante afectado. La multa impuesta a Panamco de Venezuela y Sopresa ascendió a 288.764.687,17 y 163.643.724,08 millones de bolívares, respectivamente, considerando la extensión de la práctica restrictiva y el perjuicio causado a los consumidores.

Renaware vs Dekema: La Resolución Nº SPPLC/028-2000 del 28 de junio del pasado año, puso fin al procedimiento sancionatorio por denuncia de Renaware Distributors C.A. contra Representaciones Dekema, C.A., comercializadora de los utensilios de cocina marca Reva International; en ella se determinó que la empresa Reva International había incurrido en la práctica restrictiva de competencia desleal prohibida en el ordinal 1º del artículo 17 de la Ley Pro-Competencia, por haber difundido publicidad engañosa susceptible de generar confusión en el mercado respecto al origen y fabricación de los utensilios comercializados por Representaciones Dekema. 

Pro-Competencia determinó que los compradores no eran adecuadamente informados sobre el origen y fabricación de las ollas, lo que pudo ocasionarles confusión en su decisión de compra, e impuso a la infractora una serie de órdenes para proteger este mercado, entre las que destaca la inclusión de "Representaciones Dekema" en los productos y empaques comercializados por esta firma.

CANTV y CANTV Servicios: En la Resolución Nº SPPLC/029-2000 del 7 de julio del 2000, esta Superintendencia decidió que la empresa Compañía Anónima Nacional Teléfonos de Venezuela (CANTV) había incurrido en prácticas restrictivas de la libre competencia establecidas en los ordinales 1º y 2º del artículo 13 de la Ley en relación al abuso de posición de dominio.

La empresa telefónica fue investigada de oficio por la aplicación de condiciones de comercialización discriminatorias a todos los proveedores de servicios de valor agregado en la modalidad de Internet, lo cual colocó bajo condiciones a su subsidiaria CANTV Servicios. Se detectó asimismo que se negaba a suministrar recursos de numeración similares al número 9000.2000 a estos proveedores, que posibilita la conexión a la red desde cualquier parte del país y al costo de una llamada local. 

El organismo antimonopolio decidió imponerle una multa de 1.875.904.272,00 millones de bolívares, equivalentes al 1,3% de la partida denominada "otros ingresos" de la empresa investigada, correspondientes al ejercicio económico de 1999, además de una serie de órdenes para la reorganización del mercado afectado, entre las que se cuentan ofrecer a los proveedores condiciones de comercialización similares a las de CANTV Servicios y suministrar recursos de numeración a todos aquellos proveedores de Internet que lo soliciten y que cuenten con la estructura técnica suficiente para ofrecer el servicio de conexión universal.

Dentro de este procedimiento administrativo Pro-Competencia determinó que CANTV Servicios, también objeto de la investigación, no incurrió en prácticas restrictivas dirigidas a excluir a sus competidores del mercado (artículo 6 de la Ley Pro-Competencia).

Avavit vs American Airlines: En la Resolución Nº SPPLC/031-2000 del 20 de julio de 2000, se concluyó que la aerolínea American Airlines abusó de la posición de dominio que detenta en los mercados de comercialización y distribución de boletos aéreos de las rutas Caracas-Miami y Caracas-Dallas. 

La Asociación Venezolana de Agencias de Viajes y Turismo (Avavit) denunció que la empresa aérea comenzó a limitar injustificadamente la distribución de boletos aéreos en perjuicio de algunos miembros de Avavit, argumentando un supuesto incumplimiento de pagos a partir de la reducción de la comisión por concepto de la venta de boletos aéreos. La empresa en cuestión llevó a cabo el retiro de las placas troqueladoras 001 y el bloqueo del acceso a los sistemas computarizados de reservación y emisión de boletos de la aerolínea. Tras el estudio de estas prácticas, Pro-Competencia comprobó que tales conductas limitaron sin justificación los puntos de comercialización en las rutas donde American Airlines mantiene una posición de dominio, lo cual se prohibe en el artículo 13 de la Ley para Promover y Proteger el Ejercicio de la Libre Competencia, y decidió imponerle una multa de 319. 843. 957,00 millones de bolívares.

Cines Unidos, Difox y Blancica: La Resolución Nº SPPLC/035-2000 del 27 de julio de 2000, puso fin al procedimiento abierto por oficio contra las distribuidoras de películas Cines Unidos, Difox y Blancica, al demostrar que las mismas no incurrieron en conductas restrictivas de la libre competencia en ralación con el abuso de posición de dominio, acuerdos para colocar a otros competidores en desventaja y prácticas exclusionarias (todas ellas prohibidas por la Ley en sus artículos 13 -ordinales 1º y 4º-, 10 -ordinal 4º- y 6).

Manolo Domínguez Menda vs AES Corporation y Unión Fenosa: El 16 de agosto del pasado año, la Superintendencia para la Promoción y Protección de la Libre Competencia decidió que el acuerdo entre AES Corporation y Unión Fenosa Desarrollo y Acción Exterior, S.A. celebrado en el marco de la oferta pública de acciones para adquirir el control del grupo Electricidad de Caracas (E, D, C), no constituyó una práctica restrictiva de la libre competencia. En vista de esto, en la Resolución Nº SPPLC/0039-2000, emitida por Pro-Competencia y abierta por denuncia del ciudadano Manolo Domínguez Menda, accionista de EDC, se verificó que Unión Fenosa no participó en el mercado de comercialización de las acciones de Electricidad de Caracas ni era un competidor de AES en este mercado. 

Aun cuando Unión Fenosa hubiese estado en capacidad de obtener los recursos necesarios para realizar una oferta pública de acciones y hubiese cumplido con los requisitos para presentarlos, este tipo de operación no se correspondería con las estrategias de inversión de la empresa fuera de España en lo que se refiere a monto, tipo de negocios que desarrolla y política para adquirir una participación accionaria significativa, por lo que no pudo comprobarse la cualidad subjetiva necesaria para que el convenio suscrito por tales agentes económicos pudiera presentar el carácter anticompetitivo que prohibe la Ley Pro-Competencia. 

El referido convenio no fue susceptible de constituirse en un acuerdo entre competidores para fijar precios u otras condiciones de comercialización (artículo 10, ordinal 1º), o un acuerdo entre agentes económicos participantes en un mercado para restringir la competencia en el mismo (artículo 5), conductas tipificadas en la Ley como restrictivas de la libre competencia.

INSACA vs Federación Farmacéutica de Venezuela yColegio de Farmacéuticos del Distrito Federal: La sociedad mercantil INSACA, C.A. denunció a la Federación Farmacéutica Venezolana y al Colegio de Farmacéuticos del Distrito Federal y Estado Miranda, por considerar que el Reglamento de Establecimientos Farmacéuticos emanado de la Federación Farmacéutica Venezolana, contenía artículos restrictivos de la libre competencia; asimismo, denunció al Colegio de Farmacéuticos por la aplicación de ciertas cláusulas presuntamente restrictivas de dicho reglamento.

El 18 de agosto de 2000, mediante Resolución Nº SPPLC/041-2000, se concluyó que el contenido de los artículos 3, 9 y 20 del Reglamento de Establecimientos Farmacéuticos dictado por la Federación Farmacéutica Venezolana, relativos a: 1. que sólo podrán realizar actos de instalación, funcionamiento, reapertura y traslado de establecimientos farmacéuticos los farmaceutas en pleno ejercicio de su profesión (artículo 3 del Reglamento); 2. la restricción en cuanto a la instalación de farmacias (artículo 9 y 3 del Reglamento), según la cual el profesional que desee instalar una farmacia debe ser farmaceuta o poseer por lo menos el 75% de las acciones de la compañía que pretenda instalar la farmacia (artículo 20 del Reglamento), constituían las conductas tipificadas en los artículos 6 y 9 de la Ley para Promover y Proteger el Ejercicio de la Libre Competencia. 

La Superintendencia concluyó que la actuación desplegada por el Colegio de Farmacéuticos del Distrito Federal y Estado Miranda, en aplicación del referido Reglamento de Establecimientos Farmacéuticos, es también contraria a la libre competencia, y procedió a imponer multa de 3.825.270,22 millones de bolívares al Colegio de Farmacéuticos del Distrito Federal y el Estado Miranda, y de 7.321.270,13 millones de bolívares a la Federación Farmacéutica Venezolana, tomando para su caso específico su condición de reincidente en prácticas contrarias a la libre competencia, como se evidencia en las Resoluciones Nº SPPLC/0004-92 del 02 de diciembre de 1992, y SPPLC/033-96 del 28 de noviembre de 1996.

Tepuy Marina vs Sidor y Copal: La empresa Tepuy Marina, C.A. denunció ante Pro-Competencia a Siderúrgica del Orinoco (Sidor), C.A. y a la Compañía Operadora del Puerto de Palúa (Copal), C.A. por presunta violación de los artículos 5, 6 y 7 de la Ley (prácticas que limiten, falseen o restrinjan la libre competencia). Según el denunciante, Sidor y Copal enviaron comunicaciones a las agencias navieras solicitándoles la contratación exclusiva de Terminales Maracaibo, C.A. para prestar el servicio de remolcadores en los muelles Sidor y Palúa, bajo el principal argumento de que ésta podía prestar los mismos servicios que las empresas que operaban en ese mercado, pero con las tarifas establecidas por el Estado en 1995.

La Superintendencia, mediante Resolución Nº SPPLC/0049-2000, estimó que las actuaciones realizadas por Sidor y Copal no se enmarcaron dentro de las prácticas investigadas, ya que entre otras eficiencias encontradas en el mercado relevante se pueden mencionar la reducción de los gastos portuarios para los armadores o propietarios de los buques, y una mayor competitividad en los productos exportables desde estos muelles a mercados internacionales.

Terminales Maracaibo vs Tepuy Marina y Marítima Ordaz: Por denuncia interpuesta por la empresa Terminales Maracaibo, C.A. se concluyó que las empresas Tepuy Marina, C.A. y Marítima Ordaz, C.A. realizaron una práctica concertada para prestar el servicio de remolcadores, específicamente la repartición de mercados en el Río Orinoco, lo cual está prohibido por la Ley Pro-Competencia, según lo dispuesto en el artículo 10, ordinal 3º. En atención a lo anterior, el organismo antimonopolio decidió imponer a Tepuy Marina, C.A. y a Marítima Ordaz, C.A. multas por 36.393.034,00 y 29.864.628,00 millones de bolívares respectivamente.

En la Resolución Nº SPPLC/002-2001 Pro-Competencia determinó que no existían justificaciones de carácter económico, técnico u operativo para una división territorial por razones distintas a una concertación entre ambas empresas. En la investigación desarrollada no se comprobó la actuación de Marítima Ordaz, C.A. en cuanto a exclusión (artículo 6 de la Ley Pro-Competencia), ni la actuación de Tepuy Marina, C.A. y Marítima Ordaz, C.A. en cuanto al abuso de posición de dominio (artículo 13 de la Ley Pro-Competencia), supuestas prácticas restrictivas de la libre competencia, que también formaron parte del procedimiento.

Corporación Salinera vs Distribuidora Sal Bahía, Salinas de Araya y Distribuidora Caribana: La Superintendencia Pro-Competencia determinó, mediante procedimiento sancionador abierto a solicitud de la Corporación Salinera J.J.D., S.A. que la compra del 61% del capital accionario de la empresa Tecnosal Venezuela (Salinas de Araya) por parte de la empresa Distribuidora Sal Bahía, no generó una posición de dominio que produjera efectos restrictivos a la libre competencia (ya que ninguna de las empresas participantes logró una posición de dominio que le permitiera actuar de manera independiente, sin tomar en cuenta las posibles respuestas de competidores y consumidores), según lo estipulado en el artículo 11 de la Ley. Igualmente, al no producirse una situación de dominio en el mercado, las prácticas comerciales realizadas por las empresas investigadas no se consideraron abusivas, de acuerdo con las prohibiciones establecidas en los numerales 1º, 3° y 4º del artículo 13 de la Ley para Promover y Proteger el Ejercicio de la Libre Competencia. (Resolución Nº SPPLC/003-2001).

Emisael Jaramillo vs Sindicato Único de Jinetes de Caballos Pura Sangre de Carreras del Distrito Federal y Estado Miranda: El jinete Emisael José Jaramillo Sánchez denunció al Sindicato Único de Jinetes de Caballos Pura Sangre de Carreras, por la presunta comisión de prácticas restrictivas de la libre competencia (artículo 9 de la Ley). La práctica se materializó a través del Sindicato, quien fijaba un cupo máximo de doce montas semanales para los jinetes del Hipódromo La Rinconada afiliados a este Sindicato. La orden de cesación de la práctica identificada como anticompetitiva y la publicación de la decisión en dos revistas hípicas de circulación nacional, puso fin al procedimiento abierto por el organismo antimonopolio. (Resolución Nº SPPLC/004-2001).

K Exteriores Publicidad vs C.A. Metro de Caracas: K Exteriores Publicidad, C.A. denunció a Sygnos y Gráficos Nomencladores Sygno, C.A. y C.A. Metro de Caracas, por la presunta comisión de prácticas restrictivas a la libre competencia, al haber establecido condiciones de contratación de los espacios publicitarios dentro de los vagones del Sistema Metro de Caracas, que se erigieron como barreras de entrada permanentes que excluyeron a un mercado constituido: la publicidad a través de espacios modulares dentro de los vagones de ese sistema de transporte.

La Superintendencia Pro-Competencia ordenó el 17 de enero de 2001 el cese de las prácticas restrictivas a la libre competencia, tipificadas en el artículo 6 de la Ley, y dictó algunas órdenes entre las cuales destacan:

Procesar, a través de un mecanismo público de licitación, oferta pública u otro, la futura adjudicación de los espacios publicitarios dentro de los vagones del Sistema Metro de Caracas, mediante Contratos de Concesión que permitan una mayor competencia, lo que se traduce en beneficio para la C.A. Metro de Caracas y para el mercado en general.

Los lineamientos que se propongan para la adjudicación de los espacios publicitarios en los vagones del Sistema Metro de Caracas, así como los términos de los futuros contratos, deberán exponerse a esta Superintendencia antes de su presentación pública. (Resolución Nº SPPLC/005-2001).

B. Dirección de verificaciones y fusiones

Además de analizar y aprobar, según el Reglamento Nº 1 de la Ley, las concentraciones económicas que pudieran tener efecto restrictivo sobre la competencia en el mercado nacional, la Dirección de Verificaciones y Fusiones presta una labor de apoyo fundamental a la Dirección de Investigación y Fomento, a la Sala de Sustanciación y a la Consultoría Jurídica, en materia de análisis económico requerido por estas áreas. Igualmente colabora directamente con el Despacho del Superintendente para la elaboración de informes y otras actividades desarrolladas por la máxima autoridad del Organismo.

Autorizaciones

Contrato de distribución exclusiva de Alimentos Kellogg’s C.A.: En enero de 2000, la Superintendencia para la Promoción y Protección de la Libre Competencia se pronunció en relación con la solicitud de autorización para la celebración de contratos simultáneos de compra y distribución exclusiva por parte de Alimentos Kellogg’s. A través de estos contratos, la empresa crearía un canal propio de comercialización para tres nuevos productos dirigidos al mercado de galletas y cereales.

Aunque contenían cláusulas restrictivas de la libre competencia, como por ejemplo la determinación directa e indirecta de precios o condiciones de contratación o períodos excesivos de duración, el análisis de la Superintendencia determinó que estos contratos podían autorizarse, ya que generarían la creación de una red propia de distribución de los productos, y sin ellos sería más difícil y oneroso hacer llegar los nuevos productos al consumidor final.

Pocedimiento de autorización del contratoCircuitrón Equipos Electrónicos/Solar Express: En agosto de 2000, los representantes de la empresa Circuitrón Equipos Electrónicos solicitaron autorización para llevar a cabo un contrato de concesión para la explotación y uso de la marca comercial Solar Express, que presta servicios de "bronceado controlado bajo techo".

Luego de analizar los requisitos establecidos en el artículo 10 de Reglamento Nº 1 de la Ley para autorizar un contrato y tomar en consideración factores como lo incipiente del mercado de bronceado controlado bajo techo, la variedad de marcas, los establecimientos comerciales con servicios sustitutos y la existencia de pocas barreras a la entrada, esta Superintendencia consideró que el contrato en cuestión no generaría efectos restrictivos sobre la libre competencia.

Fusiones

Operación de concentración económica entre Aventis Pharma, S.A. y Rhone Poulenc Rorer de  Venezuela, S.A.: El 28 de enero de 2000, los representantes de las empresas Aventis Pharma, S.A. y Rhone Poulenc Rorer de Venezuela, S.A. solicitaron pronunciamiento sobre el carácter restrictivo de la operación de concentración económica a celebrarse entre ambas empresas. 

El artículo 11 de la Ley prohibe las concentraciones económicas que tengan efectos restrictivos sobre la libre competencia, o generen o refuercen una posición de dominio en todo o parte del mercado relevante. Luego de realizar los correspondientes estudios se comprobó la existencia de nueve mercados relevantes, a saber: mercado de agentes beta-bloqueadores, estrógenos, penicilinas de amplio espectro, quinolas fluoradas, macrólidos y similares, antirreumáticos no esteroides, anestésicos generales, analgésicos no narcóticos y antipiréticos, antihistamínicos sistémicos, todos éstos dentro de un ámbito geográfico nacional.

El análisis efectuado sobre cada uno de estos mercados permitió concluir que en vista del alto número de participantes (laboratorios y productos sustitutos), la operación de concentración no generaría ni reforzaría una posición de dominio en ninguno de los mercados relevantes afectados por la misma.

Operación de concentración económica entre AgrEvo de Venezuela y Rhone Poulenc Agro: En abril del año 2000, los representantes de la empresa AgrEvo de Venezuela, S.A. solicitaron pronunciamiento sobre los potenciales efectos restrictivos originados por la adquisición de la línea de productos agroquímicos de Rhone Poulenc por parte de AgrEvo de Venezuela, S.A., empresa que también fabrica y/o comercializa productos químicos destinados a la agricultura.

El análisis que la Superintendencia realizó a este respecto determinó la existencia de trece mercados relevantes distintos, dentro de los cuales la operación planteada no generaba un aumento importante de los índices de concentración. Más aún, la dinámica de competencia existente en tales mercados, donde hay empresas con mayor tamaño y variedad de productos que la resultante de la concentración, permitió concluir que tal adquisición no ocasionaría ni reforzaría la posición de dominio en ninguno de los mercados identificados.

Productos de Vidrios, S.A. (Produvisa) y Owens Illinois de Venezuela C.A. (Owens/Illinois): En agosto de 2000, las empresas Productos de Vidrios, S.A. (Produvisa) y Owens Illinois de Venezuela, C.A. (Owens/Illinois) solicitaron ante esta Superintendencia el análisis de la operación de concentración económica que resultaría de la adquisición del control accionario de Produvisa por parte de Owens/Illinois, conforme a lo establecido en el artículo 15 de la Ley. De acuerdo a la información suministrada por los interesados, la operación sometida al análisis se corresponde con la fusión a la que alude el literal c) del citado artículo.

Las empresas mencionadas se dedican a la fabricación y comercialización, en territorio nacional, de envases primarios de vidrio destinados a la conservación de alimentos, bebidas y productos farmacéuticos. Se determinó que el mercado relevante de esta operación se divide en cinco sub-mercados: mercado de fabricación y comercialización de envases primarios elaborados en vidrio y aluminio para el área de cervezas, alimentos, refrescos, productos farmacéuticos y licores.

El análisis concluyó que la operación arrojaría un alto nivel de concentración en el mercado relevante por parte de la empresa resultante; no obstante, se estableció que la existencia de productos sustitutos del vidrio como materia prima para envases primarios, es un elemento catalizador de una posible conducta violatoria de la Ley por parte de la firma resultante, además del alto poder de negociación de los consumidores. 

Adicionalmente, existen eficiencias derivadas de la reducción de costos al acoplar líneas de producción ante una caída de la demanda sostenida en los últimos años, razones éstas por las que se aprobó la concentración.

Inversiones Veserteca, C.A. y Sociedad Mercantil Comunicaciones Móviles EDC, C.A.: En septiembre de 2000, Conatel, de conformidad con lo previsto en el artículo 195 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, solicitó la opinión de la Superintendencia en relación a la concesión de la empresa Inversiones Veserteca, C.A. a la sociedad mercantil Comunicaciones Móviles EDC, C.A., empresa de la Electricidad de Caracas, C.A. (EDC, C.A.).

Las empresas mencionadas poseen concesión para instalar, mantener, administrar, operar y explotar comercialmente un sistema de concentración de enlaces trunking, destinado a la comunicación de grupos de trabajo. De acuerdo con el análisis realizado, la Superintendencia determinó que la operación se correspondía con la que alude el literal d) del artículo 4 del Reglamento Nº 2 de la Ley, y el mercado relevante se definió como el de los servicios de concentración de enlaces o trunking, en la zona centro norte del territorio venezolano. 

Debido a los bajos niveles de participación de mercado por parte de ambas empresas y a las pocas posibilidades de que incurriesen en prácticas colusorias, se llegó a la conclusión de que la concentración no representaba riesgo para el mercado de estos servicios, y se recomendó la autorización por parte de Conatel. Adicionalmente, se aconsejó al ente regulador complementar la programación futura de subastas de la banda 400 MHz, con el objeto de expandir los servicios de las empresas establecidas y permitir la entrada de nuevos operadores.

Operación de concentración económica entre Americatel y Electromaxon: En la Resolución emitida el 5 de octubre del 2000, esta Superintendencia emitió opinión a Conatel sobre la operación de concentración económica de las empresas Americatel, Electromaxon, Team Telecomunicaciones, Tronknet, Radio Enlaces Digitales y Venetel, cuya finalidad era lograr la digitalización del sistema del servicio de concentración de enlaces o trunking, bajo tecnología analógica. El mercado geográfico en el que se ubica este producto está referido a las regiones Central, Centro Norte, Occidente y Oriente del país.

En dicha opinión se sugirió a Conatel que aprobará la concentración económica entre las mencionadas empresas, no sin antes recomendar a éstas que solicitaran opinión previa favorable de Pro-Competencia, para la adquisición de nuevas frecuencias en las bandas 400 MHz y 800 MHz del espectro radioeléctrico. Igualmente se le indicó a la empresa solicitante (Americatel) que debía completar el proceso de digitalización exigido.

C. Dirección de investigación y fomento

Es la responsable de llevar adelante las investigaciones preliminares para detectar la evidencia de prácticas restrictivas de la libre competencia y apoyar a la Consultoría Jurídica en el sustento económico de las consultas que recibe el Organismo. 

Tiene a su cargo la promoción de la libre competencia y la eficiencia en los mercados, para lo cual se encarga de preparar una serie de informes de políticas públicas y de carácter especial en los distintos sectores de la economía, a través de la divulgación de la Ley para Promover y Proteger el Ejercicio de la Libre Competencia y la labor de la Superintendencia. Esto tiene lugar mediante la participación en foros y seminarios, apoyo a cátedras universitarias y de Institutos de Educación Superior, así como cualquier tipo de presentación a grupos de interés que requieran una orientación en cuanto al alcance y beneficios de la Ley.

Esta Dirección ha prestado también apoyo al Despacho del Superintendente y a otras Direcciones operativas, en aquellas áreas relacionadas con la aplicación de la Ley.

Investigaciones preliminares

Banda ancha ADSL: En mayo del pasado año 2000 se elaboró un informe acerca de los efectos de las pruebas comerciales para la incorporación de tecnología de banda ancha ADSL al mercado. En vista de la inminente entrada de competencia por medio de las subastas de tecnologías inalámbricas como la LMSD, sustituta de la tecnología alámbrica ADSL, se pudo constatar la existencia de competencia efectiva en este sector. 

El análisis llevado a cabo al respecto determinó que no tenían lugar prácticas restrictivas de la libre competencia o de limitación injustificada a la venta; no obstante, la falta de normativa en relación con las pruebas comerciales para nuevas tecnologías podía estar generando distorsiones susceptibles de afectar la libre competencia, por lo que se recomendó la conveniencia de que el ente público regulador del sector, Conatel, dictara lineamientos para regir dichas pruebas.

Atún: Esta investigación, iniciada en abril del 2000, se centró en la decisión tomada por el Servicio Autónomo de los Recursos Acuícolas y Pesqueros del Ministerio de la Producción y el Comercio (M.P.C.) de no conceder licencias temporales de pesca a embarcaciones de origen extranjero que laboren en aguas jurisdiccionales venezolanas. Para la investigación se evaluaron los criterios técnicos utilizados para el otorgamiento de estas licencias, los cuales se encuentran basados en informes realizados por el Instituto ICCAT y en las consecuencias que podría ocasionar una barrera legal sobre la totalidad del circuito productivo del atún en nuestro país. Sobre este particular, la Superintendencia Pro-Competencia concluyó que era posible otorgar las licencias de pesca, siempre y cuando se cumplieran las condiciones de conservación ambiental requeridas; en caso contrario, sería necesario que las barreras legales que dicha medida pudiera ocasionar sobre el mercado, no perjudicasen al resto de los agentes involucrados, lo cual exigiría la vigilancia coordinada y constante por parte de las autoridades pertinentes.

Salvaguardias Sidor: En el mes de abril, la Comisión Antidumping y sobre Subsidios solicitó el pronunciamiento de Pro-Competencia en relación a las condiciones de competencia prevalecientes en el mercado de los productos laminados en caliente y en frío, por la eventual aplicación de medidas de salvaguardia. Estas medidas fueron solicitadas por Sidor, con base en daños que las importaciones estaban generando sobre la producción nacional. Se concluyó que la aplicación de medidas de salvaguardia podría consolidar la posición dominante que ya detenta Sidor en el mercado nacional, lo que podría empeorar la situación a nivel de la cadena productiva, perjudicando la capacidad competitiva de las empresas aguas abajo, que necesitarían también la protección gubernamental para sobrevivir.

Cauchos 2000: La Comisión Antidumping y sobre Subsidios solicitó la opinión de la Superintendencia sobre las condiciones de competencia prevalecientes en el mercado de cauchos y radiales, y sobre las posibles consecuencias de la hipotética imposición de medidas de salvaguardia sobre tales productos, solicitadas por los fabricantes nacionales. 

En esta investigación se pudo determinar la existencia de altas barreras a la entrada de un nuevo fabricante; no obstante, gracias a la llegada de productos importados, la oferta de neumáticos se ha atomizado, con el consiguiente aumento del poder de negociación por parte de compradores y distribuidores. Esto ha traído como consecuencia que los fabricantes no tengan poder de mercado en forma individual y que la competencia entre distribuidores se beneficie al haber un mayor número de participantes en la cadena de comercialización. Una eventual aplicación de medidas de salvaguardia generaría graves efectos sobre la competencia, ya sea a escala de fabricantes como de distribuidores.

Fijación de tarifas en líneas aéreas: Cumpliendo con su labor de vigilancia de los mercados, en julio del año 2000 Pro-Competencia llevó a cabo una investigación sobre la fijación de tarifas en el sector de líneas aéreas. La investigación se inició en virtud del comunicado de la Asociación de Líneas Aéreas de Venezuela (ALAV), donde se informa que sus integrantes tenían la intención de fijar el recargo sobre el segmento de reservación de boletos aéreos en un 15%, en el caso de que dicho boleto fuera cancelado o modificada la fecha inicial del viaje.  

Sobre este asunto, la Superintendencia Pro-Competencia concluyó que de plantearse la apertura de un procedimiento de oficio por la presunta cartelización de las tarifas, éste sólo debería abrirse en contra de Aeropostal y Aserca, quienes para el momento eran las únicas que aceptaban el comunicado emitido por la ALAV. Dentro de este estudio quedaban exlcuidas el resto de las líneas que conforman la mencionada asociación. Aunque no se encontraron elementos suficientes para abrir un procedimiento administrativo, este mercado continúa siendo supervisado por Pro-competencia. 

Venepal: Durante el mes de febrero del año 2000, el Ministerio de Producción y Comercio solicitó la apertura de una investigación en el sector de papel recubierto. El objetivo era analizar la viabilidad de un desgravamen arancelario para este tipo de papeles, solicitado por la Asociación de Industriales de Artes Gráficas de Venezuela, por insuficiencia en la producción, aumentos sucesivos e injustificados de los precios e incumplimiento de contrato por parte de Venepal, única productora de papel recubierto en el país.

Debido a que Venepal no detenta una posición de dominio en este mercado, no existen indicios de que se estén realizando prácticas o conductas anticompetitivas, ni que los consumidores carezcan de alternativas distintas para el suministro. Por ello, la posibilidad de un desgravamen ya no estaría justificada como un acto en pro de la competencia en el mercado en estudio, donde la situación actual de precios internos y externos debería actuar como factor disciplinador. Se concluye, además, que ante una eventual problemática con la disponibilidad de divisas, es de gran importancia que exista un proveedor interno para la industria de artes gráficas en su totalidad.

Promoción de la Competencia

Iniciativas de divulgación: La apertura de las telecomunicaciones fue uno de los eventos más importantes del año 2000. La participación de Pro-Competencia en el proceso iniciado por Conatel garantiza, por un lado, la eficiencia y la competencia entre los participantes, y por el otro, la detección y persecución de prácticas restrictivas de la libre competencia. 

Esta Oficina tomó parte activa a través de ponencias e intervenciones en los siguientes eventos: Las telecomunicaciones: apertura para un mercado global, organizado por la Asociación Venezolana de Ejecutivos (AVE); Ley de telecomunicaciones, presentación en PDV Servicios; charla sobre tarifas y libre competencia, en el seminario La nueva ley orgánica de telecomunicaciones, celebrado en la Universidad Fermín Toro, Barquisimeto; charla sobre Libre competencia y telecomunicaciones, Cámara Nacional de Empresas de Telecomunicaciones.

Por otro lado, firmó un convenio con Conatel, según lo dispuesto en la Nueva Ley Orgánica de Telecomunicaciones, con la finalidad de establecer un canal formal de cooperación interinstitucional para enfrentar la apertura de las telecomunicaciones hacia un mercado abierto y las posibles violaciones a la libre competencia que pudieran tener lugar en el mismo.

El sector de las franquicias también ha venido tomando gran impulso dentro de la economía; Pro-Competencia, además de desarrollar los Lineamientos de Evaluación de los Contratos de Franquicias, publicado en la Gaceta Oficial Nº 5.431 de enero del 2000, ha tomado parte promoviendo los aspectos admisibles e inadmisibles que contemplan estos lineamientos y participando en eventos como Expofranquicias 2000, Universidad Metropolitana; Franquicias y libre competencia, Primer Foro Nacional de Franquicias, organizado por Profranquicias; charla en el Primer Encuentro Mundial de Franquicias, organizado por Profranquicias y celebrado en Caracas.

En el año 2000, conjuntamente con la Agencia Española de Cooperación Internacional (AECI), Pro-Competencia gestionó la visita al país del magistrado Julio Pascual y Vicente, miembro del Tribunal de Defensa de la Competencia de España, y de Manuel Lobato, experto español en materia legal. El primero desarrolló el tema del Derecho de la competencia realizados en unos seminarios en la Universidad Católica Andrés Bello y en el Instituto de Estudios Superiores de Administración (I.E.S.A); el segundo dictó charlas sobre el tema de la Competencia desleal en la legislación antimonopolio y de propiedad industrial, a las cuales asistieron magistrados, abogados y especialistas en la materia.

D. Consultoría jurídica

Esta Dirección se encarga de asesorar a la Sala de Sustanciación en la instrucción de los expedientes de los procedimientos previstos en la Ley para Promover y Proteger el Ejercicio de la Libre Competencia. Igualmente, elabora dictámenes sobre asuntos de libre competencia cuando así lo requieren los particulares y las autoridades judiciales o administrativas.

La Consultoría Jurídica de la Superintendencia, evalúa proyectos de leyes para identificar posibles barreras que afecten la libre competencia; elabora proyectos y propuestas para el Ejecutivo Nacional y la Asamblea Nacional. Actualmente ejecuta un programa de actividades conjuntas con el Servicio Autónomo de la Propiedad Intelectual (SAPI) en materia de competencia desleal. 

Mediante delegación de poder de la Procuraduría General de la República, la Consultoría  se encarga de defender ante la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo y la Sala Política Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, las decisiones de la Superintendencia por la interposición de recursos de nulidad.

Actividad judicial durante el año 2000

Durante el año 2000, la Consultoría Jurídica desplegó una intensa actividad judicial ante la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo. 

A través de la delegación de poderes que realiza el Procurador General de la República, los funcionarios de la Consultoría han logrado la defensa de los principios que rigen la libre competencia, expuestos en las decisiones de la Superintendencia.

Así, se han seguido activamente juicios de nulidad contra resoluciones que han decidido sobre la existencia o no de prácticas contrarias a la libre competencia en la distribución y comercialización de boletos aéreos; comercialización de equipos de perforación de pozos petroleros; arrendamiento de postes por empresas de televisión por cable; servicios velatorios, de inhumación y cremación; comercialización y promoción de alimentos en eventos deportivos; comercialización de bebidas carbonatadas; telecomunicaciones (Internet); sector farmacéutico, entre otras.

Igualmente, con ocasión de las acciones de amparo por presunta violación de derechos constitucionales intentados por los agentes económicos investigados, se ha demostrado que la actividad de la Superintendencia se lleva a cabo con respeto de los derechos y garantías constitucionales, logrando así que la Corte Primera declare sin lugar muchos de los amparos intentados.

La labor judicial de esta Dirección no se agotó en la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo; en el Tribunal Supremo de Justicia (segunda instancia revisora de las decisiones de la Superintendencia) se han tramitado las apelaciones realizadas tanto por empresas del sector eléctrico, telecomunicaciones, sector bancario y colegios profesionales, como de la Consultoría Jurídica.  

Durante el año 2000, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo y la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia han dictado decisiones importantes en materia de libre competencia. En el mes de marzo, en la sentencia Cadela/Elecentro vs Pro-Competencia, el Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional dejó sin efecto la disposición contenida en el artículo 185 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, abriendo la doble instancia revisora en materia de libre competencia, en atención al derecho humano que contempla el doble grado de jurisdicción, sea penal o contenciosa administrativa. 

En sentencia del 15 de noviembre de 2000, caso CANTV vs Pro-Competencia, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, afinando su postura sobre el mecanismo de suspensión de efectos previsto en la Ley para Promover y Proteger el Ejercicio de la Libre Competencia, determinó que con la presentación de la caución en las condiciones establecidas por la Administración sólo puede considerarse suspendida la multa impuesta, mas no las órdenes y condiciones designadas para el restablecimiento de la libre competencia; en este particular, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo decidió suspender los efectos del pago de la multa y ratificó el cumplimiento de las órdenes impuestas a CANTV en el acto administrativo.

El 21 de diciembre de 2000, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo dictó sentencia en los juicios de nulidad intentados por la Distribuidora Al Galope (Graffiti), Editorial Santiago de León, Meridiano C.A., Sural, C.A., Colegio Farmacéutico del Estado Aragua, en la que ratificó cuatro decisiones tomadas por la Superintendencia en los años 1994, 95, 96 y 99. En las sentencias dictadas por la Corte Primera se resalta la intención de proteger los derechos de los particulares ante posibles ilegalidades del acto, pero observando el mantenimiento y resguardo del interés social que comprende la libre competencia en los mercados. Por ello, la Corte Primera confirmó el criterio expuesto por la Superintendencia en sus resoluciones. 

Consultas (año 2000)

Asociación civil "Magnum City Club": Algunos miembros de la Asociación civil Magnum City Club presentaron una consulta referida a la posible violación de la Ley Pro-Competencia por parte de esta Asociación, al aprobar la exclusión de algunos socios propietarios.

La Superintendencia aclaró que sus actividades se concentran en la labor de promoción y protección de la sana competencia, árbitro de mercado y garante de la libre competencia, a tenor de lo dispuesto en la Ley que administra. En razón de ello, informó a los interesados que la situación planteada no revestía una actividad económica que impidiera, limitara o falseara la libre competencia, por lo que se consideró incompetente para el análisis del caso planteado. 

Dismeven: La empresa Distribuidora Meven (Dismeven) sometió a consulta un asunto de presunta competencia desleal por parte de la empresa Dismeven Aragua. Después del análisis correspondiente se concluyó que la existencia de dos comercios cercanos dedicados a la misma actividad no es contraria a la libre competencia, por cuanto esto pudiese generar más competencia en el mercado. Por otro lado, también se observó que el asunto sometido a estudio era de naturaleza registral, escapando así del ámbito de la Superintendencia.

Bus Ven, C.A.: La empresa Bus Ven, C.A. interpuso a esta Superintendencia una consulta relacionada con el contenido de una valla de publicidad colocada por dicha empresa, cuyo mensaje pudiera ser engañoso o desleal. Se le expuso a la empresa consultante el alcance del artículo 17 de la Ley para Promover y Proteger el Ejercicio de la Libre Competencia, específicamente en cuanto a materia publicitaria se refiere.

United Airlines, Inc y American Airlines: Las empresas United Airlines, Inc, y American Airlines sometieron a consulta la vigencia de la Resolución Nº DTA-76-10 del 29 de julio de 1976, emanada de la Dirección de Aeronáutica Civil del extinto Ministerio de Comunicaciones. Este Despacho dictaminó que tal Resolución se erigía como una barrera a la libre competencia, además de considerarse tácitamente derogada por el restablecimiento de las garantías económicas, la promulgación de la Ley para Promover y Proteger el Ejercicio de la Libre Competencia y la vigencia de la Constitución Bolivariana de Venezuela en 1999. 

Informe del sector fonográfico: Distintos agentes del sector fonográfico solicitaron un análisis sobre la situación de la industria fonográfica y el marco legal que le es inherente. Este informe determinó la grave crisis por la que atraviesa el sector, debido al incremento de la piratería.

En cuanto a la normativa existente, se observó que la obligación del depósito legal no constituye obstáculo alguno para el desarrollo del sector, ya que se cumple sin trauma alguno; por el contrario, resalta la falta de cumplimiento con la declaración aduanal por parte de algunos importadores, y la modalidad de "encarte", la cual no cumple en ciertas ocasiones con las licencias y autorizaciones de los derechos de autor y derechos conexos involucrados en la producción y explotación del fonograma y, en consecuencia, tampoco con la Ley de Depósito Legal y su reglamento.

Conatel. Determinación de vías generales de comunicación: Conatel realizó una consulta para analizar la insustituibilidad de ciertos ductos y tanquillas a los efectos de determinar la obligación que tiene la persona que los posee o controla de permitir el acceso y la utilización de dichas vías generales de telecomunicaciones a otros operadores.

En dicho análisis se concluye que los ductos y tanquillas controlados por la CANTV son sustituibles por las vías aéreas que posee la empresa ENELBAR en la ciudad de Barquisimeto, y por lo tanto se deja a consideración de Conatel si se debe obligar a quien los controla a permitir el acceso y la utilización de los mismos por otros operadores.

Conatel. Personas jurídicas vinculadas: Conatel solicitó un pronunciamiento sobre la vinculación de dos agentes económicos en el sector de telecomunicaciones, por una solicitud de habilitación administrativa en el servicio de valor agregado de tales empresas. En la consulta, la Superintendencia determinó que MCI Internacional de Venezuela y UUNET Technologies Inc, son empresas vinculadas de acuerdo al artículo 15 de la Ley para Promover y Proteger el Ejercicio de la Libre Competencia.

Determinación de la existencia de barreras legales a la entrada en el sector de seguros y reaseguros: La Defensoría del Pueblo solicitó la opinión de la Superintendencia respecto al artículo 65 del Reglamento General de la Ley de Seguros y Reaseguros, publicada en Gaceta Oficial Extraordinaria Nº 5.339 del 27 de abril de 1999, donde se establece el monto de la garantía que deberán constituir los corredores y sociedades de seguros o reaseguros, como requisito necesario para participar en esa actividad económica.

En la consulta se señaló que pese a que el dispositivo in comento contiene lo que podría considerarse como una barrera a la entrada de nuevos competidores en ese mercado (con lo cual se estaría limitando la participación de competidores en el mismo), su inclusión es perfectamente justificable por cuanto el requisito de la garantía tiene su fundamento en la estabilidad económica del país y la confiabilidad de los consumidores en la contratación de seguros de cualquier especie. 

Mercado de productos laminados en caliente y en frío:  La Comisión Antidumping solicitó pronunciamiento sobre las condiciones de competencia prevalecientes en el mercado de los productos laminados en caliente y en frío, y cómo estas condiciones podrían verse alteradas por la eventual aplicación de medidas de salvaguarda solicitadas por la empresa Siderúrgica del Orinoco (Sidor).

La Superintendencia determinó que tales medidas contribuirían a reforzar el poder de mercado de la empresa nacional, en perjuicio de las empresas agua abajo en la cadena productiva del acero, por lo que sugirió el diseño de medidas alternas a las de salvaguarda, tales como una mayor transparencia en los manifiestos de importación o la implantación de un sistema de licencias automáticas.

IV. Asuntos Internacionales

Pro-Competencia ha tenido una activa participación en foros internacionales, tanto en los multilaterales como en los de integración ALCA, OMC y Comunidad Andina. En todos ellos, su discurso principal ha sido presentar la política de competencia como una disciplina comercial que debe ser incorporada a todas las negociaciones, acuerdos regionales en la normativa comunitaria andina y en otros foros.

A. Organización Mundial del Comercio (OMC)

La Superintendencia Pro-Competencia participó en grupos de trabajo coordinados por el Ministerio de la Producción y el Comercio, y por la Misión Permanente de Venezuela ante las Naciones Unidas con sede en Ginebra, Suiza, con la finalidad de llevar a cabo un análisis especializado en las reuniones del Grupo de Trabajo de la OMC sobre la política venezolana en materia de libre competencia, especialmente en el aspecto concerniente a la preparación de la posición de Venezuela ante la Ronda del Milenio (Reunión Preparatoria Ministerial de la OMC, diciembre 1999).

En este sentido, esta Oficina presentó informes técnicos que planteaban la posibilidad de aplicar principios de la política antimonopolio a la regulación de flujos de inversión. El propósito de esta iniciativa fue establecer pautas conceptuales y prácticas para la definición de lineamientos sobre política de competencia en las negociaciones y acuerdos comerciales, así como sobre la interacción entre la política comercial y la política de competencia en Venezuela, con la intención de presentar la armonización necesaria sobre las normas de comercio entre los Estados, fundamentalmente cuando éstos participan en acuerdos multilaterales.

Los principales informes técnicos realizados para el contexto de las negociaciones de la Organización Mundial del Comercio fueron los siguientes:

• Informe sobre políticas de competencia en el marco de la liberalización del comercio internacional.

• Informe sobre la interacción entre la política comercial y la política de competencia.

• Bases de la posición venezolana en la Ronda del Milenio de la Organización Mundial del Comercio en el tema de políticas de competencia.

• Propuesta sobre principios generales de competencia, alcance de las negociaciones y sobre  políticas de competencia.

B. Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA)

Con la finalidad de cumplir con los objetivos planteados en el programa de trabajo establecido por el Comité de Negociaciones Comerciales del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), a través de los mandatos referidos al componente de políticas de competencia, la Superintendencia Pro-Competencia, en su carácter de titular de la vocería andina en el grupo de trabajo para las negociaciones, ha planteado la necesidad de consolidar principios comunes a todos los países para evitar prácticas anticompetitivas que restrinjan, impidan o falseen la libre competencia en la zona de libre comercio de las Américas; de esta manera se garantizaría la efectividad y ejecutoriedad de las normas sobre políticas de competencia en los países del hemisferio.

En razón de lo anterior, Pro-Competencia planteó la necesidad de incorporar principios basados en las reglas de transparencia que permitan aplicar de manera coherente las citadas normas en las legislaciones nacionales. En este sentido, cabe destacar que el fomento de la competitividad internacional requiere la aplicación, bajo una misma perspectiva, de principios comunes que reduzcan o eliminen las interpretaciones diversas, esto es, principios orientadores que garanticen la seguridad jurídica dentro de un contexto de mayor transparencia, un lenguaje común que permita orientar la aplicación de reglas de competencia, sin menospreciar el hecho de que en cada caso deberán analizarse los efectos particulares.

Cabe destacar que Pro-Competencia ha hecho extensivos los informes técnicos elaborados para el contexto de la Organización Mundial del Comercio a la propuesta andina para las negociaciones del ALCA, en razón de ser válidos en acuerdos comerciales multilaterales.

C. Comunidad Andina de Naciones

Pro-Competencia ha sido ente promotor de reuniones de coordinación andina con técnicos y expertos gubernamentales, con el propósito de examinar la Decisión 285 del Acuerdo de Cartagena, referente a las normas para prevenir o corregir las distorsiones generadas por prácticas restrictivas de la libre competencia en la Subregión. En las reuniones de concertación andina, el planteamiento principal ha sido destacar la importancia de promover el trabajo de las agencias locales para lograr la identificación de los problemas comunes, con el fin de contemplar la realidad propia de cada país miembro a la hora de elaborar la propuesta de la normativa subregional. 

En este sentido se señala que actualmente la Secretaría General de la Comunidad Andina ha presentado a los países miembros de la CAN un documento de trabajo sobre el Anteproyecto de la Decisión de la Comisión de la Comunidad Andina, en relación con las normas para la promoción y protección de la libre competencia en la Subregión (SG/REG.LC/II/dt.01), documento en el cual esta Oficina, en coordinación con la Secretaría General y los otros países miembros que poseen en su estructura agencias de competencia como la nuestra, ha participado activamente. Dentro del documento de trabajo citado se encuentran incorporadas en gran medida las observaciones presentadas por Pro-Competencia.

D. Seminario Internacional de Políticas de Competencia

En el mes de diciembre Caracas fue sede del V Seminario Internacional sobre Políticas de Competencia, dirigido a expertos de América y el Caribe. El evento, patrocinado por la Organización para la Cooperación Económica y el Desarrollo (OECD) desde 1996 y la Superintendencia para la Promoción y Protección de la Libre Competencia (Pro-Competencia), tuvo como objeto discutir e intercambiar ideas y experiencias entre los representantes de los 19 países asistentes. 

Este año las discusiones se centraron en los siguientes temas: sector financiero y banca, salud y profesiones, publicidad y medios masivos, y persecución de carteles.

En este V Seminario, Pro-Competencia presentó las siguientes ponencias: "El sistema bancario venezolano y las operaciones de concentración económica"; "Acuerdos horizontales y cartelización; Los gremios profesionales y la libre competencia". 

E. Otros foros internacionales

En el año 2000 Pro-Competencia también participó en los siguientes eventos internacionales:

• Third Anual Latin American Round Table on Competition & Trade Policy, organizado por la Universidad de Miami, donde Venezuela participó con la ponencia "Prácticas verticales y la regla de la razón".

• El impacto de las leyes antimonopolio en América Latina, organizado en Chile por la International Bar Asociation.

• Reunión de expertos sobre fusiones y adquisiciones, organizada por la Unctad en Ginebra, Suiza.

• Seminario Leyes y políticas de competencia en América Latina, celebrado en Costa Rica.

V. Fortalecimiento Institucional 

Esta Dirección presta apoyo administrativo a las distintas áreas que conforman la Superintendencia Pro-Competencia, y tiene como misión la administración, distribución y control de los recursos financieros, humanos, logísticos y tecnológicos necesarios para llevar a cabo las actividades de promoción y protección de la libre competencia.

La gestión administrativa durante el año 2000 estuvo afectada por una serie de factores externos, entre los que cabe mencionar la reestructuración organizativa del Ministerio de Producción y Comercio, iniciativa que implicó cambios en los procesos administrativos, elaboración de nuevas directrices para el manejo de los fondos presupuestarios, administración de los recursos humanos y transferencias de los fondos requeridos para llevar a cabo los planes formulados durante el ejercicio fiscal en estudio.

A continuación se destacan las actividades más resaltantes de esta Dirección durante el año 2000:



A. Presupuesto

El monto asignado al presupuesto del año 2000 alcanzó los 984.908.058,oo millones de bolívares. El 89% de esta cantidad fue asignado a gastos de personal, y el 11% restante a las demás partidas, las cuales sufrieron un marcado recorte y no guardan relación con los aumentos contemplados en los gastos de personal.

Con la asignación de recursos adicionales para el pago de pasivos laborales, el presupuesto alcanzó la cifra total de 1.007.000,4  millones de bolívares. 

Los gastos de personal reflejaron una disminución del 53% debido a la no utilización de los recursos presupuestados para sueldos básicos.

La adquisición de activos reales fue de muy baja cuantía, puesto que los recursos asignados resultaron insuficientes para las necesidades de dotación de equipos y muebles en general que estaban programadas.

En resumen, el presupuesto 2000 quedó distribuido de la siguiente manera:

			PARTIDAS				MONTO Bs.		

			Gastos de personal			879.686.778,oo		

			Materiales y suministros			30.438.000,oo	

			Servicios no personales			51.082.223,oo		

			Activos reales				3.601.057,oo		

			Transferencias				20.100.000,oo		

			TOTAL					984.908.058,oo		

El presupuesto 2000 logró ejecutar un 54% de lo asignado; no obstante, se dispuso de un 70% de los recursos recibidos, los cuales en su mayoría correspondían a gastos de personal que no fueron utilizados para los fines estimados, como reclasificación de personal, creación de nuevos cargos, etc.

Ejecución física: 

	METAS FÍSICAS		 		  		EJECUTADO

	Opinión y consultas							15	

	Actuaciones ante la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo		22	

	Actuaciones ante el Tribunal Supremo de Justicia				12

	Procedimientos administrativos e investigaciones preliminares		19

	Procesos autorizatorios de concentraciones económicas y prácticas		7	



B. Recursos humanos

En el año 2000 se consolidó una estructura organizativa orientada a la selección y reclutamiento del personal en cada uno de los cargos con que cuenta la Superintendencia. El personal calificado de profesionales o especialistas en competencia logró un elevado nivel de ocupación y se mantuvo una estabilidad laboral en el transcurso del ejercicio. En términos promedio durante el ejercicio fiscal en estudio el personal de esta Oficina estuvo conformado de la siguiente manera:

			PERSONAL				Nº

			Directivo				  7		

			Profesionales				13		

			Administrativo			  	4		

			Contratado			  	4		

			Obreros				 	 4

			TOTAL					32		



Un logro importante en el área de Recursos humanos fue la aplicación del Programa de los Pasivos Laborales de la Administración Pública Central, según el Decreto Nº 188 y Nº 319, que establece el pago de los intereses causados por la prestación de antigüedad a todos los trabajadores como abono a cuenta. Esta cancelación se hizo efectiva de forma mensual, a través del financiamiento de recursos adicionales recibidos por el orden de los 22,5 millones bolívares.

C. Adiestramiento

La gran diversidad de sectores económicos en donde tiene cabida la aplicación de la Ley para Proteger el Ejercicio de la Libre Competencia y los constantes cambios producto de innovaciones tecnológicas, exigen que el personal de la Oficina esté actualizando sus conocimientos constantemente. En este sentido, parte importante del equipo de Pro-Competencia tuvo la oportunidad de asistir a los siguientes eventos educativos: 

• Leyes y políticas internacionales en materia de libre competencia, curso dictado en la Universidad de Ginebra, Suiza.

• Costos y tarifas de la actividad de distribución de energía eléctrica, taller organizado por el Ministerio de Energía y Minas.

• Telecomunicaciones inalámbricas, curso organizado por la Cámara de la Industria de las Telecomunicaciones (Caditel) y la Comisión Nacional de Telecomunicaciones (Conatel).

• Perspectiva venezolana ante la globalización del sistema financiero, seminario coordinado por el Banco Central de Venezuela y la Universidad Central de Venezuela (UCV).

• Introducción a las telecomunicaciones, curso organizado por la Universidad Simón Bolívar (USB) a través de su Fundación de Investigación y Desarrollo.

• La nueva economía global, seminario del Centro de Divulgación Económica (Cedice).

• Marketing sobre patrocinio deportivo, conferencia realizada en la Universidad Simón Bolívar.

• Propuesta de régimen económico general para el sector eléctrico; costos y tarifas para la electricidad, taller organizado por la Fundación para el Desarrollo del Sector Eléctrico (Fundelec).

• Curso de negociación económica internacional, patrocinado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la Conferencia para las Naciones Unidas para el Comercio y el Desarrollo (UNTACD), celebrado en Ginebra.

D. Administración y servicios

La Dirección de Administración y Apoyo Logístico también lleva a cabo, entre otras actividades, las siguientes:

Contabilidad fiscal registrada a través de los distintos procesos que la conforman: Libro diario, Libro mayor, Balance general, Conciliaciones bancarias, Control de bienes nacionales, Control de adquisición de materiales, servicios y activos reales, según lo contemplado en la Publicación Nº 9, 15 y 23 de la Contraloría General de la República.

Envío y control de la correspondencia y archivo general.

Centro de documentación que brinda sus servicios a usuarios internos y externos.

Servicio de informática en cuanto al mantenimiento, dotación de materiales, incorporación de softwear actualizados para cada una de las microcomputadoras existentes y mantenimiento de la red de servidores centrales.

Servicio de fotocopiado tanto al personal del Organismo como a usuarios del Centro de documentación.

Dotación de materiales, equipos y muebles, así como también reparaciones de los bienes, a través de requisiciones formuladas por cada una de las dependencias de la Superintendencia.

Mantenimiento y limpieza de las diferentes áreas de la sede.



E. Información y prensa

Buena parte del esfuerzo de comunicación desarrollado por Pro-Competencia en el año 2000 centró su atención en la página web de la Institución, la cual pasó a ser un servicio público a través del cual abogados, economistas, estudiantes y especialistas en materia de competencia solicitan información sobre distintos asuntos relacionados con nuestra especialidad. Correspondió al Departamento de Prensa atender diariamente las solicitudes planteadas y dar respuesta a una demanda que continúa en ascenso.

Diseñar y coordinar la salida mensual del boletín electrónico En Breve, fue otra de las tareas logradas en el 2000. Esta publicación cumplió su primer año de vida informando exitosamente a una audiencia nacional que aprecia su contenido editorial, pero sobre todo, reforzando la imagen de prestigio que ante organismos homólogos del continente y del mundo ha venido consolidando esta Oficina durante los últimos años. 

Con respecto al área de Información y Prensa, se continuó con la estrategia trazada durante el segundo semestre de 1999, en el sentido de dar a conocer la importancia de la labor realizada por la Institución ante la opinión pública, cámaras y asociaciones gremiales que representan a los diversos sectores productivos.

Para reforzar la trascendencia de la competencia ante la opinión pública, se diseñó un programa de medios orientado a difundir los contenidos de las resoluciones, informes de políticas públicas y opiniones técnicas relacionadas con la situación económica y política del país. El logro de este objetivo se fundamentó en la emisión de boletines y en la celebración de ruedas de prensa. También se coordinaron una serie de entrevistas en radio y televisión, para que el Superintendente diera conocer los elevados índices de productividad alcanzados durante su gestión. Se continuó con la publicación en la prensa nacional de artículos escritos por el personal técnico de Pro-Competencia sobre temas de derecho de la competencia, economía y actualidad en general. 

Esta estrategia se completó con la organización, conjuntamente con la Dirección de Investigación y Fomento, de una serie de presentaciones y charlas en cámaras y asociaciones industriales con el objeto de dar a conocer la Ley, pero fundamentalmente para enfatizar la importancia que para una sociedad como la nuestra tiene la economía de mercado.

Por último, este Departamento brindó apoyo a las oficinas de los superintendentes, directores y personal técnico (abogados y economistas) para cubrir necesidades puntuales de información interna y externa, colaborar en la organización de eventos y otras actividades relacionadas con la imagen de la Institución.





















� En su artículo 1º establece que estarán prohibidos y serán sancionados los actos o conductas relacionados con la producción e intercambio de bienes o servicios, que tengan por objeto o efecto limitar, restringir, falsear o distorsionar la competencia o el acceso al mercado o que constituyan abuso de una posición dominante en un mercado, de modo que pueda resultar perjuicio para el interés económico general.

� La nueva ley se refiere a las prácticas que tengan por “objeto” o efecto limitar, restringir falsear o distorsionar la competencia o el acceso al mercado.

� Dos de los cuales debían ser abogados y dos profesionales de ciencias económicas, los cuales fueron equiparados a Jueces Nacionales de Primera Instancia.

� NOTA: Los textos en negrita, fueron observados por Decreto 1019/99.

1 El presente capítulo es una versión editada del Informe Anual del Comisionado de Competencia, Canadá, 2001. La versión original del informe anual está disponible electrónicamente en la siguiente dirección: http://www.competition.ic.gc.ca

2 Una gran parte de la sección correspondiente a la introducción está tomada del Mensaje del Comisionado en el Informe Anual del Comisionado de Competencia, Canadá, 2001.

4 En Internet se puede conseguir una copia de todo el informe en la siguiente dirección: http://www.parl.gc.ca/InfoComDoc/36/2/INDU/Studies/Reports/indu01-e.html.

5 El 5 de abril de 2001, la Corte Federal de Apelaciones aceptó la apelación de la Oficina sobre los méritos y ordenó remitir la materia al Tribunal. La Corte coincidió con la Oficina en que el Tribunal había interpretado la Ley de Competencia de forma muy restringida. La Corte sentenció que los efectos contra los cuales tenían que compararse las ganancias por concepto de eficiencia eran amplios. Entre estos efectos se incluían el perjuicio a los consumidores por el hecho de pagar precios más elevados así como cualesquiera otros efectos que contrariaran los objetivos de la competencia. 

6 En junio de 2001, el Tribunal de Competencia confirmó una orden de consentimiento que fue aceptada por Chapters e Indigo. Esta orden comprende la puesta en venta de 13 supertiendas de libros, 10 tiendas en centros comerciales, algunos de los activos en línea de Indigo y hasta tres marcas utilizadas en las librerías (Smithbooks, Classic Books y Prospero). Además de ello, Chapters, Indigo y las asociaciones de empresas editoras acordaron cumplir un código de conducta que establece condiciones mínimas de comercio entre la compañía fusionada y las empresas editoras por un período de cinco años.

7 El Canadian Merger Review Benchmarking Report puede ser consultado en el sitio electrónico de la Oficina de Competencia (http://www.competition.ic.gc.ca).





8 La partes fueron oídas el 17 de abril de 2001, y aún está pendiente la decisión de la Corte.

3 Para mayor información sobre la lista de Intervenciones de la Oficina durante el período 2000-2001, consultar el Informe Anual del Comisionado de Competencia, Canadá, 2001. 

9 El Tratado, en su totalidad, fue firmado en abril de 2001.

� Dentro de los hechos relevantes en este caso están, la publicación efectuada el 29 de octubre de 1999, en el diario La República, donde se comunica que los miembros de la Asociación Nacional de Industriales del Sector Arrocero, han tomado la decisión de suspender las compras de arroz en granza, si se produce la importación. 



También el  acuerdo efectuado el día 8 de noviembre de 1999, existe constancia en el expediente a folio 114, que varios miembros del sector arrocero se comprometieron formalmente “a no comprar, aceptar en cesión, maquilar o hacer cualquier otro tipo de negociación con cualquier empresa que realice importaciones innecesarias de arroz, en los próximos meses, hasta que la Oficina del Arroz demuestre que la producción nacional no sea suficiente para abastecer al país y se declare el respectivo proceso de desabastecimiento.”

� La Ley 7472 en el artículo 12 incisos e)  considera, entre otras, como prácticas relativas:

“e) La concertación entre varios agentes económicos o la invitación a ellos para ejercer presión contra algún cliente o proveedor, con el propósito de disuadirlo de una conducta determinada, aplicar represalias u obligarlo a actuar en un sentido específico. (...)
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